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“notas” a 10 páginas, mecanografiadas a doble espacio, con unas 300 palabras por
página. El texto y símbolos que quieran incluir cursiva deberán ir en este tipo de
letra o subrayados.
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07. Las referencias bibliográficas se incluirán en el texto, indicando el nombre del autor
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citadas en el texto, los datos de la referencia se tomarán del documento al que se
refieren: el documento fuente. se extraerán principalmente de la portada, y de
otras partes de la obra en caso necesario.

Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 236, 2013

5



Los nombres de persona podrán abreviarse a sus iniciales. 
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de los cultivos de España. 2ª ed. Madrid: Ministerio de medio Ambiente y Medio
Rural y Marino. 293 p.

Partes de monografías:
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era de la globalización. Madrid: Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación.
p. 339-368.
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número: páginas.

Ejemplo:

MAssoT MARTÍ, A. (2003). La reforma de la PAC 2003: hacia un nuevo modelo
de apoyo para las explotaciones agrarias. Revista Española de Estudios Agrosociales
y Pesqueros, 199: p. 11-60.

Congresos:

Título del Congreso. organizador. Lugar de edición: editorial, año de edición. nº
de páginas. 
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Ejemplo:

X Congreso nacional de Comunidades de Regantes. FERAGuA. sevilla: Conse-
jería de Agricultura y Pesca, 2002. 172 p.

Páginas Web:

Titulo de la página. <htp://www.xxxxxxxxxx.zzz>[Consulta: fecha en la que se con-
sultó la página Web]
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Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente. <http://www.ma-
grama.gob.es>[Consulta 23 de septiembre de 2012)

09. Todos los gráficos y sus tablas, cuadros, diagramas u otras ilustraciones irán nume-
rados en páginas separadas al final del artículo, indicando título y  fuente. Citar, en
cada caso, el lugar aproximado en que deban insertarse dentro del texto.

10. Admitido el trabajo por el Comité de Redacción, se someterá, de forma anónima,
al juicio de, al menos, dos evaluadores externos, elegidos por el Comité en aten-
ción a su  acreditada solvencia científica -proceso de evaluación doble ciego-. A la
vista de sus informes, el Comité decidirá su aceptación o rechazo. 

11. Aceptado el trabajo para su publicación, se pedirá a los autores que transfieran a
la Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros los derechos de autor
del artículo. Esta transferencia asegurará la protección mutua de autores y editor.
A los autores se les enviarán las primeras pruebas, y el autor dispondrá de diez
días para su corrección. Pasado este plazo, se procederá a la publicación del artí-
culo incorporando aquellas otras correcciones editoriales que el Comité estime
necesarias para la mejora de la presentación de los trabajos.

12. una vez publicado el trabajo, el autor recibirá dos ejemplares de la revista y un
pdf de su artículo.
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La forma jurídica del Consejo
Regulador: el modelo de las fundaciones

y asociaciones como alternativa
para la gestión de las denominaciones

de origen en tiempos de crisis

JAVIER GuILLEM CARRAu (*)

1. InTRoduCCIÓn

El Consejo Regulador, en España, es el eje de funcionamiento de las de-
nominaciones de origen y de todos los signos distintivos de calidad agro-
alimentaria, entendiendo entre ellos, las propias denominaciones de
origen y las indicaciones geográficas, quedando matizado este hecho,
según los casos, respecto a las especialidades tradicionales garantizadas,
las marcas de calidad agroalimentaria y la producción biológica. 

La gran mayoría de Consejos Reguladores se han configurado como cor-
poraciones de derecho público, en gran número de casos por prescrip-
ción legal, funcionando bajo el amparo o la autoridad de la
Administración bajo cuyo amparo se creaban y dependiendo financiera-
mente con carácter casi exclusivo de las subvenciones públicas para hacer
frente a sus gastos de funcionamiento, salvo en materia de certificación.

La crisis financiera actual y el cambio de tendencias en las reglas que re-
gulan los fondos asignados a la Política Agrícola Común han puesto en
entredicho este modelo y, en algunos casos, ha dejado prácticamente in-

(*) Letrado de las Cortes Valencianas.

- Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 236, 2013 (13-54).
Recibido abril 2013. Revisión final aceptada noviembre 2013.



movilizadas o inermes las actuales estructuras de gestión de los signos de
calidad agroalimentaria.

En este estudio se examina el marco legal de los Consejos Reguladores,
partiendo del acervo comunitario se analizan los Consejos Reguladores
como gestores del signo distintivo en el contexto de la legislación estatal
y autonómica, en línea con los estudios anteriormente publicados sobre
esta materia (1). 

El previsible eclipse progresivo o paralización del modelo mayoritario,
estructurado en torno a una concepción de los mismos como corpora-
ciones de derecho público, hace necesaria la identificación de los otros
instrumentos de colaboración jurídico-privada que pueden constituir mo-
delos de referencia para el funcionamiento del órgano gestor de un signo
de calidad agroalimentaria. 

nuestro ordenamiento ofrece un amplio abanico de modelos de cola-
boración público-privada como pueden ser la interprofesional, las funda-
ciones o las asociaciones (consideradas como entidades sin ánimo de
lucro); o incluso, cuando lo permitan la idiosincrasia de la denominación,
cualquier tipo societario como las sociedades de capital o las sociedades
especiales como las cooperativas, las sociedades laborales, etc.

de este amplio abanico, en este estudio, se ha optado por centrar la cues-
tión en los aspectos de los modelos de entidades sin ánimo de lucro (in-
terprofesionales, fundaciones y asociaciones), que pueden resultar
atractivos para la gestión de las denominaciones de origen sin perjuicio de
dejar patente que, en algunos casos, sería necesario emprender la modifi-
cación de algunas legislaciones autonómicas que, hasta la fecha, sostienen
el carácter de corporación de derecho público del Consejo Regulador.

2. EL ConsEJo REGuLAdoR CoMo GEsToR dEL sIGno dE dIsTInTIVo

bercovitz Rodríguez-Cano considera que, en el reconocimiento de las
do, siempre concurren los factores característicos de la protección que

Javier Guillem Carrau
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la uE y el derecho español, editada por Tirant lo blanch en 2008.



son el reconocimiento por una autoridad administrativa que delimita los
productos y la zona geográfica y la existencia de un órgano de control (2). 

de entre ambos, botana Agra apunta que el Consejo Regulador se ha
concebido desde un principio como un complemento indisociable del
reconocimiento de la denominación y pieza esencial del sistema de de-
nominaciones de origen (3). 

En el ámbito nacional, los Consejos Reguladores y los Órganos de gestión
se regulan en las disposiciones de los artículos 25 y siguientes de la Ley
24/2003 para los Consejos Reguladores de denominaciones de origen
de productos vínicos y los artículos 84 y siguientes de la Ley 25/1970 para
los Consejos Reguladores de denominaciones de origen de productos
agroalimentarios no vínicos (4). 

Entre las competencias de los Consejos Reguladores, el legislador nacio-
nal, de acuerdo con la normativa comunitaria, ha destacado la de propo-
ner el reglamento que debe regir la vida de la denominación de origen o
de la indicación geográfica, así como su posibles modificaciones. Asi-
mismo, el Consejo Regulador es el encargado de la defensa de la doP o
la IGP según el caso. Esta defensa comienza en las actividades de control
del cumplimiento del Reglamento interno y se extiende a la defensa en
el tráfico comercial frente a cualquier usurpación.

En el ámbito comunitario, los artículos 7 y 8.1 del Reglamento CE nº
1151/2012 son de aplicación y las doP e IGP funcionan sobre la base
de una estructura organizativa caracterizada por la existencia de una au-
toridad de control (5). 
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(2) bERCoVITz RodRIGuEz-CAno, A.: Apuntes de ..., p. 455.
(3) boTAnA AGRA, M.: La denominación de…, p. 107.
(4) El decreto 1651/2004, de 9 de julio, establece las normas de desarrollo para la adaptación de reglamentos y

órganos de gestión de los vinos de calidad procedentes de regiones determinadas a la nueva Ley 24/2003 (boE 166
de 10.7.2004). En el ámbito autonómico, como hemos observado anteriormente, no existe mucha disparidad en las
normas adoptadas sobre los órganos de gestión y de control de las do respecto a las establecidas en la Ley estatal.

(5) Los artículos 7 y 36.1, 46.1 y 37.3 párrafo segundo, del Reglamento CE nº 1151/2012 disponen, con el fin
de garantizar el cumplimiento de los requisitos del pliego de condiciones, la obligación para todos los Estados
miembros de disponer con estructuras de control, o mediante la asignación de autoridades en servicios de control
o por organismos privados autorizados por el Estado miembro. En este sentido, la estructura de administración
de dicho organismo de control y certificación debe ser imparcial, estructurada y con medios de financiación defi-
nidos. Asimismo, deberá contar con un sistema de registros y los procedimientos de control y certificación regu-
lados, cumplimentar las auditorias internas y las revisiones periódicas para comprobar el cumplimiento de la norma
En 45011 o la Guía Iso/IEC 65 (Criterios generales relativos a los organismos de certificación de productos).
Por último, como también se ha indicado en el anterior capítulo de este trabajo, el organismo de control y certifi-
cación tiene que contar con procedimientos para la retirada y cancelación de las doP o IGP.



Como apuntaron serrano-suñer y González botija, tras setenta años de
protagonismo de los Consejos Reguladores, la Ley del Vino introducía
importantes novedades en el terreno de las entidades que han de gestio-
nar las indicaciones geográficas vitivinícolas (6). Entre estas novedades,
como hemos analizado en anteriores estudios, destacaba la posibilidad
de que los órganos de gestión de las denominaciones de origen vínicas,
tradicionalmente conocidos como Consejos Reguladores, pudieran ser
de naturaleza privada e incluso sus funciones realizadas por interprofe-
sionales que, en nuestro ordenamiento, no tienen reconocida persona-
lidad jurídica pública.

La Ley 24/2003 determinó que los órganos de gestión sólo se configuran
en la Ley para las doP, denominándose Consejo Regulador en los ni-
veles de do y doC. se determinió que estos órganos pueden ser de
naturaleza pública o privada y sus funciones pueden ser asumidas tam-
bién por una organización interprofesional allá donde exista, de acuerdo
con lo dispuesto en la disposición adicional octava de la Ley. Esta dis-
posición adicional octava de la Ley es considerada como una disposición
ad hoc para las denominaciones de origen vitivinícolas de titularidad
del Estado (7).

3. Los ConsEJos REGuLAdoREs y EL sIsTEMA dE ConTRoL

Respecto de los Consejos Reguladores, el artículo 27 de la Ley 24/2003
determina el régimen general para los mencionados órganos de doP (an-
teriormente vcprd) cuyo sistema de control queda relacionado en el Re-
glamento de aprobación, y el Rd 1126/2003 para los órganos de control
del nivel de protección de vinos de la tierra. 

En ambos niveles de protección, doP y vinos de la tierra, las funciones
de control pueden ser desempeñadas por órganos públicos o privados,
en este último caso deben estar reconocidos como organismos indepen-
dientes de control (unE-En- 45011) o organismos independientes de
inspección (unE-En- 45004). Como recuerda la doctrina, se suscitan,

Javier Guillem Carrau

Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 236, 2013

16

(6) sERRAno-suñER, G. y GonzALEz boTIJA, F.: Comentarios a la Ley …, p. 241.
(7) PIno TARRAGonA, G.: “Público y privado en el…, p. 133.



cada vez más, cuestiones relacionadas con la función de control de los
Consejos reguladores de las denominaciones vinícolas y, en concreto, con
la financiación de los gastos y servicios que se devengan por la “estructura
de control” en la expedición de vinos a granel que deseen comercializarse
bajo el signo de la do (8).

En este sentido, López benítez consideró el artículo 27 de la Ley del
Vino como el verdadero núcleo de la misma puesto que estableció el
principio de separación de los sistemas de control y de los sistemas de
gestión de una doP o IGP al determinar una especie de “menú” de ca-
rácter básico que cada Reglamento de doP o IGP aplicaría para el esta-
blecimiento de su sistema de control. Además, la Ley estatal “…no diseña
un modelo de gestión, control y certificación de los vinos con calidad,
sino que, por el contrario, abre un menú muy variado, provisto de com-
ponentes incluso antagónicos, para que las Comunidades Autónomas eli-
jan” (9).

Coello Martin ordenaba esta opción legislativa entre las reformas neo-
corporativistas que se caracterizan por una paulatina asimilación a órga-
nos de certificación o inspección características de las entidades reguladas
por la Ley de Industria; la sustitución directa por una representación in-
terpuesta de organizaciones interprofesionales de la representación de
intereses que se articulaba directamente entre los derechos habientes
inscritos o encuadrados en los registros dependientes correspondientes;
y, por último, la asunción del control disciplinario por la Administración
pública y pérdida del mismo por los titulares del derecho de propiedad
industrial (10).

En todo caso, el Consejo Regulador se ha concebido desde un principio
como un complemento indisociable del reconocimiento de la denomi-
nación a modo de instrumento destinado a asegurar una adecuada tutela
de los diversos intereses polarizados en torno a una denominación de
origen, así como el cumplimiento por ésta de la función promotora del
desarrollo social y económico del mundo rural agrícola. En definitiva, los
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(8) CoELLo MARTÍn, C. y GonzALEz boTIJA, F.: “El embotellado en destino…, p. 22.
(9) LoPEz bEnITEz, M.: “Algunas anotaciones sobre…, p. 17 y del Estatuto del vino …,p. 201.
(10) CoELLo MARTIn, C.: “Vinos artificiales y vinos facticios. Algunos rasgos de…, p. 81.



Consejos Reguladores, con sus muchas luces y algunas sombras, han sido
la clave de bóveda de la regulación de los vinos y la silenciosa pero pro-
funda transformación de “vinos groseros” en “vinos de nombradía” (11).

4. ModELos dE ConsEJo REGuLAdoR 

4.1. Órganos desconcentrados o corporaciones de derecho público: el origen

Históricamente, la definición de la naturaleza de los Consejos Regulado-
res ha evolucionado. Mientras que en el Estatuto del Vino de 1932 se
adoptó una definición que subrayaba la idea de la autonomía de gestión
reconociendo expresamente la personalidad jurídico pública corporativa,
en el Estatuto del Vino se definieron como órganos desconcentrados y,
como veremos, se conceptuaron de distinto modo dependiendo de cada
Reglamento aprobado. 

En nuestro derecho, en cuanto a la naturaleza jurídica de los CR, por un
lado, se sostuvo que eran órganos desconcentrados de la entidad compe-
tente en la materia que les creaba y, por lo tanto, integrados en ésta, por
lo que no gozaban de personalidad jurídica propia, ni de derechos ni de
obligaciones (12), y, por otro, se defendió su carácter de corporaciones
de derecho público de base asociativa que gozan de personalidad jurídica
y capacidad de obrar (13).

Ambas tesis contaron con un reflejo jurisprudencial simultáneo un tanto
contradictorio en el Tribunal supremo que, con carácter previo a la nueva
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(11) Entre otros, vid: boTAnA AGRA, M.: Las denominaciones... p. 107; CoELLo MARTIn, C.: “Vinos
artificiales…, p. 79; dE LA CALLE RobLEs, L: “denominaciones …, p. 34.

(12) López benítez calificó a los Consejos Reguladores como órganos descentralizados de la Administración
Pública, estatal o autonómica y, por ello, se configuran como órganos administrativos desconcentrados que incor-
poran en su composición a representantes de la Administración Pública y de los sectores privados con intereses
conexos a la denominación de origen. Para este autor, los Consejos Reguladores no imponen una obligatoria
pertenencia y por esta razón no se les podía considerar como Corporaciones de derecho público y propone las
“asociaciones de relevancia legal” como forma jurídica para el Consejo Regulador en el marco interpretativo del
artículo 22 de la Constitución que realiza el TC en su sentencia de 24 de mayo de 1985 (Véase: LoPEz bEnI-
TEz, M.: denominaciones de …, p. 138 y ss). Con carácter previo a la Ley 24/2003, en el ámbito legislativo au-
tonómico, el decreto Foral 215/1996, de 13 de mayo (bon nº 66 de 31 de mayo) reconocía la personalidad
jurídica pública de los Consejos Reguladores definiéndolos como entes de derecho público.

(13) En este mismo sentido, se ha manifestado la doctrina (entre otros: CoELLo MARTÍn, C.: y GonzALEz
boTIJA, F.: “El embotellado del vino …, p. 32; y CosCuLLuELA MonTAnER, L.M.: “nuevas tendencias…,
p. 352).



Ley 24/2003, afirmó que los Consejos Reguladores no son un órgano des-
concentrado de la Administración, que se rige por normas administrativas,
sino que son Corporaciones profesionales de derecho público o repre-
sentativas de intereses económicos y sectoriales, constitutivas de asocia-
ciones de base privada, a las que la Administración se limita a regular,
delegándoles ciertas facultades públicas (14). 

se podía apreciar el rastro de dichas discusiones en cuanto a la naturaleza
jurídica de los Consejos Reguladores en algunos de los Reglamentos de
productos agroalimentarios amparados como do, que recogieron lite-
ralmente distintos conceptos del Consejo Regulador como órganos ad-
ministrativos desconcentrados dependientes (15), organismos sin mayor
precisión (16), órganos colegiados desconcentrados (17), etc. 

4.2. Los Consejos “funcionarán en régimen de derecho público o privado” desde 2003

Con carácter previo, es preciso mencionar que la Ley 24/2003 de la viña
y el vino respondió a la necesidad de realizar una profunda modificación
del régimen jurídico de las denominaciones de origen diseñado en el Es-
tatuto de 1970 para adaptarlo a la organización territorial del Estado y al
derecho Comunitario (18).

debemos resaltar que el apartado segundo del artículo 25 de la Ley
24/2003 establece que estos órganos de gestión tendrán personalidad ju-
rídica propia, de naturaleza pública o privada, plena capacidad de obrar
y funcionarán en régimen de derecho público o privado (19). 
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(14) En idéntico sentido, véanse por ejemplo las sentencias de la sala Tercera del Tribunal supremo de
15.7.2003 y de 8.10.2001. Aún colea la expresión de organismo público desconcentrado en sentencias del Ts
como la de 28.4.2004 en relación a la no autorización por el Consejo Regulador del Cava del uso de ciertas eti-
quetas a la empresa Codorniu (esta sentencia ha sido comentada por GonzALEz boTIJA, F.: denominaciones
de origen…, p. 5.)

(15) Por ejemplo, Reglamento de la denominación de origen somontano, orden de 13 de agosto de 1997 del
departamento de Agricultura de la diputación General de Aragón ( boA de 3.9.1997).

(16) Por ejemplo, Reglamento de la denominación Cava, orden de 14 de noviembre de 1991 (boE
20.11.1991).

(17) Reglamento de la denominación de origen “Melocotón de Calanda”, orden de 25 de agosto de 1999
(boA 16.2.2000).

(18) GuILLEM RuIz, J.V.: “El futuro de las denominaciones de…, p. 2521.
(19) Asimismo, se dispone que sus funciones pueden ser asumidas también por una organización interprofesional

allá donde exista de acuerdo con lo dispuesto en la disposición adicional octava de la Ley 24/2003. Esta disposición
fue incluida expresamente en relación con el Consejo Regulador doC Rioja como se estudia posteriormente.



Esto es, la literalidad legal permitía una novedad que consistía en que las
denominaciones de origen de productos vínicos podían ser gestionadas
por entes privados aunque en todo caso deberían ser autorizados por la
Administración competente y quedaban sujetos a lo dispuesto en la Ley
del Vino, las leyes autonómicas de los Parlamentos con competencia en
la materia, y a sus respectivas normas de desarrollo, así como a la norma
específica de la doP (20). 

4.3. La elección del modelo de Consejo por los legisladores autonómicos

de lo expuesto ha quedado claro que son las Comunidades Autónomas
quienes deciden por ley la naturaleza jurídica o pública o privada y su su-
jeción a derecho público o privado de los órganos gestores de las do.

En cuanto a la gestión de los signos de calidad, en el conjunto de Parla-
mentos autonómicos ha coincidido el legislador en separar dichas fun-
ciones de las de control, salvo el legislador autonómico catalán. Esta
distinción es preceptiva por lo dispuesto por el derecho comunitario y
estatal como ha sido afirmado anteriormente (21). 

En relación con los órganos de gestión en el ámbito autonómico, cuando
se trata del nivel de protección de do o doC se suele reservar para iden-
tificar a dichos órganos de gestión el término Consejo Regulador y se les
reconoce personalidad jurídica propia, autonomía económica, plena ca-
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(20) GuILLEM CARRAu, J.: “La regulación de las denominaciones de origen a escala subestatal…,p. 293.
(21) En el caso de Castilla y León, afirma López benítez que más compleja es la solución en los supuestos en

que el Reglamento de la denominación haya permitido que las labores de control las realice una entidad privada.
En estos casos, es evidente que ésta no puede actuar las funciones públicas enumeradas en el art. 38 de la LVCL.
El art. 39 pretende resolver esta cuestión mediante una previsión bastante ambigua. dice al respecto que «el control
y la certificación de los vinos de pagos reconocidos dentro de la zona de producción de un vino de calidad con in-
dicación geográfica, denominación de origen o denominación de origen calificada deberán ser realizados por el
órgano de control del nivel de protección en el que están incluidos». Lo que, a nuestro juicio, pretende expresar
este precepto lo expresa con mayor propiedad el art. 27.4 de la LV, en el sentido de que, como chirriaría que
estos organismos privados desempeñasen ciertas funciones públicas —como, por ejemplo, el ejercicio de la potestad
sancionadora—, que no pierden empero esa cualidad por el hecho de que el control de los vinos se haya confiado
a una entidad privada, elevarán sus decisiones a la autoridad competente para la que tendrán un carácter vinculante.
Trasladando estas previsiones al problema que ahora nos ocupa parece que, en el caso de las denominaciones de
origen, esta autoridad competente no ha de ser otra que el propio Consejo Regulador en cuanto órgano de gestión.
sin embargo, la cuestión no queda clara en la LVCL porque, de un lado, el art. 47.1, antes aludido, parece sostener
lo contrario, y, porque, de otro lado, el art. 26.2 de la LVCL, cuando enumera las funciones de los órganos de
gestión, tampoco enumera estas atribuciones de control de naturaleza pública, probablemente porque está con-
templando genéricamente los órganos de gestión, tanto los de naturaleza pública como los de naturaleza privada
(LoPEz bEnITEz, M.: “Algunas anotaciones sobre…, p. 38).



pacidad jurídica y capacidad para cumplir sus funciones, entendiendo que
quedan sujetos al derecho público en lo relativo a su constitución, orga-
nización y procedimiento electoral y en las actuaciones que impliquen un
ejercicio de funciones públicas (22). 

En cambio, cuando se trata de otros niveles de protección, se determina
su personalidad jurídica única y naturaleza privada proponiendo para los
mismos la forma de asociación privada y prohibiendo la utilización del
término Consejo Regulador en algunos casos. 

Asimismo, nos encontramos con disposiciones autonómicas que inciden
en el criterio adoptado en la Ley 24/2003, de 10 de julio, de la Viña y del
Vino, de introducción de la novedad legislativa de los órganos de gestión
privados, otorgando a los mismos facultades y supervisando su funciona-
miento como directores determinadas figuras de calidad agroalimentaria y
otras que no. no obstante, apunta López benitez, la Ley estatal “…no diseña
un modelo de gestión, control y certificación de los vinos con calidad, sino
que, por el contrario, abre un menú muy variado, provisto de componentes
incluso antagónicos, para que las Comunidades Autónomas elijan” (23).

En el conjunto de Comunidades Autónomas que legislaron con carácter
previo a la Ley 24/2003, cabe señalar que el artículo 23 de la Ley del Vino
de Castilla-La Mancha estableció que las organizaciones de productores
serán reconocidas para los distintos niveles de protección por la Conse-
jería como órganos de gestión, reservando a las agrupaciones de produc-
tores de vinos VCPRd la denominación de Consejo Regulador cuando
reúnan los requisitos establecidos en la legislación vigente para ser reco-
nocidas como interprofesionales. En 2013 ha sido derogada la ley, salvo
en lo relativo al Instituto del Vino de Castilla-La Mancha (24). 

Esta mención legal es confusa puesto que, como es conocido, las inter-
profesionales no tienen personalidad jurídica pública en nuestro orde-
namiento. 
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(22) GuILLEM CARRAu, J.: “La regulación de las denominaciones de origen a escala subestatal…, p. 301.
(23) LoPEz bEnITEz, M.: “Algunas anotaciones sobre…, p. 17.
(24) doCM núm. 50 de 8 de abril de 2003 y boE núm. 132 de 3 de junio de 2003, derogada parcialmente

por la Ley 6/2013, de 14 de noviembre (doCM 226, 21-11-2013), quedando en vigor sólo el Título III de la ley,
relativo al IVICAM.



Así, por un lado, en el artículo 23.1 de la Ley castellano-manchega, se re-
conocía a las agrupaciones de productores y a las asociaciones privadas
constituidas a iniciativa de los productores la posibilidad de constituirse
en órganos de gestión “que adoptarán la denominación de Consejo Re-
gulador cuando puedan ser reconocidas como interprofesionales y se su-
brogarán en la titularidad de bienes, derechos y obligaciones de los
actuales Consejos Reguladores de acuerdo con la disposición transitoria
segunda de dicha ley”. 

Por otro, el artículo 29 de la Ley 7/2007 de Calidad agroalimentaria de
la citada Comunidad determina que se entiende por órgano de gestión
aquella organización de naturaleza jurídico-privada legalmente constituida,
a la que se atribuye la promoción, defensa y representación de las figuras
de calidad (25).

En navarra, se manifiesta la Ley foral de ordenación vitivinícola en sus
artículos 19 y 20, precisando para los vinos de pago en su artículo 21 que
el órgano de gestión, de personalidad jurídica privada, podrá gestionar
varios vinos de pago (26). 

En Castilla y León, el artículo 24 de la Ley 8/2005, de la viña y el vino,
distingue, por un lado, la figura del Consejo Regulador como Corpora-
ciones de derecho público para la gestión de las do, las doC y los
vinos de pago y, por otro, las asociaciones privadas legalmente constitui-
das como órganos de gestión de los vinos de calidad con IG. Respecto
a éstas últimas, como se ha afirmado respecto al caso manchego, en Cas-
tilla y León, se coincide al señalar que será el Instituto Tecnológico Agra-
rio de Castilla y León el órgano que desempeñará las funciones públicas
que por su naturaleza privada dichas asociaciones no puedan desempe-
ñar (27).

En la Ley 9/2006, de calidad alimentaria de Aragón, se articula también
las posibilidad de que los órganos de gestión de los vinos de pago tengan
personalidad jurídica privada cuando haya inscrito un solo vitivinicultor.
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(25) doCLM núm. 72 (05/04/2007).
(26) Ley Foral 16/2005, de 5 de diciembre, de ordenación vitivinícola, b.o.n. nº 149, 14 de diciembre de

2005.
(27) boCyL núm. 116 de 16 de junio de 2005 y boE núm. 162 de 8 de julio de 2005.



no obstante, los órganos de gestión de las do y doC de vinos y las doP
e IGo de productos alimenticios tendrán carácter de corporación de de-
recho público y se denominará Consejo Regulador. Como disposición
Adicional novena se preceptúa que reglamentariamente se determinará
la forma de gestión para los vinos de la tierra y los vinos de pago, pudién-
dose establecer que se aplique lo dispuesto en la propia Ley aragonesa
para los Consejos Reguladores (28). 

Por último, no sólo por la historia y la tradición de esta región en la ela-
boración de vino el modelo organizativo de las figuras de calidad agroa-
limentaria en la Comunidad Autónoma de La Rioja merece mención
separada al resto de Comunidades Autónomas. La regulación riojana se
singulariza entre las autonómicas en función de las disposiciones relativas
a la organización de los órganos de gestión y control de las denominacio-
nes geográficas. En La Rioja, el artículo 6 de la Ley de sistemas de calidad
agroalimentaria resuelve igualmente la cuestión de la naturaleza jurídica
pública o privada de los órganos de gestión pero precisando que cuando
se adopte la opción de la naturaleza privada, la asociación privada que
resulte quedará abierta a todos los operadores. Así, el modelo establecido
en La Rioja comprende el funcionamiento, gestión- permitiendo tanto las
formas jurídico-públicas como las privadas-, promoción, control, certifi-
cación y procedimiento sancionador en el ámbito de los sistemas de pro-
tección de la calidad agroalimentaria. 

En el ámbito del control y la certificación, cabe destacar que la Ley de
sistemas de calidad agroalimentaria de La Rioja introduce una mención
al autocontrol por los operadores y subraya que la principal característica
de las figuras reconocidas como órganos de gestión de naturaleza privada
es el autocontrol por parte de los operadores, y, en algunos casos, un con-
trol por certificaciones externas, basadas en el cumplimiento de una
norma técnica, reglamento o pliego de condiciones. En el artículo 17 de
la Ley de sistemas de calidad agroalimentaria de La Rioja se inserta una
definición de Autocontrol cuya literalidad es la siguiente: “…Los opera-
dores serán los responsables primeros del cumplimiento de las normas
que les afecten, ejecutando las actuaciones necesarias para acreditar el ci-
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(28) boA núm. 142 de 13 de diciembre de 2006 y boE núm. 22 de 25 de enero de 2007.



tado cumplimiento frente a las entidades externas de control y/o certifi-
cación y al órgano de la Comunidad Autónoma responsable de la supe-
rior inspección” (29). En idéntico sentido, se manifiesta el legislador
aragonés. 

Por último, el artículo 18 de la Ley 10/2007 articulaba esta posibilidad y
la de fragmentación de las facultades corporativas en el territorio de An-
dalucía, pero el artículo 12.3 de la Ley 2/2011, de calidad agroalimentaria
introduce la consideración de los consejos reguladores de las denomina-
ciones de origen protegidas, indicaciones geográficas protegidas e indica-
ciones geográficas de bebidas espirituosas como corporaciones de
derecho Público con personalidad jurídica propia, para dar más relevan-
cia a los productores y elaboradores en la autorregulación del sector (30).

En el ámbito autonómico, de este modo, existe un segundo grupo de Co-
munidades Autónomas en cuyas leyes sectoriales se identifican los órga-
nos de gestión como modelos corporativos de naturaleza pública (31).

En estas Comunidades Autónomas, los órganos de gestión de las doP e
IGP aparecen solamente definidos como Corporaciones de derecho pú-
blico, como es el caso del artículo 8 de la ley de calidad agroalimentaria
de Cataluña, en cuyo preámbulo se introduce la consideración de los con-
sejos reguladores de las doP e IGP como corporaciones de derecho
público con personalidad jurídica propia, a diferencia de la normativa an-
terior que los definía como órganos desconcentrados de la administra-
ción. Así, el artículo 10.1 de la Ley de ordenación Vitivinícola de dicha
Autonomía corrobora lo afirmado (32). 

En este mismo sentido se manifiesta la normativa autonómica sobre la
materia en baleares (Artículo 3 del decreto 49/2004 de 28 de mayo, de
régimen jurídico y económico de los consejos reguladores y de otros entes
de gestión y de control de la denominación de calidad, boCAIb de
5.6.2004). Con carácter previo, el artículo 28 de la Ley 10/2003, de 22
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(29) boLR núm. 76 de 7 de junio de 2005 y boE núm. 147 de 21 de junio de 2005.
(30) Ley 2/2011, de 25 de marzo, de la Calidad Agroalimentaria y Pesquera de Andalucía, boJA núm. 70 de

8 de abril de 2011 y boE núm. 99 de 26 de abril de 2011.
(31) GuILLEM CARRAu, J.: “Las denominaciones de origen y las reformas…, p. 187.
(32) Ley 15/2002, de 27 de junio, de ordenación vitivinícola, modificada por la Ley 15/2005, de 27 de diciembre

doGC de 2.1.2006, y Ley 14/2003, de calidad agroalimentaria de Cataluña, doGC de 1.7.2003.



de diciembre, de medidas tributarias y administrativas establece que los
Consejos reguladores, u otros entes asimilados de gestión y control de
denominación de calidad, creados y regulados por la normativa autonó-
mica balear en vigor constituyen corporación de derecho público de base
asociativa, con autonomía y capacidad de obrar para el cumplimiento de
sus funciones, que deben ajustar su actividad al ordenamiento jurídico
privado, sin perjuicio de la aplicación del ordenamiento jurídico público
respecto al ejercicio de las potestades administrativas que tengan atribui-
das (33). 

En el País Vasco, debe referenciarse el artículo 31.3 de la Ley 5/2004, de
7 de mayo, de ordenación vitivinícola (34). En artículo 58.2 de la Ley
17/2008 de calidad agroalimentaria se dispone en idéntico sentido al afir-
mar que la gestión de los distintivos de calidad y origen se realizará desde
entidades públicas o privadas que velarán por el cumplimiento de los re-
glamentos de dichos distintivos, y donde estarán representados los secto-
res inscritos en los registros de los mismos (35)

En Murcia, el artículo 1 de la Ley 6/2003, de 12 de noviembre, de los
Consejos Reguladores, afirma que los Consejos Reguladores tendrán per-
sonalidad jurídica propia como corporaciones de derecho público, au-
tonomía económica y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de
sus funciones (36). Complementariamente, véase también el artículo 12.2
de la Ley 2/2005, de 18 de febrero de protección y defensa de la calidad
alimentaria gallega.

En Cantabria, los Consejos Reguladores también tienen la consideración
de órganos desconcentrados en virtud de lo dispuesto en la Ley 3/2000,
por la que se crea el organismo Autónomo oficina de Calidad Alimen-
taria (37). En idéntico sentido se manifiesta la Ley canaria que proclama
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(33) decreto 49/2004, de 28 de mayo, de régimen jurídico y económico de los Consejos Reguladores y de otros
entes de gestión y de control de las denominaciones de calidad (boCAIb de 5.6.2004.

(34) Ley 5/2004 de ordenación Vitivinícola del País Vasco, boPV de 24.5.2004.
(35) doPV núm. 250 de 31 de diciembre de 2008 y boE núm. 242 de 7 de octubre de 2011.
(36) Ley 6/2003, de 12 de noviembre, de los Consejos Reguladores (boRM de 1.12.2003).
(37) Ley 3/2000, de 24 de julio, por la que se crea el organismo Autónomo oficina de Calidad Alimentaria

(boCA de 3.8.2000). y decreto 16/2005, de 10 de febrero, por el que se regula el sector Vitícola en Cantabria
(boCA de 22.2.2005).



que los Consejos Reguladores del Vino son Corporaciones de derecho
Público (38). 

de igual modo, el legislador de la Comunidad Valenciana apunta la figura
del Consejo Regulador para las do y doC de manera idéntica a la Ley
24/2003 en sus artículos 44 y siguientes, determinando que “…los órganos
de gestión son corporaciones de derecho público, que con carácter ge-
neral, sujetan su actividad al derecho privado, y están dotados de perso-
nalidad jurídica propia y de plena capacidad para el desarrollo de sus
fines, pudiendo realizar toda clase de actos de gestión y administración,
excepto en las actuaciones que impliquen el ejercicio de potestades o fun-
ciones públicas, en las que deben sujetarse al derecho administrativo”,
pudiendo un órgano de gestión ocuparse de dos o más denominaciones
de calidad con IG, do, doC y, en su caso, vinos de pago (39). En la
Comunidad Valenciana, tras la conocida como Ley de acompañamiento
del año 2006, se ha establecido que todos los Consejos Reguladores cre-
ados hasta la fecha se constituyen como corporaciones de derecho pú-
blico, sin perjuicio de dejar abierta para los futuros la posibilidad de
adoptar una naturaleza jurídica pública o privada (40).

En este contexto, la doctrina también apunta la contradicción entre la
nueva Ley de la Viña y del Vino y algunas leyes autonómicas. Así, por
ejemplo, la normativa catalana en cuanto a los órganos de control y ges-
tión es contradictoria con la emanada del legislador estatal. En particular,
los artículos 25 y 26 de la Ley de la Viña y el Vino y el artículo 11 de la
Ley autonómica catalana mantienen criterios completamente distintos
respecto de la separación de los órganos de control y gestión de los Con-
sejos Reguladores (41).
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(38) Ley 1/2005, de 22 de abril, de creación del Instituto Canario de Calidad Agroalimentaria, boE núm. 112,
de 11.5.2005 y la Ley 10/2006, de 11 de diciembre, de los Consejos Reguladores de Vinos de Canarias.

(39) Ley 2/2005, de 27 de mayo, de la Generalitat, de ordenación del sector Vitivinícola de la Comunidad Va-
lenciana (doGV nº 5019, de 2.6.2005) y Ley 10/2006, de 10 de diciembre, de Medidas Fiscales, de Gestión Ad-
ministrativa y Financiera y de organización de la Generalitat (doGV 5416, de 28.12.2006).

(40) desde el punto de vista de la técnica normativa, merece especial atención en el ámbito de la Comunidad
Valenciana, la opción elegida por Les Corts Valencianes para proclamar que los órganos de gestión de los Consejos
Reguladores en la Comunidad Valenciana tendrán naturaleza de Corporaciones de derecho Público. de este
modo, se incluyeron unos preceptos ex professo y sin conexión con ninguna otra norma legal en el Capítulo
XXVII, que reza “de la Protección de los sistemas de Calidad Agroalimentaria”, de la Ley 10/2006, de 10 de di-
ciembre, de Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y Financiera y de organización de la Generalitat (doGV
5416, de 28.12.2006). .

(41) MARTIn RodRIGuEz, M.A. y VIdAL GIMÉnEz, F.: “La nueva ley …, p.61.



En todo caso, es criticable que el legislador haya escogido el menú direc-
tamente, sin permitir que fuera el propio sector el que según sus particu-
laridades pudiera elegir entre una opción u otra de las que posibilitaba el
legislador estatal (42). 

5. Los ARGuMEnTos A FAVoR dEL MAnTEnIMIEnTo dEL CARáCTER
PúbLICo dE Los ConsEJos REGuLAdoREs

La posibilidad de que los órganos de gestión se constituyan como órganos
de naturaleza jurídica privada fue una de las novedades de la legislación
estatal que ha levantando las críticas de la doctrina administrativista, al
considerarse que el abanico de posibilidades organizativas abierto es de
difícil puesta en marcha por alejarse de la tradición jurídica de nuestro
país (43). 

López benítez encontraba dificultades para entender que, salvo la certi-
ficación, el control y la sanción, el resto de funciones de los Consejos Re-
guladores pudieran ser calificadas de privadas tal y como ha hecho el
legislador y para explicar su criterio pone como ejemplos la llevanza de
registros, la calificación de añadas, la gestión de cuotas obligatorias, la
adopción de normas de campaña, funciones todas ellas eminentemente
públicas y cuyo ejercicio por entes privados puede ser cuestionado en el
ordenamiento jurídico vigente (44).

Para Pino Tarragona, la naturaleza privada de un Consejo Regulador su-
ponía la gestión por una entidad privada de las funciones públicas hasta
ahora ejercidas por el Consejo, tales como la ordenación del sector, el
establecimiento de normas sobre poda, riego, llevanza de registros, cali-
ficación de los vinos que optan a formar parte de la denominación, cobro
de tasas y exacciones parafiscales, etc. Aunque lo que realmente suscitaba
problemas, desde la opinión de la autora citada, era el ejercicio de la po-
testad sancionadora (45). 
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(42) GuILLEM CARRAu, J.: “La regulación de las denominaciones de origen a escala subestatal…,p. 304. y
“Las denominaciones de origen y las reformas…, p. 183.

(43) FAnLo LoRAs, A.: Informe CCAA…, p. 407.
(44) LoPEz bEnITEz, M.: del Estatuto del vino …,p. 235.
(45) PIno TARRAGonA, G.: “Público y privado en el modelo…, p. 136.



En este mismo sentido, lo complicado de entender, sostenía Gómez Lo-
zano, es que “cuando se habla de denominaciones geográficas y de pro-
cedimiento de reconocimiento, como competencia de las autoridades
públicas al existir un interés público evidente, simultáneamente se habi-
lite la posibilidad de insertar en la gestión de las mismas a órganos pri-
vados” (46).

La doctrina criticó fundamentalmente la transferencia de parte de la com-
petencia del control de calidad de los vinos a agentes externos a los Con-
sejos Reguladores y de naturaleza privada, puesto que traería como
consecuencias que parte de dicho control sería realizado por las empresas
que ni siquiera tendrían una vinculación directa con el sector. Eso además
del riesgo de abandono de la tutela administrativa sobre el particular y de
relajación de los propios controles. Estos autores consideraban que este
planteamiento se contradecía además con la declaración de demanialidad
de los nombres protegidos por el artículo 17 de la Ley 23/2004, siendo
altamente criticable que un órgano de gestión pueda tener naturaleza pú-
blica o privada (47). 

En definitiva, conviene destacar que se trata de actividades desempeñadas
tradicionalmente por la Administración, bien a través de sus propios ser-
vicios o bien a través de organismos autónomos de carácter administra-
tivo, que pasa a ser desempeñada por sujetos de naturaleza jurídica
privada. 

de este modo se manifiesta, en el derecho agroalimentario, el fenómeno
del ejercicio privado de funciones públicas o la “huida al derecho Pri-
vado”, que tuvo como consecuencia la reacción doctrinal a favor del re-
conocimiento de una “reserva de derecho Administrativo”. Muñoz
Machado considera que la mayor parte de estas valoraciones sobre las
actividades desempeñadas por la Administración han dejado de ser exac-
tas en nuestro tiempo al producirse una real y profunda aproximación
entre muchas instituciones del derecho Público y del derecho Privado,
y en modo alguno puede decirse hoy que sean siempre aquellas las que
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(46) GÓMEz LozAno, Mª. M.: denominaciones de origen y otras…, p. 30.
(47) Entre otros: GoMEz LozAno, Mª.: denominaciones de origen y otras…, p.30; MARTIn RodRI-

GuEz, M.A. y VIdAL GIMÉnEz, F.: “La nueva ley …, p. 64.



ofrecen mayores garantías de estabilidad de las relaciones o de cumpli-
miento de las obligaciones que resultan de las leyes o de los contratos.
se alude a la «huida al derecho privado», como la tendencia al empleo
del derecho civil, mercantil o laboral por las Administraciones públicas.
La expresión fue acuñada por Fritz Fleiner, en respuesta a las preocu-
paciones surgidas entre los administrativistas en Alemania, donde existe
un amplio campo para la utilización del derecho privado, dada la ausen-
cia de categorías jurídicas como el contrato administrativo o el dominio
público (48).

Como reacción a esta huida se desarrolló, la teoría de la reserva de de-
recho Administrativo que proclamaba la existencia de un ámbito nuclear,
a menudo criticado por su imprecisión, que no comprende sin embargo
sectores materiales o funcionales determinados sino una serie de formas
de actuación, recursos, procedimientos y dispositivos organizativos que
resultan imprescindibles para la capacidad de funcionamiento en el ám-
bito público (49).

En nuestro ámbito, del saz considera que esta reserva impediría que la
Administración se convirtiese en una persona de derecho privado más,
evadiéndose de las garantías y controles a cambio de perder sus privilegios
e impediría que determinados actos administrativos quedaran, con la ex-
cusa de ser actos técnicos o de gobierno, excluidos del control jurisdic-
cional (50).

En definitiva, en el caso que nos ocupa, no nos hallamos ante una dele-
gación administrativa conferida en un marco contractual o de convenio,
como sucede por ejemplo en el ámbito del urbanismo con el agente ur-
banizador, sino de una atribución normativa que reconoce a los sujetos
beneficiarios de la misma una flexible autonomía funcional, tampoco es
un claro supuesto de concesión ni de autorización administrativa. 
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(48) Apunta Muñoz Machado que el fenómeno de la huida hacia el derecho privado se acelera a partir de los
años sesenta con la idea de que el derecho Administrativo, con sus procedimientos, rituales, garantías y controles,
es una herramienta demasiado pesada como para que la Administración pueda actuar con eficacia, mucho más si
se pretende competir en mercados de bienes y servicios en los que también está presente la iniciativa privada.
Entre otros, véase: Muñoz MACHAdo, s.: Tratado de…, p. 69 y 71; sAInz MoREno, F.: “Ejercicio privado
de funciones …, p. 1699; sALAs ARQuER, J.M.: “Huida al derecho privado…, p. 399.

(49) sCHMIdT-AssMAnn, E.: La Teoría General del…, p. 218.
(50) dEL sAz, s.: “desarrollo y Crisis del derecho…, p.173.



Por ello, la situación no exime de tutela administrativa porque los Poderes
públicos no pueden verse afectados por el desempeño privado de las ta-
reas inherentes a la calidad, en particular, cuando se ven en juego los in-
tereses legítimos de los consumidores (51).

En este sentido, por parte de la doctrina, se apuntó que el legislador es-
pañol debería haber mantenido que el órgano de gestión debía tener per-
sonalidad jurídica de naturaleza exclusivamente pública pues sólo así se
podría mantener la tutela de la administración sobre su gestión y podría
actuar también en relación con la inscripción en los registros establecidos
por la normativa vigente. Lo “acertado y congruente con la declaración
de demanialidad de los nombres protegidos hubiera sido adoptar la so-
lución de la Ley de Aguas de otorgar el control a los entes públicos como
son los organismos de cuenca” (52).

Coello Martin afirma que, tras la Ley 24/2003, se estableció un modelo
institucional facticio que ha demostrado, y está demostrando su escasa
eficacia. Abandonar una figura institucional asentada de base corporativa,
como son los Consejos Reguladores, permitía recuperar un nuevo cor-
poratismo iure privato y fomentar la estatalización de todas las relaciones
económicas y profesionales (53).

6. LA CoLAboRACIÓn PúbLICo-PRIVAdA CoMo ALTERnATIVA dE
GEsTIÓn PARA Los sIGnos dE CALIdAd AGRoALIMEnTARIA

señala Embid Irujo que hablar hoy de colaboración entre el sector pú-
blico y el sector privado en la realización de actividades, con independen-
cia del objeto concreto que con ellas se persiga, no supone en sentido
estricto, una novedad absoluta (54).

no obstante, sí que es una novedad atender a las posibilidades de orga-
nizar la gestión de un signo distintivo, al que se le reconoce la naturaleza
de dominio público, con un régimen de colaboración público-privada
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(51) MIGuEz MACHo, L. y RodRIGuEz-CAMPos GonzALEz, s.: “La certificación privada…, p. 18.
(52) MARTIn RodRIGuEz, M.A. y VIdAL GIMEnEz, F.: “La nueva ley de la viña y del …, p. 63.
(53) CoELLo MARTIn, C.: “Vinos artificiales y vinos facticios. Algunos rasgos…, p. 81.
(54 )EMbId IRuJo, J.M.: “Introducción general…,p. 28.



como el que supone la constitución de una fundación para el interés ge-
neral.

Con carácter previo hay que matizar que el hecho de hablar de fundacio-
nes o asociaciones como modelos organizativos para la gestión de los sig-
nos de calidad agroalimentaria no implica que la Administración
desaparezca de los mismos. 

Precisamente, la presencia de la Administración en el llamado tercer sec-
tor está ampliamente generalizada e incluso en algunas ocasiones la ini-
ciativa fundacional proviene del propio sector público o la fundación se
incardina en el conjunto de entes del denominado sector público. 

Esto ocurre así porque, por un lado, el derecho de fundación para fines
de interés general del artículo 34 de la Constitución se reconoce también
a las Administraciones públicas a pesar de no existir una previsión cons-
titucional expresa como queda patente en el artículo 44 de la Ley 50/2002
de fundaciones del Estado. Por otro, estas afirmaciones se complementan
con las necesarias precauciones que deben tomarse cuando la Adminis-
tración pública constituye o participa en fundaciones privadas o éstas se
dedican a gestionar diversos servicios como son la participación en los
órganos de gobierno, la fiscalización externa correspondiente por el Tri-
bunal de Cuentas o equivalente autonómico, las facultades de nombra-
miento de patronos, etc., porque no existe posibilidad en las fundaciones
de atribuir automáticamente a la aportación económica una participación
proporcional en el control de la fundación. Por eso, en el ámbito auto-
nómico, por ejemplo, en el País Vasco se han regulado algunos de éstos
aspectos en la disposición adicional cuarta de la Ley 7/2007, de asocia-
ciones del País Vasco. Aunque parezca que se acude a estas figuras por
huir de las constricciones que establece el derecho administrativo, señala
Pariente de Prada que la realidad no es tal porque estas fundaciones del
sector público o privadas de participación pública, actualmente, son sus-
ceptibles de ser fiscalizadas por los órganos de control y fiscalización au-
tonómicos o estatales, hay un incremento de la actividad de control
parlamentario sobre las mismas y están sujetas a la legislación en materia
de hacienda pública, contratación administrativa y función pública (55).

31
Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 236, 2013

La forma jurídica del Consejo Regulador: el modelo de las fundaciones y asociaciones como alternativa para la gestión...

(55) PARIEnTE dE PRAdA, I.: “Reflexiones preliminares…, p.17.



En definitiva, el marco de referencia para la evolución de los actuales
Consejos Reguladores-Corporaciones de derecho público se amplía por
la propia evolución del derecho de sociedades. Como apunta Embid
Irujo, uno de los rasgos de la teoría general de las personas jurídicas de
derecho privado en el ordenamiento español es el surgimiento de nuevas
categorías como tercer sector, economía social y economía sostenible,
que abarca un amplio conjunto de personas jurídicas de naturaleza pri-
vada dentro del cual entrarían las entidades sin ánimo de lucro, como las
fundaciones, así como la fungibilidad del propio derecho de sociedades
que permite las trasformaciones heterogéneas desde tipos de sociedades
de capital a fundaciones, por ejemplo. no obstante, el profesor Embid
Irujo considera que es posible afirmar que ciertas formas jurídicas son
más idóneas que otras para servir a la colaboración público-privada en
función de los fines que éstas persigan (56).

Por eso, a los efectos que nos ocupan, para seleccionar modelos de refe-
rencia es conveniente recordar las finalidades que persigue la creación de
un órgano gestor de un signo de calidad agroalimentaria y las funciones
que se le atribuyen.

Fundamentalmente, desde el punto de vista agronómico, en el caso de
los vinos, el Consejo Regulador se ocupa del estudio y la elaboración de
toda propuesta de reglamentación relativa a la ordenación, orientación,
regularización y organización del mercado del vino en la zona definida
para fomentar la demanda e imagen de los vinos, asegurar el control efec-
tivo de la reglamentación básica, certificar el origen y establecer un con-
tacto permanente entre viticultura, vinicultura y comercio (57).

Como ya afirmamos en su día, esta afirmación es válida mutatis mutandi
para los órganos de gestión de las doP e IGP del resto de productos
agrícolas y alimenticios (58). desde el punto de vista jurídico, corres-
ponde, en primer lugar, determinar el ámbito de competencias que tienen
reconocidos en nuestro ordenamiento los Consejos Reguladores. Así,
este ámbito se extiende en lo subjetivo, a las personas inscritas en sus di-
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(56) EMbId IRuJo, J.M.: “Introducción general…,p. 36.
(57) GuILLEM RuIz, J.V.: “El futuro de…, p. 2540.
(58) GuILLEM CARRAu, J.: denominaciones geográficas de calidad …., p. 318.



ferentes registros (59); en lo objetivo, a los productos amparados por la
denominación de origen (60); y, en lo territorial, a la respectiva zona de
producción delimitada geográficamente en su Reglamento, cuestión ésta
última de difícil conceptuación (61). 

En segundo lugar, en cuanto a las competencias tradicionalmente reco-
nocidas en el ordenamiento jurídico a los Consejos Reguladores, la pri-
mera de ellas consiste en la posibilidad de realizar un proyecto de
reglamento que sea susceptible de convertirse en la norma básica que rija
la organización y el funcionamiento de la denominación de origen o la
indicación geográfica (62). La segunda de las competencias atribuidas tra-
dicionalmente a los Consejos Reguladores de las denominaciones de ori-
gen es la gestión de la producción que queda amparada en su territorio.
desde la adopción de la Ley 24/2003 se instaura el principio de principio
de separación de los sistemas de control y de gestión.

En definitiva, lo que no se puede obviar es que la labor encomendada al
Consejo Regulador por la legislación estatal y comunitaria es ingente en
funciones y competencias. En relación con las funciones del Consejo Re-
gulador, el artículo 87 de la Ley 25/1970 y, de modo similar, el artículo
26 de la Ley 24/2003, determinan, entre otras, las funciones de orientar,
vigilar y controlar la producción, la elaboración y calidad de los productos
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(59) La inscripción en los registros es voluntaria pero sólo los productores inscritos en los mismos tienen derecho
a usar la denominación y disfrutar de las prerrogativas y ventajas arrogadas a dicha condición, así como la obligación
de cumplir las disposiciones del reglamento, el acatamiento de los acuerdos del consejo regulador y el p.o de las
exacciones establecidas a favor de éste.

(60) La competencia del Consejo Regulador en función del criterio objetivo se extiende a cualquiera de las fases
de producción, elaboración, crianza, circulación y comercialización, abarcando potestades muy diversas, entre
otras: la de fomento en relación con los productos amparados; la actividad de limitación manifestada en autoriza-
ciones singulares y circulares de carácter general y en la potestad de inspección a través de sus propios veedores.
(Vid LoPEz bEnITEz, M.: Las denominaciones... p. 156).

(61) En materia de denominaciones de origen vínicas tan relevante es la zona de producción como la de crianza.
El Tribunal supremo entiende que los productores no tienen derecho a exigir una invariabilidad en la delimitación
territorial de dichas zonas de producción y crianza (sTs de 10 de junio de 1980, JuR 3170) pero que, aún siendo
este concepto de “zona de producción” jurídicamente indeterminado, no es una potestad discrecional. .

no obstante, la administración goza de cierto margen de apreciación que le permite considerar técnicamente
aquellos elementos que valore relevantes (sTs 13.6.1984, Aranzadi 4673). En este mismo sentido, se ha manifes-
tado, en sentencia de 25 de abril de 1989, el TJCE: “... si bien corresponde a las autoridades nacionales realizar
la delimitación precisa del área de producción vitícola, basada, en la medida de lo posible, en la parcela o subparcela
de la vid, tal y como se establece en el apartado 2 del artículo 3 del Reglamento nº 338/1979, y si para ello, las au-
toridades nacionales disponen necesariamente de una cierta facultad de apreciación, los criterios que éstas han de
tener en cuenta a tal fin, son , en lo esencial, los establecidos en el derecho comunitario.” 

(62) GuILLEM CARRAu, J.: denominaciones geográficas de calidad…., p.335.



amparados por la denominación de origen, el velar por el prestigio de
ésta en el mercado nacional y extranjero, persiguiendo las utilizaciones
indebidas, y la promoción y propaganda para la expansión de mercados,
así como su estudio. 

El legislador estatal precisa que el Consejo Regulador ejerce las facultades
delegadas por los órganos competentes de las Administraciones Públicas
y debe colaborar en las tareas de formación y conservación que le sean
encomendadas por la misma, expedir los certificados de origen y garantía
y gestionar directamente las exacciones legalmente establecidas y cuantas
percepciones le correspondan, así como recaudar las multas y ejecutar
las sanciones impuestas (63). 

Así, en cierto modo, el Consejo Regulador es el guardián de la denomi-
nación de origen, sin perjuicio de cuantas funciones le pueda atribuir su
Reglamento. de esta manera, el Consejo Regulador actúa con plena res-
ponsabilidad y capacidad jurídica de obligarse y comparecer en juicio,
tanto en España como en el extranjero, ejercitando las acciones que le
correspondan en su misión de preservar y defender los intereses generales
de la denominación de origen (64).

Corresponde pues a los Consejos Reguladores la aplicación de un régi-
men protector concreto para las do e IG como signos distintivos inte-
grados en la propiedad industrial o desde las reglas de represión de la
competencia desleal (65). 
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(63) El régimen sancionador de los Consejos Reguladores de las denominaciones de origen vínicas está regulado
en el Título III de la Ley 24/2003. Los Consejos Reguladores de las denominaciones de origen de productos agro-
alimentarios no vínicos no se encuentran comprendidos en el ámbito de aplicación referido y deberán ajustarse
en el ejercicio de la potestad sancionadora a lo establecido en el Reglamento de procedimiento para el ejercicio
de la potestad sancionadora (Rd 1398/1993, de 26 de marzo).

(64 )GuILLEM CARRAu, J.: denominaciones geográficas de calidad …., p.336.
(65) Audier destaca, en primer lugar, el reconocimiento jurídico de una doP o IGP viene provocado por el

interés de los productores en defenderse frente a las posibles situaciones de competencia desleal que puede suscitar
la utilización por los competidores de la denominación de un producto reputado o denominaciones similares.
Por ello, en muchas ocasiones en el origen del reconocimiento jurídico de una doP o IGP se encuentra un
acuerdo interprofesional, una reglamentación que determina las condiciones de elaboración de un determinado
producto, etc. En segundo lugar, a este interés se añade el interés de los consumidores, que se protege mediante
el establecimiento de medios que permitan evitar las confusiones debidas al uso fraudulento de un término reser-
vado para denominar un producto de calidad determinada. (véase: AudIER, J.: “Para una calificación jurídica...,
p. 10). .

En este sentido, léase también: bERCoVITz RodRIGuEz-CAno, A.: “nociones Introductorias…, p. 87;
CoELLo MARTÍn, C.: y GonzALEz boTIJA, F.: “El embotellado del vino …, p. 43; GoMEz LozAno,
M.M.: “denominaciones de origen y otras, p. 101 y ss.



Como decíamos, señala Coello Martin que, por la evolución hacia mo-
delos organizativos de naturaleza privada y el consecuente desapodera-
miento de competencias públicas en el ámbito de los órganos de gestión
de las denominaciones geográficas, se produce la asunción del control
disciplinario por la Administración pública y pérdida del mismo por los
titulares del derecho de propiedad industrial (66).

En cualquier caso, los Consejos Reguladores, reconocidos tradicional-
mente como corporaciones de derecho público de base asociativa, con
autonomía y capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, deben
ajustar su actividad al ordenamiento jurídico privado, sin perjuicio de la
aplicación de la normativa estatal básica, la normativa comunitaria y la
normativa autonómica, así como la reglamentación de la denominación
de calidad y el reglamento propio de organización y funcionamiento res-
pecto al ejercicio de las potestades administrativas que tenga atribuidas.
de igual modo ocurrirá, eventualmente, con los órganos de gestión de
naturaleza privada que sustituyan a los Consejos Reguladores en virtud
de lo dispuesto en la Ley 24/2003.

Por eso, apunta Embid Irujo que si la finalidad de la colaboración pú-
blico-privada es simple y llanamente económica o el ejercicio de una ac-
tividad empresarial, la forma jurídica idónea es algún tipo de sociedad de
capital; si la finalidad es prestacional o de fomento podría abrirse el aba-
nico a las cooperativas; sin embargo, en ocasiones, la finalidades concretas
y la complejidad de las atribuciones pueden llevar a la creación de un
conjunto de personas jurídicas, de la misma o de distinta naturaleza, al
servicio de un designio unitario en el marco de las finalidades perseguidas
en dicha colaboración (67).

Aplicando el razonamiento expuesto a los órganos de gestión de los signos
de calidad agroalimentaria, a la vista de la complejidad de las funciones y
competencias descritas, cabe plantear la necesaria creación de un con-
junto de figuras asociativas en función de la efectividad de cada una para
cumplir una función y, todas ellas, bajo el prisma común de la protección,
defensa y promoción del signo distintivo. de hecho, no es raro encontrar
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(66) CoELLo MARTIn, C.: “Vinos artificiales y vinos facticios. Algunos rasgos de…, p. 81.
(67 EMbId IRuJo, J.M.: “Introducción general…,p. 39.



en la actualidad casos en los que el Consejo Regulador es el eje matriz de
un conjunto de empresas, fundaciones o asociaciones dedicadas a los más
diversos fines en relación con la do como puede ser la producción de
bienes accesorios y embalajes, la formación, las misiones comerciales y
la promoción, la titularidad de los bienes patrimoniales, etc.  El único as-
pecto que por prescripción legal no debería estar bajo la matriz es la cues-
tión del control.

sin perjuicio de ello, también puede optarse por fórmulas más sencillas
de organización en torno a un único ente que alternativamente a la cor-
poración de derecho público, allá donde se permita o donde se modifique
la ley a tal efecto, podría adoptar forma jurídico-privada. 

Entre estas formas societarias parece más adecuado centrar la atención
en aquellas que se consideran “sin ánimo de lucro” y, por ello, se han es-
cogido el modelo de la fundación y el de la asociación, que se analizan a
continuación. 

6.1. ¿El Consejo Regulador-Fundación empresa?

Cabe plantearse la viabilidad de la elección de la fundación como forma
jurídica para la gestión de los signos de calidad agroalimentaria. Como
es sabido, las fundaciones son consideradas operadores jurídicos en el
tráfico jurídico-económico puesto que desarrollan en el mismo la activi-
dad económica relacionada con los fines fundacionales para los que fue-
ron creadas (68).

si tradicionalmente se conceptuaba la fundación como un patrimonio
dirigido a un fin, actualmente se trata de una organización no necesa-
riamente dotada de patrimonio suficiente pero con capacidad de obte-
nerlo y ello ha supuesto un influjo creciente de la normativa de las socie-
dades de capital y provocado que no sea una persona jurídica de gestión
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(68) A esta realidad del tráfico jurídico económico no resultan ajenas las fundaciones en general, a las que
incluso se llega a calificar como operadores económicos en el mercado en cuanto que obtienen recursos en éste,
los emplean en dicho ámbito para cumplir sus fines, disponen presumiblemente de una fuerza laboral y han de
racionalizar su conducta con arreglo a procedimientos de gestión contables típicos de los sujetos actuantes en el
mercado [EMbId, en Muñoz MACHAdo et al., CLFM, pp. 362 y 401-402].



fácil (69). Constituyen fundación-empresa tanto las fundaciones dotacio-
nales como las fundaciones funcionales constituyen realmente especies
del género representado por la fundación-empresa, las cuales se encuen-
tran individualizadas por la nota de que en las primeras la actividad mer-
cantil desarrollada por la fundación no se identifica con el fin fundacional,
a diferencia de lo que sucede con las segundas (70).

En la legislación estatal, destaca la doctrina, se prevé un doble enfoque:
de un lado, el ejercicio de actividades empresariales por parte de las fun-
daciones, ya sea para el cumplimiento directo de sus fines o para la con-
secución de ingresos necesarios para la financiación de sus programas de
acción y, de otro lado, la titularidad accionarial de las fundaciones en las
sociedades mercantiles, bien como una forma de inversión que sirva para
administrar optimizando su dotación fundacional, o bien por haberlos
recibido del propio fundador ab initio formando parte de la fundación
rotacional, o a través de legados o donaciones (71). 

En esta línea de pensamiento la expresión fundación-empresa se re-
serva para designar aquellos supuestos en que el ejercicio de las activi-
dades mercantiles e industriales constituye por sí mismo el fin
fundacional, de modo exclusivo o cumulativamente con otras finalida-
des ajenas a la actividad económica en sí misma (72). En su caso, para
el desarrollo de la actividad de un Consejo Regulador con la forma ju-
rídica de una fundación-empresa, cualquier tipo de actividad empre-
sarial que desarrolle deberá encontrar cobijo en alguno de los fines y
actividades desglosados en el artículo que proceda de sus Estatutos
fundacionales y respetar el régimen establecido en los mismos respecto
a su planificación –por el Patronato- dentro de los programas de ac-
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(69) EMbId IRuJo, J.M.: “Introducción general…,p. 40 remite para el estudio de los caracteres de la fundación
en el ordenamiento jurídico a Muñoz MACHAdo, CRuz AMoRÓs y dE LoREnzo GARCÍA (dirs)
Comentarios a las Leyes de Fundaciones y Mecenazgo, Madrid, 2005 y oLAVARRIA, J.: Comentarios a la Ley
de Fundaciones, Valencia, 2008 y dE LoREnzo, PIñAR MAñAs y sAnJuRJo (dirs) Tratado de derecho
de Fundaciones, Madrid 2010.

(70) EMbId, en Muñoz MACHAdo et al., CLFM, p. 400, y dL, núm. 46, 1995, p. 25.
(71) EMbId IRuJo, J.M.: “obligaciones y …, p. 133.  .
(72) LA CAsA GARCÍA, R.: La fundación empresa en Tratados de derecho Mercantil, Marcial Pons, 2009,

p.24 y ss.



tuación en los términos, condiciones y quórums establecidos en los Es-
tatutos (73).

El régimen legal sería básicamente el mismo que el de la fundación
común pero con algunas especialidades. Así, el desarrollo de las activida-
des se financiará con los recursos que provengan del rendimiento de su
patrimonio y, en su caso, con aquellos otros procedentes de las ayudas,
subvenciones y donaciones que reciban según lo dispuesto en sus Estatu-
tos. El reparto de los recursos obtenidos será conforme al ordenamiento
vigente según la remisión que realizan los Estatutos. El legislador estatal
determina que, como mínimo, el 70 por ciento del valor neto de las rentas
e ingresos obtenidas por la Fundación debe ser destinado a la realización
de fines fundacionales, el resto tendrá como destino la creación de reser-
vas o el incremento de la dotación fundacional (artículo 27 de la Ley es-
tatal) (74). 

no obstante, para el Tribunal Constitucional no es evidente la importa-
ción del concepto de fundación-empresa. En este sentido, considera el
TC que si bien el legislador está abocado a reconocer y garantizar el de-
recho de fundación, no está sin embargo obligado a reconocer la posibi-
lidad de constituir las llamadas “fundaciones-empresa” (75). Aunque la
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(73) Como señala La Casa García en la introducción a su obra sobre la fundación-empresa “el verdadero objeto
de la disciplina examinada lo constituye una concreta clase de actividad económica, singularizada por desarrollarse
habitualmente con el propósito de lograr beneficios: esto es, con unos costes inferiores a los ingresos obtenidos
[soTILLo, en oLAVARRÍA, CLF, p. 646]. El desarrollo reglamentario —con mayor propiedad, si bien hubiera
sido preferible el empleo del calificativo empresarial— autoriza el desarrollo de actividades mercantiles —en lugar
de la imprecisa, por genérica, alusión a las actividades económicas contenida en la regulación legal— por parte de
las fundaciones, que tiene lugar «cuando realicen la ordenación por cuenta propia de medios de producción y de
recursos humanos, o de uno de ambos, con la finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes o
servicios para obtener lucro» (art. 23.2, párr. 1.º, RFCE, véase igualmente art. 3.3 Ley 49/2002, de 23 de diciembre,
de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo). Tal caracterización
entronca con lo que se considera rasgo esencial de la empresa, a saber: el planteamiento y ejecución de una acti-
vidad en términos de economicidad, es decir, con la tendencia a obtener el máximo rendimiento económico de
los factores productivos invertidos, con las limitaciones que derivan del cuadro general de instituciones sociales y
políticas dentro del cual debe desarrollarse la actividad económica, o del carácter peculiar de la empresa particular
[VALERo, Fundación empresa, pp. 138-139]”.

(74) MECo TÉbAR, F: “Artículo 27 …, p. 711.
(75) «El concepto de fundación-empresa en sus diversas modalidades constituye una de tantas importaciones

de la doctrina alemana que se han realizado o intentan realizarse en nuestro derecho. no es, por supuesto, tarea
de este Tribunal determinar si es posible y, en caso afirmativo, en qué condiciones, esa importación. basta con se-
ñalar, a los efectos que aquí interesan, no sólo que la doctrina no es unánime sobre cuáles serían las condiciones
y las medidas legislativas para llevarla a cabo, especialmente cuando se trata de la llamada “fundación-empresa
funcional” aplicada a un tipo de empresas tan peculiar como son las entidades de crédito, sino que en todo caso,
resultaría discutible en qué medida tal concepto encajaría en el de fundación protegida por el artículo 34 de la
Constitución».(sTC 49/1988, de 22 de marzo, sobre Órganos Rectores de Cajas de Ahorro).



legislación estatal parece no reconocer esta categoría, hay legisladores au-
tonómicos que sí lo hacen (76).

Actualmente, la doctrina científica coincide en afirmar que las fundacio-
nes son operadores económicos en el mercado y, en función de ello, con
sujeción a las normas de competencia, perciban rentas ingresos, incluso
participen en sociedades mercantiles o las constituyan para la realización
de los fines fundacionales. otra cuestión es el régimen específico que ha
diseñado el legislador en relación con dichas rentas o ingresos y con la
propia estructura de funcionamiento de la Fundación.

Con el fin de resolver sobre la citada viabilidad existen una serie de ven-
tajas o aspectos prácticos de gran interés como son la posibilidad de actuar
como empresa, la valoración de la dotación fundacional, la estructura mí-
nima fundacional y el régimen tributario de las fundaciones (sobre todo
respecto al IVA). Ante las ventajas operativas y de tipo fiscal que se han
enumerado, la configuración del Consejo Regulador como fundación-
empresa pasaría por la creación de una fundación de tales características
que básicamente se identifica porque su objeto social será la actividad
económica concreta de gestionar el signo distintivo. 

6.2. El Consejo Regulador ante el modelo de las Asociaciones
La asociación se caracteriza por sus fines (ideales o extraeconómicos) y
su carácter corporativo por lo que resulta atractiva también desde el punto
de vista jurídico para el esquema de funcionamiento de los órganos de
gestión de los signos de calidad (77). Como la asociación refleja una or-
ganización más sencilla y ligera de cargas, según el tipo, el tamaño o la di-
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(76) Afirma La Casa que “ sin perjuicio del análisis detenido que la cuestión requiere, que se remite a un mo-
mento posterior (véase infra capítulo III, II.b.c), es indiscutible que los términos de la caracterización de la fun-
dación-empresa funcional anteriormente enunciada encuentran apoyo en otras normas —relativamente
abundantes— de derecho positivo, especialmente en el emanado de algunas Comunidades Autónomas. En efecto,
la disciplina de las fundaciones encierra en ocasiones un tratamiento diferenciado de las actividades mercantiles o
industriales cuyo desarrollo representa por sí mismo la observancia de dicho fin o de una parte del mismo [véanse
arts. 20.3 LFVal, 333-5.a) CCCat, 22.1 LFCL y 31.1 LFLR], que integran un categoría aparentemente diversa de
la formada por las actividades empresariales que tienen relación con los fines fundacionales o son accesorias, com-
plementarias o subordinadas respecto de los mencionados fines o resultan necesarias para el sostenimiento de la
fundación [véanse arts. 24.1 LF, 25.1 LFPV, 27.1 LFCan, 19.1 LFMad, 333-5.b) CCCat, 22.1 LFCL, 31.1 LFLR,
33.3, párr.1.º, LFGal y 33.1 LFAnd] Véase LA CAsA GARCÍA, R.: La fundación empresa…, p.24.

(77) sAnTos MoRÓn, M.J.: “¿Es la asociación…, p. 72.



mensión del Consejo Regulador puede interesar acudir a esta forma jurí-
dica (78).

otro elemento clave del modelo asociativo es la exigencia de funciona-
miento democrático (art. 2.5 LodA) que se manifiesta en la posibilidad
de elegir órganos de gobierno mediante el principio de sufragio universal,
la posibilidad de participar en los órganos de gobierno, la renovación pe-
riódica de los dirigentes y la posibilidad de control de los mismos, la po-
sibilidad de participar en la toma de decisiones y la aplicación del
principio mayoritario y la igualdad de derechos y la prohibición de dis-
criminaciones (79).

Para el desarrollo de actividades económicas como las que normalmente
desarrollan los Consejos Reguladores en ejercicio de sus funciones se ten-
drá que tener en cuenta que, en el caso de adoptar la forma jurídica de
asociación, será necesario hacer constar en los estatutos de la asociación,
de acuerdo con el art. 7.1 LodA, un conjunto de contenidos entre los
que figura “ los fines y actividades de la asociación, descritos de forma
precisa” y “el patrimonio inicial y los recursos económicos de los que se
podrá hacer uso”, entre otros aspectos. 

Como señala la doctrina no se reconocen limitaciones a la capacidad de
obrar y por lo tanto a la realización de actividades empresariales por las
asociaciones (80). otra cosa es que el carácter no lucrativo de la asocia-
ción lleve a que los beneficios obtenidos del ejercicio de actividades deban
dedicarse exclusivamente al cumplimiento de sus fines (art. 13 LodA).
En todo caso, un aspecto interesante para el desarrollo de actividades
económicas es que el modelo de asociación no exige el desembolso de
ningún patrimonio inicial.

de igual modo, en principio, nada impide que los productores agrupados
para la gestión del signo distintivo, en virtud del art. 19 LodA, ejerzan
el derecho a asociarse, señalando que la integración en una asociación
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(78) Hay que entender, de acuerdo con los criterios contenidos en el art. 5.1 Ley orgánica del derecho de
Asociación (LodA), que la asociación existe donde se pone de manifiesto que se requiere el acuerdo de tres o
más personas físicas o jurídicas legalmente constituidas, que se comprometen a poner en común conocimientos,
medios y actividades para conseguir unas finalidades lícitas, comunes, de interés general o particular.

(79) bELuCHE RInCÓn: “La autonomía…, p. 346.
(80) MARÍn LoPEz, T.: “Personalidad …, p. 71 y ss.



constituida es libre y voluntaria, debiendo ajustarse a lo establecido en
los estatutos, que pueden establecer incluso distintas clases de socios (81). 

La cuestión específica del Consejo Regulador es que se podrá reservar el
derecho de admisión de nuevos asociados en función del cumplimiento
de determinados requisitos, como son el cumplimiento del pliego de con-
diciones. El asociado tiene el derecho fundamental de abandonar la per-
tenencia a una asociación en cualquier tiempo, aunque el ejercicio del
derecho de separación no supondrá la extinción de las deudas que por
cuotas, derramas u otros conceptos, mantenga el asociado que se separe
con la asociación (82).

En cualquier caso, el régimen económico de las asociaciones puede cons-
tituir una de las razones a favor de utilizar este modelo o traje social para
los órganos de gestión de los signos distintivos por su sencillez y flexibili-
dad. En cuanto al patrimonio fundacional, se podrá hacer constar en los
Estatutos una cantidad concreta calculada en función de la suma del con-
junto de bienes y derechos aportados por los socios fundadores. Como
señala santos Morón, sólo cuando la asociación está inscrita responde
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(81) Con carácter más general, el art. 2 LodA establece que “todas las personas tienen derecho a asociarse libre-
mente para la consecución de fines lícitos”. de igual modo, el art. 23.1 LodA establece el derecho fundamental de
los asociados a separarse voluntariamente de una asociación. Este derecho ya estaba anunciado en el art. 2.3 LodA
pues establece que nadie puede ser obligado a integrarse en una asociación o a permanecer en su seno. En cuanto a
los socios, deben fijarse las normas concretas de admisión y pérdida de la condición de socio y el órgano competente
para decidir la admisión o separación de socios. La cualidad de ser socio de una Asociación se adquiere por propia
voluntad. Los Estatutos pueden establecer requisitos especiales exigibles para poder asociarse. se distinguen socios
fundadores de socios de número y cabe la existencia de socios Honorarios (concesión honorífica que se otorga a
personas ilustres); socios Protectores (aquellas personas donantes de recursos económicos a la Asociación).

(82) Finalmente, todo asociado tiene derecho a ser informado acerca de la composición de los órganos de go-
bierno y representación de la asociación, de su estado de cuentas y del desarrollo de su actividad. y tiene derecho
a ser oído con carácter previo a la adopción de medidas disciplinarias contra él y a ser informado de los hechos
que den lugar a tales medidas. En este sentido, el art. 22 LodA establece que son deberes de los asociados: com-
partir las finalidades de la asociación y colaborar para la consecución de las mismas; pagar las cuotas, derramas y
otras aportaciones que, con arreglo a los Estatutos, puedan corresponder a cada socio; cumplir el resto de obliga-
ciones que resulten de las disposiciones estatutarias y acatar y cumplir los acuerdos válidamente adoptados por
los órganos de gobierno y representación de la asociación. no se podrán imponer sanciones a los asociados sin
que previamente se haya tramitado el pertinente procedimiento disciplinario previsto en los estatutos e instruido
por órgano diferente del que fuera competente para resolverlo. El procedimiento disciplinario tiene que garantizar
los derechos de las personas asociadas respecto de las que se instruya dicho procedimiento. En este sentido, es
evidente que las personas frente a las que se instruya el procedimiento tendrán derecho a ser informadas de la
acusación formulada contra ellas y a conocer los hechos en los que se fundamenta dicha acusación. de igual ma-
nera, tendrán derecho a ser oídas con carácter previo a la adopción de cualquier medida disciplinaria contra ellas.
En la imposición de las sanciones se deberá guardar la debida proporcionalidad con la gravedad de la infracción
cometida, debiendo siempre motivarse las resoluciones sancionadoras (art. 25.2 LACV).En el supuesto de que la
sanción que se estableciese fuera la de separación del asociado, para que dicha sanción pueda hacerse efectiva se
requerirá, en todo caso, la ratificación de la misma por la asamblea general.



exclusivamente el patrimonio asociativo de las obligaciones (contractuales
y extracontractuales) de la asociación y no existe responsabilidad personal
de los asociados por las deudas de la asociación (83).

Respecto a los recursos económicos, podemos afirmar que coinciden en
gran parte las capacidades de obtención de recursos de las asociaciones
con los que se reconocen actualmente en la legislación vigente a los Con-
sejos Reguladores como corporaciones de derecho público. Así, los me-
dios previstos con los que una Asociación- Consejo Regulador contaría
para su subsistencia: aportaciones económicas de los socios, cuotas (de
entrada, ordinarias, extraordinarias), subvenciones de Administraciones
Públicas, donaciones de personas naturales o jurídicas, ingresos generados
por las actividades de la Asociación en cumplimiento de sus fines, etc.
Lo que si plantea dificultades es admitir que la Asociación-Consejo Re-
gulador pueda gestionar el cobro de tasas en delegación o encomienda
de servicios de la Administración. También resulta complicado admitir
que pueda cobrar las tasas contempladas en la legislación estatal o auto-
nómica.

Además, la flexibilidad económica del funcionamiento de las asociaciones
es muy amplia pero no total ya que hay que tener cuenta que es necesario
gestionar económicamente los recursos de la entidad, siendo obligatorio
indicar en los Estatutos el régimen de contabilidad y documentación, así
como la fecha de cierre del ejercicio asociativo.

El régimen de responsabilidad de las asociaciones viene previsto en el ar-
tículo 15 de la Ley orgánica 1/2002, cuyos dos primeros apartados, esta-
blecen la responsabilidad patrimonial de la asociación, excluyendo la de
los asociados, quienes nunca responderán con su patrimonio de las deu-
das que la asociación haya podido contraer. Esta responsabilidad patri-
monial se extiende incluso después de la disolución, hasta después de
terminar la liquidación de la entidad (la asociación conserva su persona-
lidad jurídica mientras no se apruebe su baja en el registro de Asociacio-
nes).
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(83) sAnTos MoRÓn, M.J.: “¿Es la asociación…, p. 75.



otro de los aspectos singulares de la estructura de la asociación que llama
la atención para la gestión de los signos de calidad agroalimentaria es la
estructura mínima que precisa el modelo asociativo. Partiendo de la li-
bertad de auto organización, la legislación estatal en su artículo 11 con-
templa la existencia de dos órganos: la asamblea general y el órgano de
representación, sin perjuicio de la posibilidad de crear órganos adiciona-
les. La Asamblea General es el órgano de gobierno y la Junta directiva
es el órgano de representación (84).

En definitiva, el modelo asociativo no tiene por qué descartarse para los
Consejos Reguladores y debería ser objeto de más atención porque, en
cuanto a la estructura, no supone un cambio tan traumático respecto a la
composición orgánica actual de los Consejos Reguladores como corpo-
raciones de derecho público que, básicamente, cuentan con un Consejo
de dirección y con una Asamblea en la que participan todos los produc-
tores asociados.

7. LA oPCIÓn dEL ConsEJo REGuLAdoR- InTERPRoFEsIonAL 

Pese a la relevancia de las críticas y consideraciones expuestas en defensa
del carácter público de los Consejos Reguladores, ya en 2007 se manifestó
la necesidad de evaluar el funcionamiento de los órganos de gestión de
naturaleza privada en aquellos ámbitos territoriales y niveles para los que
sean reconocidos por las administraciones estatal y autonómica (85). otro
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(84) La asamblea general el órgano supremo de la asociación, integrado por los asociados, que adopta sus acuer-
dos por el principio mayoritario o de democracia interna y que deberá reunirse, al menos, una vez al año (art.
11.3 LodA). Los estatutos de la asociación regularán la forma de elección de los miembros del órgano de repre-
sentación por parte de la asamblea general y la duración del cargo, sin que el mismo pueda exceder de cinco años.
El órgano de representación gestiona los intereses de la asociación y la representa. En principio, sus facultades se
extienden a todos los actos comprendidos en los fines de la asociación, aunque los estatutos podrán limitar estas
facultades, estableciendo un listado de actos para cuya ejecución el órgano de representación necesite obtener pre-
viamente la autorización expresa de la asamblea general. dicho órgano de representación estará formado por per-
sonas asociadas, no pudiendo formar parte del mismo no asociados (art. 11.4 LodA) y, como destaca la doctrina,
tiene mucha menos autonomía que los órganos de gestión de otro tipo de personas jurídicas porque ha de actuar
de acuerdo con las directrices de la Asamblea General y bajo su supervisión y control. Por ejemplo, los actos de
disposición o enajenación de bienes requieren el previo acuerdo por mayoría absoluta de la Asamblea General.
Es necesario reflejar en los Estatutos las siguientes normas de funcionamiento la elección y sustitución de miembros;
las atribuciones y duración de los cargos y causas del cese en los mismos; la forma de deliberación, adopción y
ejecución de acuerdos; la cantidad de asociados necesarios para convocar reuniones; y el número de asociados
que se precisan para constituir válidamente los órganos.

(85) GuILLEM CARRAu, J.: denominaciones geográficas de calidad …p. 366.



argumento que empuja hacia estas reflexiones es que la crisis financiera
actual ha afectado directamente la capacidad de acción de los Consejos
Reguladores ya que muchos de ellos dependían en gran medida de las
aportaciones de las Administraciones Públicas que los amparaban.

Frente a esta realidad, existe la posibilidad de que los Consejos Regula-
dores queden constituidos como organizaciones interprofesionales agro-
alimentarias que, en nuestro ordenamiento, tienen naturaleza
jurídico-privada de conformidad con la disposición adicional octava de
la Ley del Vino.

En derecho comparado, los Comités Interprofesionales del Vino francés
se constituyen en la referencia de nuestro legislador y la organización ins-
titucional de las regiones vitivinícolas europeas responde, con diversos
grados al principio de autorregulación interprofesional de las regiones
productoras de vinos de calidad como una solución generalizada (86).

En este sentido, el Consejo Regulador de la doC Rioja puede conside-
rarse la referencia al configurarse con la misma representatividad que la
organización Interprofesional del Vino de La Rioja de conformidad con
la citada disposición adicional octava de la Ley del Vino (87). 

7.1. Las interprofesionales agroalimentarias

Las Interprofesionales agroalimentarias son definidas en el artículo 123
del Reglamento de oMC única. según el artículo 123 del Reglamento
oCM única, se consideran organizaciones interprofesionales aquellas que
estén integradas por representantes de actividades económicas vinculadas
a la producción, el comercio y/o la transformación de productos en los
sectores siguientes: aceite de oliva y aceitunas de mesa, tabaco; que se
creen por iniciativa de todas o algunas de las organizaciones o asociacio-
nes que las integren; y que persigan un objetivo específico, que podrá re-
ferirse, en concreto, a: i) la concentración y coordinación de la oferta y la
comercialización de los productos de los afiliados, ii) la adaptación con-
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(86) Entre otros, CoELLo MARTIn, C.: Vinos artificiales…, p. 78, y GuILLEM RuIz, J.V.: “El futuro de…
, p.2539.

(87) orden APA/795/2004, de 25 de marzo.



junta de la producción y la transformación a las exigencias del mercado
y la mejora de los productos, iii) el fomento de la racionalización y la me-
jora de la producción y la transformación, iv) la realización de estudios
sobre los métodos de producción sostenible y la evolución del mercado.
En el ámbito interno, en la Ley de organizaciones Interprofesionales
Agroalimentarias, que entiende por tal organización la constituida por or-
ganizaciones representativas de los empresarios de la producción, de la
transformación y de la comercialización de un sector o producto incluido
dentro del sistema agroalimentario (88).

7.2. La “extensión de norma”

una de las principales funcionalidades de las Interprofesionales agroali-
mentarias es la posibilidad de adoptar acuerdos bajo el concepto de la lla-
mada “extensión de norma”. Es decir, los acuerdos de las organizaciones
interprofesionales agroalimentarias adoptan en determinadas ocasiones la
vía de la “extensión de norma” como muestra de su mayor capacidad ope-
rativa y de vertebración sectorial. Estos acuerdos deben ser objeto de re-
visión administrativa con carácter previo a su entrada en vigor en virtud
de lo dispuesto en la normativa comunitaria e interna y se han aceptado
como excepciones a las normas del derecho de la competencia (89). 

En el ámbito interno, esta figura jurídica está regulada en el artículo 8 de
la Ley 38/1994, modificada recientemente por la Ley 12/2013, de mejora
de la cadena alimentaria (90). de acuerdo con el artículo 8 de la Ley
38/1994, adoptado un acuerdo en el interior de la organización interpro-
fesional agroalimentaria, se elevará al Ministerio de Agricultura, Pesca y
Alimentación, para su aprobación, en su caso, mediante orden ministe-
rial, la propuesta de extensión de todas o algunas de sus normas al con-
junto total de productores y operadores del sector o producto. Cuando
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(88) GuILLEM CARRAu, J.: “Las particularidades y …,p. 42.
(89) CEboLLA AbAnAdEs, M.A.: “Las organizaciones interprofesionales…, op. cit., p. 26; CoELLo MAR-

TÍn, C.: Las bases históricas, op. cit., p. 1036 y ss.
(90) Ley 38/94 de 30 de diciembre de 1994 sobre organizaciones Interprofesionales Agroalimentarias, modi-

ficada por la dA 1ª de la Ley 13/ 1996 de 30 de diciembre de Medidas fiscales, administrativas y del orden social
y la dA 2ª de la Ley 2/2000 de 7 de enero , reguladora de los contratos tipo de productos agroalimentarios; Re-
glamento 38/1994 , dictado por Real decreto 705/1997 de 16 de mayo; Real decreto 1789/1997 de 1 de diciembre
por el que se establecen ayudas a las organizaciones Interprofesionales Agroalimentarias. La disposición Final
Primera de la Ley 12/2013, de mejora de la cadena alimentaria, modifica los artículos 2, 3, 4, 5, 7, 8, 9, 11, 12, 13
y 15 de la Ley 38/94. Esta reforma entra en vigor en enero de 2014.



dicha propuesta esté relacionada con las competencias de otros departa-
mentos ministeriales, la aprobación se hará mediante orden ministerial
conjunta. Las propuestas de extensión de normas deberán referirse a re-
glas relacionadas con las finalidades de las interprofesionales o cualquier
otra definida por la legislación de la uE. Anteriormente se detallaban las
siguientes:

a) La calidad de los productos, así como su normalización, acondiciona-
miento y envasado, siempre y cuando no existan disposiciones regula-
doras sobre la misma materia, o, en caso de existir, se eleven las
exigencias de las mismas.

b) La mejor protección del medio ambiente.

c) La mejor información y conocimiento sobre las producciones y los
mercados.

d) Las acciones promocionales que redunden en beneficio del sector o
producto correspondiente.

Continúa el apartado 2 del citado artículo reformado en 2013 afirmando
que “…sólo podrá solicitarse la extensión de normas regulada en el apar-
tado anterior, en las condiciones que se establezcan por vía reglamentaria,
cuando los acuerdos tomados cuenten, al menos, con el respaldo del 50
por 100 de las distintas ramas profesionales implicadas, que deben repre-
sentar, a su vez, como mínimo el 75% de las producciones afectadas. La
acreditación de representatividad se efectuará por las organizaciones,
miembros de la organización interprofesional correspondiente”.

Así, el artículo 176 bis del Reglamento CE nº 1234/2007 y la Comunica-
ción de la Comisión relativa a los precios agroalimentarios (91) precisan
que la Comisión puede declarar la compatibilidad o no de determinados
acuerdos y, en el caso de los acuerdos de extensión de norma, puede
hacer referencia a diversos ámbitos como la producción, la comercializa-
ción, la protección del medio ambiente y la promoción y la comunicación.
Para declarar la compatibilidad será necesario analizar, en primer lugar,
si son restrictivos de la competencia y pueden afectar al comercio entre
los Estados miembros y, en segundo lugar, si pueden beneficiarse de una
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(91) CoM(2008) 821 final.



excepción individual o de conjunto de la aplicación del artículo 101
TFuE.

de acuerdo con los artículos 176 bis 125 septies y terdecies (para el sector
frutas y hortalizas); con los artículos 125 sexdicies y 113 quater (para el
sector vitivinícola) y con el artículo 126 (para el sector del cultivo del ta-
baco) del Reglamento oCM única, las organizaciones interprofesionales
pueden adoptar acuerdos con la llamada “extensión de norma” sobre una
variedad de asuntos.

Actualmente, la PAC post 2013 ha establecido un sistema inspirado en
el vigente, pero que está pendiente de la normativa que lo desarrolla me-
diante actos delegados.

7.3. El modelo de las interprofesionales para los Consejos Reguladores del futuro:
el paquete calidad y el contexto de la PAC post 2013

Con carácter general, además, procede señalar que, en 2006, la Comisión
europea apuntó en su documento sobre la reforma de la oCM del sector
que el modelo de interprofesionales sería el más indicado para los Con-
sejos Reguladores del futuro (92). 

Entre las razones que fundamentan este posicionamiento desde la uE
hay que destacar la capacidad operativa y financiera que otorga a las mis-
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(92) GuILLEM CARRAu, J.: denominaciones geográficas de calidad..., p. 326. Véase el documento siguiente:
Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo, Hacia un sector vitivinícola europeo sostenible,
CoM (2006) 319 final, de 22.6.2006. En este mismo sentido, un informe de 2007 del senado de Francia sobre los
parámetros de la reforma de la oCM del sector entonces en curso añadía que el refuerzo deseado por la Comisión
de las funciones de las organizaciones interprofesionales en la promoción y en el control de la calidad aparece jus-
tificado y es necesario definir las modalidades de aplicación. En Francia se han planteado incluso el reagrupamiento
de las AoC de un mismo bassin vitícola como una necesidad, mediante la forma de las interprofesionales de bassin.
En este sentido el documento relativo a la reestructuración del sector francés, reconoce que el artículo 41 del Re-
glamento CE nº 1493/1999 y el artículo 632-3 del Código Rural francés permiten acordar la extensión de norma
por la autoridad competente de los acuerdos de las Interprofesionales reconocidas si tienen como fin: el conoci-
miento de la oferta y la demanda; la adaptación y la regularización de la oferta; la ejecución, bajo control del Estado,
de las reglas de puesta en el mercado, de precios y de condiciones de pago; la calidad de los productos; las relaciones
interprofesionales en lo que respecta a normas técnicas, programas de investigación aplicada, etc.; la información
relativa a las filières y sus productos, así como su promoción en los mercados interiores y exteriores; las actuaciones
colectivas frente a riesgos de la producción, transformación, comercialización y distribución; la lucha contra plagas;
el desarrollo de valores no estrictamente alimenticios de los productos; la participación en acciones internacionales
de desarrollo; la contractualización entre los miembros de las profesiones representadas en la interprofesional
(sÉnAT: Rapport d’Information, Préparation d’une réforme de l’oCM vitivinicole, n º 203, 2006/2007). En nuestro
ordenamiento, como es sabido, las propuestas de extensión de normas deberán referirse a reglas relacionadas con:
la calidad de los productos, así como su normalización, acondicionamiento y envasado, siempre y cuando no existan
disposiciones reguladoras sobre la misma materia, o, en caso de existir, se eleven las exigencias de las mismas; la
mejor protección del medio ambiente; la mejor información y conocimiento sobre las producciones y los mercados;
las acciones promocionales que redunden en beneficio del sector o producto correspondiente.



mas la categoría jurídica de la extensión de norma, que ha sido reciente-
mente modificada en el marco de la nueva PAC post-2013. 

Además, esta figura permite cumplir perfectamente con los requisitos de
representatividad exigidos hasta el momento por la legislación de la uE
que no determina una forma jurídica específica, ni pública ni privada,
para la gestión de las doP y las IGP. La reforma del paquete de calidad
sigue manteniendo ciertos requisitos respecto a las agrupaciones que pue-
den solicitar el reconocimiento y menciona expresamente a las interpro-
fesionales (93). 

Como resultado final del proceso de revisión del funcionamiento de la
PAC cabe destacar que se ha puesto especial atención en el incremento
de la competitividad sectorial y el refuerzo de los instrumentos para lograr
un nuevo equilibrio en la cadena alimentaria (organizaciones de produc-
tores, asociaciones de organizaciones de productores e interprofesiones).

se establece la obligación de los Estados miembros de reconocer las oPs,
AoPs e interprofesiones en determinados sectores y se propone la in-
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(93) El resultado final de la citada revisión normativa que constituye el Reglamento CE 1151/2012, de 21 de
noviembre de 2012, del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre los regímenes de calidad de los productos agrí-
colas y alimenticios, que incorpora nuevas figuras de calidad al sistema de la uE (douE L343, 12.12.2012): En
el artículo 8.1.a) de la norma se determina que la solicitud de reconocimiento deberá incluir la identificación de
la agrupación solicitante y de las autoridades o, si se dispone de ellos, el nombre y dirección de los organismos
que verifiquen el cumplimiento de lo dispuesto en el pliego de condiciones del producto. El artículo 45 se ocupa
del “Papel de las agrupaciones” y afirma que sin perjuicio de las disposiciones específicas que establece el Regla-
mento (CE) n 1234/2007 para las organizaciones de productores y las organizaciones interprofesionales, las agru-
paciones estarán facultadas para:

a) Contribuir a velar por que la calidad, la reputación y la autenticidad de sus productos estén garantizadas en
el mercado, supervisando el uso que se haga en el comercio de los nombres registrados y, en caso necesario, in-
formando a las autoridades competentes a las que se refiere el artículo 36 o a cualquier otra autoridad competente
en virtud del artículo 13, apartado 3.

b) Adoptar medidas que garanticen una protección jurídica adecuada de la denominación de origen protegida
o de la indicación geográfica protegida y de los demás derechos de propiedad intelectual directamente relacionados
con ellas.

c) Realizar actividades de información y promoción con objeto de comunicar a los consumidores los atributos
que confieran valor añadido a sus productos.

d) desempeñar actividades cuyo objetivo sea garantizar el cumplimiento por los productos de lo dispuesto en
su pliego de condiciones.

e) Adoptar medidas que permitan mejorar el funcionamiento de los regímenes, como el desarrollo de conoci-
mientos económicos especializados, la realización de análisis económicos, la difusión de información económica
sobre los regímenes o la prestación de asesoramiento a los productores.

f) Adoptar medidas dirigidas a valorizar los productos y, cuando sea menester, adoptar medidas para impedir
o contrarrestar las medidas que sean perjudiciales o entrañen el riesgo de ser perjudiciales para la imagen de esos
productos.

En todo caso, el legislador comunitario establece que los Estados miembros podrán fomentar la constitución y
el funcionamiento de agrupaciones en sus territorios por medios administrativos. Además, los Estados miembros
comunicarán a la Comisión el nombre y la dirección de las agrupaciones. Comisión hará pública esa información.



corporación del llamado “paquete leche” a la oCM única, de modo que
en el sector lácteo existirán medidas específicas relativas a la fijación del
precio o de índices de referencia de precios en los contratos con carácter
obligatorio para reforzar el bargain power de los productores. Asimismo,
se potencia la política de promoción y la de calidad (doP e IGP) al adop-
tarse previamente el llamado “paquete calidad”.

En este sentido, la reforma de la PAC post 2013 recoge la necesidad de
centrar los objetivos sectoriales en el fomento de la contractualización y
la elaboración de códigos de conducta, etc. (94) 

En su documento sobre el posicionamiento ante la reforma de la PAC,
el propio MAGRAMA ha afirmado que “…Es necesario profundizar
sobre las funciones y fines de las oPs y sobre el refuerzo de las relaciones
contractuales y la negociación en común en línea con lo propuesto por
el Parlamento Europeo”. Esta afirmación puede conectarse con el nuevo
marco legal derivado de la finalización en 2013 del trámite parlamentario
en las Cortes Generales de la Ley de mejora del funcionamiento de la ca-
dena alimentaria. Este texto legal recoge algunos de los avances que, en
esta materia, la excepción agraria al derecho de la competencia, se van a
producir como resultado de la nueva PAC 2013, entre ellos la configura-
ción privilegiada de las interprofesionales para el desarrollo de los obje-
tivos de la PAC y, por qué no, en el ámbito específico de los signos de
calidad agroalimentarios, como órganos gestores de las doP e IGP (95).

8. ConCLusIonEs

En primer lugar, no hay respuesta clara a la novedad atender a las posi-
bilidades de organizar la gestión de un signo distintivo, al que se le reco-
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(94) En definitiva, se constata la existencia de viejas recetas necesitadas de nuevos impulsos en los mercados
agroalimentarios. Estos ejes de actuación parten del objetivo de ayudar a la producción fortalecer su posición de
mercado e incrementar la transparencia del mismo y se abre el interrogante sobre la capacidad del sector para
comprenderlos y ponerlos en funcionamiento. Entre los ejes de actuación que promueve la reforma, podemos
citar: el fomento de los contratos escritos para evitar desistimientos o modificaciones en las transacciones de tra-
dición verbal; la promoción de la coordinación vertical y el seguimiento y control de la actividad contractual de la
distribución; la difusión del modelo interprofesional y de las extensiones de norma; y la posibilidad de notificar
acuerdos de extensión de norma vía urgencia para reaccionar a las coyunturas de campaña.

(95) Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas para mejorar el funcionamiento de la cadena alimentaria
http://www.boe.es/boe/dias/2013/08/03/pdfs/boE-A-2013-8554.pdf .



noce la naturaleza de dominio público, con un régimen de colaboración
público-privada como el que supone la constitución de una fundación
para el interés general o una asociación.

Por la propia naturaleza como órgano de gestión, entre otras funciones,
deberán atribuirse al Consejo Regulador en cualquiera de las dos opcio-
nes, privada o pública, la representación, defensa, garantía y promoción
de las denominaciones. 

En segundo lugar, el Consejo Regulador, sea cual sea su forma, debe res-
petar en cualquier caso unos principios básicos organizativos. deberá
adaptarse la legislación para garantizar, en el caso de la opción privada
para el órgano de gestión, que se respetan los principios básicos de orga-
nización (ausencia de ánimo de lucro, democracia, representatividad sec-
torial y paridad, etc.) y que no quedan a los múltiples aspectos de su
composición, competencias, recursos económicos, etc.

La legislación debe reformarse para delimitar la reserva de derecho Ad-
ministrativo para la Administración competente en los aspectos que se
precise para cualquiera de las opciones de naturaleza privada del órgano
de gestión. La legislación estatal, autonómica o foral deberá contemplar
el conjunto de funciones que serán desempeñadas por la Administración
pública. Este conjunto comprenderá aquellas funciones cuya naturaleza
pública determina que no puedan ser realizadas, ni encomendadas ni de-
legadas en una entidad privada, aunque la misma no tenga ánimo de
lucro.

Como se ha visto, la definición de este conjunto de funciones exige un
examen detallado de las que hasta la fecha atribuye el ordenamiento al
Consejo Regulador como son, en el caso de las doP vínicas, la ordena-
ción del sector, el establecimiento de normas sobre poda, riego, llevanza
de registros, calificación de los vinos que optan a formar parte de la de-
nominación, cobro de tasas y exacciones parafiscales, etc. 

Esta reserva impediría que la Administración se convirtiese en una per-
sona de derecho privado como cualquier otra. se podría evitar la evasión
de las garantías y de los controles a cambio de perder sus privilegios. Igual-
mente, permitiría articular que determinados actos administrativos que-
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daran, con la excusa de ser actos técnicos o de gobierno, excluidos del
control jurisdiccional.

En cuanto a la potestad sancionadora, la evolución hacia modelos orga-
nizativos de naturaleza privada y el consecuente desapoderamiento de
competencias públicas en el ámbito de los órganos de gestión de las de-
nominaciones geográficas, determina la asunción del control disciplinario
por la Administración pública y pérdida del mismo por los titulares del
derecho de propiedad industrial.
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REsuMEn

La forma jurídica del Consejo Regulador: el modelo de las fundaciones y asociaciones como
alternativa para la gestión de las denominaciones de origen en tiempos de crisis

En este estudio se analiza el traje legal de los Consejos Reguladores de las denominaciones
de origen y otros sistemas de calidad agroalimentaria en España en la legislación estatal y
autonómica.
El previsible eclipse progresivo o paralización del modelo mayoritario, estructurado en
torno a una concepción de los mismos como corporaciones de derecho público, hace ne-
cesaria la identificación de los otros modelos de referencia para el funcionamiento del ór-
gano gestor como pueden ser la interprofesional, las fundaciones o las asociaciones
(consideradas como entidades sin ánimo de lucro).

PALAbRAs CLAVE: Indicaciones geográficas, Órganos de gestión, Corporación de de-
recho público, Asociación privada, Fundación.

CÓdIGos JEL: k200.

suMMARy

The legal form of a doP Management board: a foundation or an association model to deal
with the doP in time of crisis

The study analyse the legal “suit” of the GI and other food quality system’s Managements
bodies in spain throughtout the national and regional legal framework
due to the financial crisis and the Administrative restrictions, the so-called Public body
model is in danger of extinction. In that sense, one of the goals of the study consists on iden-
tifying other models or structures of managing like interbranch associations, private asso-
ciations or foundations becouse they are non-profit entities.

kEyWoRds: Geographical Indications, Management boards, Public body, Private As-
sociation, Foundation.

JEL CodEs: k200.
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El trabajo infantil especializado
en el marco de la agricultura moderna:

el caso del altiplano poblano, México

dIosEy RAMÓn LuGo-MoRIn (*)

1. InTRoduCCIÓn

El trabajo infantil en el medio rural constituye uno de los problemas más
importante en América Latina generando en los países de la región; baja
inserción escolar, alta deserción escolar, subordinación y explotación. de-
bido a que esta labor no está reconocida ni se registra fácilmente en las
estadísticas, pasa en gran medida desapercibida. según Paz y Piselli (2011)
muchas de las actividades realizadas por niños/as permanecen ocultas a
las formas usuales de medición que se basan en el concepto de “trabajo
remunerado” como la definición dominante de trabajo. La sola prohibi-
ción explícita de contratar niños/as juega como un incentivo a la no de-
claración. A esto se suman las características propias de actividades que
por definición no aparecen como “actividades económicas” y que, por lo
tanto, se escapan de los dispositivos de medición tradicionales, además
de que el trabajo que realizan los niños/as en la agricultura a menudo es
invisible, porque ayudan a sus progenitores en el trabajo a destajo u otras
formas de organización del trabajo.

Lo anterior dificultad la implementación de medidas efectivas y crea un
ciclo de pobreza y afecta el futuro de los niños/as ya que su acceso a la
educación, capacitación y desarrollo se ve extremadamente reducido. Este
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último aspecto es relevante ya que el desarrollo del niño/a en sus primeros
cinco años es fundamental para la construcción de la subjetividad y desde
esta perspectiva tiene un carácter social, ya que el niño necesariamente
debe relacionarse con sus pares para que lo interprete y contribuya a re-
solver sus necesidades (Abeya et al. 2004).

Recientes encuestas de la oficina Internacional del Trabajo (oIT) sugie-
ren que de 215 millones de niños que trabajan; 120 millones lo hacen de
tiempo completo y para el resto es una actividad secundaria. de estos,
61% se encuentran en Asia, 32% en áfrica y 7% en América Latina y más
de un 5% en países desarrollados (oIT, 2002a; 2011).

México, en particular, desde hace dos decadas ha experimentado cambios
en los sistemas productivos hortícolas. de acuerdo con Lugo-Morin
(2011) estos sistemas encontraron un escenario fértil para su desarrollo y
se consolidación con la apertura comercial a partir de 1994 con el Tratado
de Libre Comercio de América del norte (TLCAn). Lo que ha permi-
tido que la participación de las hortalizas en las exportaciones totales de
productos agrícolas tenga una tendencia positiva, de 34% en 1995 a más
de 45% en el 2009. El país destina un 5% de su superficie agrícola a la
producción de hortalizas alcanzando en el 2009 una cifra superior a los
2 mil millones de dólares (Gobierno de México, 2009; Avendaño y
Acosta, 2009); lo que ha permitido que la producción hortícola de México
sea altamente especializada y caracterizada por una lógica espacial dife-
renciada guiada por el mercado.

En este contexto muchos territorios rurales en México con las condicio-
nes (agroecológicas, tecnología, comercialización, mano de obra, etc.) des-
critas previamente vieron florecer su horticultura. En este particular, cabe
destacar el altiplano poblano en cuya actividad hortícola la mano de obra
infantil cobra cada vez más importancia. Lo anterior se evidencia en la
pobreza y desigualdad rural que existe en el altiplano. de acuerdo con
Rappo y Vázquez (2006) esta región tiene un índice de escolaridad de 4.6
años cifra por debajo de la media en América Latina que es de 5.2 años
(sandoval, 2007). 

Ante esta realidad, el presente estudio tiene como objetivo valorar el tra-
bajo infantil rural y sus implicaciones en el altiplano poblano.
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Para emprender un análisis del trabajo infantil rural en la región se apostó
por examinar algunos de los componentes del sistema productivo hortí-
cola del altiplano poblano, el estudio se valió del método cualitativo. Los
datos obtenidos se integraron y analizaron con el propósito de caracterizar
y examinar el trabajo infantil rural. 

2. TRAbAJo InFAnTIL RuRAL

El trabajo infantil es la actividad que implica la participación de niñas/os
menores de 15 años en la producción y comercialización familiar de los
bienes no destinados al autoconsumo o en la prestación de servicios a
personas naturales o jurídicas que les impidan el acceso, rendimiento y
permanencia en la educación o se realicen en ambientes peligrosos, pro-
duzcan efectos negativos inmediatos o futuros o se lleven a cabo en con-
diciones que afecten el desarrollo psicológico, físico, moral o social de
los niños/as. Por otra parte, no se considera trabajo infantil a la actividad
que facilita y contribuye al desarrollo integral de la niña/o, en tanto no in-
terfiera con su derecho a la educación, el descanso, la recreación, la cul-
tura, la participación; es decir, aquella que se convierte en medio de
transmisión de valores y habilidades de una generación a otra y que ga-
rantiza la seguridad física, moral, económica y social. Por ejemplo: las ta-
reas que realizan las niñas/os para colaborar con los mayores en el hogar
o en la escuela (oIT, 2005).

El Convenio 182, de la oIT, establece que todo Estado Miembro que lo
ratifique “deberá adoptar medidas inmediatas y eficaces para conseguir la
prohibición y la eliminación de las peores formas de trabajo infantil con
carácter de urgencia”. Las siguientes actividades se encuentran dentro de
este acuerdo internacional: i) todas las formas de esclavitud o las prácticas
análogas a la esclavitud, como la venta y el tráfico de niñas/os, la servidum-
bre por deudas y la condición de siervo, y el trabajo forzoso u obligatorio,
incluido el reclutamiento forzoso u obligatorio de niñas/os para utilizarlos
en conflictos armados; ii) la utilización, el reclutamiento o la oferta de
niñas/os para la prostitución, la producción de pornografía o actuaciones
pornográficas; iii) la utilización, el reclutamiento o la oferta de niñas/os
para la realización de actividades ilícitas, en particular la producción y el
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tráfico de estupefacientes, tal como se definen en los tratados internacio-
nales pertinentes, y iv) el trabajo que, por su naturaleza o por las condicio-
nes en que se lleva a cabo, es probable que dañe la salud, la seguridad o
la moralidad de las niñas/os. Lo anterior, sustenta la urgente atención que
requiere el trabajo infantil rural, el cual constituye una forma de esclavitud
que se evidencia en el trabajo forzoso u obligatorio, la posibilidad de dañar
la salud por la presencia residual o uso de agrocontaminantes y la poca ac-
cesibilidad a un sistema educativo. En este último aspecto es importante
resaltar que sólo el 14% de los niños/as de América Latina asiste a prees-
colar, instancia educativa considerada crucial por su peso en la formación
de estructuras básicas. La tasa de inscripción en la primaria supera el 90%
pero 50% de los niños/as que la comienzan desertan de la escuela antes
de completar la educación básica. Entre el 25 y el 50% de los niños que
ingresan a primaria no completan el quinto grado, y sólo uno de cada tres
que inicia el ciclo secundario lo termina (sandoval, 2007).

de acuerdo con el informe de la oIT (2002b) el trabajo que realizan los
niños/as es diverso: abarca desde períodos breves de trabajo ligero des-
pués de la escuela a largas horas de arduo trabajo, tal vez con productos
químicos y procesos peligrosos, tanto en actividades orientadas a la sub-
sistencia como en la producción comercial. Aunque en muchos países la
participación de los niños/as en la agricultura puede ser normal y útil para
su socialización, donde adquieran conocimientos técnicos para el futuro,
con frecuencia la realidad de ese trabajo es dura. 

En América Latina la oIT (2000a,b) reporta que muchos niños/as reali-
zan tareas agrícolas, algunas características son: i) los padres tienen un
nivel de educación bajo; ii) la mayor parte de los niños/as asiste a la es-
cuela, pero trabaja durante los fines de semana o durante las vacaciones
escolares; iii) los salarios de los niños están incluidos en los de los padres
trabajadores; iv) a los niños/as nos les gusta el trabajo pero están resigna-
dos a colaborar en los gastos domésticos. El análisis de los casos de Perú
(van den berge, 2009), Argentina (silva, 2010) y México (becerra, 2005)
muestra el auge del trabajo infantil rural y la urgencia de abordarlo en el
marco de la oIT.

En el Perú, los pueblos de santa Cruz de Villacurí y La Venta se reporta
que un número importante de niños/as y adolescentes trabajan en la agri-
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cultura, el trabajo está directa o indirectamente relacionado con la agri-
cultura comercial en el sector exportador. La mayoría de los niños/as y
adolescentes trabajan en las plantaciones que venden un porcentaje de
su producción a las plantaciones de exportación. A través de este sistema
de subcontratación niños/as y adolescentes participan de forma indirecta
en la exportación de varios productos agrícolas a países como Estados
unidos y Holanda. Además, incluso plantaciones que exportan directa-
mente emplean niños/as y adolescentes.

La edad en que los niños/as empiezan a trabajar varía. En las plantaciones
de pequeña escala alrededor de La Venta, los niños/as comienzan a tra-
bajar de 10 a 11 años en adelante. En las plantaciones a gran escala alre-
dedor de santa Cruz de Villacurí, los adolescentes son contratados desde
los 13 a 14 años. Los niños/as pequeños suelen ser contratados junto a
sus padres u otros familiares mayores de edad, en cuyo caso el adulto de
la familia recibe el salario del niño/a. Las tareas agrícolas están orientadas
a plantar, mantener y cosechar. Las actividades agrícolas específicas que
desempeñan dependen de las cosechas cultivadas. En santa Cruz de Vi-
llacurí, se reportaron menores trabajando en una variedad de diferentes
plantaciones, produciendo uvas, cebollas, pimentones, mangos, naranjas
y espárragos. En La Venta también se informó de trabajadores en las plan-
taciones de algodón. Casi todos los niños/as trabajan principalmente du-
rante las vacaciones escolares y ocasionalmente en fines de semana. sólo
en casos excepcionales los niños/as faltan a clases para trabajar en plan-
taciones. durante vacaciones los niños/as y adolescentes trabajan de 6
a.m. a 5 p.m. Fuera de vacaciones escolares, sin embargo, hay una activi-
dad relacionada con la agricultura comercial en la que se encontró una
docena de niños/as: preparando pensiones. Hacer pensiones es preparar
el desayuno para los trabajadores, quienes lo llevan a las plantaciones. En
este caso los niños/as se levantan tan temprano como las 2 a.m. para ayu-
dar a sus madres a preparar la comida. se hace pensiones en el contexto
familiar y es trabajo no remunerado.

Las razones por las cuales niños/as y adolescentes trabajan en este sector
se perciben desde la demanda y la oferta. Por el lado de la demanda, los
responsables de la contratación de niños/as hicieron hincapié en que quie-
ren ayudarles a ellos y sus familias dándoles trabajo, y por tanto, un in-
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greso adicional. sin embargo, parece que detrás de estos motivos altruistas
autoproclamados, hay otros argumentos más comerciales que desempe-
ñan un papel importante: se prefiere contratar a niños/as y adolescentes
en vez de adultos porque son baratos, son trabajadores dóciles y forman
una plantilla adicional en tiempos de escasez de mano de obra. Respecto
de la oferta, la pobreza parece ser un factor importante que empuja a los
niños/as a trabajar en las plantaciones. de hecho gran parte de los ingresos
de los niños/as y adolescentes se gasta en necesidades básicas ya que los
padres son incapaces de asumir todos los gastos. Este es especialmente
el caso cuando los niños/as pequeños trabajan. Los padres consideran ge-
neralmente que el trabajo en la plantación es una actividad no adecuada
para niños/as pequeños menores de 14 años y permiten que sus hijos/as
trabajen sólo si las terribles circunstancias económicas los obligan a ha-
cerlo.

En el caso de Argentina, la evidencia proviene de la Provincia de Corrien-
tes, esta provincia limita con tres países: brasil, uruguay y Paraguay. Esta
ubicación en el corredor del MERCosuR es preocupante porque en un
estudio de la organización Internacional de Migraciones se concluye que
en Argentina casi todas las provincias tienen casos de trata detectados
tanto para explotación laboral como para explotación sexual, siendo Co-
rrientes un enclave importante del trabajo infantil, seguido de Misiones,
Tucumán, Jujuy y santa Fe.

En Corrientes existen 15.244 unidades agropecuarias reveladas en el
censo nacional agropecuario (CnA) del año 2002 “declaran” que ocupan
niños/as como trabajadores permanentes, distribuidos de la siguiente
forma: 2032 familiares del productor y 183 no familiares del productor.
Este dato sería de mayor magnitud, pues según expresiones del respon-
sable del censo se ocultan los mismos. Aunque la investigación de la au-
tora es teórica (no señala cifras concluyentes como en el caso peruano),
reporta la importancia del trabajo infantil en la horticultura de Argentina.
Además, resalta como la lógica capitalista es un determinante a considerar
en los estudios sobre trabajo infantil rural.

El trabajo infantil en México es un fenómeno con características comple-
jas y multidimensionales en el cual es muy difícil separar sus componentes
educativos, sociales, culturales y económicos. Como ya se ha mencionado
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anteriormente es posible que en México la sociabilización y la educación
de niños/as requiera que éstos contribuyan, ayuden y cooperen en mu-
chas de las actividades familiares, algunas de ellas en el plano económico.
La población de niños/as que trabajan en el país, muestra a lo largo del
periodo 1995-2002 un peso ligeramente mayor de niñas que de niños, la
proporción de éstas oscila entre 49.6% y 52.6%, mientras que los niños
varía de 47.4% a 50.4% (oIT, 2002b).

México como signatario del Convenio 182 de la oIT establece en su
Constitución Política la prohibición de mano de obra infantil en su Artí-
culo 123 Apartado “A”, fracción III “Queda prohibida la utilización del
trabajo de los menores de catorce años. Los mayores de esta edad y me-
nores de dieciséis tendrán como jornada máxima la de seis horas”. En el
marco reglamentario “Ley Federal del Trabajo”. Artículo 22.- Queda pro-
hibida la utilización del trabajo de los menores de catorce años y de los
mayores de esta edad y menores de dieciséis que no hayan terminado su
educación obligatoria, salvo los casos de excepción que apruebe la auto-
ridad correspondiente en que a su juicio haya compatibilidad entre los
estudios y el trabajo.

El trabajo infantil rural ha sido poco estudiado en México, sin embargo,
las evidencias encontradas lo clasifican en el espacio rural mexicano como
una de las peores formas de trabajo en el marco del informe de la oIT
(2002b). El trabajo que realizan los niños/as jornaleros es llevado a cabo
bajo condiciones sumamente difíciles: trabajo pesado, arduo y en condi-
ciones climáticas extremas, desnutrición y falta de educación. En este úl-
timo aspecto se muestra que más de la mitad de los hijos de jornaleros no
asisten a la escuela y, en consecuencia, no terminan la educación primaria. 

Las condiciones en que viven los jornaleros migrantes afecta a toda la fa-
milia, en especial a los menores, ya que se establecen en campamentos
improvisados, albergues o cuarterías. Estos campamentos tienen como
características altos niveles de hacinamiento, carencia de servicios sanita-
rios e insalubridad. Los jornaleros en general y los niños/as en particular
están mal alimentados y con posibilidades limitadas para reintegrarse al
sistema educativo. Este es uno de los principales problemas que enfrentan
los niños/as jornaleros, la escasa educación que reciben, limita su des-
arrollo y posibilidades futuras de una vida digna.
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En síntesis, los casos analizados de América Latina muestran como la
agricultura comercial debido a una creciente demanda de sus productos,
en particular, del sistema hortícola, ve como la contratación de mano de
obra infantil se incrementa. Varios factores explican esta tendencia, entre
otras, se menciona la apertura comercial de los países latinoamericanos
con Canadá, Estados unidos, unión Europea, Japón y China. La de-
manda de productos hortícolas frescos y procesados cada día adquiere
importancia por su valor nutritivo, esta dinámica comercial ha generado
una especialización de la mano de obra contratada que es asumida por
familias enteras y que casi todos los casos presentan altos niveles de po-
breza; jefes de familias con baja escolaridad, con acceso a tierras pero
desérticas por la falta de recursos hídricos para el riego y son contratados
tanto por los productores hortícolas como los intermediarios (exportado-
res y empacadoras). 

3. Los nIños/As RuRALEs

Los niños/as constituyen una categoría analítica subjetiva difícil de con-
ceptualizar, de allí que Castillo (2006) sugiera que el concepto de niños/as
este en constante evolución. Para este autor la interrogante ¿qué es un
niño? es una categoría matizada que cambia según el contexto histórico
y social, y muchas veces es un concepto sujeto a las ideas del Estado. 

de acuerdo con Fyfe (1997) a los niños/as se les incluye con frecuencia
en la mano de obra familiar contratada por las grandes empresas expor-
tadoras. En aquellas en las que funciona el sistema de cuotas o de trabajo
a destajo, se sabe que los niños/as trabajan aunque no están formalmente
contratados. Las horas que pasan en el campo son largas: de 8 a 10 horas
diarias.

Cuando los subcontratistas utilizan el trabajo eventual en las plantaciones
con sistema de trabajo a destajo, recurren con frecuencia a los niños/as
como mano de obra barata, los cuales pueden realizar tareas peligrosas.
Este autor señala que el trabajo infantil rural en América Latina constituye
una forma moderna de esclavitud mediante la cual, a cambio de un ade-
lanto de dinero o un crédito, una persona ofrece su mano de obra, o la
del niño/a, por un período indefinido. Algunas veces, se entrega en ga-
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rantía únicamente al niño/a, el cual se convierte en una mercancía del
proceso.

Por otra parte, sandoval (2007) sugiere que las ideas económicas neoli-
berales que emergen del Consenso de Washington son determinantes en
la configuración del trabajo infantil rural en América Latina. desde la si-
tuación de las familias empobrecidas y de los pequeños/as que trabajan,
el trabajo infantil tiene una racionalidad que hay que entender. La actitud
de los jefes de familia hacia el trabajo de los hijos/as menores está condi-
cionada por su educación formal; se supone que un mayor nivel educa-
cional de los jefes de familia les ayudaría a privilegiar en los hijos/as el rol
de estudiantes en desmedro del trabajador. Pero la baja escolaridad de
los jefes de las familias pobres alienta la incorporación temprana de los
hijos/as al trabajo. su bajo nivel de escolaridad no les ayuda para refle-
xionar acerca del peligro o daño futuro del trabajo infantil y sobre el
hecho de que sus hijos/as dejen la escuela por el trabajo; en todo caso, la
necesidad los obliga a recurrir a la fuerza de trabajo de los hijos/as.

Para una mejor compresión de la configuración del trabajo infantil rural
en el contexto de los sistemas productivo hortícolas se hace necesario
examinar la horticultura mexicana y su evolución, en particular, la horti-
cultura del altiplano poblano.

4. LA HoRTICuLTuRA MEXICAnA

La horticultura mexicana mostró por muchos años un carácter anticíclico
frente a las fuertes tendencias de contracción observadas en otros pro-
ductos. Mientras los granos están en una situación de crisis desde los años
sesenta y los cárnicos desde mediados de los años ochenta, las hortalizas
han podido mantener una dirección hacia el crecimiento. En parte, este
comportamiento se explica por la reorientación del consumo familiar de
carnes a hortalizas, manteniéndose el dinamismo del mercado hortícola
como respuesta a la contracción de la demanda de otros alimentos. Pero
este impulso empieza a agotarse a partir de 1992-1993 y con la crisis eco-
nómica; después de la devaluación de 1994, deja de existir (schwentesius
y Gómez, 1997). Pero simultáneamente, el mercado internacional co-
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mienza a tener un crecimiento sostenido medido en términos del valor
de la producción.

de acuerdo con Lugo-Morin (2010) en México se identifican cuatro gran-
des regiones de hortalizas diferenciadas por su nivel de tecnificación, or-
ganización y distribución, esta son: a) la región noreste; b) la región del
bajío-pacifico; c) la región centro y d) la región sureste.

Las cuatro regiones tienen en común que están asociadas a paisajes de
valles, aspecto que ha posibilitado condiciones agroecológicas idóneas
para la producción hortícola, otro aspecto es la proximidad geográfica
que tienen las distintas regiones con una diversidad de mercados. En este
sentido, las dos primeras regiones debido a las condiciones agroecológicas
que poseen, la posición geográfica privilegiada y la contratación de mano
de obra barata le han permitido obtener ventajas competitivas logrando
posicionarse en el mercado internacional. siguiendo a Avendaño (2008)
la producción de hortalizas en estas dos primeras regiones nació en los
años 60 con vocación exportadora. La cercanía con el mercado nortea-
mericano, la ventaja absoluta derivada del menor costo de la mano de
obra mexicana respecto a la de Estados unidos, la disposición de agua y
los paisajes de valles, propiciaron la incorporación de los productores
agrícolas locales al contexto internacional. La producción se concentra
en el ciclo otoño-invierno cuando el clima es adverso en el país vecino y
sus necesidades de abastecimiento crecientes.

de la región centro, el estado de Puebla concentra su producción hortí-
cola en el altiplano poblano y es parte de los circuitos que abastecen el
mercado local, regional y nacional. dependiendo del tamaño de la par-
cela y las condiciones para la producción se identifican productores hor-
tícolas con un acceso diferenciado a los medios de producción, lo que
genera que comunidades enteras conformadas por familias de bajos re-
cursos económicos se empleen en las labores del campo, en particular,
los niños/as.

En el contexto de la región del altiplano poblano, Hernández y Martínez
(2006) destacan que el cultivo de hortalizas aportó en términos de ingresos
a los agricultores de la región en el ciclo 2000-2001, 73.292 toneladas de
hortalizas con un valor de la producción cercano a los 131 millones de
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pesos. Por su parte, Lugo-Morin (2010) reporta que en el 2009, la central
de abasto de Huixcolotla despachó diariamente a los mercados regionales
y nacionales unas 2000 toneladas de hortalizas y para los mercados inter-
nacionales unas 1000 toneladas. Con un valor de la producción anual de
5.760 millones de pesos. La mayoría de las hortalizas se comercializa en
el mercado de san salvador de Huixcolotla, el cual abastece a otras re-
giones de México como Quintana Roo, Veracruz y yucatán aspecto que
resalta su importancia a nivel nacional.

El análisis previo muestra la importancia del altiplano en las actividades
agroproductivas y resalta la importancia y expansión de las hortalizas
como actividad hegemónica de las pequeñas explotaciones. Pero también
señala como la especialización de la producción hortícola, esta incremen-
tando el trabajo infantil en la región.

5. METodoLoGÍA dE LA InVEsTIGACIÓn

La recolección de datos se planteó en dos instrumentos: i) la observación
participante y la entrevista informal. El primer instrumento permitió inter-
actuar con los pequeños productores hortícolas y su mano de obra con-
tratada (hombres, mujeres y niños/as), obteniendo información sobre el
tipo de trabajo que realizan, pagos, horarios, datos escolares, entre otros.
Además, obtener información sobre el sistema productivo hortícola, su
configuración y composición. Con las entrevistas informales se examina-
ron los componentes del sistema productivo hortícola. 

Con referencia a las técnicas empleadas; para bernard (1994) y kawulich
(2006) la observación participante es un proceso para establecer relación
con una comunidad y aprender a actuar al punto de mezclarse con la co-
munidad, de manera que sus miembros actúen de forma natural, y luego
salir de ella para sumergirse en los datos y comprender qué está ocurriendo
y ser capaz de escribir acerca de ello. La observación participante se con-
sidera una técnica de recopilación de datos de importancia usada durante
más de un siglo, ya que permite desarrollar una comprensión holística del
fenómeno de estudio tan objetiva y precisa como sea posible. En cuanto
a la entrevista informal, Merlinsky (2006) señala que es un relato solicitado
por el entrevistador en el marco de una situación reflexiva, por tanto, para
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que se pueda llevar a cabo implica establecer un contrato comunicativo
entre éste y el entrevistado. Cabe al entrevistador un trabajo activo de in-
terpretación durante la entrevista, captando indicios que pueden relacio-
narse como un patrón de comportamiento subyacente. Esto implica
manejar saberes implícitos que le permitan acercarse a los códigos que uti-
liza el entrevistado, al tiempo que hace uso de saberes explícitos (palabras,
temas, discursos comunes del endogrupo al que pertenece el entrevistado). 

La muestra en el caso de las entrevistas fue seleccionada por procedi-
mientos no probabilísticos, utilizándose el muestreo bola de nieve, en el
que los individuos seleccionados inicialmente se utilizan como informa-
dores para identificar a otras personas con las características deseadas
(browne, 2005). 

Los datos obtenidos se integraron y analizaron con el propósito de carac-
terizar y examinar la mano de obra contratada así, como el análisis del
sistema productivo hortícola del altiplano poblano. El uso de las técnicas
de investigación se consideró acertado debido a las limitaciones tempo-
rales y a la poca accesibilidad de la mano de obra infantil especializada.

El estudio se realizó en el altiplano poblano y abarcó los municipios: Acat-
zingo, san salvador Huixcolotla y Los Reyes de Juárez principales pro-
ductores hortícolas de la región. 

de acuerdo con Rappo y Vázquez (2006) la región la integran trece mu-
nicipios: san Francisco Mixtla, san Isabel Tlalnepantla, Cuautinchán, Tzi-
catlacoyan, Tecali de Herrera, Tepeaca, Cuapiaxtla de Madero,
Tecamachalco, santo Tomás Hueyotlipan, Tochtepec, Los Reyes de Juá-
rez, san salvador de Huixcolotla y Acatzingo. Los tres últimos, munici-
pios por sus particularidades, dinamismo territorial en términos históricos
y diversidad en la producción hortícola, posibilitan una buena represen-
tación de la región.

El trabajo de campo se efectuó en los meses de julio a octubre 2010. se
aplicaron ocho entrevistas a actores vinculados a los componentes del sis-
tema hortícola, las mismas fueron realizadas en Acatzingo, Los Reyes de
Juárez y san salvador Huixcolotla. La observación participante se realizó
en los municipios: Acatzingo, Los Reyes de Juárez, san salvador Huix-
colotla, Quecholac y Cuapiaxtla de Madero.
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6. dIsCusIÓn dE REsuLTAdos

6.1. La horticultura en el ámbito del altiplano poblano

El altiplano poblano tradicionalmente ha tenido una vocación agrícola y
comercial caracterizado, en un primer momento, por la producción de
trigo, fríjol y maíz (san Miguel, 2000) y en un segundo momento por la
producción hortícola (nickel, 2004; Ramírez; 2009).

En la región las variables; innovación tecnológica, mano de obra contra-
tada, sistema agrario, conocimiento local, proximidad geográfica y diver-
sidad de compradores han tenido un impacto diferenciado en las
unidades de producción rural de los pequeños productores hortícolas.
La primera variable nos indica que la adopción de la innovación tecno-
lógica es un fenómeno reciente que ha emergido debido a las expectativas
de ampliar los mercados. La segunda variable responde a los niveles de
crecimiento del sistema hortícola y sus mercados, en la medida que los
productores quieran participar en mercados más exigentes en esa medida
tendrán que contratar mano de obra, en esta categoría el trabajo especia-
lizado es fundamental y pocas personas pueden realizarlos, los jefes de
familias que cuentan con el entrenamiento apropiado y lo ofertan en el
mercado de mano de obra especializada aprovechando están condiciones
para incorporar a sus hijos/as a las tareas del campo. Esto explica la rela-
ción que existe entre mano de obra contratada y la participación en mer-
cados internacionales y nacionales (empacadoras y tiendas de
autoservicios) determinada por el grado de capitalización de los pequeños
productores. Por otra parte, la creciente exigencia y demanda de los pro-
ductos hortícolas ha hecho que la mano de obra contratada evolucione a
un grado de especialización casi inédita en la zona. En la región han emer-
gido varias comunidades del medio rural que se han especializado en el
manejo de los cultivos hortícolas de alto valor comercial. La tercera va-
riable: sistema agrario local, ha influido en las condiciones para una es-
pecialización productiva territorial históricamente construida en respuesta
a factores interno y externos. En la variable conocimiento local las prác-
ticas históricamente localizadas han sido determinantes, la estrategia co-
nocimiento esta asociada básicamente a los pequeños productores
hortícolas que les permite un buen manejo agronómico de los cultivos.
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Por otra parte, las redes sociales que establecen le permiten conocer y
adoptar innovaciones tecnológicas. El siguiente testimonio da cuenta de
lo señalado:

“... desde niño mi padre me enseño casi todo lo que se del campo, el conoci-
miento que tiene sobre los cultivos y como trabajar la tierra todo me lo enseño.
Por ejemplo, mi papá cuando siembra no aplica fertilizante ni riego, reciente-
mente sembró un ejote de temporal, sólo gastó en semillas y labores culturales,
él supo aprovechar los nutrientes del suelo, las condiciones climáticas y el co-
nocimiento que tiene sobre el manejo del cultivo. Gastó menos de 15 mil
pesos por hectárea y obtuvo ganancias por encima de los 30 mil pesos” (Joel,
30 años, Acatzingo, octubre 2010).

Lo anterior, permite que los pequeños productores hortícolas paulatina-
mente adopten elementos culturales externos que le permiten mejoras a
su proceso productivo e insertarse en la dinámica de esos mercados (To-
ledo, 1991). Es así, como en el proceso productivo los pequeños produc-
tores han integrado conocimiento tradicional con conocimiento
codificado. Esta estrategia contribuye de manera importante, a vulnerar
los derechos de los niños/as rurales, los padres sin saberlo incorporan a
sus hijos/as al proceso productivo para enseñarles a trabajar en el campo,
descuidando muchas veces la educación formal que reciben en la escuela.
La variable proximidad alude a la separación o distanciamiento econó-
mico o geográfico entre los actores (individuales o colectivos) dotados de
distintos recursos y las relaciones que los acercan y/o alejan en los proce-
sos orientados a solucionar un problema económico (Gilly y Torre,
2000), es un aspecto estratégico para los pequeños productores de varios
cultivos hortícolas. La proximidad geográfica y la moderna infraestructura
vial le permiten al productor del altiplano ofertar sus hortalizas en una
diversidad de mercados (d.F, Veracruz, sureste, etc.,), situación que con-
lleva a capitalizarse para continuar su próximo ciclo productivo. Cabe re-
saltar el testimonio de uno de los actores del componente de bienes y
servicios agrícolas:

“La exportación de hortalizas a los países del TLCAn en un 90% tiene como
destino a los Estados unidos de hortalizas. desde los estados de new york y
Chicago se exporta a Canadá. Para Centroamérica (belice, Guatemala, El sal-
vador) y Cuba son pocas las hortalizas la que se exportan las más representa-
tivas son: col y betabel” (Hugo, 30 años, Huixcolotla, julio 2010).
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La última variable permite al pequeño productor esquemas de capitali-
zación que le garantizan el proceso productivo y su continuidad.

En síntesis, las variables previamente descritas en sinergia con los cambios
de los sistemas productivos tradicionales por otros de mayor rentabilidad
y la política de apertura comercial tuvieron un efecto dinamizador sobre
el mercado de bienes y servicios. El testimonio de la sra. Treviño, pro-
pietaria de una de las empresas de prestación de bienes y servicios agri-
colas de la región es relevante:

“La adopción de innovaciones en los cultivos hace una década por parte de
los pequeños productores era impensable, ahora han visto como sus compa-
ñeros (pequeños productores) acceden fácilmente a otros mercados por su
uso y han empezando a adoptarla” (olga Treviño, Los Reyes de Juárez, sep-
tiembre 2010).

Los componentes que intervienen en el sistema productivo hortícola del
altiplano poblano son tres: el proceso productivo agrícola, los bienes y
servicios para la producción y la comercialización. En el primero, se iden-
tifican a pequeños productores que integran unidades de producción que
se caracterizan por: la propiedad de la tierra, el conocimiento local, la
fuerza laboral y recursos económicos, que les permite cierta autonomía
referente a qué, cuándo, cómo y cuánto producir. En el segundo compo-
nente, se identifican diversos actores sociales; casas comerciales, viveros,
despachos de certificación sanitaria, organizaciones gubernamentales, la
mayoría de los actores mencionados se ubican muy cerca de los centros
de producción, cuentan con capital y cierto nivel de especialización lo
que les permite atender la demanda en servicios y bienes. Por último esta
el componente de la comercialización que agrupa dos tipos de capital: el
comercial con intermediarios locales y el empresarial con empacadoras
y exportadoras, así como cadenas de comercio (tiendas de autoservicios). 

La producción hortícola dominante en el altiplano inició su fase de in-
tensificación en la década de los noventa, después de la entrada en vigor
del TLCAn. su conocimiento descansa en la herencia transferida de
padre a hijo, el cual se inicia para una producción dirigida al mercado
local. En un segundo momento, el incremento de la demanda hortícola
por parte de Estados unidos y Canadá (Avendaño (2008), que originó
una especialización de algunos territorios en el norte de México que por
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su posición geográfica y la mano de obra barata elevaron sus niveles de
competitividad, pero la producción de estos territorios fue insuficiente
para atender una demanda creciente y ante este escenario se suman otros
territorios del centro de México, tales como México, Morelos y Puebla.
La producción de esta última entidad federal pasa de una baja tecnifica-
ción a una mediana, el potencial de la región es percibido por las empre-
sas del sector y comienzan a establecerse tanto proveedores de bienes y
servicios como empresas empacadoras. Este hecho detona la producción
hortícola, los mercados se diversifican: regional, nacional e internacional
y configura una mano de obra infantil especializada.

6.2. La configuración del trabajo infantil especializado en el contexto de la producción
hortícola del altiplano poblano

El proceso productivo del sistema hortícola en el altiplano poblano des-
cansa en la mano de obra familiar y contratada. La división del trabajo es
especializada con perspectiva de género; los jefes varones de las unidades
y sus hijos se encargan de planificar la siembra y la comercialización de
los cultivos. En el caso de jefas mujeres y sus hijas se encargan de las la-
bores culturales y manejo post-cosecha de los cultivos hortícolas. La cre-
ciente exigencia y demanda de los productos hortícolas ha hecho que la
mano de obra contratada evolucione a un grado de especialización casi
inédita en la zona. En la región han emergido varias comunidades del
medio rural que debido a sus necesidades económicas y falta de empleos
se han especializado en el manejo (cultural, agronómico, cosecha y pos-
tcosecha) de algunos cultivos hortícolas de alto valor comercial. Estas co-
munidades ofrecen sus servicios de manera diferenciada; se dan los casos
para los componentes: proceso productivo y comercialización.

El uso de mano de obra infantil en la agricultura moderna es recurrente
en America Latina, en particular México, los trabajos de van den berge
(2009); silva (2010) y becerra (2005) son evidencia de cómo niños/as y
adolescentes trabajan en el campo.

El análisis del sistema productivo hortícola del altiplano fue propicio para
identificar un fenómeno atribuible al desarrollo alcanzado por la horti-
cultura en la zona. Este se enmarca en la venta de fuerza de trabajo ya no
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individual sino de manera comunitaria, aspecto que denota que toda una
comunidad se dedica casi exclusivamente al desarrollo de servicios espe-
cializados en las distintas áreas de manejo que pueda tener un cultivo de
acuerdo a las exigencias especificas de los distintos mercados. Estas co-
munidades se ubican geográficamente en los municipios: General Felipe
ángeles, Quecholac, Los Reyes de Juárez, Cuapiaxtla de Madero y Acat-
zingo, a continuación se detallan:

La comunidad de santa úrsula en el municipio General Felipe ángeles
se especializa en mano de obra exclusivamente para escarbar, fumigar,
cortar maíz y tumbar zacate. su costo es de 100 pesos por día. En esta
comunidad las mujeres y sus hijos/as son las que trabajan, mientras los
hombres se dedican a la construcción y/o emigran al interior de la repú-
blica a trabajar (Cabo san Lucas, Tijuana, Mexicali).

La comunidad de san simón del municipio Quecholac su gente se espe-
cializa en cegar cilantro y hacer el manojo de cilantro. Esta comunidad
cobra por caja de cilantro (8 pesos la caja). También para el mismo cul-
tivo, realizan labores de escarbar, fumigar y regar, cobrando el día 120
pesos; en esta comunidad la división de trabajo es equitativa, es decir, tra-
bajan mujeres y hombres por igual. Los niños/as se encargan de hacer los
manojos. otra comunidad es la de Palmarito que se especializa en los
cultivos de zanahoria (fumigación, corte, lavado y carga) y tomate verde
(corte, empaque y carga). Los niños/as de esta comunidad trabajan en el
lavado y empaque, parte de estos niños/as también trabajan en las em-
presas empacadoras. El costo es de 120 pesos al día.

La comunidad de Progreso de Juárez del municipio de Acatzingo se es-
pecializa en el manejo cultural y postcosecha (escarbar, cosecha) de la ce-
bollita cambray, las labores son realizadas por hombres, mujeres e
hijos/as. Las mujeres se encargan de escarbar, los hombres se encargan
de cosechar y lavar, los niños/as se encargan de hacer los manojos de la
cebollita. La comunidad de santa María Actipan que es productora de
hortalizas, muchos de sus pobladores se especializan en trabajar la col y
zanahoria, que consiste en cargar los camiones (termo). En ambas comu-
nidades, el costo es de 120 pesos el día. El siguiente testimonio de un in-
geniero da cuenta de la importancia del trabajo especializado en niños/as: 
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“….varias comunidades del municipio de Acatzingo se especializan en el ma-
nejo agronómico y post-cosecha de varios cultivos hortícolas, he visto que tra-
baja toda la familia, los adultos hacen las tareas más pesadas mientras que los
pequeños se encargan de las menos pesadas como hacer los manojos” (César,
29 años, Acatzingo, octubre 2010).

La comunidad de los reyes del municipio Los Reyes de Juárez aparte de
ser una zona productora también se enfoca al trabajo especializado del
cilantro pero en cuestión de manojeo; elaboran el manojo placero, me-
xicano y poblano, el costo de los manojos va a depender de su destino,
en el caso del placero de es 1.50 a 2.50 pesos dependiendo de la calidad
del cilantro y el volumen. En esta comunidad el trabajo de los niños/as
es fundamental ya que elaboran los manojos. El poblano tiene un costo
de 3 pesos y el mexicano tiene un costo de 3.50 pesos.

Las comunidades buenavista y negrete del municipio de Cuapiaxtla de
Madero se especializan en la lechuga romanita, la orejona, el apio y el ci-
lantro. El grado de especialización de estas comunidades es notable ya
que en la elaboración del manojo emplean especies vegetales autóctonas
para su amarre en sustitución de los materiales sintéticos tradicionalmente
empleados, estrategia que han desarrollado para maltratar el producto
hortícola. Los niños/as ayudan a sus padres en tareas como limpieza de
malezas y amarrar los manojos.

En todas las comunidades mencionadas la mano de obra infantil es fun-
damental y esta asociada a la contratación del padre o la madre. Las tareas
que realizan los niños/as son diversas e incluyen; labores culturales (lim-
pieza y corte de maleza alrededor del cultivo), siembra, recolección, ma-
nejo de manojos y empaques del producto hortícola. En vacaciones
escolares los niños/as dedican el 100% de su tiempo a aprender de sus
padres. Este proceso de aprendizaje es complementario a la educación
formal que recibe el niño/a, proceso percibido como una estrategia de
reproducción que adquirirá el niño/a en el futuro debido a las condiciones
de pobreza en viven sus progenitores. Los ingresos que obtienen son es-
trictamente para gastos de alimentación y transporte.

Este fenómeno se puede replicar a otras comunidades de la zona debido
a los niveles de pobreza que alcanzan y la poca disponibilidad de recursos
hídricos, muchas comunidades tienen tierras, pero de temporal. Por

diosey Ramón Lugo-Morin

Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 236, 2013

72



ejemplo, en la comunidad de santa úrsula hace 5 años abrieron pozos,
situación que les permitió capitalizarse los tres primeros años, pero luego
los altos costos de los insumos originaron que nuevamente decayeran y
retomaran nuevamente la venta de su fuerza de trabajo. En el caso de la
comunidad de san simón debido a la poca disponibilidad de agua, las
tierras son empleadas para sembrar maíz y frijol de temporal para el au-
toconsumo.

Esas comunidades están todavía en rezago educativo, el nivel que llegan
a obtener en la mayoría de los casos es primaria y en menor proporción
secundaria. Muchas de estas comunidades no tienen escuelas, la más
cerca queda en Acatzingo, lo que hace difícil que continúen sus estudios.
El costo del transporte es de 20 pesos diarios que gastarían en ir un hijo
de ellos a la secundaria a la semana, estamos hablando de que son 100
pesos más los costos del uniforme, útiles y el consumo de una torta, si
consideramos que ese joven es parte de una familia de cinco miembros,
sus ingresos son de 600 pesos. Esto le imposibilita seguir estudiando, al
culminar la primaria optan por casarse muy jóvenes (15 años), iniciando
su hogar y empezando otra generación de trabajadores especializados en
servicios para el sistema hortícola, haciendo que su condición sea un ciclo
que no pueda romperse y creando a su vez una raza obrera especializada,
tal como lo consideran algunos pequeños productores.

si revisamos la literatura, Fyfe (1997) destaca que los niños/as que viven
en colectividades pobres y rurales hacen frente a los mayores riesgos de-
rivados del trabajo agrícola peligroso y explotador (recogen cosechas que
contienen plaguicidas o pulverizan productos agroquímicos). Este autor
sostiene que a los niños/as se les incluye con frecuencia en la mano de
obra familiar contratada por las grandes empresas exportadoras.

El proceso de especialización de estas comunidades se debe a varios fac-
tores; en el caso de las comunidades de san úrsula y san simón se debe
al grado de marginación por la escasez del recurso hídrico que ha impac-
tado de manera determinante en sus ejidos y ante la falta de fuentes de
empleo venden su fuerza de trabajo al proceso productivo hortícola. sus
inicios datan desde la apertura del TLCAn con la creciente demanda
que tuvieron las hortalizas posteriormente.
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“... con el inicio del Tratado de Libre Comercio se intensifico el comercio de
hortalizas en la zona esto requirió de gente que elaborará los manojos en sus
distintas presentaciones para distintos mercados incluyendo el de exportación,
de esta manera se inicio la gente de las comunidades cercanas al trabajo con
las hortalizas y se ha mantenido porque es una mano de obra barata y espe-
cializada….” (Joel, 30 años, Acatzingo, octubre 2010).

sandoval (2007) sugiere que las ideas económicas neoliberales que emer-
gen del Consenso de Washington son determinantes en la configuración
del trabajo infantil rural. La actitud de los jefes de familia hacia el trabajo
de los hijos/as menores está condicionada por su educación formal; se
supone que un mayor nivel educacional de los jefes de familia les ayudaría
a privilegiar en los hijos/as el rol de estudiantes en desmedro del trabaja-
dor. Pero la baja escolaridad de los jefes de las familias pobres alienta la
incorporación temprana de los hijos/as al trabajo. su bajo nivel de esco-
laridad no les ayuda para reflexionar acerca del peligro o daño futuro del
trabajo infantil y sobre el hecho de que sus hijos/as dejen la escuela por
el trabajo; en todo caso, la necesidad los obliga a recurrir a la fuerza de
trabajo de los hijos/as.

Por otra parte, estas comunidades de mano de obra especializada esta-
blecen redes sociales basadas en la confianza, por lo que sólo ofrecen sus
servicios a productores conocidos y respetados de los municipios hortí-
colas; dándole relevancia a la confianza o aquellos que son recomenda-
dos, este aspecto les garantiza su pago al final de cada jornada.

“... me paso algo muy curioso lleve a un amigo a una de estas comunidades y
cuando él se bajo sin que me vieran lo primero que le sacaron fue el machete,
ya cuando me vieron dijeron….ahh es fulano de tal y ya platicamos, para una
recomendación. Ellos ven si la persona que quiere contratarlos es de campo,
que familia es, de dónde es….” (Joel, 30 años, Acatzingo, octubre 2010).

El trabajo que realizan estas comunidades representa su única estrategia
de reproducción, generadora de ingresos económicos. Para una familia
de cinco miembros a razón de 120 pesos el día representa 600 pesos,
mientras más grande sea la familia más ingresos obtendrán. En este caso,
los niños/as son parte fundamental en la especialización de las comuni-
dades ya que el conocimiento local es transferido de padre a hijo. 

Por otra parte, tenemos la mano de obra que emplean las empacadoras
que también es especializada. su origen data de hace 10 años, el campo
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era muy productivo había calidad, precio y cantidad. La instalación de una
empacadora representaba una fuente alterna de empleo, fácil y cómodo.
En la actualidad la mano de obra que emplean las empresas empacadoras
es sub-pagada (120 pesos al día) y el grado de especialización a aumentado
debido a la normatividad existente para la exportación y exigencias de las
tiendas de autoservicios, este aspecto posibilita obtener unos 50 pesos extra
por día de trabajo que normalmente son de 8:00 am a 2:00 pm.

dependiendo del cultivo a manejar, una empacadora emplea a los
niños/as para elaborar los manojos. 

7. ConCLusIÓn

El trabajo infantil en el altiplano poblano constituye un problema cultural
que es potenciado por la violencia estructural que han originado las polí-
ticas de ajuste estructural a lo largo de las últimas tres decadas, en el caso
poblano la apertura comercial en 1994 tuvo un efecto determinante. Las
excelentes condiciones agroecológicas en sinergia con la apertura comer-
cial (TLCAn) abrió la posibilidad de que muchas explotaciones se vol-
caran a la producción hortícola lo que provocó una demanda de mano
de obra sin precedentes en la región. La mano de obra familiar era insu-
ficiente y las explotaciones comenzaron a contratar mano de obra que
fue creciendo con la incorporación de nuevos mercados como el regional,
nacional e internacional. Los dos últimos en particular, comenzaron a
exigir calidad en los productos hortícolas lo que llevo a las pequeñas ex-
plotaciones a contratar mano de obra especializada, categoría en la que
figuran niños/as y adolescentes.

Los resultados sustentan una división del trabajo especializada con enfo-
que de género; los jefes varones de las unidades domésticas y sus hijos se
encargan de planificar la siembra y la comercialización de los cultivos. En
el caso de jefas mujeres y sus hijas se encargan de las labores culturales y
manejo post-cosecha de los cultivos hortícolas. 

El pago (100-120 pesos/día/persona) es percibido como adecuado. una
familia de seis miembros con un pago de 100 pesos, sumaria al final del
día 600 pesos, el trabajo de niños/as es considerado igual que un adulto
por lo tanto recibe remuneración igual. 
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Todo el altiplano poblano demanda mano de obra contratada especiali-
zada, los principales los municipios que ofertan mano de obra especiali-
zada son: General Felipe ángeles, Quecholac, Los Reyes de Juárez,
Cuapiaxtla de Madero y Acatzingo.

Las tareas que realizan los niños/as son diversas e incluyen; labores cul-
turales (limpieza y corte de maleza alrededor del cultivo), siembra, reco-
lección, manejo de manojos y empaques del producto hortícola. Con
referencia a la asistencia a la escuela, lo padres son cuidadosos en hablar
sobre el status escolar de sus hijos/as. de los niños/as abordados durante
la observación participante se encontró que un 50% asiste a la escuela y
ayudan a sus padres en periodos vacacionales. El otro 50% no asiste a la
escuela o dejó de asistir para ayudar a sus padres, aunque muchos padres
mencionan que los hijos/as han trabajado la tierra por generaciones, es
una realidad que este fenómeno esta asociado a otros problemas como
la falta de recursos hídricos, baja escolaridad de los padres y falta de in-
fraestructura educativa en sus comunidades.

durante la observación participante no se encontró maltrato físico o
abuso sexual por parte de padres o empleadores, pero si se observó fatiga
en los niños/as y jornadas de trabajo iguales o mayores de 6 horas. 

Finalmente, el trabajo infantil rural en el altiplano poblano ha evolucio-
nado a dos velocidades en el contexto histórico; la primera, impuesta en
el contexto de la mano de obra familiar, dirigida al autoconsumo y al mer-
cado local. se ubica temporalmente antes de 1994. La segunda, cons-
truida en el contexto de la apertura comercial y en un mercado creciente
que demanda calidad y producción sostenida, elementos que derivaron
en una especialización. se ubica temporalmente después de 1994. 

8. RECoMEndACIonEs

1. La construcción histórica de los territorios rurales que articulan el al-
tiplano sugiere que el trabajo infantil en la región probablemente tenga
un origen cultural. Atacar un fenómeno con este atributo es complejo,
sin embargo, es sabido que las instituciones informales pueden ser re-
dirigidas por instituciones formales, si el tipo de vínculos que estable-
cen es indirecto. En este sentido, el diseño e instrumentación de
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políticas públicas es pertinente, éstas deben orientarse abordar la falta
de recursos hídricos en las comunidades que ofertan mano de obra
especializada, baja escolaridad de los padres y falta de infraestructura
educativa en estas comunidades. En el marco de aplicación de estas
políticas el trabajo interinstitucional (ConAGuA, sEP y sAGARPA)
se visualiza como la mejor alternativa metodológica. 

2. La producción hortícola en el altiplano poblano es organizada, lo que
deriva en la conformación de distintas organizaciones con fines diver-
sos. Este atributo del sistema hortícola de la región es sugerente para
la creación de un etiquetado regional, tipo denominación de origen,
que asegure que los productos hortícolas de la región están libres de
trabajo infantil. La experiencia que tiene La dirección General para
la Igualdad Laboral de la oficina de desarrollo Integral de la Familia
(dIF) es un punto de partida importante que debe considerarse.

3. Proponer una agenda de investigación que profundice en la región, el
alcance e implicaciones del trabajo infantil rural en el altiplano po-
blano, la poca accesibilidad a los grupos familiares que ofertan mano
de obra especializada impidió obtener datos suficientes para cuantificar
con mayor precisión el fenómeno.

4. Exigir vía política pública un mayor involucramiento de los dIF locales
con personal especializado e infraestructura adecuada. Con el objetivo
principal de asesorar a los padres que permiten que sus hijos/as les
ayude en sus tareas en el campo. Es importante que el personal encar-
gado del asesoramiento tenga claridad de sus funciones, la sola men-
ción de una penalización es una intromisión a sus normas informales.
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REsuMEn

El trabajo infantil especializado en el marco de la agricultura moderna: el caso del altiplano
poblano, México

El trabajo infantil rural es uno de los principales flagelos de la sociedad actual, es clasificado
por la oIT como una de las peores formas de trabajo infantil. En México a pesar de que
su práctica esta prohibida, cada día, niños/as y adolescentes se suman al mercado de mano
de obra, en particular, la agrícola. Ante esta realidad, el presente estudio tiene como objetivo
valorar el trabajo infantil rural y sus implicaciones en el altiplano poblano. se concluye que
el trabajo infantil es un fenómeno que esta en franco crecimiento, su configuración esta aso-
ciada a la violencia estructural de las políticas de ajuste estructural instrumentadas en las úl-
timas tres décadas donde los territorios rurales se reconfiguraron para adaptarse a la nuevas
condiciones socioeconómicas. 

PALAbRAs CLAVE: Trabajo infantil, desarrollo Rural, Horticultura, México.

AbsTRACT

The specialized child labour within the framework of modern agriculture: the case of highland
poblano, Mexico

Rural child labour is one of the main scourges of modern society, it is classified by the ILo
as one of the worst forms of child labor. In Mexico even though their practice is prohibited,
every day, boys / girls and adolescents are added to the labor market, in particular agriculture.
Given this reality, the present study aims to assess the rural child labor and its implications
in the highlands poblano. We conclude that child labor is a phenomenon that is growing
strongly, its configuration is associated with the structural violence of structural adjustment
policies implemented in the last three decades where rural areas were reconfigured to adapt
to the new economic conditions.

kEyWoRds: Child labour, Rural development, Horticulture, Mexico.
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Pagos agroambientales y productores
agrarios: un análisis delphi de las

percepciones y demandas de los ganaderos
beneficiarios de los programas de ayudas

MARCos doMÍnGuEz-ToRREIRo (*)

FáTIMA GÓMEz-RodRÍGuEz(*)

1. InTRoduCCIÓn

El creciente interés público por preservar los hábitats de especial valor
de conservación, los paisajes y la cultura que albergan las zonas rurales,
así como una mayor toma de conciencia al respecto de la necesidad de
imponer mayores restricciones a los productores para garantizar que las
prácticas agrarias sean más respetuosas con el medio ambiente, están con-
tribuyendo a consolidar un escenario de mayor intervención pública en
la protección de los servicios ambientales, bienes públicos y externalida-
des positivas procedentes de los territorios rurales. En el marco de las
políticas agrarias y de desarrollo rural, cada vez con una mayor proyección
ambientalista, las propuestas de pagos a agricultores y ganaderos en forma
de ayudas agroambientales ocupan un lugar muy destacado, erigiéndose
en uno de los elementos fundamentales dentro de la estrategia comuni-
taria de conservación de los atributos multifuncionales presentes en los
espacios rurales europeos (domínguez, 2011; ortiz y Hodge, 2012). 
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El desarrollo de las ayudas o contratos agroambientales ejemplifica a la
perfección el desarrollo de un nuevo concepto de relación o “contrato
social” entre los agricultores y el conjunto de la sociedad, cuyos intereses
se verán representados por la Administración correspondiente. nos en-
contramos, de hecho, ante la consolidación de lo que en términos de aná-
lisis transaccional podríamos denominar un nuevo modelo de reparto y
asignación de los derechos históricos y consuetudinarios que, tradicional-
mente, otorgaban a los productores agrarios en el ejercicio de su actividad
productiva plena libertad sobre la utilización de la tierra y los recursos
naturales que ésta contiene (bromley y Hodge, 1990; Polman y slangen,
2008). 

En un primer momento, el diseño de las ayudas agroambientales respon-
día a la lógica de remunerar a los productores por la pérdida de oportu-
nidades productivas que sufrían al tener que renunciar a realizar
actividades que causaban un perjuicio sobre el medio rural (deterioro del
paisaje, pérdida de biodiversidad, contaminación de las aguas, etc.) (La-
tacz-Lohman y Hodge, 2001). sin embargo, a medida que una nueva es-
tructura de valores ha ido imponiéndose dentro del conjunto de la
sociedad, los programas agroambientales han cambiado hasta adoptar la
forma de incentivos que remuneran la disposición de los productores a
realizar actuaciones que supongan una provisión de bienes y servicios no
comerciales o nCo (i.e., “non-Commodity outputs”) (1) en niveles e
intensidades superiores a los establecidos por las normas que definen los
niveles de referencia de cumplimiento obligatorio (domínguez, 2011). 

Autores como Latacz-Lohman y Hodge (2001) han analizado en profun-
didad la naturaleza y las implicaciones de los cambios sufridos por los
contratos agroambientales a lo largo de las últimas décadas. de confor-
midad con esta nueva perspectiva, el conjunto de la sociedad estaría, por
un lado, atenuando y acotando los derechos de propiedad agraria y am-
biental de los productores, tradicionalmente “ilimitados”, y por otro, re-
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(1) Por regla general, los beneficios sociales y ambientales englobados bajo la denominación nCos suelen cum-
plir con los dos requisitos necesarios para caracterizarlos como bienes públicos: la imposibilidad de exclusión y la
no rivalidad en el consumo. Ejemplos de nCos suministrados desde el medio rural al conjunto de la sociedad se-
rían la protección de la biodiversidad, el mantenimiento de un paisaje en el que recrearse, la minoración de los
desequilibrios territoriales, la conservación de la identidad y el patrimonio cultural, etc.



conociendo que determinadas actuaciones con implicaciones sobre el
medio ambiente siguen siendo potestativas de los productores y se man-
tienen dentro de su esfera de derechos de propiedad (ortiz, 2001; ortiz
y Hodge, 2012).

dentro de este contexto de búsqueda de una mayor legitimación social
(salazar-ordóñez et al., 2012) y de redefinición de los mecanismos e ins-
trumentos para la concesión de ayudas públicas a los productores en el
marco de la nueva Política Agraria Común, el Reglamento (CE) nº
1698/2005 recoge la posibilidad de conceder en el periodo 2007-2013
ayudas en forma de pagos directos por hectárea (o por cabeza de ganado)
a aquellos agricultores dispuestos a realizar prácticas agrarias que incidan
positivamente sobre los espacios naturales, la biodiversidad, el paisaje
rural, la seguridad alimentaria y el bienestar animal. Para poder conver-
tirse en beneficiarios de estas ayudas los agricultores y ganaderos se verán
obligados a asumir una serie de compromisos y restricciones relativas a
la forma de realizar su actividad productiva y de gestionar sus tierras que
van más allá de los requisitos obligatorios establecidos por las normas de
“condicionalidad”, entre las que se incluyen los requisitos legales de ges-
tión y las buenas condiciones agrarias y medioambientales definidas ini-
cialmente en el Reglamento (CE) 1782/2003. 

El diseño de las líneas de ayudas agroambientales específicas y la defini-
ción de los requisitos que deberán cumplir los beneficiarios de las mismas
es responsabilidad del organismo encargado de la elaboración de los Pro-
gramas de desarrollo Rural (PdRs) correspondientes, competencia que
en el caso de España será asumida por las Comunidades Autónomas. En
el caso de Cantabria, el destacado papel que juegan dentro del PdR las
medidas agroambientales vinculadas a la actividad ganadera es un fiel re-
flejo de la participación mayoritaria de la ganadería de vacuno (y particu-
larmente de la producción de leche) sobre el conjunto de la producción
agraria regional (Calcedo, 2013). Concretamente, en este artículo vamos
a analizar las dos principales líneas de ayudas agroambientales incluidas
dentro del PdR de Cantabria 2007-2013: las ayudas a la Conservación
de Praderas (CP) de propiedad privada y las ayudas al Pastoreo Tradi-
cional con desplazamiento estacional a pastos comunales (PT). dichas lí-
neas de ayudas pueden considerarse como continuadoras de las
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submedidas agroambientales incluidas en la programación de medidas
de acompañamiento correspondiente al periodo 2000-2006. 

Para el análisis de las ayudas CP y PT adoptaremos la perspectiva de los
ganaderos participantes en estos programas de adscripción voluntaria,
analizando los incentivos que condicionan su decisión de participación,
entre los que destaca la cuantía de las ayudas concedidas. La metodología
utilizada en este estudio está basada en la aplicación de métodos de valo-
ración basados en preferencias declaradas (navrud, 2000), y más concre-
tamente en la aplicación del método delphi, el cual se verá
complementado por un análisis cuantitativo de la demanda de compen-
saciones monetarias mediante la estimación de modelos binarios de elec-
ción discreta.

El presente trabajo se estructura de la siguiente forma. Tras el apartado
introductorio se presentan el método delphi y la Valoración Contingente,
detallando sus principales características y potencialidades. A continua-
ción, se analizan los requisitos exigidos para la concesión de las ayudas
agroambientales y el ámbito de aplicación del estudio, así como la estruc-
tura y el contenido de los cuestionarios utilizados en el mismo. En el
cuarto apartado se analizan los resultados relativos a las percepciones y
valoraciones de los productores, así como la cuantificación de las deman-
das de compensación por participar en los programas agroambientales
mediante formatos de pregunta de valoración alternativos. Por último, en
el apartado final se recogen las principales conclusiones del trabajo así
como posibles elementos de discusión.

2. METodoLoGÍA

El método “delphi” surge como un método de investigación prospectivo
cuyo objetivo fundamental es obtener una respuesta grupal fidedigna (y
en la medida de lo posible consensuada) a partir de un proceso sistemá-
tico de recogida y análisis de información (dalkey y Helmer, 1963; sack-
man, 1974; Gordon, 1994; ziglio, 1996; Landeta, 1999). En dicho
proceso participará un panel reducido de individuos “expertos”, actuando
en representación de la población relevante para el estudio. se trata, por
tanto, de una metodología de gran potencial prospectivo, analítico y sin-
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tético, especialmente adecuada para abordar problemas complejos, como
por ejemplo la selección de estrategias y la definición de incentivos (2).

Como es natural, el primer paso para la ejecución de un estudio delphi
consistirá en delimitar el tema objeto de estudio. A continuación, se de-
finirán e identificarán las personas que pasarán a formar parte del grupo
coordinador. El grupo coordinador será el responsable de la elaboración
de los cuestionarios utilizados en la consulta y del análisis e interpretación
de las aportaciones de los expertos (figura 1). Estará integrado por un re-
ducido equipo de especialistas en el tema analizado. Entre sus funciones
se encuentran estudiar y aprobar el protocolo de trabajo, estudiar y apro-
bar la lista definitiva de expertos participantes, confeccionar los cuestio-
narios e impulsar la participación efectiva de los expertos, analizar las
respuestas e interpretar los resultados (preparando los siguientes cuestio-
narios y facilitando el feedback oportuno), supervisar la correcta marcha
de la investigación, y proponer y adoptar las medidas correctoras que fue-
ran necesarias.
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Figura 1

EsQuEMA dE un EsTudIo dELPHI

(2) Para una explicación más detallada puede consultarse Landeta (1999) y Prada et al. (2005).

Fuente: Landeta (1999).



Por su parte, el grupo de expertos constituirá el elemento central de la
fase de aplicación del método, ya que sobre él recae la responsabilidad
de emitir los juicios subjetivos que, de forma agregada, constituirán la base
del análisis. Tal y como señala Landeta (1999), un experto delphi deberá
cumplir tanto el requisito de ser un individuo “cuya situación y recursos
personales le posibiliten contribuir positivamente a la consecución del fin
que ha motivado la iniciación del trabajo delphi”, como el de presentar
un elevado nivel de motivación hacia la participación en el estudio. Por
lo tanto, a la hora de seleccionar el grupo de expertos, se recomienda
tener en cuenta criterios como el nivel de conocimientos, la capacidad
predictiva, el grado de afectación por las consecuencias del objeto de es-
tudio, el grado de motivación, la proximidad, consideraciones organiza-
tivas, etc. En cuanto al número de participantes en el panel de expertos,
se suele recomendar un mínimo de siete y un máximo de cincuenta (Lan-
deta, 1999).

Teniendo en cuenta todo lo anterior, podríamos resumir las principales
características del funcionamiento del método en los tres puntos siguien-
tes:

- Proceso iterativo: Los expertos consultados deberán tener la oportuni-
dad de reconsiderar su postura a lo largo de diferentes rondas de en-
trevistas, haciendo uso para ello de la información relativa a las
opiniones del resto de participantes facilitada desde el grupo coordi-
nador.

- Anonimato de los participantes: Los miembros del panel de expertos
no deberán conocer quiénes son los demás participantes en el estudio.
Tampoco podrán tener acceso a los juicios de valor, opiniones y res-
puestas individualizadas de los restantes miembros del panel.

- Feedback controlado: La difusión entre los miembros del grupo de ex-
pertos de la información obtenida a medida que avanzan las rondas de
encuestas se realizará a través del grupo coordinador del estudio. de
este modo, se garantiza la utilización de un lenguaje común, se elimina
toda información redundante que no sea esencial para la investigación,
y se garantiza en todo momento el anonimato de los participantes (i.e.,
únicamente los miembros del grupo coordinador conocerán en todo
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momento a qué entrevistado corresponde cada opinión recogida). Fi-
nalmente, el planteamiento iterativo del estudio en forma de rondas
sucesivas de consultas permitirá analizar la evolución de las respuestas
entre rondas, promoviendo en la medida de lo posible la aparición de
consensos y la convergencia en las opiniones y previsiones del panel
de expertos. 

En España la metodología delphi se ha aplicado con éxito al análisis pros-
pectivo de problemáticas vinculadas al sector agrario, a la política agraria
y a la política medioambiental. sin ánimo de hacer un repaso exhaustivo,
a continuación se recogen algunos ejemplos representativos de trabajos
realizados en estas áreas durante los últimos años siguiendo la metodolo-
gía delphi. Mili y Rodríguez (2001) emplearon el método delphi para
predecir la posible evolución de la oferta y las tendencias esperadas en el
consumo del aceite de oliva exportado desde España hacia los mercados
globales de este producto. Campos y Mariscal (2003) analizaron las de-
mandas de compensaciones económicas de propietarios de dehesas en
la comarca de Monfragüe por realizar actuaciones que contribuyan a la
conservación de sus recursos naturales y sus valores ambientales. soliño
(2003a,b y 2004) recurrió a una muestra representativa de presidentes o
gestores de montes comunales incluidos en la Red natura 2000 de Galicia
para que evaluasen el posible impacto de prácticas silvo-ambientales que
generasen beneficios no comerciales asociados a la conservación del bos-
que atlántico y de los espacios naturales de montaña. salazar y sayadi
(2006) utilizaron la técnica de previsión delphi para analizar la coherencia
social de los objetivos e instrumentos incluidos dentro de la Política Agra-
ria Común. schmid et al. (2007) estudiaron el funcionamiento y la evo-
lución del mercado de productos ecológicos en España y en Europa en
el marco de una encuesta delphi. Gómez-Limón et al. (2009) recurrieron
a un panel de expertos procedentes del ámbito académico, de la admi-
nistración pública y del sector productor (técnicos de organizaciones pro-
fesionales agrarias) para obtener los valores de consenso relativos a los
cambios esperados en las variables exógenas claves que condicionarán el
devenir del sector agrícola de Castilla La Mancha en el horizonte 2010-
2050. álvarez y Pérez (2010) utilizaron el método delphi para estudiar
los problemas que afectan al sector lechero en la Cornisa Cantábrica y
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sus posibles soluciones. olaizola et al. (2012) analizaron el potencial, las
limitaciones y las estrategias posibles para la introducción de carnes de
vacuno con denominación de calidad. 

de entre los estudios anteriores, el trabajo de Campos y Mariscal (2003)
destaca por proponer explícitamente la utilización conjunta del método
delphi y la Valoración Contingente para analizar las demandas de com-
pensaciones económicas por parte de los propietarios de las tierras agra-
rias. La Valoración Contigente se integra dentro de la categoría de
métodos de valoración económica basados en el análisis de las preferen-
cias declaradas por los individuos (Mitchell y Carson, 1989; bateman et
al., 2002; Champ et al., 2003). Mediante la aplicación de esta técnica sería
posible estimar la disposición a aceptar (o WTA, según las siglas en inglés
correspondientes a la expresión “willingness to accept”) una compensa-
ción a cambio de someterse (voluntariamente, en el caso de las ayudas
agroambientales analizadas en este trabajo, u obligatoriamente, si el tipo
de escenario planteado fuese otro) a restricciones o limitaciones impues-
tas, por ejemplo, por una determinada política o programa.

Los ejercicios de valoración contingente pueden basarse tanto en el plan-
teamiento de preguntas de valoración en formato “abierto” como en el
de preguntas en formato “cerrado”. La inclusión en los cuestionarios de
preguntas en formato cerrado (dicotómico) hace necesaria la utilización
de modelos de elección discreta (binaria) para el análisis de las respuestas
obtenidas. A diferencia de los modelos de regresión lineal convenciona-
les, los modelos de elección discreta binaria tratan de explicar la proba-
bilidad de observación de una variable dependiente dicotómica en
función de la influencia de un conjunto de variables explicativas relacio-
nadas linealmente entre sí. según se establezca una hipótesis logística o
de normalidad sobre la probabilidad de ocurrencia del suceso objeto de
estudio, los modelos de elección binaria resultantes se denominarán mo-
delos Logit o Probit, respectivamente (3). La determinación de los coefi-
cientes estimados para dichos modelos utilizando técnicas de máxima
verosimilitud permitirá determinar la influencia relativa de las diferentes
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Greene (2003).



variables explicativas sobre la probabilidad de ocurrencia del evento re-
presentado por la variable dicotómica dependiente.

Por lo tanto, mediante la implementación de modelos de elección discreta
binaria como el modelo Logit, el investigador podrá llegar a modelizar la
probabilidad de que un individuo responda “sí” o “no” ante una pro-
puesta específica de participación en un programa de ayudas agroambien-
tales. Actuando de este modo, podemos integrar fácilmente el estudio de
las respuestas obtenidas y sus motivaciones dentro del marco teórico del
análisis de modelos de valoración contingente con preguntas en formato
dicotómico simple (o modelos de “referéndum”) (Hanemann, 1984 y
1989). La especificación final del modelo analítico nos permitirá deter-
minar la posible influencia de potenciales variables explicativas sobre la
decisión individual de participar o no en el programa. siguiendo a Han-
neman (1984), la WTA media podrá ser calculada como -(a+b’s)/g,
siendo a el coeficiente estimado para la constante del modelo de elección
binomial, b el vector de coeficientes asociados a las potenciales variables
explicativas incluidas en el modelo, s el vector correspondiente a los va-
lores promedio de las variables explicativas individuales, y g el coeficiente
que acompaña a la variable que en el modelo representa el estímulo mo-
netario (i.e., la cuantía de la ayuda propuesta).

3. EL CAso dE EsTudIo: LAs AyudAs AGRoAMbIEnTALEs dE
ConsERVACIÓn dE PRAdERAs (CP) y PAsToREo TRAdICIonAL (PT)

3.1. Escenario de valoración

Partiendo del marco general establecido por el Reglamento (CE) nº
1698/2005 y el Programa de desarrollo Rural de Cantabria 2007-2013,
en el estudio delphi que nos ocupa vamos a centrarnos en el análisis de
dos líneas de actuación específicas en materia de ayudas agroambienta-
les:

- Mantenimiento y protección de praderas naturales para una produc-
ción ganadera sostenible y conservación del paisaje (Conservación de
Praderas -CP)
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- Pastoreo tradicional con desplazamiento estacional a pastos comunales
(4) (Pastoreo Tradicional - PT)

Comenzando por las ayudas CP, la normativa actual establece una serie
de obligaciones y compromisos para los potenciales beneficiarios. Como
requisito previo común a todas las solicitudes de ayudas, deberán presen-
tar una descripción detallada de la explotación, en la que se relacionen
todas las parcelas, su superficie y utilización. Por lo que respecta a los re-
quisitos específicos de la ayuda CP, deberán respetar unos límites de carga
ganadera mínima y máxima medida en unidades de ganado mayor
(uGM) durante el periodo de compromiso (mínima de 0,2 uGM/ha y
máxima de 2 uGM/ha). La carga ganadera se comprobará a partir de la
media anual ponderada correspondiente a los doce meses anteriores al
15 de agosto de cada campaña. deberán mantener también durante los
años de compromiso al menos el 75% de la superficie agraria útil de la
explotación como superficie forrajera. y por último, deberán respetar y
realizar, en un mínimo de 3 hectáreas de pradera natural, excluidas las
de aprovechamiento en común y titularidad pública, las siguientes obli-
gaciones y prácticas agrícolas y ganaderas:

- Agrícolas: realizar al menos un corte al año, o en su defecto, una lim-
pieza en todas las fincas de las partes no aprovechadas por los animales;
limpieza de bordes de las fincas sin empleo de herbicidas; ausencia de
cercados que impliquen barreras para el libre paso de la fauna salvaje;
mantenimiento y conservación de los elementos singulares del paisaje,
tales como setos vegetales, árboles, muretes y cerramientos tradiciona-
les; mantenimiento de la pradera natural con prohibición  de labores
de alzado que comporten volteo de la capa superficial del suelo.

- Ganaderas: al menos el 80% de los animales de la explotación deben
pastar (o aprovechar a diente) los prados durante un periodo mínimo
de 3 meses entre el 1 de abril y el 31 de octubre.
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(4) Tradicionalmente, en Cantabria se ha practicado una trashumancia de corto recorrido en la cual el ganado,
de varios dueños, se desplaza desde las zonas bajas hasta los pastizales de montaña titularidad de los municipios y
juntas vecinales. El ganado permanece en los terrenos comunales durante los meses de primavera y verano, en
función de la disponibilidad del pasto y de las normas (en gran medida consuetudinarias) que regulan el acceso y
aprovechamiento de los recursos pascícolas mancomunados.



La ayuda máxima concedida por hectárea en caso de cumplir las condi-
ciones anteriores se establece en 60 euros/ha (5).

Por lo que respecta al programa actual de ayudas PT, podrán ser benefi-
ciarios del mismo los titulares de explotación que se dediquen de forma
estable y permanente a la ganadería, siempre que tengan adjudicadas su-
perficies de pastos naturales de titularidad pública y uso en común en
Cantabria. La superficie mínima necesaria para tener derecho a la ayuda
es de 7 hectáreas. Además, los solicitantes deberán cumplir una serie de
obligaciones y compromisos, siendo el principal el de practicar el pastoreo
tradicional con desplazamiento estacional del ganado a pastos comunales.
deberán respetar unos límites de carga ganadera en el conjunto de su ex-
plotación de entre 0,2 y 1,4 uGM/ha, incluyendo para dicho cómputo
las superficies adjudicadas en pastos comunales. Los animales desplaza-
dos de su explotación de origen deberán permanecer en los pastos co-
munales al menos tres meses entre el 1 de mayo y el 31 de octubre de
cada año de compromiso. deberán entregar en la oficina Comarcal co-
rrespondiente o en cualquier otro registro autorizado fotocopias compul-
sadas de las guías de traslado de subida a pastos comunales de las especies
equina, ovina y caprina antes del 10 de agosto. La entidad local propietaria
del pasto comunal deberá mantener durante el período de aprovecha-
miento una carga ganadera que no supere 1,4 uGM/ha entre todos sus
usuarios, lo que se justificará mediante declaración de adjudicación de la
entidad propietaria de los pastizales de uso en común, en el que conste
la superficie pastable y la relación de usuarios con el número de animales
de cada especie y clase autorizados a pastar.

Para el pago de la ayuda PT se computarán tantas hectáreas por solicitante
como uGM haya desplazado a comunales, siendo la cuantía unitaria de
la subvención de 60 euros/ha (6). El importe máximo de hectáreas (o
uGM desplazadas) computables no podrá superar el número total de
hectáreas adjudicadas en terrenos comunales. 
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(5) Con respecto a la cuantía de las ayudas CP, la ayuda concedida por hectárea estará sometido a “modulación”,
es decir, la cuantía de la prima concedida se verá reducida en el caso de que la superficie potencialmente benefi-
ciaria por explotación supere unos determinados límites. se contempla así mismo la posibilidad de conceder una
prima incrementada (120 euros/ha) para el caso de aquellas parcelas cuya pendiente supere el 20%.

(6) Al igual que sucedía en el caso de las ayudas CP, estos importes estarán también sometidos a “modulación”.



En la tabla 1 se presentan los datos relativos a los importes concedidos
durante la campaña 2010 para ayudas CP en función de las dimensiones
de las explotaciones (superficie determinada total). El grupo de benefi-
ciarios más numeroso es el correspondiente a las explotaciones de menor
tamaño. sin embargo, podemos comprobar como el grupo de explota-
ciones cuya superficie se encuentra entre 30 y 100 hectáreas suponen más
del 50% de superficie CP, siendo también en dicho grupo en donde se
concentra el mayor volumen de ayudas concedidas.

del mismo modo, en la tabla 2 se relacionan los datos de superficies be-
neficiarias de ayudas PT con los importes recibidos por los beneficiarios.
En este caso, el grupo más numeroso es el de las explotaciones compren-
didas entre 1 y 70 hectáreas, siendo éste también el grupo de explotacio-
nes que concentra el mayor porcentaje (39,1%) del importe total
concedido. no obstante, el mayor porcentaje de superficie PT se con-
centra en las explotaciones de mayor tamaño (40,0%).
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Tabla 1

suPERFICIEs E IMPoRTEs dE AyudAs CP PoR TAMAños dE EXPLoTACIÓn (Año 2010)

Explotaciones
(N.º = 849)

Superficie CP
(15.740 ha)

Importe
(1.498.166 euros)

1-30 ha 50,8% 34,7% 33,5%

30-100 ha 46,1% 56,6% 57,0%

100-300 ha 3,2% 8,8% 7,5%

TOTAL 100% 100% 100%

Fuente: elaboración propia.

Fuente: elaboración propia.

Tabla 2

PoRCEnTAJE dE suPERFICIEs E IMPoRTEs dE AyudAs PT PoR TAMAños dE EXPLoTACIÓn
(Año 2010)

Explotaciones
(N.º = 1.255)

Superficie PT
(43.432 ha)

Importe
(2.253.565 euros)

1-70 ha 60,6% 34,3% 39,1%

70-100 ha 21,4% 25,7% 27,1%

100-700 ha 17,9% 40,0% 33,8%

TOTAL 100% 100% 100%



A la hora de contextualizar la importancia relativa de las ayudas agroam-
bientales dentro del actual PdR de Cantabria, debemos señalar que sobre
una dotación presupuestaria inicial de gasto cofinanciado por el Fondo
Europeo Agrícola de desarrollo Rural (FEAdER) de 151,5 millones de
euros para el periodo de programación 2007-2013, a 31 de diciembre de
2012 el desembolso acumulado en medidas agroambientales ascendía a
un total de 22,8 millones de euros, de los cuales 7,1 millones de euros
corresponden a ayudas CP y 7,9 a ayudas PT. Así mismo, en términos
de superficie, territorio y repercusión de las ayudas sobre el conjunto del
sector agrario, las 59.171 hectáreas y los 1.859 beneficiarios de ayudas
CP y PT registrados en Cantabria en el año 2010 suponen un porcentaje
muy significativo sobre el total de 235.238 hectáreas de superficie agraria
útil y 9.608 explotaciones presentes en la región (25,2% y 19,3%, respec-
tivamente), según datos del Censo Agrario 2009.

Tomando como punto de partida la configuración de las líneas de ayudas
existentes en la actualidad, en este estudio se han planteado unos progra-
mas de ayudas alternativos, i.e., unas hipotéticas modificaciones en la de-
finición de las ayudas y sus requisitos, orientadas principalmente hacia
una mayor simplificación y eficacia de las mismas. Los requisitos y carac-
terísticas de los programas alternativos fueron definidos por el grupo co-
ordinador, constituido por 6 técnicos de la Administración Regional
expertos en la conservación de prados y comunales, así como en el diseño
y gestión de ayudas agroambientales. Con el planteamiento de estos pro-
gramas alternativos se trataba de evaluar el impacto de los cambios plan-
teados sobre la actitud de los ganaderos hacia las ayudas y sobre su
disposición a aceptar compensaciones económicas por participar en ellos. 

El programa alternativo CP se diferencia del actual por la supresión de al-
gunos de los requisitos previamente exigidos como elementos necesarios
para garantizar la consecución del objetivo de conservación de los valores
naturales y paisajísticos de las parcelas. de este modo, en el programa al-
ternativo se mantienen únicamente las exigencias de mantener durante 5
años la finca limpia sin aplicar herbicidas, no realizar el volteo de la capa
superficial, eliminar los cercados que impidan el paso de fauna, y mantener
y conservar los cerramientos tradicionales y otros elementos singulares del
paisaje. Por otro lado, se ha optado por incluir explícitamente en la pro-
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puesta la obligación adicional de conservar y mantener los invernales exis-
tentes en las fincas. Los invernales son un tipo de construcción tradicional
presente en muchas zonas rurales de Cantabria, utilizada para resguardar
al ganado y conservar la hierba henificada (7). Este requisito podría ser es-
pecialmente restrictivo para aquellos casos en los que la estructura de pro-
piedad de la tierra haga que los ganaderos gestionen fincas arrendadas, es
decir, de las que no son titulares. La no titularidad de las fincas -ni por lo
tanto de los elementos construidos dentro de las ellas- podría llevar a que
surgiesen conflictos con los propietarios relacionados con los costes de
conservación y, en su caso, de reparación de los invernales.

En cuanto al programa alternativo de PT, éste presenta como elementos
más destacados un mayor control del pasto herbáceo aprovechable en el
comunal y una posible modulación de la cuantía de las ayudas por hec-
tárea en función de la superficie de pasto herbáceo disponible. Así
mismo, se planteó un sistema de primas en función del tipo de ganado
que acude a pastar a los prados, concediendo primas más elevadas para
aquellos casos en los al menos una parte del pastoreo fuese realizado por
ganado menor (ovejas y cabras). Este ganado es muy adecuado para el
control de la presencia de matorral en los comunales, actuando como un
“desbrozador” natural (8).

3.2. selección de la muestra de expertos

Por lo que respecta a los expertos seleccionados para participar en nuestro
estudio delphi, todos pertenecían al colectivo de ganaderos beneficiarios
de ayudas CP y PT. se consideró adecuado seleccionar a los miembros
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(7) Los invernales (también denominados “cabañas”) fueron antaño construidos en piedra por las cuadrillas de
canteros existentes en las zonas rurales de Cantabria. Constan, en general, de dos plantas. En la baja se sitúa el es-
tablo y una pequeña cocina y en la superior el henil o pajar, junto con alguna habitación para la eventual perma-
nencia de personas.

(8) El programa alternativo para PT estaba definido en base a los siguientes requisitos: [1] determinar la super-
ficie de pasto herbáceo aprovechable en el comunal teniendo en cuenta el 100% de la superficie de pastizal, el
50% de la superficie de pasto arbustivo y el 20% de la superficie de pasto arbolado; [2] establecimiento para cada
comunal de unos límites máximos y mínimos de carga ganadera admisible sobre el pasto herbáceo aprovechable,
cuyos valores dependerán de la altitud media de la superficie comunal; y [3] obligación de mantener el compromiso
de desplazar el ganado al comunal durante cinco años. A cambio de cumplir con estos requisitos, el ganadero re-
cibiría una ayuda económica en forma una prima básica por hectárea de pasto herbáceo aprovechable que se vería
incrementada en un 10% si la uGM desplazada fuese de ganado vacuno, un 25% si fuese de ganado ovino, y un
50% si fuese de ganado caprino. de esta forma, a la hora de conceder las ayudas se estaría teniendo en cuenta la
mayor o menor capacidad del ganado presente en el comunal tanto para aprovechar el pasto herbáceo como para
controlar la expansión del matorral.



del grupo de expertos delphi dentro de este colectivo por su doble faceta
de especialistas y afectados por la materia objeto de estudio, i.e., por la
experiencia directa y conocimiento que atesoran en los requisitos y nor-
mativas relacionados con la concesión de estas ayudas y en su cumpli-
miento, así como por disponer de información de primera mano sobre
el efecto de las ayudas a la hora de alcanzar los objetivos de conservación
definidos en las mismas.

El proceso de selección y segmentación de la muestra de expertos parti-
cipantes en el estudio contó con el apoyo y el asesoramiento del personal
del servicio de Ayudas y de las oficinas Comarcales Agrarias de la Con-
sejería de Ganadería, Pesca y desarrollo Rural del Gobierno de Canta-
bria. Con la intención de garantizar una mayor representatividad de la
muestra, se fijaron cuotas de participación por comarca agraria, distribu-
yendo el número total de ganaderos a entrevistar entre las zonas de in-
fluencia de las diferentes oficinas comarcales. dicha asignación se realizó
atendiendo al total de solicitantes de ayudas registrados en cada oficina
comarcal en relación con el número total de solicitantes. El reparto ini-
cialmente obtenido se modificó con la inclusión de un requisito adicional
que obligaba a excluir del muestreo aquellas oficinas comarcales que apor-
taran menos de 50 beneficiarios de ayudas. una vez aplicado este nuevo
filtro, se repartieron definitivamente las cuotas de participación entre cada
una de las oficinas restantes (tabla 3). Finalmente, el panel de expertos
participantes en la primera y segunda ronda de entrevistas delphi quedó
integrado por un total de 60 ganaderos, 30 de los cuales eran beneficiarios
de ayudas CP y otros 30 beneficiarios de ayudas PT (9). Todas las entre-
vistas personales fueron realizadas durante los meses de abril a julio del
año 2011 por un mismo técnico encargado de desplazarse por toda la ge-
ografía de Cantabria para entrevistar a los expertos bien en su domicilio
o bien en su explotación (figuras 2 y 3).
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(9) una vez elaborado el listado provisional de expertos por comarca y línea de ayudas, se realizó un primer contacto
telefónico en el que se solicitaba su colaboración y, en caso afirmativo, se fijaba una fecha para la primera entrevista.
En esta primera toma de contacto, todos los candidatos incluidos en el listado aceptaron voluntariamente participar en
el estudio. A todos los participantes en el estudio se les informó previamente de los objetivos del estudio, la naturaleza
de la metodología utilizada, la tipología de los expertos seleccionados, la duración aproximada del proceso de entrevistas
y cumplimentación de cuestionarios, el potencial uso de la información obtenida, y los beneficios que podrían obtener
de su participación en el estudio (en nuestro caso, únicamente la posibilidad de aportar sus opiniones y de tener acceso
al informe final, ya que no se ofrecían incentivos económicos por participar en el estudio).
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Tabla 3

dIsTRIbuCIÓn dE Los EXPERTos sELECCIonAdos PoR oFICInAs CoMARCALEs

Oficinas comarcales CP PT Total

Potes 0 4 4

San Vicente de la Barquera 1 2 3

Reinosa 1 8 9

Cabezón de la sal 1 2 3

Los Corrales de Buelna 1 6 7

Torrelavega 1 0 1

Gama 1 1 2

San Vicente de Toranzo 7 3 10

Villacarriedo 5 0 5

Ramales 7 3 10

Solares 5 1 6

TOTAL 30 30 60

Fuente: elaboración propia.

Figura 2

dIsTRIbuCIÓn dE LAs EnTREVIsTAs REALIzAdAs A Los EXPERTos PARTICIPAnTEs En EL Es-
TudIo dE ConsERVACIÓn dE PRAdERAs PoR MunICIPIos

Fuente: elaboración propia.



3.3. Estructura del cuestionario

Por lo que respecta a la estructura de los cuestionarios, el correspondiente
a la primera ronda se dividió en tres bloques (10). En el primer bloque
del cuestionario se profundizó en el análisis de las causas del deterioro
de los prados de propiedad privada y pastos comunales en Cantabria, en
el análisis prospectivo de las posibles soluciones que podrían darse a este
problema, y en su previsible impacto sobre la biodiversidad y el paisaje
tradicional. dicho análisis se basó principalmente en el planteamiento de
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Figura 3

dIsTRIbuCIÓn dE LAs EnTREVIsTAs REALIzAdAs A Los EXPERTos PARTICIPAnTEs
En EL EsTudIo PAsToREo TRAdICIonAL PoR MunICIPIos

Fuente: elaboración propia.

(10) Como paso previo a la elaboración del cuestionario de primera ronda se desarrolló una fase de trabajo de
campo consistente en visitas sobre el terreno para identificar y caracterizar las zonas de praderas y pastos de apro-
vechamiento comunal objeto de estudio. Así mismo, se realizaron pruebas piloto y consultas con profesionales,
técnicos y expertos independientes, conocedores de la normativa y con experiencia reconocida en la gestión de
ayudas agroambientales. Como resultado de estas consultas, el borrador inicial del cuestionario de primera ronda
fue revisado y corregido hasta alcanzar su forma definitiva.



preguntas abiertas para que los entrevistados pudiesen plantear libre-
mente su visión acerca de las causas principales y las alternativas y posibles
soluciones para la situación de deterioro de las praderas de propiedad
privada y de los pastos comunales. En el segundo bloque se plantearon
cuestiones relativas a la fundamentación y la cuantía de las ayudas para la
conservación de estos espacios. Para ello se recurrió fundamentalmente
a preguntas en formato “Likert”, en las que se solicitaba la valoración
(“Muy en desacuerdo”, “En desacuerdo”, “ni de acuerdo ni en des-
acuerdo”, “de acuerdo”, “Muy de acuerdo”) de los diferentes requisitos
y restricciones incluidos en los esquemas de ayudas presentes y en las
propuestas de ayudas futuras, así como de su capacidad para contribuir a
alcanzar los objetivos de conservación establecidos. Por lo que respecta
a las preguntas relativas a la cuantía de las compensaciones monetarias,
éstas serán presentadas y analizadas en detalle en el apartado 4.2. Final-
mente, en el tercer bloque se recopilaron los datos socioeconómicos del
experto entrevistado, así como información relativa a su explotación y ac-
tividad agraria. 

El cuestionario presentado para la segunda ronda (11) de entrevistas cons-
taba de dos bloques diferenciados. En el primero de ellos se presentaron
los resultados obtenidos con el primer cuestionario y se trató de profun-
dizar en el análisis de las cuestiones más destacadas abordadas en la pri-
mera ronda de entrevistas. Concretamente, se pidió a los individuos
participantes en la segunda ronda que priorizasen entre las posibles causas
de deterioro de las praderas de propiedad privada y pastos comunales se-
leccionadas a partir de las respuestas más frecuentes a las preguntas abier-
tas de la primera ronda; así mismo, se solicitó que priorizasen entre las
principales alternativas propuestas para la recuperación y conservación
de estos espacios. En el segundo bloque se utilizaron fundamentalmente
preguntas en formato cerrado para profundizar sobre una serie de cues-
tiones relativas a las características de la actividad agraria desarrollada por
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(11) debido a limitaciones de tiempo y presupuestarias se realizaron únicamente dos rondas de entrevistas.  si
bien la realización de un mayor número de iteraciones permitiría realizar un análisis más exhaustivo de la evolución
de los niveles de consenso y estabilidad en las respuestas de los expertos a lo largo de rondas sucesivas de entre-
vistas, tal y como señala Landeta (1999) la práctica más habitual en relación a la detención del proceso delphi
consiste en prefijar con antelación el número de rondas que se va a llevar a cabo (dos o tres a lo sumo). 



cada experto participante, como es el caso de las prácticas de henificado,
ensilado y abonado, así como sobre sus actitudes y opiniones ante posi-
bles modificaciones en los programas de ayudas agroambientales. Final-
mente, es conveniente destacar que durante la realización de este estudio
se ha dado la circunstancia excepcional de que, a diferencia de lo que
suele suceder en otros estudios similares, el número de expertos partici-
pantes en las dos rondas se ha mantenido sin que se produjese ninguna
baja voluntaria o involuntaria (Prada et al., 2005).

4. REsuLTAdos

4.1. Análisis de las percepciones de los expertos

El 37,3% de los expertos consultados señaló el abandono de la actividad
ganadera como la principal causa de la situación de deterioro de los pra-
dos privados en Cantabria; por otro lado, un 21,2% de los expertos ha
coincidido en señalar la mejora de la rentabilidad de esta actividad como
el mejor remedio para poner freno a esta situación. La falta de limpieza
en los comunales (37,7%) y la falta de quemas controladas (17,4%) son,
en opinión de los encuestados, las principales causas de deterioro de los
mismos, siendo la realización de desbroces y quemas controladas por
parte de la Administración (42,6% de las respuestas) la principal estrategia
propuesta para poner freno a esta situación. 

Existe una percepción muy favorable del papel de las ayudas agroambien-
tales en la protección de los prados privados y pastos comunales en Can-
tabria. Concretamente, el respaldo a la visión de las ayudas
agroambientales como la estrategia más adecuada para dar solución a los
problemas que dificultan la conservación y el mantenimiento de los pra-
dos privados y pastos comunales en Cantabria alcanzó el 73,3% entre los
expertos CP y el 72,4% entre los expertos PT. En este mismo sentido, la
mayoría de los expertos consultados considera que tanto los programas
actualmente en vigor (80,0% en el caso CP y 66,7% en el caso PT) como
las alternativas propuestas por el grupo coordinador (86,7% en el caso
CP y 80,3% en el caso PT) tendrían éxito de cara a alcanzar el objetivo
de conservar el paisaje y la biodiversidad en las zonas rurales de Canta-
bria. 
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Por otro lado, debemos tener en cuenta que según la postura defendida
por la totalidad de los expertos participantes en el estudio CP y por el
96,7% de los participantes en el estudio PT, el principal motivo que lleva
a los ganaderos a participar en los programas agroambientales es cobrar
una ayuda que contribuya a sostener la rentabilidad de sus explotaciones.
A la hora de interpretar este resultado y vincularlo con los resultados an-
teriormente mencionados, es preciso recordar que la rentabilidad de las
explotaciones es un factor clave a la hora de garantizar la continuidad de
la actividad ganadera tradicional en praderas privadas y terrenos comu-
nales, del mismo modo que la continuidad de dicha actividad es un factor
necesario para garantizar la conservación de los valores paisajísticos y la
biodiversidad presentes en el territorio rural. 

no obstante, si bien las ayudas CP y PT -y el aumento en el número de
beneficiarios de las mismas- son consideradas como un elemento clave
en la estrategia de conservación y protección de los prados privados y pas-
tos comunales, su mera existencia no supondrá por sí sola una garantía
suficiente para poner freno a la dinámica de abandono de actividad den-
tro del sector, así como a los procesos de matorralización y pérdida de
superficies pastables. Este hecho queda puesto de manifiesto con la ex-
periencia acumulada desde el inicio del periodo de programación prece-
dente (2000-2006): la presencia continuada desde el año 2000 de ayudas
agroambientales con características similares a las actualmente en vigor
no ha sido suficiente para revertir la situación descrita anteriormente. Este
argumento se ve en parte reforzado por el hecho de que más del 60% de
los expertos CP y más del 70% de los expertos PT consideran que no lle-
garían a producirse cambios significativos en la forma de manejar las ex-
plotaciones si las ayudas agroambientales desapareciesen completamente,
i.e., consideran que es altamente probable que prácticas agroambientales
subvencionadas por los programas actuales se mantendrían aún cuando
las ayudas desapareciesen, ya que para la mayoría de los ganaderos dichas
prácticas forman parte de los usos y costumbres tradicionales de manejo
del ganado y gestión de sus explotaciones. nos encontramos por tanto
ante una situación en la que si bien los incentivos económicos en forma
de ayudas agroambientales podrán contribuir a mantener (y mejorar) las
prácticas tradicionales beneficiosas para el medioambiente, es preciso que
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simultáneamente se verifique el requisito de que la rentabilidad de las ex-
plotaciones se mantenga dentro de unos niveles tales como para poner
freno al abandono y a la falta de relevo generacional en la actividad agraria
y, en consecuencia, al abandono y deterioro del territorio rural. En todo
caso, es evidente que el objetivo genérico de sostenimiento de las rentas
agrarias excede con mucho las limitadas capacidades presupuestarias de
los programas de ayudas agroambientales. Todo ello contribuye a que
estas ayudas, por sí solas, sean percibidas por los expertos consultados
en el estudio delphi como un elemento necesario pero no suficiente para
alcanzar los objetivos de conservación.  

A la hora de priorizar la asignación de las ayudas en un contexto de res-
tricciones presupuestarias que imposibilitaría atender a todas las peticio-
nes de todos los potenciales beneficiarios, los expertos consultados
seleccionaron como atributo prioritario en el caso de los prados privados
su ubicación en zonas limítrofes con el monte. Para el caso de los pastos
comunales, los expertos se decantaron en primer lugar por los pastos si-
tuados en zonas de mayor altitud y mayor pendiente. En ambos casos, a
la hora de definir los criterios de puntuación para seleccionar a los gana-
deros que pueden optar a la concesión de las ayudas agroambientales, los
participantes en el estudio coinciden en destacar la conveniencia de apo-
yar prioritariamente a aquellos ganaderos que sean profesionales del sec-
tor a título principal, cuyas explotaciones estén situadas en zonas
desfavorecidas o con riesgo de despoblamiento (12).

En el caso concreto de las ayudas PT, las respuestas obtenidas ponen de
manifiesto la existencia de una contradicción latente entre las demandas
de actuaciones públicas de desbroce y quemas controladas costeadas por
la Administración y el deseo de que los fondos disponibles para las ayudas
se sigan distribuyendo de forma directa entre los ganaderos y propietarios
del comunal. Los expertos consideran que los ganaderos preferirían man-
tener la opción actual de gestión consistente en repartir todo el dinero
entre quienes desplazan el ganado al comunal, frente a otras posibles op-
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(12) de cara a la interpretación de este resultado, la predilección manifestada hacia la priorización de los agri-
cultores a título principal puede haberse visto condicionada por el hecho de que los integrantes del panel de ex-
pertos son todos ellos agricultores a título principal.



ciones como podría ser entregar todo o parte del dinero a los entes titu-
lares del comunal para que lo invirtiesen en actuaciones de mejora, o in-
cluso la cesión del dinero disponible a la Administración regional para
que fuese ésta la que realizase directamente las actuaciones de conserva-
ción y mejora que fuesen consideradas más oportunas. no obstante, los
expertos consultados sí apoyan de forma mayoritaria la puesta en marcha
de mecanismos como un “canon por uso” que pagarían a la entidad pro-
pietaria del comunal todos los ganaderos que desplazasen allí su ganado,
teniendo aquella la obligación de reinvertir el dinero recaudado en actua-
ciones de mejora y conservación de dicho comunal.  También se valora
de forma positiva la implementación de mecanismos y normas de regu-
lación interna dentro del comunal que limiten y organicen de manera sos-
tenible y eficiente entre los ganaderos el aprovechamiento conjunto de
los recursos pastables. 

En el caso de los beneficiarios de ayudas CP, y muy especialmente dentro
del colectivo de productores de leche, la imposición de mayores restric-
ciones a la utilización de purín en las explotaciones para poder mante-
nerse como potenciales beneficiarios de las ayudas se convierte en una
cuestión especialmente sensible (13). La posible aceptación de los gana-
deros de leche de mayores restricciones relativas al uso de purín para fer-
tilizar los prados quedaría condicionada en gran medida a la instalación
de un gran centro de recogida de residuos que les liberase de la obligación
de tener que deshacerse del purín en sus prados.

un contraste significativo entre las percepciones de los expertos CP y PT
se produce al pedirles que valoren el estado de conservación de los pra-
dos/pastos comunales a los que accede su ganado en comparación con
los del resto del territorio de Cantabria. si bien la práctica totalidad de
los expertos CP consultados (93,3%) considera que el estado de conser-
vación de los prados que son aprovechados por su propio ganado es sa-
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(13) En este sentido, dentro del cuestionario llegó a plantearse explícitamente la posibilidad de introducir un
programa de ayudas CP especialmente restrictivo (o “de máximos”), según el cual se concederían ayudas agroam-
bientales únicamente a los ganaderos que excluyeran el uso del silo y del purín en sus explotaciones. El elevado
nivel de rechazo obtenido por un programa de estas características (el 60% de los encuestados respondieron que
no estarían dispuestos a aceptar un escenario de prohibición del uso de silo y purín en sus explotaciones, con inde-
pendiencia de la compensación que pudieran llegar a recibir) pone de manifiesto el notable desincentivo que este
tipo de restricciones supondrían de cara a lograr la adhesión voluntaria de los ganaderos al programa de ayudas.



tisfactorio en términos de biodiversidad y valores paisajísticos, el porcen-
taje de expertos dispuestos a calificar el estado de conservación de los
prados en el conjunto de Cantabria como satisfactorio es menor (67,9%).
Por el contrario, en el caso de las ayudas PT, los expertos consultados
perciben mayoritariamente como insatisfactorio el estado de conservación
de los comunales a donde desplazan su ganado (56,67%), mientras que
el porcentaje de expertos insatisfechos con el estado de conservación ac-
tual se reduce (50%) cuando se les pide que evalúen la situación de los
comunales de Cantabria en su conjunto.

otro dato de especial relevancia y significación de cara a la realización de
cualquier tipo de evaluación futura del impacto de las ayudas y programas
agroambientales sobre los objetivos de conservación, es el relativo a las
perspectivas de relevo generacional dentro del sector. En este sentido, el
70% de los expertos participantes en el estudio considera altamente im-
probable que un hijo o familiar cercano vaya a sucederle en el futuro al
frente de su explotación. 

Llegados a este punto de la exposición, a la vista de los resultados obte-
nidos en la consulta a los expertos resulta interesante plantear una serie
de reflexiones adicionales en relación con las potencialidades del sector
y del marco regulatorio en el que desarrolla su actividad productiva, y
más concretamente en relación con posibles vías todavía no exploradas
para avanzar en el desarrollo futuro de los programas de ayudas analiza-
dos. En primer lugar, una posibilidad en el caso de las ayudas CP consis-
tiría en el planteamiento de criterios diferenciados para la concesión y
aplicación de las ayudas en función de la tipología de las explotaciones
beneficiarias. de este modo, en el caso de optar por establecer niveles
carga ganadera admisible en las explotaciones, podría diferenciarse entre
explotaciones con ganado de aptitud cárnica y explotaciones lecheras: en
las explotaciones de carne sí se computarían las superficies asignadas en
los comunales, mientras que dichas superficies se excluirían del cálculo
de la carga ganadera en las explotaciones lecheras, salvo que éstas de-
muestren que realmente las utilizan. Así mismo, para el caso de las ex-
plotaciones de orientación lechera, el tope de carga ganadera máxima
dentro de la explotación podría fijarse por encima de lo establecido para
las explotaciones de orientación cárnica, siempre y cuando los topes má-
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ximos garantizasen la sostenibilidad medioambiental de estos sistemas
productivos. 

Por lo que respecta a las ayudas agroambientales PT, dado el carácter
comunal de los terrenos objeto de esta ayuda, los fondos desembolsados
por la Administración podrían reorientarse desde una visión más pró-
xima a las ayudas directas para el mantenimiento de la renta de cada ga-
nadero individual, hacia una nueva visión según la cual estas ayudas se
convirtiesen en mayor medida en unos instrumentos capaces de financiar
directamente actuaciones, gastos e inversiones que redundasen en una
mejora del estado de conservación del comunal. de este modo, los be-
neficiarios de las ayudas deberían ser (en todo o en parte) los entes pro-
pietarios del comunal y/o los responsables de su gestión (e.g., el gobierno
regional en el caso de los Montes de utilidad Pública). sin embargo, a
la vista de los resultados obtenidos en el estudio, podemos anticipar un
rechazo inicial de propuestas de esta índole por parte de los actuales be-
neficiarios, más interesados en el mantenimiento de un “statu quo” en
el cual el dinero disponible siga distribuyéndose de forma directa entre
todos aquellos ganaderos cuyo ganado acude a los pastos comunales. un
adecuado esfuerzo de comunicación y concienciación sobre la impor-
tancia de las mejoras e inversiones colectivas, sus efectos beneficiosos
sobre la capacidad productiva de los comunales y su consiguiente im-
pacto positivo sobre la renta de los ganaderos y la rentabilidad de sus ex-
plotaciones, podría contribuir a reducir a medio y largo plazo el posible
rechazo inicial.

4.2. Análisis de la demanda de compensaciones monetarias

En la primera ronda de entrevistas delphi se planteó la cuestión relativa
a la cantidad de dinero mínima que estarían dispuestos a aceptar los ga-
naderos por participar en un programa agroambiental utilizando para ello
dos formatos de pregunta diferentes. El formato abierto de pregunta de
valoración permitió al entrevistado manifestar de forma directa “cuánto
sería lo mínimo que estaría dispuesto a cobrar por participar en un pro-
grama con los requisitos planteados”. Por otro lado, mediante un formato
de pregunta cerrado se le solicitaba también que manifestase si “estaría
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dispuesto a participar en el programa si recibiese una ayuda de y euros
anuales por hectárea”, siendo y = {10, 20, 30, 40 euros/ha} el vector de
compensaciones monetarias. A cada entrevistado se le ofreció de manera
aleatoria uno de los cuatro posibles valores presentes en el vector de com-
pensaciones monetarias, todos ellos inferiores a los 60 euros/ha concedi-
dos en el marco del programa actual. A continuación analizamos los
resultados obtenidos en las contestaciones a ambas preguntas. 

Comenzando por el análisis de las compensaciones mínimas demandadas
(en formato abierto) por participar en un programa de ayudas CP en su
configuración actual, el promedio de la compensación demandada se
situó en 65,71 euros/ha, situándose la mediana en 60 euros/ha. sin em-
bargo, cuando a estos mismos expertos se les planteó una pregunta de
valoración en formato cerrado correspondiente a una situación hipotética
según la cual las ayudas por participar en el programa actual se reducirían
situándose por debajo de los niveles actuales (entre los 10 y los 40
euros/ha), las respuestas obtenidas demostraron que un 73,33% de los
entrevistados estaría dispuesto a participar en un programa en el cual los
pagos no superasen los 40 euros/ha. En el caso de las ayudas PT, se ob-
serva el mismo contraste entre la cuantía que desearían establecer como
compensación mínima por participar en el actual programa de ayudas
agroambientales, y su disposición a aceptar una compensación de cuantía
inferior a la vigente. si bien el 83,33% de los expertos declararon estar
dispuestos a aceptar participar en el programa actual a cambio de recibir
compensaciones comprendidas entre los 10 y los 40 euros/ha, la media
de las compensaciones mínimas demandadas alcanzó en el caso del pro-
grama actual PT los 49,72 euros/ha, valor a su vez inferior al de la me-
diana, que se situó en los 60 euros/ha.

Cuando analizamos la demanda de compensaciones monetarias por par-
ticipar en los programas alternativos planteados para las ayudas CP y PT,
observamos nuevamente la presencia de cierta disparidad de criterio en
las valoraciones en función del formato de las preguntas. Por lo que res-
pecta a las ayudas CP, el 55,20% de los expertos consultados estaría dis-
puesto a aceptar los compromisos exigidos a cambio de compensaciones
comprendidas entre los 10 y los 40 euros/ha. La compensación media
demandada se situaría en 83,70 euros/ha, mientras que la mediana se
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mantendría en los 60 euros/ha. Por lo que respecta al programa alterna-
tivo PT, únicamente el 36,67% de los entrevistados considera factible que
los ganaderos vayan a estar dispuestos a comprometerse a participar en
el programa si las ayudas se sitúan en un nivel comprendido entre los 10
y los 40 euros/ha. La cuantía media demandada para la prima compen-
satoria por participar en este programa alternativo se situaría en los 68,70
euros/ha, y la mediana alcanzaría nuevamente los 60 euros/ha.

En la tabla 4 aparece un listado correspondiente a las potenciales variables
explicativas analizadas, junto con sus correspondientes estadísticos des-
criptivos. En la tabla 5 se presentan los resultados de los modelos Logit
binarios estimados para las respuestas a las preguntas de valoración en
formato “cerrado” utilizando el software Limdep en su version 9.0. El cri-
terio de selección e inclusión de las variables explicativas presentes en la
tabla 4 como regresores de los modelos estimados en la tabla 5 ha con-
sistido en incorporar a la especificación final de los modelos únicamente
aquellas variables que, en combinación con la variable representativa de
la ayuda o estímulo monetario (bId), han manifestado una influencia es-
tadísticamente significativa (p-valor < 0,10) sobre las respuestas obtenidas.
El resultado final de este proceso ha sido la especificación de modelos
con un reducido número de variables explicativas pero con una elevada
significación conjunta y bondad en el ajuste. El valor del test c2 permite
verificar la significatividad conjunta de las variables explicativas incluidas
en cada uno de los modelos especificados. Así mismo, todos los modelos
presentan valores de pseudo-R2 superiores a 0.20, valor que se suele uti-
lizar como referencia indicativa de una elevada bondad de ajuste (Lou-
viere et al., 2000). Por último, a pesar de la aparente robustez de los
resultados mencionados, no podemos dejar de señalar que la estimación
del modelo de valoración contingente aquí planteado presenta el hándi-
cap del reducido número de observaciones (individuos) que componen
la muestra (el panel de expertos), punto de partida por otro lado inevitable
en el marco de cualquier estudio delphi (14).
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(14) no obstante, trabajos previos como el de Campos y Mariscal (2003) han recurrido al planteamiento de en-
foques de valoración contingente -si bien, a diferencia de en este estudio, sirviéndose de preguntas en formato
abierto para estimar la disposición máxima a pagar o “willingness to pay”-, pese a contar con tamaños muestrales
igualmente reducidos (20-30 observaciones).
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Tabla 4

CARACTERIzACIÓn dE LA MuEsTRA dELPHI (EsTAdÍsTICos dEsCRIPTIVos)

Media Desv. típ. Media Desv. típ.

EXPLT Nº de explotaciones agrarias en el municipio 202,43 84,90 152,37 83,94

EXPLTCP
“1” si el número de explotaciones en el municipio es superior
a la media participantes CP; “0” en caso contrario

0,50 0,50 - -

EXPLTPT
“1” si el número de explotaciones en el municipio es superior
a la media participantes PT; “0” en caso contrario

- - 0,47 0,50

RELAC
Relación entre nº de habitantes y nº de explotaciones en
municipio

8,87 5,60 20,73 39,83

PROD “1” si producto principal comercializado es carne; “0” = leche 0,63 0,48 1,00 0,00

SUP Superficie declarada en la explotación (ha) 56,03 38,31 125,76 70,52

UGMS
Unidades de Ganado Mayor (vacuno, ovino, caprino)
declaradas

76,05 45,60 121,07 73,70

INFRA
“1” si realizó inversiones en infraestructuras; “0” caso
contrario

0,37 0,48 0,57 0,50

MAQ “1” si realizó inversiones en maquinaria; “0” caso contrario 0,63 0,48 0,83 0,37

PRAD
“1” si realizó inversiones de mejora en prados o monte
comunal; “0” caso contrario

0,77 0,42 0,77 0,42

AYUD Porcentaje de las ayudas sobre ingresos anuales 49,57 18,15 57,07 18,27

ECON
“1” si considera que el nivel económico de su hogar es
medio; “0” = cualquier otro caso

0,43 0,50 0,67 0,47

LOGRPER Logaritmo de la renta personal del encuestado (€/año) 9,10 0,66 9,37 0,66

EST
“1” si nivel estudios encuestado Bachillerato o superior;
“0” caso contrario

0,30 0,46 0,50 0,50

AGE Edad del encuestado 50,13 8,79 43,43 7,50

GEN “1” si es hombre;  “0” si es mujer 0,73 0,44 0,70 0,46

EXP Años de experiencia en el sector agrario 30,93 9,78 28,07 10,23

CAMB
“1” si prevé cambios en gestión de explotaciones si
desapareciesen ayudas agroambientales; “0” = no

0,40 0,49 0,30 0,46

SUC “1” si prevé relevo generacional en su explotación;  “0” = no 0,30 0,46 0,37 0,48

ASOC
“1” si el encuestado está integrado dentro de una figura
asociativa; “0” caso contrario

0,67 0,47 0,73 0,44

FORM
“1” si muestra interés en recibir formación en temas
agrarios; “0” caso contrario

0,53 0,50 0,43 0,50

Fuente: elaboración propia.

Características municipales

Características de las explotaciones

Características personales

VARIABLES DESCRIPCIÓN
CP CP



Entrando de lleno en el análisis individualizado de las variables explicativas,
si bien el coeficiente estimado para la variable monetaria (bId) ha pre-
sentado en todos los modelos un signo positivo (de conformidad con lo
esperado a priori), los resultados en cuanto a significatividad han variado
de un modelo a otro (15). otras variables explicativas, como la previsión
de cambios en la gestión de las explotaciones en caso de desaparición de
las ayudas (CAMb, en el modelo CP actual), la presencia de un mayor
número de explotaciones agrarias en el municipio (EXPLTPT) y el interés
en recibir formación en temas agrarios (FoRM) han presentado también
coeficientes estimados de signo positivo. Esto implica que, del mismo
modo que un mayor estímulo monetario influye positivamente en la pro-
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Variable Coef. p-valor Coef. p-valor Coef. p-valor Coef. p-valor

Constante -0.7166 0.5918 -1.1553 0.3136 0.0390 0.9797 -3.0626 0.0326

BID 0.1052 0.1015 0.1221 0.0389 0.1689 0.0762 0.0373 0.3711

CAMB 3.1737 0.0417 -2.0124 0.0601

EXPLTCP -3.1475 0.0367

SUC -2.278 0.0763

EST -2.8692 0.0590

EXPLTPT 1.6688 0.0644

FORM 1.616 0.0769

nº observ. 30 29 30 30

Log L -9.609348 -13.91462 -9.183495 -19.71473

Pseudo R2 0.4476579 0.3023790 0.3205885 0.2217514

2 15.57622 12.06239 8.666683 8.743540

Tabla 5

EsTIMACIÓn dE Los ModELos LoGIT
CP actual CP alternativo PT actual PT alternativo

Fuente: elaboración propia.

(15) El hecho de que la variable bId no sea significativa en el modelo PT alternativo no ha impedido que,
como veremos a continuación, la WTA estimada para dicho modelo sí sea estadísticamente significativa; sin em-
bargo, esto no ha ocurrido así para el caso del modelo CP actual, en donde ni la WTA estimada ni el coeficiente
correspondiente al bId han resultado ser significativos.



babilidad de aceptación de la propuesta de participación en el programa
agroambiental, también se incrementará, ceteris paribus, la probabilidad
de que un individuo con características personales o de su explotación
compatibles con las variables explicativas anteriormente mencionadas
acepte participar en el programa agroambiental correspondiente. Por el
contrario, aquellas variables con signo negativo influirán negativamente en
la probabilidad de aceptar la propuesta de participación en el programa
agroambiental. Ese es precisamente el caso de las variables previsión de
cambios en la gestión de las explotaciones por la desaparición de las ayudas
(CAMb, en el modelo CP alternativo), la mayor presencia de explotacio-
nes agrarias en el municipio (EXPLTCP), la previsión de que se produzca
un relevo generacional en la explotación (suC) y el nivel de estudios com-
pletados (EsT). Atendiendo a estos resultados, podemos afirmar por tanto
que, en el caso de los programas CP, la presencia de un mayor número
de explotaciones agrarias en el municipio (EXPLTCP) y la previsión de
que su explotación pase en el futuro a manos de un familiar (suC) reduce
la probabilidad de participación de los ganaderos en los programas de con-
servación de praderas (incrementa las demandas de compensación), cir-
cunstancia que a su vez puede interpretarse como indicativa de una mayor
predisposición a evitar asumir compromisos que puedan suponer un obs-
táculo en el libre desempeño de la actividad agraria dentro de sus explo-
taciones. La variable relativa a la previsión de que se produzcan cambios
en la gestión de las explotaciones en caso de retirarse las ayudas agroam-
bientales (CAMb) tendrá un efecto incierto sobre la participación en los
programas CP, ya que su influencia será positiva en el caso del programa
actual pero negativa en el caso del programa alternativo. En cuanto a los
programas PT, la probabilidad de participación se verá incrementada (y,
consecuentemente, la demanda de compensaciones reducida) cuando con-
curran las circunstancias de individuos con interés en mejorar su nivel de
formación en temas agrarios (FoRM) y residentes en municipios con una
mayor presencia de explotaciones (EXPLTPT). La situación contraria se
dará para el caso de aquellos individuos con mayor nivel de estudios com-
pletados (EsT).

Para finalizar el análisis de los resultados de la primera ronda de encuestas
delphi, debemos señalar que tanto en el caso de los modelos CP actual
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como PT actual los valores estimados para la WTA media a partir de las
preguntas de valoración en formato dicotómico no son estadísticamente
distintos de cero (tabla 6). Por su parte, las WTAs medias estimadas para
los modelos CP y PT alternativos han sido en ambos casos significativas
y positivas, pero muy inferiores a los valores promedio (media y mediana)
inferidos a partir de las respuestas obtenidas en un contexto de pregunta
de valoración abierta (16).

Por lo que respecta a la segunda ronda de entrevistas, se pidió a los ex-
pertos consultados que, a la vista de los resultados y respuestas obtenidos
en la primera ronda, volvieran a evaluar mediante la formulación de una
pregunta de valoración en formato abierto tanto los programas de ayudas
actuales como los posibles programas de ayudas alternativos (17). En el
caso del programa de ayudas CP, la mediana de las respuestas obtenidas
en la segunda ronda de entrevistas para el programa de ayudas actual se
situó en los 60 euros/ha, coincidiendo con el valor alcanzado por las res-
puestas de primera ronda bajo el mismo formato de pregunta, mientras
que la media se elevó ligeramente hasta alcanzar los 69,66 euros/ha. A
continuación, se pidió a cada experto CP que reevaluara la propuesta de
programa alternativo introducida en la primera ronda, situándose la me-
diana de las respuestas en 100 euros/ha y la media en 120,66 euros/ha,
en ambos casos por encima de los resultados obtenidos en la primera
ronda de entrevistas. En el caso del programa de ayudas PT, la mediana
del importe de las compensaciones demandadas en la segunda ronda de
entrevistas por participar en el programa actual se mantuvo en los 60
euros/ha. La media se elevó sensiblemente, alcanzando los 63,66
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Fuente: elaboración propia.

WTA media p-valor WTA media p-valor WTA media p-valor WTA media p-valor

3.6939 0.7249 21.6390 0.0000 8.2580 0.1458 43.8677 0.0670

Tabla 6

EsTIMACIÓn dE LAs dIsPosICIonEs A ACEPTAR CoMPEnsACIÓn (WTA)

CP actual CP alternativo PT actual PT alternativo



euros/ha. Igualmente se le pidió a cada experto que reevaluara las de-
mandas de compensación por participar en la propuesta de programa al-
ternativo introducida en la primera ronda. En la segunda ronda de
encuestas tanto la mediana como la media de la demanda de compensa-
ciones monetarias se situaron por encima de los valores de primera ronda,
alcanzando respectivamente 65 euros/ha y 80,53 euros/ha.

Con el fin de determinar los niveles de consenso y estabilidad alcanzados
por las valoraciones de los expertos en la segunda ronda de consultas, se
han calculado los indicadores correspondientes a las respuestas de las
preguntas de valoración en formato abierto. El consenso se define como
el grado de convergencia de las estimaciones individuales, que se alcanza
cuando las opiniones manifestadas dentro de una misma ronda presentan
un nivel aceptable de proximidad. utilizaremos como medida de con-
senso en la ronda final del estudio el Rango Intercuartílico Relativo (RIR),
definido como la diferencia entre el cuartil superior (Q3) y el inferior
(Q1) dividido por la mediana (Q2): RIR = (Q3-Q1)/Q2. Como medida
de estabilidad se utilizará la Variación Relativa de la Mediana  (VRMe)
de las valoraciones entre las rondas primera (Me1) y segunda (Me2), de-
finido como: VRMe = (Me2 – Me1) / Me1. El indicador RIR alcanzó un
valor igual a 0 para todos los programas analizados a excepción del pro-
grama alternativo PT (RIR = 0,46), por lo cual es posible hablar de un
elevado nivel de consenso alcanzado entre los expertos con relación a las
compensaciones monetarias demandadas. Por lo que respecta al indica-
dor estabilidad, podemos hablar de estabilidad en las preferencias de los
expertos participantes en relación con los programas actuales y las pro-
puestas alternativas de ayudas CP y PT, ya que los valores alcanzados por
el indicador VRMe (0 para los programas actuales CP y PT, y valores
0,66 y 0,08 en el caso de los programas alternativos CP y PT, respectiva-
mente) se han situado en todos los casos por debajo del valor límite de
0,75 propuesto por Landeta (1999). 

Teniendo en cuenta los resultados anteriores (en particular los corres-
pondientes a las preguntas de valoración en formato dicotómico de la pri-
mera ronda), podemos afirmar que existe margen para que las ayudas CP
y PT en su configuración actual se sitúen por debajo del nivel de referen-
cia fijado en 60 euros/ha sin que ello afecte de manera significativa a su
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capacidad para estimular la participación en los programas de ayudas
agroambientales. El hecho de que el 73,33% de los expertos CP consul-
tados y el 83,33% de los expertos PT se hayan mostrado dispuestos a par-
ticipar en el programa actual aceptando compensaciones comprendidas
entre los 10 y los 40 euros/ha, junto con el dato de que las disposiciones
a aceptar compensación estimadas en los modelos de valoración contin-
gente dicotómica no hayan resultado ser estadísticamente significativas,
suponen dos importantes argumentos que apuntan en la dirección ante-
riormente mencionada. no obstante, este resultado puede verse matizado
por el hecho de que los resultados correspondientes a las demandas de
compensación para el programa actual obtenidos en la segunda ronda
han resultado ser superiores a los valores comparables registrados en la
primera ronda. Así mismo, la disparidad observada entre las demandas
de compensación estimadas para las ayudas CP y PT en los diversos es-
cenarios y supuestos planteados en el caso de estudio analizado (i.e., si-
tuación actual y situaciones hipotéticas alternativas más restrictivas) parece
sugerir que, en el caso de plantearse una hipotética revisión de la cuantía
ayudas, sería aconsejable abandonar el criterio actual de homogeneidad
en el importe base concedido por hectárea (60 euros/ha) para ambas lí-
neas de ayudas.

5. ConCLusIonEs y dIsCusIÓn

En el presente estudio se ha utilizado el método delphi para analizar el
diseño, la aplicación y el impacto de dos líneas fundamentales de inter-
vención en materia de ayudas agroambientales incluidas en el Programa
de desarrollo Rural de Cantabria 2007-2013, como son las ayudas de
Conservación de Praderas (CP) y Pastoreo Tradicional (PT). 

A tenor de los resultados obtenidos, la situación actual del sector produc-
tivo hacia el que van dirigidas las ayudas CP y PT se caracteriza por las
dudas acerca de la continuidad de las explotaciones y del relevo genera-
cional al frente de las mismas. bajo esta coyuntura, las ayudas agroam-
bientales son muchas veces percibidas como una más de las posibles vías
que pueden contribuir al sostenimiento de la renta de las explotaciones.
Esta situación contribuye a alejar cada vez más a las ayudas agroambien-
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tales de su concepción y cometido original: convertirse en instrumentos
capaces de incentivar, estimular y premiar unas determinadas formas de
gestión de la actividad agraria y del territorio, las cuales sean capaces a su
vez de trasladar al conjunto de la sociedad los diversos beneficios sociales
y ambientales integrados dentro de la oferta multifuncional del medio
rural. 

En todo caso, tal y como hemos podido comprobar, la simplificación de
algunos de los requisitos de las ayudas actuales, la inclusión de nuevos
compromisos y el rediseño de las obligaciones y exigencias en busca de
una mayor eficacia de los recursos invertidos en la financiación de los
programas, tendrían un impacto positivo sobre la percepción de las posi-
bilidades de éxito de propuestas alternativas de ayudas CP y PT en tér-
minos de protección del paisaje y la biodiversidad de las zonas rurales de
Cantabria. En este sentido, cabe señalar que el éxito de los programas
agroambientales dependerá no sólo del acierto en la definición y selección
de los requisitos y restricciones de las ayudas, sino también de la mayor
o menor capacidad de la cuantía de las compensaciones monetarias para
actuar como un estímulo efectivo para los productores, así como de la
presencia de otras líneas de ayudas definidas específicamente con el ob-
jetivo de contribuir al sostenimiento de las rentas agrarias.

En la evaluación de las demandas de compensación y la cuantía de los
importes de las ayudas agroambientales se han utilizado dos posibles for-
matos de pregunta de valoración: uno “abierto”, en el que se preguntaba
al panel de expertos cuál consideraban que sería la compensación mínima
necesaria para incentivar la participación en el programa de ayudas, y otro
“cerrado” con el que se les preguntaba directamente sobre la disposición
a participar a cambio de recibir compensaciones de una determinada
cuantía. Los resultados obtenidos en la primera ronda indican que el for-
mato de la pregunta planteada influirá sobre el resultado de la evaluación
de las demandas de compensación, siendo inferior la cuantía de las mag-
nitudes medias estimadas en el caso de las respuestas procedentes del
contexto más restrictivo de preguntas de valoración en formato cerrado.
Por lo que respecta a la comparación entre los resultados de primera y
segunda ronda relativos a la pregunta de valoración en formato abierto,
las compensaciones demandadas durante la segunda ronda han mostrado
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una tendencia al incremento en comparación con los valores obtenidos
en la primera ronda de consultas. 

Por otro lado, la disparidad observada entre las demandas de compensa-
ción estimadas por participar en los programas CP y PT (con indepen-
dencia del formato de la pregunta de valoración y de las características
del programa planteado) hace aconsejable abandonar el criterio actual
consistente en establecer un pago anual por hectárea homogéneo para
ambas líneas de ayudas. Así mismo, los resultados obtenidos (en particu-
lar los correspondientes a los modelos Logit empleados en el análisis de
las preguntas de valoración en formato cerrado dicotómico), parecen
apuntar en la dirección de una posible reducción en el pago básico por
hectárea asignado a los programas CP y PT en su configuración actual.

Por último, de cara a la concepción y diseño futuro de las ayudas anali-
zadas en este estudio, existen también otras posibles vías todavía inexplo-
radas, las cuales incluirían tanto el establecimiento de criterios
diferenciados para la concesión y aplicación de ayudas CP en función de
la tipología de las explotaciones beneficiarias (e.g., aptitud cárnica vs. ex-
plotaciones lecheras), como el reconocimiento e incorporación a la defi-
nición e implementación de las ayudas PT de las especificidades
derivadas del carácter comunal de las superficies de pastos hacia las que
se dirigen estas ayudas (e.g., presentación de una solicitud de ayudas única
por comunal y gestión colectiva de los fondos asignados al mismo).
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REsuMEn

Pagos agroambientales y productores agrarios: un análisis delphi de las percepciones
y demandas de los ganaderos beneficiarios de los programas de ayudas

Resumen: En este trabajo se ha analizado la situación actual y las perspectivas futuras de di-
ferentes líneas de ayudas agroambientales incluidas dentro dentro del “segundo pilar” de la
Política Agraria Común. Por medio de las ayudas agroambientales se persigue influir de
manera significativa sobre la conservación del patrimonio natural y paisajístico de las zonas
rurales de la unión Europea. La conservación de dichos hábitats y paisajes precisa de la
presencia y actividad humana en las zonas rurales, y muy especialmente de la continuidad
de una actividad ganadera extensiva que aproveche los recursos forrajeros (praderas de pro-
piedad privada y pastos comunales) disponibles. Para la elaboración de este estudio se han
utilizado datos procedentes de encuestas personales realizadas a ganaderos beneficiarios de
las líneas de ayudas agroambientales más relevantes para Cantabria durante el periodo 2007-
2013. En la fase de diseño de los cuestionarios y en la de análisis de los resultados obtenidos
se ha combinado el método delphi con la Valoración Contingente. En base a los resultados
obtenidos, podemos afirmar que existe margen todavía para plantear modificaciones en los
requisitos, cuantías y formas de implementación de las ayudas actuales que contribuyan a
incrementar su eficacia y eficiencia potenciales. 

PALAbRAs CLAVE: Método delphi, contratos agroambientales, valoración contingente,
preferencias de productores.

CÓdIGos JEL: Q10, Q18, R52.

AbsTRACT

Agri-environment schemes and agricultural producers: a delphi analysis of the perceptions
and compensation demands of the farmers benefiting from the payments

In this paper we analyse the current situation and the future perspectives of alternative agri-
environmental schemes included in the “second pillar” of the Common Agricultural Policy.
Agri-environmental schemes aim at fostering the preservation of natural heritage and tradi-
tional landscapes in the rural areas of the European union. Conservation of such habitats
and landscapes is directly dependent on the presence of human activity in the rural areas
and, more precisely, on the continuity of extensive farming practices on grasslands and com-
mon-pool grazing spots in the rural territory. In this study, in-person interviews with cattle
breeders who benefit from the two main agri-environmental schemes for the period 2007-
2013 in Cantabria were undertaken. Throughout the design and implementation stages of
the study, delphi and Contingent Valuation methods have been combined. According to
the results, there is still margin to undertake modifications on the requisites, payments and
design of the current schemes so as to improve their potential efficacy and efficiency.

kEyWoRds: delphi method, agri-environment schemes, contingent valuation, farmers’
preferences

JEL CodEs: Q10, Q18, R52.
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Factores institucionales en la reforma
de la PAC 2020

ALbERT MAssoT MARTÍ (*)

1. InTRoduCCIÓn

1.1. La reforma de la PAC tras el Tratado de Lisboa

El Tratado de Lisboa, en vigor desde el 1 de diciembre de 2009, llevó a
cabo una refundación del Tratado de la unión Europea (TuE) y del Tra-
tado Constitutivo de la Comunidad Europea (TCE), rebautizado «Tra-
tado de Funcionamiento de la unión Europea» (TFuE) (1). Los nuevos
Tratados se centraron en mejorar el marco institucional y procedimental
de la unión con dos aportaciones fundamentales: a) el reforzamiento de
las prerrogativas legislativas del Parlamento Europeo (PE), situándole en
pie de igualdad con el Consejo mediante la extensión de 44 a 85 los ám-
bitos bajo el «procedimiento legislativo ordinario» (PLo) (Artículo 294
TFuE), hasta entonces denominado «procedimiento de codecisión»; y
b) la creación de una nueva tipología de actos jurídicos, distinguiendo
entre los actos legislativos básicos (Artículos 288 y 289 TFuE), los actos
delegados (Artículo 290 TFuE) y los actos de ejecución (Artículo 291
TFuE). Así mismo, el TFuE modificó las reglas presupuestarias, inte-
grando el marco financiero plurianual en sus disposiciones, simplificando
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el procedimiento presupuestario anual y ampliando los poderes del PE
sobre el conjunto del gasto comunitario.

El Tratado de Lisboa no entrañó ningún cambio de fondo en el capítulo
agrario del nuevo TFuE (Artículos 38 a 44) y prorrogó los objetivos y
normas materiales ya existentes en el TCE. y, sin embargo, las modifica-
ciones procedimentales introducidas, y muy en particular la extensión de
la codecisión a la agricultura, han jugado un papel crucial en la presente
reforma de los mecanismos de la Política Agrícola Común (PAC 2020).
sin tenerlas en cuenta difícilmente se puede entender el resultado final
de las arduas negociaciones que el Parlamento Europeo, el Consejo y la
Comisión han desplegado desde el mes de abril de 2013 en el marco de
los denominados trilogos. A lo que hay que añadir las interferencias sobre
la reforma de la PAC derivadas de las negociaciones que han discurrido
en paralelo sobre el Marco Financiero Plurianual 2014/2020, de especial
trascendencia para la que, aún hoy, sigue siendo la principal política
común de gasto.

no es de extrañar por consiguiente que la literatura económico-agraria
dedique paulatinamente una mayor atención a los factores institucionales
que acotan la evolución de la PAC (2). El objeto de este artículo es con-
tribuir a esta reflexión explicando los principales aspectos legislativos y
presupuestarios de la reforma de la PAC post 2013 (3). Empezaremos
por esbozar el sistema de gobernanza multi-nivel que encarna la unión
Europea (uE), a modo de marco de referencia (§1.2). dedicaremos el
segundo capítulo a las reglas presupuestarias que emanan del Tratado de
Lisboa (§2.1) y a las negociaciones en curso del marco financiero pluria-
nual 2014/2020 en sus fases preparatoria (§2.2) y legislativa propiamente
dicha (§2.3). En el tercer capítulo se analizarán los principales cambios
legislativos efectuados por el Tratado de Lisboa con incidencia agraria
(§3.1), los primeros pasos efectuados por las Instituciones europeas para
la adaptación de los actos agrícolas al Tratado (§3.2), para terminar co-
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mentando los principales elementos institucionales que intervinieron en
las negociaciones de la reforma de la PAC (§3.3). A modo de corolario,
se efectuará una evaluación general sobre la incidencia de los factores ins-
titucionales en el proceso de definición de la nueva PAC por lo que res-
pecta al comportamiento de los actores, los calendarios y los resultados
(§4).

1.2. El sistema de gobernanza supranacional multi-nivel: apuntes básicos

Los politólogos suelen definir la uE como un oPnI, un «objeto político
no identificado», equivalente a un genuino sistema de gobernanza multi-
nivel que se despliega vertical y horizontalmente, cuyo ejercicio se con-
creta en el llamado método comunitario y que, además, ha sumado
nuevos niveles legislativos tras el Tratado de Lisboa.

1.2.1. La dimensión vertical y finalista del sistema multi-nivel

La uE se funda en una progresiva atribución de competencias a las ins-
tituciones supranacionales por parte de los Estados miembros (Artículo
3.6 TuE). Este traspaso de poderes parte de una noción relativa de la
«soberanía estatal», susceptible de desgajamiento a medida que lo que re-
quiera la integración europea y, obviamente, lo permitan el consenso ide-
ológico dominante y la voluntad política de los Estados. El principio de
atribución rige la delimitación de competencias de la unión (Artículo 5.1
TuE). En su virtud, la unión actúa solamente dentro del marco compe-
tencial expresamente asignado para alcanzar los objetivos establecidos en
los Tratados (Artículos 5.2 TuE y Artículo 7 TFuE). Por consiguiente,
el ejercicio de las competencias se somete a una suerte de legitimidad te-
leológica que se manifiesta en dos principios, el de subsidiariedad y el de
proporcionalidad (Artículo 5.1 TuE). El principio de subsidiariedad dis-
pone que la unión sólo puede intervenir cuando los objetivos de la ac-
tuación prevista no puedan ser alcanzados a nivel interno (estatal, regional
o local) (Articulo 5.3 TuE). Por el principio de proporcionalidad la ac-
tuación de la unión no puede exceder de lo necesario para alcanzar los
objetivos del Tratado (Artículo 5.4 TuE). 
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sobre estas bases, el TFuE distingue tres categorías de ámbitos o políticas
en función de su nivel de integración: 1) las políticas de competencia ex-
clusiva de la unión (Artículo 2.2 y Artículo 4 TFuE); 2) las políticas de
competencia compartida, donde los Estados pueden actuar si la unión
no lo hace (Artículo 2.1 y Artículo 3 TFuE); y 3) las competencias de
apoyo, complemento y coordinación de la unión (Artículo 2.3 y 5, Artí-
culo 5 y Artículo 6 TFuE). Entre los ámbitos exclusivos destacan la
unión Aduanera, la política comercial, la política de la competencia o la
política monetaria. La política regional y la PAC constituyen por su parte
las principales políticas de naturaleza compartida de la unión (4)..

1.2.2. La dimensión horizontal del sistema multi-nivel 

A partir de las competencias atribuidas, el TFuE determina los objetivos,
las bases jurídicas y los procedimientos de decisión que sustentan las po-
líticas comunes. 

El fundamento jurídico general de los actos agrarios se establece en el Ar-
tículo 43.2 TFuE (reemplazando la simple consulta al PE por el proce-
dimiento legislativo ordinario – PLo), con dos excepciones legislativas
en favor del Consejo (Artículos 42.2 y 43.3 TFuE). Los objetivos espe-
cíficos de la PAC se fijan en el Artículo 39 TFuE, añejos pero incólumes
desde su definición en los años 50, adaptados a las circunstancias por las
Instituciones europeas y priorizados en función de los mecanismos en
liza (pagos directos para la estabilización de las rentas; instrumentos de la
oCM para la fijación de precios razonables para los consumidores y el
equilibrio de los mercados; acciones de desarrollo rural a favor de la pro-
ductividad) (Massot, 2013: 235 y 256).

Tengamos sin embargo en cuenta que, al calor de la evolución institucio-
nal de la uE y de la consolidación de nuevos campos de actuación su-
pranacional, se han ido sumando diversos objetivos horizontales, a
integrar en la puesta en práctica del conjunto de políticas comunes. Con
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(4) El Tratado de Lisboa efectúa de hecho una desclasificación en materia agraria en tanto que, hasta entonces,
se consideraba por la jurisprudencia y la propia Comisión (sEC (1992) 1990 de 27.10.1992) que la política de
mercados agrarios era una competencia exclusiva de la unión. Este cambio de naturaleza puede explicarse por la
conversión de la PAC tradicional, centrada en los precios, en otra fundada en las ayudas directas.



el TFuE adquieren el estatus de objetivos transversales: el fomento del
empleo (Artículo 9); la protección del medio ambiente a fin de garantizar
un desarrollo sostenible (Artículo 11); la protección de los consumidores
(Artículo 12); las exigencias del bienestar animal (Artículo 13); la protec-
ción de la salud pública (Artículo 168.1); o, en fin, la cohesión económica,
medioambiental y territorial (Artículo 175 y Protocolo nº 28). La nueva
PAC subsume por consiguiente estos objetivos horizontales (y en especial
los de carácter medioambiental) (Massot, 2013: 261). Adicionalmente, la
participación de la uE en la organización Mundial de Comercio (oMC),
convertida en un marco obligado de referencia para los instrumentos de
la PAC, se funda en el Artículo 207 TFuE. 

Resaltemos para terminar que la dimensión horizontal del sistema multi-
nivel tiene su correlato en la estructura orgánica de la Comisión (Comi-
sarios y direcciones Generales temáticas), del Parlamento (comisiones
parlamentarias) y del Consejo de Ministros (Consejos sectoriales). Como
comprobaremos, el marco competencial u organizativo de la unión ha
devenido un factor determinante en el diseño de los procesos negocia-
dores, agrícolas y financieros, de la última reforma.

1.2.3. El ejercicio de la gobernanza supranacional: el método comunitario

La gobernanza multi-nivel se despliega en las modalidades de ejercicio
legislativo de las competencias atribuidas a la unión (Articulo 1.1 TFuE).
El denominado «método comunitario» (5) constituye su piedra de toque
dando pie a un complejo equilibrio de poderes entre los distintos niveles
involucrados:

n La Comisión propone, haciendo uso de su derecho exclusivo de ini-
ciativa legislativa, y ejecuta, mediante actos de legislación secundaria
(actos delegados o de ejecución) (Artículos 290 y 291 TFuE), los me-
canismos de las políticas comunes así como sus disposiciones financie-
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(5) Véase el apartado 2 de las referencias bibliográficas. En el actual contexto de recesión, el «método comuni-
tario» revive como alternativa al intergubernamentalismo y basamento de una mayor integración política y una
mejor gobernanza económica de la zona Euro (en torno a una unión bancaria, un presupuesto reforzado y la mu-
tualización de la deuda).



ras. Así mismo, ejerce funciones de gestión, de coordinación y de vigi-
lancia (Artículo 17 TuE).

n El Parlamento Europeo y el Consejo, en su calidad de máximas auto-
ridades legislativas y presupuestarias, deciden los actos básicos de las
políticas comunes, por lo general mediante el procedimiento legislativo
ordinario (PLo), al igual que el marco financiero plurianual y los con-
secuentes presupuestos de cada ejercicio, por medio de procedimientos
especiales.

n Finalmente, los actores estatales o regionales, en función de su respectivo
orden constitucional, aplican el marco legislativo supranacional, incor-
porando y desarrollando los actos comunitarios, adelantando y/o cofi-
nanciando sus medidas, y controlando su buena ejecución (Artículo 14
TuE). señalemos de refilón que los Estados preservan cierta capacidad
legislativa mediante las denominadas «cooperaciones reforzadas» que
permiten que un grupo de ellos (con un mínimo de nueve) suscriban
entre sí compromisos adicionales en los ámbitos no exclusivos de la
unión para hacer avanzar el proceso de integración (Artículo 20.1 TuE
y Artículos 326 a 334 TFuE). sería el caso, por ejemplo, de la tasa sobre
las transacciones financieras que se debate instaurar próximamente en
la zona Euro, o quizás, en un futuro mediato, de algunas acciones agra-
rias como la armonización de los regímenes de gestión individual del
riesgo, a medida que se imponga la flexibilidad en la gestión de la PAC
por los Estados miembros.

no se ha de perder de vista además que con el Tratado de Lisboa otros
niveles institucionales se han sumado al procedimiento decisorio supra-
nacional:
n El Consejo Europeo de Jefes de Estado y de Gobierno se ha convertido

en una «Institución Europea» (Artículos 13.1 y 15 TuE) con la misión
de impulsar la unión y definir las orientaciones políticas generales. Pese
a tener taxativamente prohibida cualquier función legislativa, el hecho
es que suele superponerse a los Consejos de Ministros sectoriales y
condicionar su labor. su último exponente fue su decisión de febrero
de 2013 sobre las perspectivas financieras 2014/2020 que sirvió de base
al mandato negociador del Consejo de Asuntos Generales frente al Par-
lamento (§2.3).
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n Asimismo, el Tratado de Lisboa refuerza el papel de los Parlamentos
nacionales reconociéndoles el derecho a dirigir a las Instituciones eu-
ropeas un dictamen motivado sobre la conformidad con el principio
de subsidiariedad de una propuesta legislativa en el ámbito de una po-
lítica de competencia compartida (p.e. la PAC) (§1.2.1) cuando estimen
que aborda asuntos que pueden gestionarse mejor a escala nacional
(Artículos 5.3 y 12.2 TuE).

n Por último, no ha de minusvalorarse el escalón de la sociedad civil, plas-
mado en el derecho de iniciativa legislativa ciudadana, por la que al
menos un millón de ciudadanos europeos pueden firmar una invitación
a la Comisión Europea para que someta una propuesta legislativa sobre
cuestiones que estimen necesario desarrollar para alcanzar los fines de
los Tratados (Artículo 11.4 TuE y Artículo 24 TFuE) (6). 

2. LAs nEGoCIACIonEs dEL MARCo FInAnCIERo PLuRIAnuAL 2014/2020

2.1. La «Constitución financiera» de la unión tras el Tratado de Lisboa

El TFuE formaliza una nueva «Constitución financiera» de la unión, con
diversos componentes. El primero de ellos es la instauración de un nuevo
procedimiento para la aprobación del presupuesto anual, en concertación
entre el Parlamento y el Consejo. de hecho, lo que se efectúa es una sim-
plificación del mismo mediante la eliminación de la segunda lectura por
el PE y la supresión de la tradicional distinción entre «gastos obligatorios»
y «gastos no obligatorios», con incidencia directa a nivel agrario (7). Pero
el principal cambio lo constituye la integración, por vez primera, del
«Marco Financiero Plurianual» (MFP) y sus reglas en los Tratados. El Ar-
tículo 312 del TFuE prevé un «procedimiento legislativo especial» para
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(6) Reglamento (uE) n° 211/2011 (do L 65 de 11.3.2011). Pese al escaso tiempo transcurrido desde su  puesta
en marcha, ya se han presentado algunas iniciativas con incidencia en la agricultura: sobre el bienestar de las vacas
lecheras (retirada), sobre los derechos de la Tierra o sobre la suspensión del paquete de energía y cambio climático
de la unión (cerradas en enero de 2014). Véase la página de la Comisión http://ec.europa.eu/citizens-initiative/pu-
blic/welcome?lg=es para las reglas de registro y el estado de las iniciativas legislativas ciudadanas. 

(7) A fin de simplificar el procedimiento presupuestario anual, el TFuE eliminó la distinción entre «gastos obli-
gatorios» (Go) y «gastos no obligatorios» (Gno) (Artículos 314 y 315). En consecuencia, las dos ramas de la Au-
toridad Presupuestaria (PE y Consejo) hoy deciden conjuntamente acerca de la totalidad de los créditos. El Consejo
adquiere poderes de decisión sobre los Gno (gastos agrícolas del segundo pilar) y el PE los gana en materia de
Go (gastos del primer pilar).



la aprobación de un reglamento que ha de fijar las cuantías de los límites
anuales de los créditos por grandes categorías de gasto en función de los
principales ejes de actividad de la unión Europea y sustituir así las dispo-
siciones del Acuerdo Interinstitucional (AII) sobre la disciplina presu-
puestaria y buena gestión financiera vigente durante el periodo 2007/2013
(8). El  TFuE confirma asimismo la duración del MFP (por cinco años
como mínimo).

En este contexto, la decisión del MFP 2014/2020 para una unión a 28
(contando con la reciente adhesión de Croacia) inaugura el nuevo proce-
dimiento estatuido en Lisboa. de acuerdo con él, a partir de las propues-
tas de la Comisión y de las orientaciones generales del Consejo Europeo,
el Consejo de Ministros ha de adoptar por unanimidad un proyecto de
reglamento que establezca el contenido de la programación presupuesta-
ria plurianual para el nuevo periodo y presentarlo al Pleno del Parlamento
para que dé su aprobación mediante la mayoría simple de sus diputados
(Artículo 312 §2 TFuE).

Por otro lado, el TFuE no modifica las disposiciones sobre los recursos
propios de la unión. no obstante, éstos formaron parte integrante del
paquete financiero 2014/2020 que presentó la Comisión y, en principio,
cinco nuevos actos legislativos debían de adoptarse en paralelo al MFP
siguiendo diversos procedimientos: una decisión sobre el nuevo sistema
de ingresos, a aprobar por unanimidad por el Consejo previa consulta al
PE con posterior ratificación por los Parlamentos nacionales; un regla-
mento del Consejo con las disposiciones de aplicación de los recursos
propios, a adoptar por mayoría cualificada previa aprobación del Parla-
mento (con derecho a rechazo pero no a enmienda); y tres reglamentos
del Consejo sobre la forma de acceder a los diversos recursos propios
disponibles, a adoptar por mayoría cualificada previa consulta al Parla-
mento Europeo. Como más adelante se comenta (§2.3), la revisión del
sistema de recursos propios fue finalmente pospuesta y la negociación fi-
nanciera se focalizó en el MFP y el AII 2014/2020.

Albert Massot Martí

Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 236, 2013

126

(8 )do C 139 de 14.6.2006. Acuerdo modificado por la decisión 2012/5/uE (do L 4 de 7.1.2012). La susti-
tución del AII por un reglamento no es baladí en términos jurídicos: un AII sólo es vinculante para las partes con-
tratantes (PE, Consejo y Comisión) mientras que un reglamento es directamente aplicable y obligatorio en el
territorio de la unión. 



2.2. Los trabajos preparatorios de la negociación sobre el MFP 2014/2020

El primer jalón de las negociaciones presupuestarias lo constituyó una Re-
solución del PE de 8 junio de 2011 (9) en la que exponía sus prioridades
políticas sobre el MFP 2014/2020 y el nuevo sistema de recursos propios
(Tabla 1). Apenas tres semanas más tarde la Comisión presentó formal-
mente su paquete de perspectivas financieras para el periodo 2014/2020
(10) a modo de sostén vertebrador de su «Estrategia Europa 2020» en favor
de un crecimiento inteligente, sostenible e inclusivo (11). se inició así una
primera etapa, de marcado sesgo político, orientada a desbrozar las discre-
pancias existentes en el seno de cada una de las dos Instituciones involu-
cradas, el Consejo y el PE, con vistas a definir sus respectivas posiciones y
dar paso a la fase de negociación legislativa propiamente dicha (§2.3).

Los trabajos preparatorios se prolongaron nada menos que un año y
medio (de junio de 2011 a febrero de 2013) (Tabla 1). Prueba fehaciente
del difícil momento económico que vive el Viejo Continente y de la ex-
trema sensibilidad de las decisiones sobre los gastos e ingresos en la unión
(de las que, a fin de cuentas, dependen las contribuciones, los retornos y
los saldos financieros de cada Estado). En términos globales entraron en
liza dos visiones diametralmente opuestas sobre el papel de las finanzas
europeas frente a la recesión y, en última instancia, sobre el proyecto de
integración. A un lado se situaron los partidarios de un presupuesto co-
munitario con un papel activo en favor de la competitividad, el crecimiento
y el empleo del espacio europeo (liderados por el PE). En el otro extremo,
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(9) Resolución de 8.6.2011. “un nuevo MFP para una Europa competitiva, sostenible e integradora”
(P7_TA(2011)0266):

ht tp : / /www.europar l .europa.eu/s ides/getdoc.do?pubRef=- / /EP//TEXT+TA+P7-TA-2011-
0266+0+doC+XML+V0//Es

(10) Comunicación CoM (2011) 500 y propuestas legislativas anexas. Los textos se encuentran disponibles en:
http://ec.europa.eu/budget/biblio/documents/fin_fwk1420/fin_fwk1420_en.cfm. La propuesta inicial de MFP
(CoM (2011) 398) fue posteriormente enmendada por la Comisión a fin de incluir a Croacia (CoM (2012) 388).
Para un análisis de los marcos financieros sector por sector, véase: http://ec.europa.eu/budget/mff/programmes/
index_en.cfm. Véase para mayores detalles el apartado 4 de la bibliografía y, a nivel agrario en particular, Adinolfi
et al., 2011b.

(11) CoM (2010) 2020 de 3.3.2010 (http://ec.europa.eu/europe2020/index_es.htm). La “Estrategia Europa
2020“ constituye el marco de referencia de las reformas en curso de las principales políticas comunes para hacer
frente a la crisis. El Punto 5 de las Conclusiones de la Cumbre del Consejo Europeo que tuvo lugar el 17 de junio
de 2010 (Tabla 1) reconoció explícitamente la contribución de una producción agraria competitiva y sostenible al
éxito de dicha Estrategia.
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Tabla 1

CRonoGRAMA InsTITuCIonAL sobRE LAs nEGoCIACIonEs dEL MFP y dE LA PAC

NEGOCIACIONES FINANCIERAS (MFP 2014/2020) NEGOCIACIONES AGRARIAS (Reforma de la PAC)

Fase preparatoria: principales eventos institucionales

3.3.2010 COMISION. Presentación de la Estrategia “Europa
2020“.

17.6.2010 CONSEJO EUROPEO. Adopción de las Conclusiones
sobre la Estrategia “Europa 2020“.

8.7.2010 a PARLAMENTO. Trabajos previos de la Co-
30.6.2011 misión SURE sobre el MFP 2014/2020
8.6.2011 PARLAMENTO: Resolución sobre el nuevo MFP.
28.6.2011 CONSEJO: Organización interna de los trabajos.
29.6.2011 COMISION: Propuesta de paquete financiero  (COM

(2011) 398, 403, 500, 510 - 512).
9.11.2011 COMISION: Propuestas de enmienda al paquete  fi-

nanciero (COM (2011) , 737 a 742)
13.6.2012 PARLAMENTO: Resolución sobre el MFP y los recur-

sos propios de la Unión.
6.7.2012 COMISION: Propuesta de enmienda del MFP con la

inclusión de Croacia (COM (2012) 388).
23.10.2012 PARLAMENTO: Resolución sobre el MFP.
29.10.2012 CONSEJO: Versión final del “Marco de Negociación“

(“Negotiating Box”).
20.11.2012 CONSEJO: El “Marco de Negociación“ se convierte en

“Conclusiones Provisionales“
23.11.2012 CONSEJO: Mandato de negociación en favor de Van

Rompuy

Fase preparatoria: principales eventos institucionales

Abril-Junio COMISION. Consulta pública sobre la reforma de la
2010 PAC.
19-20.7.2010 COMISION. Conferencia sobre la reforma de la PAC or-

ganizada por la Comisión en Bruselas.
8.7.2010 PARLAMENTO: Resolución sobre la nueva PAC.
30.9.2010 COMISION: Presentación de dos propuestas de alinea-

miento al Tratado (COM (2010) 537 y 539). 
18.11.2010 COMISION: Comunicación sobre la PAC en el horizonte

2020 (COM (2010) 672).
15.12.2010 COMISION: Propuesta de alineamiento al Tratado (COM

(2010) 745) sobre financiación PAC. 
21.12.2010 COMISION: Propuesta de alineamiento al Tratado (COM

(2010) 799) sobre la OCM. 
23.6.2011 PARLAMENTO: Resolución sobre la Comunicación de la

Comisión COM (2010) 672.
12.10.2011 COMISION: Presentación de las propuestas sobre la

nueva PAC (COM (2011) 625 a 631.
4.7.2012 PARLAMENTO: Resoluciones sobre la adaptación de los

actos agrarios al Tratado de Lisboa (cuatro procedimien-
tos de alineamiento, bloqueados por el Consejo y sin ne-
gociación posterior)

20.11.2012 PARLAMENTO: Resolución modificando el Artículo 70 del
Reglamento interno

Fase de decisión legislativa: principales eventos

8.2.2013 CONSEJO EUROPEO: Conclusiones sobre el MFP
2014/2020.

13.3.2013 PARLAMENTO: Resolución rechazando las Conclu-
siones del Consejo Europeo sobre el MFP.

6.5.2013 Acuerdo trilateral para el inicio de la negociación
13.5.2013 Inicio de las negociaciones trilaterales. 
14.5.2013 CONSEJO: Acuerdo político del ECOFIN sobre el pre-

supuesto rectificativo de 2013. 
28.5.2013 PARLAMENTO: Declaración política sobre el presu-

puesto rectificativo 2013.
27.6.2013 Acuerdo político en trilateral sobre el MFP.
28.6.2013 CONSEJO EUROPEO: Conclusiones sobre el MFP

2014/2020.
3.7.2013 PARLAMENTO: Resolución sobre el acuerdo político

alcanzado en trilateral.
11.9.2013 PARLAMENTO: Decisión de la Comisión de Presu-

puestos (COBU) de aplazar el voto del MFP por no
cumplirse las condiciones de la Resolución adoptada
el 3 de julio 2013. 

12.11.2013 Acuerdo de conciliación sobre el Presupuesto 2014.
19.11.2013 PARLAMENTO. Aprobación del MFP, el AII y los Pre-

supuestos rectificativos 7 y 8/2013.
2.12.2013 CONSEJO. Adopción del MFP y del AII.
20.12.2013 Publicación del MFP 2014/2020 (Reglamento UE

1311/2013, DO L 347) y del Acuerdo Interinstitucional
sobre disciplina y cooperación presupuestarias y
buena gestión financiera (AII) (DO C 373)

Fase de decisión legislativa: principales eventos

13.3.2013 PARLAMENTO: Adopción de los mandatos de nego-
ciación de los cuatro actos básicos de la PAC

25.3.2013 CONSEJO: Adopción de los mandatos de negociación
sobre los cuatro actos básicos de la PAC.

11.4.2013 Inicio de los trilogos sobre los cuatro actos básicos de la
PAC.

27-28.5.2013 CONSEJO: Consejo Agrícola en Dublín.
25.6.2013 CONSEJO: Acuerdo político sobre la reforma de la PAC.
26.6.2013 Acuerdo político en trilogo sobre la reforma salvo los fle-

cos presupuestarios.
15.7.2013 CONSEJO: El Consejo Agrícola rechaza abrir nuevas ne-

gociaciones sobre los aspectos del MFP relativos a la
PAC. 

17.9.2013 Trilogo sobre los aspectos presupuestarios pendientes
en pagos directos y desarrollo rural.

23.9.2013 CONSEJO: Acuerdo del Consejo Agrícola sobre los as-
pectos presupuestarios de la PAC.

24.9.2013 Último trilogo. Acuerdo político global sobre la reforma de
la PAC, incluidos los aspectos presupuestarios en pagos
directos y desarrollo rural.

30.9.2013 PARLAMENTO: Voto en la COMAGRI de los cuatro tex-
tos legislativos básicos de la PAC y de las medidas tran-
sitorias para 2014. 

20.11.2013 PARLAMENTO. Adopción por el Pleno de los Textos bá-
sicos de la PAC.

16.12.2013 CONSEJO. Adopción de los textos básicos.
20.12.2013 Publicación de los Reglamentos UE 1305 a 1308,

1310/2013 y 1370/2013 (DO L 346 y 347).
21.1.2014 ESPANA. Acuerdo de la Conferencia Sectorial sobre la

aplicación de la reforma de la PAC.
MARZO/ ¿Publicación de los actos delegados y de ejecución
ABRIL 2014 de la nueva PAC?.

Fuente: Elaboración propia.



se ubicaron aquellos que propugnaban extender a la unión la consolida-
ción fiscal ya aplicada a las Haciendas nacionales. Esta postura se apoyaba
en una alianza de circunstancias entre los euro-escépticos de siempre (con
el Reino unido a la cabeza), empeñados en reducir al mínimo las políticas
comunes con gasto, y los defensores de la denominada «austeridad expan-
siva» y las reformas estructurales como condiciones previas para la recu-
peración económica (con Alemania como su máximo valedor en
consonancia con su posición de mayor contribuyente neto al presupuesto).

2.2.1. La fase preparatoria en el Consejo 

A los pocos días de la presentación de las propuestas financieras, el Con-
sejo tomó las primeras decisiones sobre la organización interna de sus
trabajos (12). se asignó al Consejo de Asuntos Generales la responsabili-
dad de buscar el consenso entre los Estados con el fin de presentar al
Consejo Europeo un paquete con los elementos clave del MFP y del sis-
tema de recursos propios para su acuerdo unánime (Tabla 2). Las suce-
sivas presidencias rotatorias del Consejo de Asuntos Generales se vieron
asistidas en su labor a nivel político por el CoREPER (Comité de repre-
sentantes permanentes de los 27 Estados miembros) y a nivel técnico por
el llamado «Grupo de amigos de las Presidencia» (formado por expertos
en la materia procedentes de las administraciones nacionales) (Tabla 2).

La metodología de trabajo se basó en la elaboración de un «marco de ne-
gociación» («negotiating box») (13) al que incorporar paulatinamente los
principales parámetros del paquete financiero (Tabla 2). En principio, éste
se debía circunscribir al ámbito estricto de las disposiciones sobre recursos
propios y a fijar los importes globales de las rúbricas y sub-rúbricas de la
programación del gasto y de las reservas anexas fuera del Presupuesto, sin
entrar en los ámbitos de actuación del PLo. sin embargo, el Consejo no
tuvo ningún reparo en introducir en el «marco de negociación» práctica-
mente todos los aspectos financieros de las propuestas de la Comisión que
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(12 )Véase http://www.consilium.europa.eu/special-reports/mff?lang=es para las reglas decisorias del MFP en
el Consejo.

(13 )Véase: http://www.consilium.europa.eu/special-reports/mff/documents?lang=es#1.



daban cuerpo a las reformas de las políticas comunes para el periodo
2014/2020, nada menos que 70 actos legislativos relativos fundamental-
mente a la política de cohesión, la de pesca, la de investigación, y, como
no, a la PAC. Para el PE con tal proceder se vulneraba el Tratado al vaciar
de contenido sus prerrogativas competenciales. basta pensar en lo que se
refiere específicamente a la PAC que la presidencia danesa del Consejo
incorporó en la «negotiating box» nada menos que las disposiciones
sobre: la asignación de los nuevos pagos directos entre los Estados (con-
vergencia externa); el porcentaje del nuevo pago verde (greening) dentro
de los sobres nacionales de pagos; las reglas de flexibilidad entre los dos
pilares de la PAC; la degresividad y los techos de ayuda a las grandes ex-
plotaciones (capping); las reglas de disciplina financiera a aplicar a los pagos
directos; o, en fin, los criterios de redistribución entre los Estados del pre-
supuesto del desarrollo rural y sus porcentajes de cofinanciación.
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Tabla 2

REsuMEn dE Los FoRMATos dE LAs nEGoCIACIonEs FInAnCIERAs y AGRARIAs

NEGOCIACIONES FINANCIERAS (MFP 2014/2020) NEGOCIACIONES AGRARIAS (Reforma de la PAC)

MARCO DE ACTUACIÓN: Negociación en trilateral
(Comisión, Consejo, Parlamento Europeo).
ACTOS JURÍDICOS (con diversos procedimientos de
decisión): Reglamento sobre el MFP; diversos actos
sobre los recursos propios; y Acuerdo Interinstitucional
(AII).

MARCO DE ACTUACIÓN: Negociación en trilogos
según los actos básicos.
ACTOS JURIDICOS: Reglamentos de base de la PAC
(según el procedimiento legislativo ordinario - anterior-
mente denominado de codecisión)

CONSEJO

1) Negociador: Presidencias generales del Consejo.
2) Actores: Consejo de Asuntos Generales, apoyado por
el COREPER y el Grupo de amigos de la Presidencia
(expertos), pero bajo el mandato negociador de facto
del Consejo Europeo.
3) Metodología de trabajo: Mandato negociador del MFP
(Negotiating Box) que se impone a su vez a las nego-
ciaciones agrarias.

CONSEJO

1) Negociador: Presidencias agrícolas del Consejo.
2) Actores: Consejo de Ministros de Agricultura apoyado
por el Comité Especial Agrícola y bajo la férula del man-
dato negociador fijado por el Consejo Europeo sobre
todos los aspectos financieros de la PAC.
3) Metodología de trabajo: Mandato negociador con en-
miendas a las propuestas legislativas (salvo en lo que
respecta a los aspectos financieros de los Reglamentos).

PARLAMENTO

1) Negociador: Grupo de contacto, liderado por el Pre-
sidente del Parlamento Europeo.
2) Actores: Comisión de Presupuesto (COBU) y Pleno
del Parlamento Europeo.
3) Formato: Mandato negociador del Pleno del Parla-
mento Europeo a favor del Grupo de Contacto.

PARLAMENTO 

1) Negociador: Ponentes de cada acto básico con el
Presidente de la COMAGRI y los ponentes en la som-
bra.
2) Actores: Comisión de Agricultura y Desarrollo Rural
(COMAGRI) y Pleno del Parlamento.
3) Formato: Mandato negociador y enmiendas a las pro-
puestas legislativas fundadas en una modificación del
procedimiento interno (nuevos Artículos 70 y 70bis) a fin
de preservar la primera lectura durante la negociación.

Fuente: Elaboración propia.



2.2.2. La fase preparatoria en el Parlamento Europeo  

El PE encomendó a su Comisión de Presupuesto la tarea de definir su
posición negociadora. Para realizar su labor se apoyó en los trabajos rea-
lizados previamente por la «Comisión  Especial sobre retos políticos y re-
cursos presupuestarios para una Europa sostenible después de 2013»
(«suRE Committee»), que fue disuelta con la presentación de las pro-
puestas de la Comisión, en junio 2011 (14) (Tabla 1). Los trabajos pre-
paratorios de la Comisión de Presupuestos desembocaron en la adopción
por el Pleno del Parlamento de dos resoluciones, de junio de 2012 y oc-
tubre de 2012 (15), en las que reiteró las prioridades financieras que ya
había enunciado en su resolución del 8 de junio de 2011 (§2.2) (Tabla
1). En ellas expresó así mismo su firme intención de hacer valer todas
sus competencias presupuestarias y legislativas a modo de toque de aten-
ción al Consejo por si insistía en incluir dentro del reglamento del MFP
elementos correspondientes a las negociaciones legislativas en curso sobre
las políticas comunes, tal como apuntaba el diseño de la «negotiating
box». A diferencia del Consejo, el Parlamento separó nítidamente los
dos ámbitos de negociación, el presupuestario y el agrícola:

n La negociación financiera fue asignada a un Grupo de Contacto, lide-
rado por el Presidente de la Asamblea en persona, con representantes
de la Comisión de Presupuesto y de las principales comisiones parla-
mentarias sectoriales con políticas de gasto (Tabla 2). se acotó su ám-
bito de actuación al establecimiento de las reglas sobre los recursos
propios y a la decisión sobre las rúbricas generales de gasto de la MFP
(incluidas las reservas), si fuera menester en coordinación con las co-
misiones responsables de las negociaciones legislativas y sin menoscabo
en ningún caso de su capacidad de enmienda al articulado de las pro-
puestas legislativas.
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(14) http://www.europarl.europa.eu/meetdocs/2009_2014/organes/sure/sure_7leg_meetinglist.htm
(15) Resolución de 13.6.2012. “Marco Financiero Plurianual y recursos propios” (P7_TA(2012)0245):
ht tp : / /www.europar l .europa.eu/s ides/getdoc.do?pubRef=- / /EP//TEXT+TA+P7-TA-2012-

0245+0+doC+XML+V0//Es
Resolución de 23.10.2012. “Marco Financiero Plurianual para el periodo 2014/2020” (P7_TA(2012)0360):
ht tp : / /www.europar l .europa.eu/s ides/getdoc.do?pubRef=- / /EP//TEXT+TA+P7-TA-2012-

0360+0+doC+XML+V0//Es
Resoluciones comentadas en detalle en: Little et al. (2013): section 2.



n Les correspondía a las respectivas comisiones parlamentarias (en nues-
tro caso, la de Agricultura y desarrollo Rural - CoMAGRI, compuesta
por 44 miembros) el enmendar las disposiciones legislativas propuestas
por la Comisión para luego presentarlas al Pleno para su ratificación,
siguiendo los pasos de los nuevos Artículos 70 y 70bis de su Regla-
mento interno (§3.2.3). una vez adoptado el mandato negociador, el
ponente («rapporteur») de cada acto básico enmendado (16) sería el
encargado de dirigir la discusión en los denominados «trilogos» con los
representantes de la presidencia del Consejo, con el apoyo del presi-
dente de la comisión parlamentaria y los ponentes en la sombra de
todos los grupos políticos de la CoMAGRI («shadow rapporteurs»)
(Tabla 2).

2.3. La fase legislativa de la negociación del MFP 2014/2020

Pese a los esfuerzos de las sucesivas presidencias semestrales del Consejo,
las negociaciones interestatales empezaron muy tarde y tendieron muy
pronto al estancamiento. La división era completa en lo que respecta a la
decisión sobre el montante del presupuesto global y, de refilón, sobre la
magnitud de los recortes a implantar en las dos principales partidas del
gasto, la PAC y la política de cohesión. de ahí que tuviera que terciar el
Consejo Europeo de Jefes de Estado y de Gobierno, de acuerdo con el
Artículo 312.2 TFuE, a fin de desbloquear los debates y dar paso a la
fase legislativo-presupuestaria propiamente dicha (Tabla 1).

El 7 y 8 de febrero de 2013 el Consejo Europeo alcanzó un acuerdo de
principios sobre el próximo MFP (17). Por vez primera en la historia de
la unión, se osó reducir el presupuesto comunitario (Tabla 3). En Euros
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(16) En el ámbito agrícola los ponentes designados por la CoMAGRI para los cuatro actos básicos de la nueva
PAC 2020 fueron: Luís Manuel Capoulas santos (Partido socialista Europeo – PsE - Portugal) para los reglamentos
de pagos directos y de desarrollo rural, Michel dantin (Partido Popular Europeo – PPE - Francia) para la oCM
única, y Giovanni La Via (Partido Popular Europeo – PPE - Italia) para el reglamento horizontal de financiación
y control.

(17) EuCo 37/13, de 8.2.2013 (http://www.consilium.europa.eu/uedocs/cms_data/docs/pressdata/es/ec/
135370.pdf). Para el detalle del Acuerdo del Consejo Europeo de febrero, luego confirmado en junio, y sus im-
plicaciones para la PAC, véanse Little et al. (2013) y Matthews (2013b, 2013d, 2013e, 2013f y 2013g) (apartado 4
de las referencias bibliográficas).



constantes (a precios 2011) los créditos totales disponibles pasaron de sig-
nificar el 1,12% del Pnb de la uE a 27 para el periodo 2007/2013 a re-
presentar tan sólo el 1% del Pnb a 28, contando con la reciente adhesión
de Croacia. Tal como luego se comenta (§2.4), las grandes cifras no cam-
biaron con el acuerdo político que, finalmente, alcanzaron el Parlamento
Europeo y el Consejo en junio 2013. de resultas de ello, el Consejo
asignó a la Rúbrica 2, “Crecimiento sostenible: recursos naturales”, donde
se integra la PAC, el nada honorable papel de pagana mayor, disminu-
yendo sus créditos en un 11,3% respecto al MFP 2007/2013. Las políticas
a favor de la cohesión económica, social y territorial (Rúbrica 1b) también
redujeron sus créditos (en un 8,4%). La Rúbrica que salió más airosa del
ejercicio fue la dedicada a la competitividad para el crecimiento y el em-
pleo (con un incremento del 37,3%) (Tabla 3).

El compromiso de febrero del Consejo Europeo consagró pues la auste-
ridad fiscal a nivel supranacional y, plagado de excepciones y compensa-

133
Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 236, 2013

Factores institucionales en la reforma de la PAC 2020

(B.1) Propuesta de la
Comisión

(B.2) Acuerdo final
(Reglamento (UE)

1311/2013)

1.a. Competitividad
1.b. Cohesión
2. Recursos naturales,
incluido 1er pilar PAC
3. Seguridad/ciudadanía
4. Europa global
5. Administración

91,5
354,8
420,7

336,1 (*)
12,4
56,8
57,0

115,5
379,2
386,5

283,1 (*)
18,8
70,0
63,2

125,6
325,2
373,2

277,9 (*)
15,7
58,7
61,6

+37,3%
-8,4%

-11,3%
-17,3%

+26,8%
+3,3%
+8,0%

Créditos totales MFP
(En % PNB UE)

994,2
(1,12% UE 27)

1.033,2
(1,08% UE 28)

960.0
(1,0% UE 28)

-3,5%
(-0,12% UE 28)

Tabla 3

LA EVoLuCIÓn dEL MFP En LAs nEGoCIACIonEs (En MILLARdos dE €, A PRECIos
ConsTAnTEs 2011)

(B) MFP UE-28 del nuevo periodo 2014/2020
Créditos de

compromiso por
Rúbricas (millardos €)

(A) MFP actual UE-27
periodo 2007/2013

Comparación en %
entre 2014/2020 (B.2)

y 2007/2013 (A)

Fuente: Elaboración propia a partir de las propuestas de la Comisión, los análisis del departamento de Estudios agrícolas del PE
(Little et al, 2013: Capítulo 4, p. 39 y ss.) y el Reglamento (uE) 1311/2013 (do L 347 de 20.12.2013).

(*) Pagos directos y gastos de mercado (1er pilar) antes de aplicar la modulación y otras transferencias al 2º pilar de la PAC.



ciones nacionales (18), vino a representar el frágil punto de equilibrio
entre los opuestos intereses estatales en liza. Por otro lado, como cabía
esperar del «Marco de negociación» previamente elaborado por el Con-
sejo de Asuntos Generales, las Conclusiones de la Cumbre incluyeron el
grueso de los aspectos financieros de los textos legislativos de la PAC y
de la política de cohesión. En principio el acuerdo tenía un valor estric-
tamente político, en tanto que el Consejo Europeo no tiene atribuida nin-
guna competencia legislativa (§1.2.3), pero en la practica se convirtió en
el mandato negociador del Consejo en materia financiera. En las mismas
Conclusiones del 7 y 8 de febrero, el Consejo Europeo invitó a la Presi-
dencia (irlandesa) del Consejo a entablar inmediatamente contacto con
el Parlamento a fin de adoptar lo más rápidamente posible el reglamento
sobre el marco de gasto plurianual 2014/2020; los cinco actos legislativos
sobre el sistema de recursos propios de la unión; y un nuevo Acuerdo
Interinstitucional sobre cooperación presupuestaria y buena gestión fi-
nanciera (§2.1). 

El PE no tardó en reaccionar. En sus Resoluciones de 2011 y 2012 (§2.2),
había ya advertido que se oponía a la congelación (en términos nominales)
del futuro marco financiero global que la Comisión propugnaba (equiva-
lente a 1,08% del Pnb de la uE a 28) (Tabla 3). El 13 de marzo de 2013
el Pleno del Parlamento terció sobre las Conclusiones del Consejo Eu-
ropeo rechazándolas de plano por abrumadora mayoría (506 votos a
favor, 161 en contra y 23 abstenciones) (19) (Tabla 1). se alegó que no
reflejaban las prioridades presupuestarias fijadas por la Asamblea para
acto seguido mostrar su disposición a abrir negociaciones con el Consejo
de acuerdo con las siguientes directrices: 
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(18) Las concesiones a los Estados acordadas por la Cumbre de febrero de 2013 ascendieron a 17,7 millardos
de Euros, de los que 5.536 millones correspondieron al desarrollo rural (a precios constantes 2011). Este montante
equivaldría al 6,5% del Presupuesto global para el segundo pilar del periodo 2014/2020 (a comparar con el 5,8%
que significaron las compensaciones rurales para los Estados adoptadas por el Consejo Europeo de diciembre de
2005 para el periodo 2007/2013). España obtuvo 2.374 millones de Euros (1.874 millones por la política de co-
hesión y 500 millones para el desarrollo rural). Las concesiones asignadas a España en 2005 fueron similares si
bien que entonces no incluyeron aportación alguna para sus programas de desarrollo rural.

(19) Resolución P7_TA(2013)0078 de 13.3.2013 relativa a las Conclusiones del Consejo Europeo de los días
7 y 8 de febrero sobre el MFP (disponible en http://www.europarl.europa.eu/sides/getdoc.do?pubRef=-
//EP//TEXT+TA+P7-TA-2013-0078+0+doC+XML+V0//Es). Comentada en delors y Vitorino, 2013 (apartado
4 de las referencias bibliográficas).



n El incremento de las inversiones en favor de la competitividad y la in-
novación.

n una mayor flexibilidad en la gestión de los créditos (interanual y entre
grandes rúbricas) que permitiera la transferencia de los montantes no
utilizados.

n La posibilidad de una revisión a medio plazo de los niveles de gasto
adoptados para el periodo 2014/2020, alegando dos argumentos de
peso. El primero fue la restricción en las prerrogativas de las institucio-
nes supranacionales que supondría adoptar un presupuesto para todo
un septenio, con efectos sobre dos legislaturas, coartando toda reacción
de la unión en un contexto económico extraordinariamente voluble.
se adujo además la probable mejora de la economía y las finanzas eu-
ropeas, hoy en estado de emergencia, y la posible adopción de un
nuevo sistema de recursos propios de la unión. Ambos factores per-
mitirían incrementar su capacidad de intervención, capitidisminuida
por el Consejo Europeo.

n La refinanciación previa de los déficits estructurales de pagos acumu-
lados durante el periodo 2007/2013. unos déficits que fueron ocasio-
nados por el bajo nivel de los créditos de pagos en comparación a los
créditos de compromiso, situación que, de seguir las Conclusiones del
Consejo Europeo, no haría sino agravarse en el futuro (20). En este
sentido se propugnó aprobar un presupuesto rectificativo para 2013
que cubriera, como mínimo, los 11,2 millardos de Euros pendientes
de pago. 

n El respeto de las reglas de los diferentes procedimientos de negocia-
ción, presupuestario (MFP) y legislativos (actos de las políticas comu-
nes, a adoptar en codecisión - PLo). 

n y, en fin, el apoyo a la hoja de ruta vinculante propuesta por la Comi-
sión para una reforma en profundidad del sistema de recursos propios
de la unión a medio plazo.
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(20) La Cumbre fijo en 908,4 millardos los créditos totales disponibles para pagos, sustancialmente por debajo
de los créditos de compromiso, 960 millardos (Tabla 3 - b.2). En estas circunstancias, el PE se negó a endosar los
déficits acumulados a los diputados elegidos en 2014 e hipotecar así sus competencias presupuestarias.



Resaltemos cómo la Resolución del Parlamento del 13 de marzo no im-
puso un aumento del Presupuesto de la PAC para el periodo 2014/2020,
dando por hecho que los montantes globales asignados por el Consejo
Europeo difícilmente se verían modificados. otro elemento a destacar es
que el PE convirtió de facto la aprobación de un presupuesto rectificativo
para el ejercicio 2013 en una precondición de la adopción del nuevo MFP
2014/2020. Lo que implicaba involucrar a un nuevo actor en la negocia-
ción, el Consejo de Ministros de Economía y Finanzas (ECoFIn), a fin
de cuentas el responsable interestatal de la confección de los presupuestos
anuales de la unión. 

Las Presidencias del Consejo, del Parlamento y de la Comisión acordaron
iniciar el 13 de mayo las negociaciones del paquete financiero (Tabla 1).
se incluyó expresamente el compromiso político de buscar una solución
a los desequilibrios pasados y futuros con la adopción de un presupuesto
rectificativo para el ejercicio 2013. El 14 de mayo se reunió el ECoFIn
que, a fin de satisfacer el prerrequisito impuesto por el PE, aceptó un in-
cremento de los pagos para 2013, a cubrir en dos tiempos: 7,3 millardos
a desembolsar inmediatamente y el resto (3,9 millardos) después del ve-
rano (21). sin embargo, en su documento de conclusiones el ECoFIn
añadió una coletilla: el presupuesto rectificativo nº 2/2013 con los 7,3 mi-
llardos adicionales (¡no los 11,2 millardos!) se adoptaría siempre en pa-
ralelo al MFP. En suma, para el Consejo el desembolso equivalía a cerrar
el tema del presupuesto anual 2013 a fin de proseguir las negociaciones
del MFP con el Parlamento. Por el contrario, para esta Institución, aún
reconociendo el esfuerzo efectuado, la propuesta del Consejo significaba
solamente el inicio de la negociación propiamente dicha, que sólo podría
concluirse con la entrega de los 11,2 millardos, tal como exigen las reglas
financieras en vigor. A finales de mayo (Tabla 1), mediante una declara-
ción política,  el Parlamento confirmó que las negociaciones sobre el MFP
no concluirían antes de que no se hicieran totalmente efectivos los pagos
pendientes.

Consumado el bloqueo negociador, la presidencia irlandesa redobló sus
esfuerzos para cambiar la posición del Consejo y permitir la presentación
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(21) disponible en: http://www.consilium.europa.eu/uedocs/cms_data/docs/pressdata/en/ecofin/137116.pdf.



al Parlamento de un texto de compromiso que diera cuerpo al nuevo
marco financiero plurianual para su aprobación por mayoría (acorde con
el Artículo 312.2 TFuE). durante el mes de junio se registraron avances
efectivos en los encuentros trilaterales: el Consejo aceptó una reforma
intermedia del MFP antes de finales de 2016 a fin reevaluar las priori-
dades políticas de la unión; el Consejo aceptó igualmente constituir un
grupo interinstitucional de alto nivel que examinara la reforma del sis-
tema de recursos propios de forma urgente a fin de presentar sus pri-
meras evaluaciones en 2014 y, en última instancia, sentar las bases de
un nuevo régimen con la revisión intermedia de 2017; dio a su vez su
visto bueno a un mayor grado de flexibilidad en el MFP 2014/2020 con
miras de aprovechar los correspondientes límites máximos para los com-
promisos (960 millardos de Euros) y los pagos (908,4 millardos) me-
diante la creación de márgenes globales en ambos créditos que
permitieran la prórroga automática de los montantes no utilizados de un
ejercicio al siguiente, aunque impuso estrictos plazos e importes a su uti-
lización; con tales normas de flexibilidad se otorgaba implícitamente una
financiación adicional a los programas de crecimiento y empleo, y en
particular a la denominada «Iniciativa de Empleo Juvenil»; por último,
en línea con las peticiones del Parlamento, el Consejo aceptó incremen-
tar en 1000 millones de Euros el programa de distribución de alimentos
(traspasado de la PAC a la política social en el próximo periodo pluria-
nual) y se avino a anticipar créditos para los ejercicios 2014/2015 para la
Iniciativa de Empleo Juvenil y los programas Horizonte 2020, Erasmus
y CosME.

Con estas concesiones el 27 de junio se alcanzó un acuerdo político tri-
lateral sobre el MFP 2014/2020. Al día siguiente, el Consejo Europeo
confirmó el acuerdo y una semana más tarde, el 3 de julio, el Pleno del
Parlamento Europeo votó una Resolución en el mismo sentido (22)
(Tabla 1). Faltaba solamente formalizar la adopción de los textos legales
derivados del acuerdo político, una vez fueran traducidos en todas las
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(22) Resolución de 3.7.2013 sobre el acuerdo político sobre el Marco Financiero Plurianual 2014/2020
(P7_TA(2013)0304) (disponible en http://www.europarl.europa.eu/sides/getdoc.do?pubRef=-//EP//TEXT+
TA+P7-TA-2013-0304+0+doC+XML+V0//Es)



lenguas comunitaria (23). sin embargo, en su Resolución del 3 de julio
había listado, a título recordatorio, las condiciones que debían darse para
la ratificación definitiva, previsto para el 11 de septiembre, a saber: la
constitución inmediata del grupo de trabajo sobre los recursos propios;
una decisión formal del Consejo sobre el presupuesto rectificativo nº
2/2013 por valor de 7,3 millardos de Euros y el compromiso de aprobar
sin demora otro presupuesto rectificativo hasta cubrir por completo el
desembolso de los pagos pendientes (11,2 millardos); y, en fin, el respeto
de la  autonomía de las negociaciones del MFP respecto a las reformas
de la PAC y de la política de cohesión, a adoptar en codecisión (lo que
implicaba de facto proseguir la negociación en trilogo de las disposicio-
nes financieras de los actos básicos agrarios y regionales a costa de mo-
dificar el «mandato de negociación» del Consejo Europeo de febrero
de 2013).

Llegado el momento del voto del Pleno, en septiembre, la Comisión de
Presupuesto del Parlamento (Cobu) decidió in extremis suspenderlo
sine die (Tabla 1) al constatar que no se cumplían las condiciones reque-
ridas en la Resolución del 3 de julio: el Consejo no había tomado la de-
cisión relativa al mandato negociador para el grupo de alto nivel sobre
los recursos propios; no se había garantizado tampoco la cobertura del
déficit en pagos por 3,9 millardos de Euros; se constató además que, con-
tra lo pactado, el ECoFIn insistía en reducir los créditos a jóvenes,
PyME e investigación y desarrollo en el Presupuesto anual de 2014, en
fase de negociación paralela; y, en fin, el Consejo se resistía aún a entablar
negociaciones en trilogo sobre los aspectos presupuestarios de la reforma
de la PAC y de la política de cohesión, vulnerando las bases jurídicas y
procedimientos establecidos en el Tratado de Lisboa (en el apartado
§3.3.4 se comentarán las últimas incidencias respecto a la PAC en este
asunto).

La decisión de aplazar el voto por parte de la Cobu (a la sazón la actora
principal en las negociaciones del MFP (Tabla 2) fue precedida por una
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(23) Los textos derivados del acuerdo del Consejo Europeo del 28 de junio se encuentran disponibles en:
http://www.consilium.europa.eu/special-reports/mff/documents?lang=es#1



declaración en este sentido de los tres principales grupos políticos de la
Asamblea, el Popular (PPE), el socialista (s&d) y el Liberal (ALdE). La
firme posición de los líderes de estas formaciones respondía a una de-
fensa de las prerrogativas de la Cámara impidiendo de soslayo que los di-
putados en el Plenario tuvieran que decantarse entre una de las tres
disciplinas que encarnan sus mandatos: la nacional (disciplina al Gobierno
de turno), la ideológica (disciplina de partido) o la institucional (disciplina
respecto a los órganos parlamentarios). Retengamos que el 55% de los
eurodiputados están hoy por hoy ligados a partidos actualmente en el go-
bierno en sus respectivos países y un voto del Plenario apenas unos meses
antes de la expiración de la legislatura y la confección de las listas para las
elecciones europeas de mayo de 2014 corría el riesgo de desgarrar el
Pleno en una negociación crucial que condicionaría decisivamente las
competencias de la próxima Asamblea.

Finalmente el Consejo dio su brazo a torcer y se cumplieron estrictamente
los términos del acuerdo político sobre el MFP del 27 de junio (Tabla
1). El 12 de noviembre se concilió el presupuesto anual 2014 que man-
tenía las prioridades previamente fijadas. El 19 de noviembre el Pleno
del Parlamento dio su aprobación al MFP (24), al Acuerdo Interinstitu-
cional y a los presupuestos rectificativos 7 y 8/2013 que formalizaban el
pago de los atrasos pendientes. Acto seguido, el 2 de diciembre, el Con-
sejo hizo lo propio. Por último, el 20 de diciembre se publicaron los tex-
tos en el diario oficial del  MFP (Reglamento (uE) 1311/2013, do L
347) y del Acuerdo Interinstitucional (do C 373) (25). La revisión del
sistema de recursos propios tendrá que esperar a 2016. una negociación
que apunta a ser tanto o más ardua que la del MFP 2014/2020.

2.4. La PAC en el MFP 2014/2020: las cifras globales

Para el Parlamento Europeo una condición sine qua non para el voto y
aprobación de los textos legislativos de la reforma de la PAC es que se

139
Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 236, 2013

Factores institucionales en la reforma de la PAC 2020

(24) http://www.europarl.europa.eu/sides/getdoc.do?pubRef=-//EP//TEXT+TA+20131119+ToC+doC+
XML+V0//Es

(25) http://ec.europa.eu/budget/mff/figures/index_en.cfm#documents



diera un acuerdo previo sobre el MFP 2014/2020 que fijara los montantes
globales de sus dos pilares y los importes de la reserva de crisis. El resto
de disposiciones financieras insertas en los actos de base de la reforma
se establecerían en los trilogos agrarios (§3). En diciembre de 2013, con
las negociaciones financieras concluidas y los textos publicados  se con-
firmó que las rúbricas globales resultantes para la PAC no se alejaban de
las decididas por el Consejo Europeo en febrero de 2013 en tanto que,
como vimos, las presiones del Parlamento se orientaron a mejorar otros
apartados del MFP.

si comparamos los últimos ejercicios de los dos marcos financieros, 2013
y 2020, en Euros constantes (precios 2011), la PAC reduciría sus créditos
totales en un 14,1%, pasando de 57 millones en 2013 a 49 millones en
2020 (Tabla 4). La principal sacrificada sería la política de desarrollo rural
con una caída del 17,8%, sustancialmente superior a lo que propuso ori-
ginalmente la Comisión (Tabla 4). no obstante, si se desglosa el primer
pilar (con un descenso global del 13% entre 2013 y 2020) en sus dos com-
ponentes (pagos directos y oCM única), la máxima perdedora en el seno
de la nueva PAC resultaría ser la política de mercados. obcecados los
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Tabla 4

RúbRICA 2: CoMPARACIÓn dE Los EJERCICIos 2013 y 2020 (A PRECIos ConsTAnTEs 2011)

Fuente: Elaboración propia a partir de las propuestas de la Comisión, los análisis del departamento de Estudios agrícolas del PE
(Little et al, 2013: Capítulo 4, p. 39 y ss.) y el Reglamento (uE) 1311/2013 (do L 347 de 20.12.2013).

(*) Para facilitar las comparaciones, las cifras del ejercicio 2013 correspondientes a los pagos directos y los gastos de mercados
(oCM) incorporan los efectos de la modulación obligatoria y han sido reducidas.

Propuesta de la Comisión
y % de reducción sobre 2013

Acuerdo final y % de
reducción sobre 2013

(a) Pagos directos + OCM
(b) Desarrollo Rural
(a+b) Total PAC

43.180
13.890
57.070

38.309 (-11,3%)
12.092 (-13,0%)
50.041 (-12,3%)

37.605 (-13,0%)
11.426 (-17,8%)
49.031 (-14,1%

(c) Otros créditos de la
Rúbrica 2 (pesca, medio
ambiente, agencias,
margen)

2.563 2.307 (-10,0%) 1.527 (-40,4%)

Total Rúbrica 2: (a) a (e) 59.633 52.348 (-12,2%) 50.558 (-15,3%)

Ejercicio 2020
Créditos de compromiso

de la Rúbrica 2 (en millones
de Euros)

Ejercicio 2103 (baseline)



negociadores por salvar la cara ante sus representados y mantener los cré-
ditos (“cheques“) asignados a cada Estado (pagos directos y desarrollo
rural) en un contexto de vacas flacas (26), las medidas de la oCM única
no encontraron valedor y se quedaron sin un adecuado respaldo presu-
puestario, pese a la prolijidad de sus disposiciones (que en el Reglamento
final 1308/2013 ocupan nada menos que 183 paginas, con 207 Conside-
randos, 232 Artículos, y sus correspondientes Anexos). se podrá visuali-
zar en toda su extensión la magra disponibilidad presupuestaria cuando,
a partir de 2014, se concreten aspectos complementarios de la reforma
como el «paquete promoción», el segundo «paquete lácteo», o los pro-
gramas de fomento del consumo de frutas y lácteos en las escuelas.

Comparados los periodos 2007/2013 y 2014/2020, las acciones bajo la
oCM única caerían en torno a un 40%, mientras que los pagos directos,
bajarían apenas un 3% (de 272,8 a 265,1 millardos). Ello sin contar con
la nueva reserva de crisis que la propuesta de la Comisión había ubicado
fuera del Presupuesto de la PAC con vistas a ganar flexibilidad y sortear
la austeridad reinante. El Consejo Europeo la cargó de nuevo a la oCM
al tiempo que eliminaba el margen de 300 millones anuales para impre-
vistos. Ante la evidencia que el presupuesto de mercados se había que-
dado en mantillas y no podía cubrir los 400 millones de Euros anuales
de la nueva reserva, decidió alimentarla mediante la disciplina financiera,
es decir, mediante una reducción adicional de los pagos directos inicial-
mente atribuidos a agricultores y Estados (265.127 millones para todo el
periodo 2014/2020), con una franquicia de 2000 Euros. Es de temer sin
embargo que, incluso con la reserva constituida, en los próximos ejerci-
cios se tenga que invocar reiteradamente la disciplina financiera para
afrontar las crisis de mercados que sobrevengan. Como prueba de esta
dinámica, a la que habrá que acostumbrarse, para 2013 se ha fijado un
ajuste de los importes de los pagos a solicitar a partir de octubre de un
2,45% (27).
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(26) España en este restrictivo contexto salvó los muebles, siendo uno de los países que menos redujo sus cré-
ditos: en pagos directos pasó de 32.472 millones en 2007/2013 a 31.725 millones en 2014/2020, a precios cons-
tantes 2011, con una caída total de un 2,3%; en desarrollo rural la cosa fue algo peor, con una reducción del 9,7%
(con 7.368 millones en 2014/2020 frente a los 8.161 millones de 2007/2013). Véase, Little et al. (2013), págs. 44-
45.

(27) Reglamento (uE) 1181/2013 (do L 313 de 22.11.2013).



3. LAs nEGoCIACIonEs LEGIsLATIVAs AGRARIAs: HACIA LA PAC 2020

3.1. El nuevo marco legislativo del Tratado de Lisboa para la agricultura  

Tal como se avanzó (§1.1), el TFuE incorporó dos grandes novedades
legislativas con impacto directo en la agricultura: a) convirtió el «procedi-
miento legislativo ordinario» (PLo) como la regla general para la toma
de decisiones de los actos de la PAC, en sustitución de la simple consulta
(Artículos 42 §1 y 43.2), si bien que incluyendo algunas significativas ex-
cepciones en favor del Consejo (§3.1.1); y b) mantuvo los instrumentos
jurídicos existentes (reglamentos, directivas, decisiones, recomendaciones
y opiniones) (Artículo 288) pero estableciendo una clara distinción entre
los actos legislativos (o actos de base) (Artículo 289) y los no legislativos
(actos delegados y actos de ejecución) (Artículos 290 y 291), llamada a
tener una gran trascendencia en la aplicación de la nueva PAC (§3.1.2).

3.1.1. La PAC de la codecisión y sus excepciones

El PLo cubre actualmente la mayor parte de los ámbitos que requieren
una mayoría cualificada en el Consejo, incluida la PAC (Artículos 42.1 y
43.3 TFuE). Retoma el formato del anterior procedimiento de codeci-
sión, con tres lecturas, donde Parlamento y Consejo juegan su papel de
colegisladores en plano de igualdad. En la fase de primera lectura el PE
adopta una posición por mayoría simple de sus 764 miembros y el Con-
sejo por mayoría cualificada (28). si el Consejo aprueba la posición del
PE se adopta el acto legislativo. de no haber acuerdo, durante la fase de
la segunda lectura el PE dispone de tres meses para pronunciarse sobre
la posición del Consejo con tres opciones: 1) puede aprobar la propuesta
modificada por el Consejo o no pronunciarse, con lo que el acto queda
adoptado; 2) puede asimismo rechazarla por mayoría absoluta de sus
miembros con lo que se concluye el procedimiento; y, finalmente, 3)
puede enmendar la posición del Consejo por mayoría absoluta de sus
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(28) En la uE a 28 esta mayoría cualificada se obtiene con el apoyo de al menos 15 Estados con 260 votos de
un total de 352. España tiene atribuidos 27 votos, al igual que Polonia, situándose solamente por detrás de Ale-
mania, Francia, Italia y el Reino unido (que cuentan con 29 cada uno).



miembros y someterle de nuevo el texto. El Consejo en los tres meses si-
guientes a su recepción puede decidir por mayoría cualificada sobre las
enmiendas del PE o por unanimidad sobre aquellas que hayan recibido
un dictamen negativo por parte de la Comisión. si aprueba todas las en-
miendas parlamentarias, el acto queda adoptado. En su defecto, se con-
voca un Comité de Conciliación en un plazo de seis semanas, compuesto
paritariamente por representantes del Consejo y del PE, con la asistencia
de la Comisión.

El Comité examina los textos sobre la base de las posiciones previas de
los colegisladores y dispone de seis semanas para elaborar un redactado
común que deberá ser aprobado por mayoría cualificada de los miembros
del Consejo o sus representantes y por mayoría de los delegados del PE.
si en el plazo previsto no hay acuerdo se concluye el procedimiento. si
el Comité de Conciliación aprueba un texto común, éste es sometido al
Consejo y al PE para su aprobación en tercera lectura. Ambos colegisla-
dores disponen de seis semanas para ratificarlo, el Consejo por mayoría
cualificada y el PE por mayoría de los votos emitidos. El acto es adoptado
formalmente con la aprobación conjunta. si expira el plazo sin que una
de las dos Instituciones le dé su beneplácito, el procedimiento concluye
con la no adopción del acto en cuestión.

Aunque el PLo constituye el procedimiento de derecho común en agri-
cultura, el TFuE le impuso dos sustanciales excepciones:

n dentro del régimen especial de la competencia en agricultura, sólo el
Consejo puede autorizar la concesión de ayudas en favor de las explo-
taciones desfavorecidas por condiciones estructurales o naturales y en
el marco de programas de desarrollo económico (Artículo 42.2 TFuE).

n sólo el Consejo puede adoptar las medidas relativas a la fijación de los
precios, las exacciones, las ayudas y las limitaciones cuantitativas (cuo-
tas) (Artículo 43.3 TFuE).

El TJuE siempre ha estimado que las excepciones a una norma general
deben ser de interpretación estricta, la cual se ve respaldada por las refe-
rencias generales a los «objetivos de la PAC» en los mismos Artículos 42
y 43 del Tratado, confirmando el carácter teleológico que inspira el pro-
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ceso de atribución de competencias en la unión (§1.2.1). El PE hizo suya
tal perspectiva y abogó por una interpretación restrictiva de las dos ex-
cepciones agrícolas, muy especialmente la relativa a la fijación de los pre-
cios, exacciones, ayudas y limitaciones cuantitativas, que, a fin de cuentas,
es la única que ha sido invocada por la Comisión y el Consejo y ha puesto
problemas en cuanto al diseño del procedimiento decisorio de la reforma
de la PAC de 2013. 

En su temprana Resolución de 7 de mayo de 2009 (29) el PE subrayó
que el PLo «se aplicará a toda legislación en el ámbito de la agricultura,
de conformidad con el artículo 43, apartado 2, del TFuE, y que así será
especialmente en lo que se refiere a los cuatro textos horizontales princi-
pales en el ámbito de la agricultura (la organización común de los merca-
dos agrícolas, el reglamento de los pagos directos, el reglamento de
desarrollo rural y las financiación de la PAC». En otro apartado de la
misma Resolución se recalcó que «el artículo 43, apartado 3, del TFuE
no establece un fundamento jurídico ni ninguna competencia autónoma
que permita la adopción o la modificación de cualquiera de los actos del
Consejo actualmente en vigor en el ámbito de la PAC». 

La referencia en la Resolución a los cuatro textos básicos de la nueva PAC
equivalía de hecho a rechazar toda competencia del Consejo en materia
de regímenes de precios, exacciones, ayudas o cuotas. El PE entendía
además que el Artículo 43.3 del Tratado no creaba un procedimiento es-
pecial para la excepción, de lo que se deducía que los actos dictados sobre
esta base no tenían carácter legislativo, sino ejecutivo. Por consiguiente,
el término «fijación» debía ser interpretado en su sentido etimológico: el
establecimiento de los importes o niveles (cuantificación) (30). de am-
pliarse la reserva en favor del Consejo a la definición de los regímenes
de los mecanismos de la PAC se excluiría al PE de la revisión de una
parte sustancial de la oCM única y convertiría en un espejismo la exten-
sión del PLo a la agricultura. Así las cosas, en las vísperas del debate le-
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(29) Resolución T6-0373/2009 sobre las nuevas competencias del Parlamento Europeo y sus responsabilidades
en la aplicación del Tratado de Lisboa (Informe Leinen, apartados 30 y 31), disponible en: http://www.europarl.eu-
ropa.eu/sides/getdoc.do?pubRef=-//EP//TEXT+TA+P6-TA-2009-0373+0+doC+XML+V0//Es 

(30) blumann (2008 y 2011) (Apartado 1 de las referencias bibliográficas).



gislativo sobre la PAC 2020, el conflicto interinstitucional estaba ya ser-
vido desde el momento en que la Comisión y el Consejo persistieron en
invocar el Artículo 43.3 TFuE (§3.2.2 y §3.3.2).

3.1.2. Actos legislativos básicos vs. actos delegados y de ejecución

En la cúspide de la pirámide normativa creada por el TFuE se sitúan los
actos legislativos (reglamentos, directivas y decisiones), adoptados por lo
general conforme al PLo (Artículos 288 y 289 TFuE). Ateniéndonos al
pasado reciente (31), de seguirse las tres lecturas, la adopción de un acto
legislativo requiere de media en torno a unos 30 meses, un plazo a todas
luces exagerado aunque sólo afecta a un 2% de los procedimientos. Por
su parte, los últimos actos adoptados en primera lectura representan el
83% de la legislación y tardan unos 17 meses, un plazo similar al que puede
exigir cualquier proyecto de ley a nivel nacional y perfectamente justificable
si de lo que se trata es de reformar en profundidad los principios y meca-
nismos de una política. sin embargo, si se mide en términos de eficacia,
puede resultar aun excesivamente largo, sobre todo cuando lo que se revisa
son aspectos secundarios o se concreta el despliegue normativo. A fin de
agilizar la toma de decisiones en estos casos, el TFuE dispone dos tipos
de actos no legislativos, los delegados y los de ejecución (32).

El Artículo 290.1 del TFuE establece que un acto legislativo puede de-
legar en la Comisión los poderes para adoptar actos no legislativos de al-
cance general que completarán o modificarán determinados elementos
no esenciales del propio acto legislativo (33). La clave está pues en el acto
de base que ha de concretar el contenido, el alcance y la duración de la
delegación (34). 
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(31) Para las estadísticas legislativas del PE, véase: http://www.ipolnet.ep.parl.union.eu/ipolnet/cms/pid/3138.
(32) sobre el alcance de los actos delegados y de ejecución, véase el apartado 3 de las referencias bibliográficas.
(33) Hay que reconocer que discernir dentro de un acto de base entre elementos esenciales y elementos no

esenciales puede no resultar sencillo en la práctica. no obstante, existe ya una jurisprudencia consolidada del
TJuE, basada muy en particular en la comitología agrícola, que puede ayudar a trazar las líneas divisorias. Véase,
Massot et al., 2010: p. 42. 

(34) Para facilitar la definición de una delegación dentro de un acto básico, la Comisión presentó en 2009 una
Comunicación donde se apuntaban fórmulas estándar, no vinculantes, para las futuras delegaciones (CoM (2009)
673 de 9.12.2009). A partir de la misma, el PE y el Consejo fijaron sus propios modelos a modo de guías de ac-
tuación para sus legisladores.



El segundo y último escalón de la nueva tipología normativa lo conforman
los actos de ejecución, a cargo exclusivamente de la Comisión (Articulo
291 TFuE), que se pueden adoptar sólo cuando sea preciso garantizar
unas condiciones uniformes. En caso contrario, serán los Estados miem-
bros quienes dispongan las medidas de derecho interno necesarias para
la aplicación de los actos de la unión. A diferencia de los actos delegados,
cuyo régimen se establece en el mismo acto básico, las modalidades de
ejercicio de las competencias de ejecución atribuidas a la Comisión se
rigen por un reglamento específico, previsto en el propio Tratado, a adop-
tar por el Consejo y el Parlamento. Este nuevo reglamento entró en vigor
en 2011, reemplazando las reglas vigentes sobre la comitología (35), y en
él se desarrollan los nuevos procedimientos (de examen o consulta) rela-
tivos a los actos de ejecución.

En este contexto, uno de los componentes ineludibles de los reglamentos
de la nueva PAC lo constituye la elección de los actos delegados o los
actos de ejecución para el posterior desarrollo de sus medidas o meca-
nismos. A priori, el PE, tras un análisis caso por caso, se muestra más
partidario de acudir a los actos delegados que a utilizar los actos de eje-
cución. Las delegaciones permiten la salvaguardia de sus prerrogativas
mediante las reglas de aprobación, objeción y revocación de cada una de
ellas, a fijar en el acto de base, mientras que sobre los actos de ejecución
el Parlamento apenas tiene reconocido un derecho de información. El
Consejo por el contrario es más proclive al uso de los actos de ejecución,
con los que los Estados ya están familiarizados tras muchos años de co-
mitología, y sobre los que preservan un cierto control mediante sus re-
presentantes directos en los comités agrícolas de reglamentación. 

3.2. Los primeros pasos de adaptación de la PAC al Tratado de Lisboa 

Con la entrada en vigor del Tratado de Lisboa, se inició una fase de adap-
tación de los actos agrícolas existentes (proceso denominado de «alinea-
miento») que, sin embargo, apenas sirvió para constatar las divergencias
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(35) Reglamento (uE) n° 182/2011 (do L 55 de 28.02.2011), que sustituyó la decisión 1999/468/CE



existentes entre el Parlamento, el Consejo y la Comisión (§3.2.1 y §3.2.2).
Así mismo, la entrada en vigor del PLo, obligó al Parlamento a modificar
su proceso interno de toma de decisiones, para afrontar con garantías los
complejos procedimientos legislativos que comportarían las reformas de
la PAC y otras políticas comunes para el nuevo periodo financiero
2014/2020 (§3.2.3).

3.2.1. El (frustrado) proceso de alineamiento de los actos legislativos agrarios

sin tener que esperar a las propuestas legislativas sobre la nueva PAC
2020, pronto se puso de manifiesto como las excepciones legislativas del
Artículo 43.3 TFuE y la definición concreta de las materias sujetas a de-
legación o a ejecución iban a convertirse en un difícil escollo para la re-
forma agrícola. En el transcurso del último trimestre de 2010, la Comisión
fue presentando una larga ristra de propuestas de codificación y adapta-
ción de todos los actos agrarios vigentes al Tratado de Lisboa, a aprobar
mediante el PLo, contando así con establecer el marco de ejecución agrí-
cola antes del lanzamiento de las negociaciones de la PAC 2020. Con tal
paquete de iniciativas, conocido comúnmente como de «alineamiento»,
la Comisión no hacía más que introducir en el corpus agrario vigente el
nuevo sistema de actos de delegación y ejecución y, en el ámbito especi-
fico de la oCM única (CoM (2010) 799), la excepción legislativa del Ar-
tículo 43.3 TFuE. 

Las dificultades para tejer un compromiso entre las posiciones del PE y
del Consejo sobre el alcance y contenido del proceso de alineamiento
agrícola se mostraron insalvables. Además, varias de las propuestas de
modificación resultaban ser los reglamentos de base que deberían ser
poco después reformados para dar paso a la PAC 2020 (36). En estas cir-
cunstancias, el interés en concluir los procedimientos de alineamiento
fue disipándose y, pese a que el Parlamento llegó a adoptar las corres-
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(36) desarrollo rural (CoM (2010) 537 de 30.9.2010); Pagos directos (CoM (2010) 539 de 30.9.2010); Finan-
ciación de la PAC (CoM (2010) 745 de 15.12.2010); Controles del FEAGA (CoM (2010) 761 de 17.12.2010);
Modulación voluntaria (CoM (2010) 772 de 22.12.2010); y oCM única (CoM (2010) 799 de 21.12.2010). 



pondientes enmiendas en primera lectura (37), el Consejo no les dio con-
tinuidad y nunca fijó su posición negociadora. En estas circunstancias, los
debates sobre los nuevos aspectos legislativos del Tratado de Lisboa en
los principales actos agrarios se trasladaron a los procedimientos de re-
forma de la PAC iniciados a finales de 2011. Con tal proceder, la disputa
sobre el futuro despliegue de los actos de delegación y ejecución y, sobre
todo, sobre la excepción del Artículo 43.3 en la oCM única, se integró
de pleno en las negociaciones entre el PE y el Consejo sobre la nueva
PAC, complicando los ya de por sí difíciles debates sobre los nuevos ins-
trumentos agrarios.

3.2.2. El caso particular del Artículo 43.3 TFuE en el proceso legislativo de alineamiento

La Comisión, en la exposición de motivos de su propuesta de codificación
y alineamiento de la oCM única (CoM (2010) 799), confirmó que el Ar-
tículo 43.3 TFuE equivalía a una derogación y que, en consecuencia, debía
ser interpretado restrictivamente para no vaciar de contenido el PLo. sin
embargo, la Comisión también reconoció que constituía una base autó-
noma para la adopción de actos legislativos por el Consejo que ella no
podía ignorar en su calidad de guardiana de los Tratados (Artículo 17.1
TuE). Como resultado, el Ejecutivo comunitario circunscribió la aplica-
ción del Artículo 43.3 TFuE a ocho supuestos: a) en la fijación de los ajus-
tes en los pagos directos a causa de una eventual disciplina financiera
(Artículo 11.2 del Reglamento (CE) nº 73/2009 y Artículo 19.3 del Regla-
mento (CE) nº 1290/2005); y b) en siete intervenciones en su propuesta
modificativa de la oCM única (Reglamento (CE) nº 1234/2007), a saber:
1) las ayudas de almacenamiento de mantequilla; 2) las restituciones a la
producción para el azúcar utilizado por la industria química; 3) las ayudas
directas en el sector lechero a favor de la alimentación animal; 4) las me-
didas de suministro de productos lecheros a los escolares; 5) las ayudas a
los gusanos de seda; 6) la fijación de las restituciones a la exportación; y 7)
la fijación de los precios mínimos a la exportación de plantas vivas.
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(37) Votos del PE de 4 de julio de 2012 sobre los procedimientos de alineamiento de los principales actos bá-
sicos agrarios: P7_TA(2010) 278 (pagos directos); P7_TA(2010) 279 (desarrollo rural); P7_TA(2010) 280 (oCM
única); y P7_TA(2012) 281 (Financiación de la PAC).



La elección de las medidas de la oCM era a todas luces discrecional, sin
darse explicación alguna sobre los criterios utilizados para formular la
propuesta. una posible razón de ello sería que la Comisión, consciente
de la sensibilidad política del tema, jugaba a las acrobacias para contentar
al Consejo sin poner en peligro las prerrogativas legislativas del PE. di-
versos elementos avalan esta interpretación: algunas de las medidas pro-
puestas no tenían créditos efectivos en los presupuestos más recientes
(como las ayudas lácteas para la alimentación animal) o nunca habían sido
aplicadas (como los precios mínimos a la exportación de plantas); otras
estaban condenadas a desaparecer con la nueva PAC, a causa de la ex-
tensión progresiva de la disociación de los pagos (como las ayudas a los
gusanos de seda, las restituciones a la producción para el azúcar con fines
industriales o, en fin, las ya citadas ayudas a la leche para la alimentación
animal); y las restituciones a la exportación, de lejos la medida más im-
portante entre las propuestas en términos financieros pese a su paulatina
caída, deberían en principio extinguirse en el marco de las negociaciones
de doha (tal como ha confirmado la reciente Conferencia de bali) (38).

Como era de suponer, en coherencia con sus pronunciamientos anterio-
res (§3.1.1), el PE, cuando adoptó su posición en primera lectura sobre
la adaptación de la oCM única (nota (37)), eliminó todas las referencias
al Artículo 43.3 TFuE. Tal como se avanzó (§3.2.1), el Consejo dejó las-
timosamente decaer el procedimiento de alineamiento. A sabiendas de
la imposibilidad de llegar a un compromiso satisfactorio, prefirió esperar
a la reforma de la PAC (CoM (2011) 626). Retomaremos pues el tema
cuando comentemos el resultado final de las negociaciones agro-legisla-
tivas (§3.3.2).

3.2.3. La reforma del Artículo 70 del Reglamento interno del Parlamento Europeo

El PE pronto fue consciente de la necesidad de modificar su Reglamento
interno con vistas a abordar las complejas negociaciones interinstitucio-
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(38) Los siete supuestos de la oCM bajo el Artículo 43.3 TFuE en el Presupuesto ejecutado de 2010 y 2011
representaban  443,3 y 248,6 millones de Euros respectivamente (equivalentes a un 7% y un 10% de los créditos
de mercados). de estos totales, las restituciones a la exportación significaban 384,3 millones en 2010 y 179,1 mi-
llones en 2011.



nales de las reformas de las políticas comunes para el periodo 2014/2020
(y, en particular, la PAC). El bloqueo padecido por el proceso de alinea-
miento no hizo sino confirmar la urgencia de tal tarea. El problema radi-
caba en que, de seguir el curso normal de un PLo, el Parlamento tenía
que dedicar la primera lectura (a aprobar por mayoría simple) a fijar su
mandato negociador frente al Consejo, obligándose luego a utilizar la se-
gunda lectura (con voto por mayoría absoluta) para ratificar, o no, los
eventuales acuerdos contraídos en los trilogos. En otros términos, el PE
quemaba sin más una lectura sin haber entrado en la fase de negociación
legislativa propiamente dicha. de ahí que en noviembre de 2012 (Tabla
1) adoptara una Resolución modificando el Artículo 70 de su Reglamento
interno (39). se crearon así dos nuevos procedimientos: 

n de acuerdo con el procedimiento estándar (nuevo Artículo 70) la co-
misión parlamentaria competente sobre el fondo de una propuesta le-
gislativa (en nuestro ámbito, la CoMAGRI) adopta por mayoría simple
las enmiendas al texto y una resolución legislativa que determina el
mandato de negociación y la composición del equipo negociador (di-
rigido por el ponente del informe con el concurso del presidente de la
comisión y los ponentes en la sombra de los grupos políticos) (§2.2.1).
basta notificar el acuerdo al Presidente del PE para iniciar inmediata-
mente las negociaciones interinstitucionales (trilogos). El equipo nego-
ciador ha de informar regularmente a su comisión parlamentaria del
curso de las negociaciones. si hay acuerdo, éste se votará en comisión
y se presentará luego al Pleno para su examen.

n Conforme al procedimiento excepcional (nuevo Artículo 70bis) la co-
misión parlamentaria presenta al Pleno para su confirmación las en-
miendas ya adoptadas por mayoría simple al igual que las propuestas
de mandato y de equipo negociador. En este caso, la apertura de ne-
gociaciones interinstitucionales requiere el acuerdo del Pleno que
puede incluir modificaciones a las enmiendas previamente adoptadas
por la comisión competente. 
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(39) P7_TA(2012)0422 de 20.11.2012 sobre la modificación del artículo 70 del Reglamento del Parlamento
Europeo: http://www.europarl.europa.eu/sides/getdoc.do?pubRef=-//EP//TEXT+TA+P7-TA-2012-0422+0+
doC+XML+V0//Es. sobre el nuevo procedimiento y la reforma de la PAC, véase Matthews (2013a) en el apar-
tado 1 de la bibliografía.



Apuntemos que los mandatos negociadores del PE sobre los cuatro textos
legislativos básicos de reforma de la PAC se formularon en base a los dos
nuevos Artículos del Reglamento interno, sin dilucidar cuál de ellos sería
el más apropiado. de hecho, las enmiendas a las propuestas de la Comi-
sión se adoptaron en la CoMAGRI y luego se pasó al voto del Pleno que
estableció formalmente el mandato negociador. 

3.3. Las negociaciones de la reforma de la PAC

3.3.1. de las propuestas legislativas a la publicación de los textos en diciembre de 2013

Las negociaciones sobre la PAC post 3013 debutaron con una temprana
Resolución del Parlamento Europeo de 8 de julio de 2010 (40) en la que,
adelantándose a la Comisión, se fijaban las grandes orientaciones políticas
de la Asamblea (Tabla 1). El siguiente jalón fue la presentación, en no-
viembre del mismo año, de la Comunicación de la Comisión (41), sobre
la que el PE se pronunció (tras grandes controversias entre el ponente, la
CoMAGRI y el Pleno) en junio de 2011 (42) (Tabla 1). Como colofón,
la Comisión presentó las propuestas legislativas sobre la nueva PAC en
octubre de 2011 (43) (Tabla 1). Los debates en el seno del PE y del Con-
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(40) Resolución P7_TA(2010)  286 de 8.7.2010 (Informe Lyon): http://www.europarl.europa.eu/sides/
getdoc.do?pubRef=-//EP//TEXT+TA+P7-TA-2010-0286+0+doC+XML+V0//Es. 

(41) La PAC en el horizonte 2020: Responder a los retos futuros en el ámbito territorial, de los recursos naturales
y alimentario” (CoM (2010) 672 de 18.11.2010). Para su análisis, véase Massot, 2011 (Apartado 1 de la bibliogra-
fía).

(42) Resolución P7_TA(2011) 297 de 23.6.2011 (Informe dess): http://www.europarl.europa.eu/sides/
getdoc.do?pubRef=-//EP//TEXT+TA+P7-TA-2011-0297+0+doC+XML+V0//Es

(43) Para las propuestas agrarias de la Comisión: http://ec.europa.eu/agriculture/cap-post-2013/legal-
proposals/index_en.htm. El grueso del paquete de reforma de la PAC se concretó en cuatro nuevos reglamentos
sobre:

- Pagos directos (CoM (2011) 625): http://ec.europa.eu/agriculture/cap-post-2013/legal-proposals/com625/
625_es.pdf

- oCM única (CoM (2011) 626): http://ec.europa.eu/agriculture/cap-post-2013/legal-proposals/com626/
626_es.pdf

- desarrollo Rural (CoM (2011) 627): http://ec.europa.eu/agriculture/cap-post-2013/legal-proposals/com627/
627_es.pdf

- Financiación y Control (Regulación Horizontal) (CoM (2011) 628): http://ec.europa.eu/agriculture/cap-post-
2013/legal-proposals/com628/628_es.pdf

Estos cuatro actos legislativos disponían los nuevos mecanismos agrarios y eran completados por otros tres re-
glamentos sobre diferentes aspectos de la aplicación de la nueva PAC entre los que destacaba uno relativo espe-
cíficamente al despliegue del Artículo 43.3 del TFuE (CoM (2011) 629) (§3.3.2).



sejo se prolongaron nada menos que hasta marzo de 2013 (Tabla 1). El
mismo día que el Pleno del Parlamento rechazaba las Conclusiones del
Consejo Europeo sobre el MFP, el 13 de marzo de 2013 (§2.3), se adop-
taron los cuatro mandatos negociadores sobre los actos básicos de la nueva
PAC (44) de conformidad con los Artículos 70 § 2 y 70bis del Reglamento
interno del Parlamento (§3.2.3). A modo de aviso a los navegantes, se ci-
taba expresamente en su encabezado que las dotaciones financieras se es-
tablecerían solamente con el MFP 2014/2020 (§2.3) (45). En justa
correspondencia, el 25 de marzo el Consejo de Ministros de Agricultura
formalizó su propio mandato negociador. de tal guisa, el 1 de abril de
2013 se pudieron iniciar formalmente las negociaciones interinstitucionales
bajo la forma de trilogos (PE, Consejo y Comisión) (Tabla 1).

Como ya se indicó, en junio de 2013, se alcanzó un acuerdo político entre
el Parlamento y el Consejo sobre el MFP 2014/2020 (§2.3). A medida
que se iba gestando este acuerdo los negociadores agrarios tuvieron que
acelerar sus trabajos para no quedar descolgados y cerrar la reforma de
la PAC. Tras más de 40 trilogos se pudo finalmente llegar también a un
acuerdo político en materia agraria, casi en paralelo al pacto presupues-
tario. El 25 de junio lo selló el Consejo y al día siguiente hizo lo propio
el Parlamento (Tabla 1). 

Pasado el verano, se negociaron los flecos presupuestarios relativos a la
PAC (§3.3.3) y el 30 de septiembre la CoMAGRI dio su beneplácito a
los cuatro textos básicos (Tabla 1) junto a un Reglamento de medidas
transitorias para 2014 (dando por sentado que algunos aspectos de la
nueva PAC deberían esperar a 2015 para entrar en vigor). Los últimos
pasos fueron el voto en el Pleno del Parlamento el 20 de noviembre (46),
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(44) Los mandatos negociadores del PE sobre la PAC  se correspondían con cada uno de los cuatro textos le-
gislativos básicos de la reforma: Pagos directos (b7-0079/2013); oCM única (b7-0080/2013); desarrollo rural
(b7-0081/2013); y Regulación Horizontal (b7-0082/2013).

(45) La cita textual tomó la forma de un Considerando con el siguiente redactado: “...la dotación financiera es-
tablecida en la propuesta legislativa solo constituye una indicación a la autoridad legislativa y no se puede fijar hasta
que se llegue a un acuerdo sobre la propuesta de Reglamento por el que se establece el marco financiero plurianual
para el periodo 2014/2020” 

(46) http://www.europarl.europa.eu/sides/getdoc.do?pubRef=-//EP//TEXT+TA+20131120+ToC+doC+
XML+V0//Es. Los 5 textos básicos obtuvieron un aplastante apoyo por parte del Plenario, aunque con distintas
mayorías: 592 votos a favor para el reglamento de medidas transitorias; 576 votos positivos para el de desarrollo
rural; 500 para el reglamento horizontal; 440 en favor de las disposiciones sobre pagos directos; y 426 votos favo-
rables para la oCM única.



la aprobación por el Consejo Agrícola el 16 de diciembre y, como coro-
lario, la publicación de los reglamentos en el diario oficial cuatro días
más tarde (Tabla 1) (47).

Es oportuno resaltar que con la publicación de la legislación básica no ha
concluido la fase negociadora. En el momento de escribir estas líneas
(enero de 2014) proseguían los contactos informales entre Comisión,
Consejo y Parlamento sobre el contenido de los diferentes actos delega-
dos que despliegan los reglamentos. A fin de no poner en peligro la apli-
cación de la nueva PAC es de esperar que se alcance un acuerdo antes
de las elecciones al Parlamento Europeo de mayo de 2014 (Tabla 1).

no constituye el objeto de este artículo analizar el contenido y alcance de
la reforma de la PAC en sí misma (48). nos limitaremos a exponer los
principales puntos críticos que se derivan de comparar los mandatos del
PE y del Consejo entre sí y éstos con el contenido del acuerdo final res-
pecto a dos cuestiones cruciales desde una perspectiva institucional: el al-
cance de la excepción del Artículo 43.3 TFuE a favor del Consejo
(§3.3.2); y la negociación de los aspectos presupuestarios de la PAC ins-
critos en las disposiciones de los actos básicos que, como avanzamos
(§2.2.1), el Consejo Europeo incluyó en su «Marco de negociación»
sobre el MFP (§3.3.4).

3.3.2. Análisis particular de la excepción del Artículo 43.3 TFuE en la nueva oCM

A fin de encuadrar la futura aplicación de la excepción del Artículo 43.3
TFuE, el paquete de propuestas legislativas para la reforma de la PAC
incluyó un acto (CoM (2011) 629) (49) que establecía los supuestos y
condiciones de las competencias del Consejo dentro del marco de la
oCM única (CoM (2011) 626). En coherencia con el planteamiento (po-
líticamente correcto) aplicado en el proceso de alineamiento (§3.2.2), la
Comisión en su nueva propuesta restringió al mínimo el alcance de la ex-
cepción en favor del Consejo. de hecho, amparándose en que algunos
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(47) do L 346 y 347 de 20.12.2013. 
(48) En Massot (2012) puede encontrarse un largo listado de obras sobre la nueva PAC.
(49) disponible en: http://ec.europa.eu/agriculture/cap-post-2013/legal-proposals/com629/629_es.pdf



de los mecanismos entonces propuestos iban a desaparecer con la nueva
PAC, el Ejecutivo pudo reducir su listado a dos medidas: 1) la relativa a
la fijación de la ayuda al suministro de productos lecheros a los niños; y
2) la de fijación de las restituciones a la exportación. Así las cosas, parecía
que el debate sobre la aplicación del Artículo 43.3 TFuE iba bien enca-
rrilado. A modo de empujón final y como confirmación de su postura, el
PE, en sus enmiendas a la oCM, eliminó cualquier referencia en el arti-
culado a la reserva competencial. 

sin embargo, cuando el Consejo, el 25 de marzo (Tabla 1), llegó a adoptar
su propio mandato, no sólo no renunció a sus poderes sino que, fruto de
una lectura literal y extensiva del Tratado, insertó la excepción legislativa
en el articulado de la oCM para nueve medidas: 1) el régimen de fijación
de los precios de referencia; 2) la apertura y cierre de la intervención pú-
blica para la carne de vacuno; 3) las compras de intervención a precio
fijo; 4) los niveles de precios de intervención pública; 5) el régimen de fi-
jación de la ayuda al almacenamiento privado; 6) las medidas de fijación
de la ayuda a la distribución de frutas y hortalizas a los niños; 7) las me-
didas relativas a la fijación de la ayuda y los volúmenes máximos en el su-
ministro de productos lácteos a los escolares; 8) el régimen azucarero; y
9) la fijación de las restituciones a la exportación.

Por si no fuera suficiente, el Consejo, en contra de la Comisión y el Par-
lamento, nunca cejó en su empeño de introducir la excepción legislativa
en la fijación del porcentaje de ajuste anual de los pagos directos a causa
del mecanismo de disciplina financiera. Con motivo fundamentalmente
de sus discrepancias sobre la base jurídica, en octubre de 2013 el Parla-
mento y el Consejo no habían dispuesto porcentaje alguno de reducción
de los pagos correspondientes a 2013 en aplicación de dicho mecanismo.
En virtud de la legislación vigente, la Comisión se vio pues obligada a
establecer por sí misma el porcentaje a deducir (-4%) mediante un Re-
glamento de ejecución (Reglamento (uE) 964/2013, do L 268). Pero
acto seguido la Comisión introdujo una nueva propuesta de reducción,
del 2,45%, al comprobar que sus primeros cálculos eran erróneos. y en
esta ocasión el Parlamento se avino a aceptar la excepción legislativa a
favor del Consejo para favorecer a los agricultores y con el convenci-
miento de que su oposición no obtendría otro resultado que un nuevo
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Reglamento de ejecución de la Comisión. Como colofón, en noviembre
de 2013, con anterioridad incluso a la adopción formal de la nueva PAC,
se publicó el Reglamento (uE) 1181/2013 (do L 313) que establecía la
reducción del 2,45% en los pagos para el ejercicio 2013 en base al Artí-
culo 43.3 TFuE.

El que la excepción persista en la futura PAC no es relevante en términos
cuantitativos, ni por el número de medidas que acoge ni por su dimensión
financiera (50). El problema radica en la consolidación de la base jurídica
del Artículo 43.3 en sí misma, agravada por su (premeditada) generalidad
al englobar, más allá de las especificidades sectoriales, todos los precios
de intervención, la totalidad de las ayudas al almacenamiento privado,
todo tipo de ayudas a los programas alimentarios, las restituciones a la
exportación y, en lo relativo a los pagos directos, las reglas de aplicación
anual de la disciplina financiera.

Existían sin duda argumentos jurídicos de peso que el PE podía blandir
en los trilogos frente al Consejo, como una reiterada doctrina jurispru-
dencial en favor de una interpretación restrictiva de las excepciones le-
gislativas (§3.1.1), o, incluso, el hecho que las restituciones a la
exportación no fueran siquiera citadas en el Artículo 43.3 TFuE, en con-
tra de la interpretación literal que el Consejo invoca de manera recu-
rrente. En última instancia, el problema no era jurídico, sino
fundamentalmente político, en tanto que el Consejo efectuaba un va-
ciado significativo del procedimiento legislativo ordinario a costa de las
prerrogativas del PE. 

Con tales mimbres, el Parlamento reintentó restringir la excepción du-
rante la negociación de la oCM pero el Consejo, una vez más, se cerró
en banda y, como máximo, accedió a eliminar la referencia al Artículo
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(50) si las reservas competenciales proyectadas con el alineamiento ascendían como máximo a un 10% del pre-
supuesto de intervenciones en mercados (nota (38)), con la oCM reformada se situarían en torno a un 13% (equi-
valente a un 0,8-1,3% del total del primer pilar). Aunque estos porcentajes podrían variar de darse graves crisis de
mercado o una caída de los precios internacionales. basta pensar que los créditos en restituciones a la exportación,
han oscilado entre los 649 millones de Euros en 2009 y los 148 millones en 2013 (http://eur-
lex.europa.eu/budget/data/LbL2013/Es/sEC03.pdf). En términos financieros seguramente el mayor fracaso para
el PE lo constituye la invocación del Artículo 43.3 TFuE en la aplicación de la disciplina financiera, por los volú-
menes afectados y la frecuencia con que se aplicará (§2.4).



43.3 TFuE en dos supuestos: los precios de referencia (Artículo 7 del
Reglamento (uE) 1308/2013), rebautizados como «umbrales de referen-
cia», y la apertura y cierre de la intervención pública en vacuno (Artículo
12.1.c del mismo Reglamento). En ambos casos, la competencia de fija-
ción sería de la Comisión, mediante actos de ejecución.

sorprendentemente, los representantes de la Comisión en los trilogos,
en principio interesada en reducir las competencias ejecutivas directas del
Consejo, no terciaron en favor del Parlamento y, a la postre, no defen-
dieron su (restrictiva) propuesta original, a sabiendas que hubiera encon-
trado el apoyo entusiasta de los diputados.

Tras dimes y diretes, al final el Parlamento aceptó a regañadientes la
magra propuesta del Consejo. En consecuencia, aparte de constituir el
fundamento del Reglamento (uE) 1181/2013 sobre el ajuste con motivo
de la disciplina financiera, la excepción se mantuvo explícitamente en el
nuevo Reglamento (uE) 1308/2013 para la oCM única en el articulado
relativo a: las compras de intervención a precio fijo (Artículo 14); los ni-
veles de precios de intervención pública (Artículo 15.2); la fijación de la
ayuda al almacenamiento privado (Artículo 18.3); la ayuda a la distribu-
ción de frutas y hortalizas y lácteos a los escolares (Artículos 23.5 y 26.7);
la fijación de precios, exacciones y cuotas para el azúcar y la remolacha
(Artículos 128.2, 129.2, 131.1, 135 y 142.2); y, en fin, las restituciones a
la exportación (Artículo 198.2). El Reglamento (uE) 1370/2013 (dL L
346) formalizó y desarrolló tales excepciones. 

A modo de (simbólica) compensación por las componendas, se pactó ad-
juntar al texto final de la oCM una declaración común del Parlamento,
el Consejo y la Comisión que explicitara que el acuerdo sobre el alcance
del Artículo 43.3 TFuE formaba parte de compromiso global sobre la
presente reforma de la PAC y no constituía un precedente respecto a las
respectivas posiciones institucionales ni quitaba que alguna de ellas pu-
diera contestarlo ante el Tribunal de Justicia de la uE.

Es de suponer que el Parlamento acudirá más pronto que tarde a la Corte
de Luxemburgo a fin de obtener la interpretación auténtica de la excep-
ción antes de que se promueva una nueva reforma de la PAC.
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3.3.3. La enmienda del «Marco de negociación» sobre el MFP en materia agraria por
parte del Parlamento Europeo

En el transcurso de los trilogos sobre pagos directos y desarrollo rural en
ningún momento se abrieron negociaciones sobre las disposiciones pre-
supuestarias de los textos básicos de la PAC. Cuando se llegaba a alguno
de estos artículos la Presidencia irlandesa, infeudada al Consejo Europeo
por su acuerdo de 7-8 de febrero, alegaba que no tenía mandato de ne-
gociación y se pasaba al siguiente punto. Así acaeció, de forma reiterada,
hasta que se llegó al acuerdo político global sobre la reforma de la PAC
en el trilogo del 26 de junio. Al día siguiente, para remacharlo, hubo tam-
bién un acuerdo de principios sobre el MFP (Tabla 1).

Parecía pues que todo había ya concluido y que la Presidencia irlandesa
del Consejo podía despedir su mandato con éxito. sin embargo, como
ya avanzamos (§2.3), el Parlamento no era de la misma opinión y así lo
expresó en su Resolución de 3 de julio. En ella se reiteraba la autonomía
de la negociación agraria respecto a la del MFP y se recordaba que falta-
ban aún por cerrar las negociaciones sobre los aspectos financieros de la
PAC y de la política de cohesión, en respeto del PLo.

El Consejo se resistió al principio a proseguir los trilogos. El 17 de julio
el Consejo de Ministros de Agricultura llegó incluso a formalizar su re-
chazo aduciendo que entrar en los temas financieros de la PAC equival-
dría a reabrir el debate entre los Estados sobre el «Marco de negociación»
del MFP. Pero las resistencias poco a poco se fueron diluyendo a partir
del momento que el PE anunció que, si no había negociación sobre los
importes o porcentajes inscritos en los actos básicos agrarios y no nego-
ciados en trilogo, se vería obligado a presentar al voto del Pleno su man-
dato original, con sus propias cifras. Lo que significaba concluir la primera
lectura del PLo sin acuerdo y pasar a la segunda (§3.1.1) con el corres-
pondiente retraso en su adopción y su aplicación efectiva.

Finalmente, pasado el verano, el Consejo accedió a reabrir los puntos del
«Marco de negociación» del MFP relativos a los pagos directos y al des-
arrollo rural (§2.2.1). En septiembre se hicieron públicos los textos a ne-
gociar con los importes en corchetes . Como señal de buena voluntad y
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dando por sentado que difícilmente se podían modificar los pagos direc-
tos asignados anualmente a los Estados, el Parlamento restringió la nego-
ciación a cuatro puntos: la degresividad y techos de los pagos directos
(Artículo 11 del Reglamento de pagos directos); la flexibilidad entre los
pilares (Artículo 14 del Reglamento de pagos directos); la distribución de
los créditos de desarrollo rural entre los Estados (Artículo 64 del Regla-
mento de desarrollo rural); y los porcentajes de cofinanciación en el des-
arrollo rural (Artículo 65 del Reglamento de desarrollo rural).

Tras un primer trilogo el 19 de septiembre, donde se evidenciaron las di-
ferencias, el Consejo Agrícola reunido el 23 de septiembre movió ficha y
accedió a algunos cambios (Tabla 1). Esta propuesta fue la que finalmente
se acordó en el segundo y último trilogo del 24 de septiembre: 

n En cuanto al formato para la degresividad y los techos de los pagos a
las explotaciones, el Consejo alegó que ya había modificado su postura
inicial (en favor de una modulación de pagos voluntaria) para acercarse
al Parlamento, aceptando una deducción del 5% obligatoria a partir de
los 150.000 Euros percibidos en pagos básicos. El Consejo adujo que
no podía ir más lejos y el PE, que defendía un 15% a partir de los
150.000 Euros y un 25% a partir de los 300.000, se dio por satisfecho; 

n Respecto a la flexibilidad entre los dos pilares de la PAC y muy en par-
ticular el porcentaje del sobre nacional de pagos a transferir del primer
al segundo pilar tampoco hubo cambios, manteniéndose en un 25%
para el caso español (frente al 15% que propugnaba el Parlamento); 

n En cuanto a la asignación de los créditos anuales de desarrollo rural
entre los Estados, que había sido pactado exclusivamente por el Con-
sejo, se aceptó que la tabla distribución se incluyera en un Anexo del
Reglamento, susceptible pues de modificación ulterior por el Parla-
mento en codecisión;

n y, finalmente, en lo relativo a los porcentajes de cofinanciación para
las medidas de desarrollo rural, se accedió a incrementar, como pedía
el PE, hasta un 85% la contribución en favor de las zonas menos des-
arrolladas, ultra-periféricas y las Islas del Mar Egeo, contra el 75% inicial
del Consejo 

Albert Massot Martí

Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 236, 2013

158



Con este acuerdo se formalizó oficialmente el final de la negociación agra-
ria abriendo las puertas al voto de los textos por la CoMAGRI el 30 de
septiembre (Tabla 1). A simple vista puede parecer que las concesiones
del Consejo fueron menores. Pero de lo que a fin de cuentas se trataba
era de salvaguardar el principio de que el «Marco de negociación» del
MFP no podía interferir en la negociación de los textos legislativos. Por
otro lado, urgía adoptar las medidas transitorias para 2014 (CoM (2013)
226) que los diputados sólo podían votar si previamente había un acuerdo
global sobre la reforma de la PAC (51).

En cualquier caso en su Resolución del 3 de julio sobre el acuerdo sobre
el MFP (Tabla 1) el Parlamento solicitó formalmente que se modificaran
los procedimientos para que en el futuro no volviera a ocurrir que las ne-
gociaciones financieras distorsionen las negociaciones sobre las propues-
tas legislativas.

Tal como avanzamos (§3.3.1), una vez aceptado el paquete agrícola por
los miembros de la CoMAGRI, le tocó pronunciarse al Pleno del Parla-
mento, el 20 de noviembre, y al Consejo, el 16 de diciembre (Tabla 1).
Como resultado, el diario oficial del 20 de diciembre formalizó la pu-
blicación de los textos básicos agrícolas. A partir de la entrada en vigor
de los reglamentos de la nueva PAC se abren dos nuevas fases, de adop-
ción primero de los correspondientes actos delegados y de ejecución en
bruselas, y, subsecuentemente, de aplicación de los actos por cada Estado
miembro. de cumplirse los calendarios previstos ambos procesos debe-
rían cerrarse en el transcurso de este año a fin de permitir el despliegue
completo de la nueva PAC a partir de enero de 2015.

4. CoRoLARIo: CoMEnTARIo GEnERAL sobRE LAs nEGoCIACIonEs
AGRo-FInAnCIERAs

A título conclusivo pueden formularse algunas apreciaciones generales
sobre el complejo juego institucional al que hemos asistido, a tres bandas
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(Comisión, Consejo y Parlamento) y sobre dos tableros simultáneos, el
del presupuesto plurianual de la unión y el correspondiente a los textos
legislativos agrarios.

sobre las negociaciones en general y sus procedimientos

Los procesos de reforma de la PAC y del MFP han puesto a prueba las
costuras del Tratado de Lisboa. La nueva dinámica institucional se podría
definir como una suerte de «reestructuración recíproca» entre el Parla-
mento y el Consejo. La complejidad de estas interacciones constituye de
hecho el peaje a sufragar por la democratización de los procedimientos
de decisión de la unión. Aunque tampoco estamos tan lejos de las prác-
ticas de otros lares. basta simplemente seguir las negociaciones de la
nueva Farm bill en los Estados unidos para corroborarlo. 

Por otro lado, no hay que confundir la (inevitable) complejidad legislativa
con la (necesaria) simplificación en la aplicación de las medidas adopta-
das, que, en última instancia, depende de las Administraciones nacionales
y regionales. A este respecto glosemos que los acuerdos alcanzados se
han logrado solamente mediante la consolidación de la flexibilidad en la
gestión de las medidas por parte de los Estados. Lo que a la postre es-
conde un riesgo cierto para su efectividad y su carácter común. Adicio-
nalmente es oportuno recordar que los factores institucionales no sólo
están presentes en la adopción de los actos básicos de la nueva PAC. se-
guirán siendo decisivos en sus modalidades de aplicación a nivel interno
(para definir la superficie elegible, reasignar los derechos de pago, prepa-
rar los nuevos programas rurales plurianuales, etc.). basta pensar en el
modelo pactado en España por las CC.AA. y el Estado Central en la Con-
ferencia sectorial de enero último (Tabla 1). Es evidente que el acuerdo,
orientado casi exclusivamente a reducir al mínimo la redistribución entre
agricultores y CC.AA., sólo puede comprenderse desde la perspectiva de
los equilibrios interterritoriales que comporta un Estado Autonómico
como el nuestro.

Finalmente hay que resaltar que las negociones de la nueva PAC han sido
fuertemente contaminadas por las negociaciones del MFP en una situa-
ción de crisis profunda en la unión (económica y política). Esperemos
que no siempre sea así.
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sobre los tiempos de negociación

En principio puede parecer excesivo el tiempo tomado para la adopción
de los textos agrarios y financieros por el Parlamento y el Consejo, en
torno a los dos años en total, sin contar lo que demore la adopción de
los actos delegados y de ejecución. si observamos la Tabla 1 podremos
comprobar cómo la mayor parte de este tiempo se ha dedicado a la fase
preparatoria. La fase legislativa se efectuó en un plazo extremadamente
corto. En materia agraria, apenas transcurrieron tres meses entre el pri-
mero y el último trilogo (abril - junio), al que se sumó un mes más (sep-
tiembre) para los flecos presupuestarios.

sería quizás conveniente invertir los términos y dedicar mucho más es-
fuerzo a la negociación propiamente dicha entre las Instituciones que a
urdir los mandatos de cada una de ellas.

sobre los actores de las negociaciones

La negociación ha sido un verdadero tour de force entre: a) un Consejo
aferrado a sus hábitos hasta el punto que en ocasiones parecía no asumir
el nuevo procedimiento decisorio dispuesto por el Tratado de Lisboa; y
b) un Parlamento que quería demostrar (y demostrarse) que era autó-
nomo de los Estados y que pugnaba por ejercer sus flamantes competen-
cias legislativas y presupuestarias en paridad con el Consejo. 

A toro pasado hay que reconocer el tesón y habilidad que mostró la pre-
sidencia irlandesa para desatascar los temas pendientes dentro del Con-
sejo y conseguir el acuerdo. y, todo hay que decirlo, el sentido de
responsabilidad del que hicieron gala los negociadores presupuestarios
del Parlamento y los respectivos ponentes de la CoMAGRI para cada
acto básico, en ocasiones sacrificando su mandato negociador (y muy es-
pecialmente en lo que respecta al Artículo 43.3 TFuE) (§3.3.2).

En cuanto a las posiciones de las Instituciones involucradas, hay que re-
saltar que por lo general la Comisión se ha situado (al menos inicialmente)
más cerca del PE que del Consejo. Incluso puede afirmarse que, en oca-
siones, las enmiendas del Consejo vulneraban las líneas rojas impuestas
previamente por la Comisión pero, lastimosamente, ésta no se atrevió a
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defenderlas hasta sus últimas consecuencias en los tramos finales de la
negociación. El caso más paradigmático de carácter institucional lo tene-
mos, de nuevo, en la excepción del Artículo 43.3 TFuE (§3.3.2). otro
ejemplo de libro, éste de naturaleza material, es el del pago verde. El Eje-
cutivo Comunitario rechazó en principio la inclusión de «medidas equi-
valentes» que requirieran una evaluación pormenorizada de sus resultados
por parte de sus servicios. Propuso como mal menor que la equivalencia
se basase en el tipo de prácticas. Los textos finales dejan mucho que de-
sear ya que se abre la vía para que los Estados desvirtúen los nuevos pagos
por los bienes públicos agroambientales si la Comisión perpetúa su deja-
ción de competencias. Cabe sin embargo esperar que recapacite en el
momento de ejercitar sus poderes de vigilancia y restrinja la noción de
«equivalencia» (por ejemplo, no admitiendo prácticas como la agricultura
integrada dentro del pago verde, como algunos en España ya preconizan,
lo que la pondría al mismo nivel que la agricultura ecológica). 

Faltos de un apoyo resuelto por parte de la Comisión, los negociadores
del Parlamento no pudieron, o no supieron, defender algunos de sus
mandatos frente a un Consejo formado por Gobiernos muy malacostum-
brados con sus Parlamentos nacionales (escorados sistemáticamente a
favor del partido gobernante) y que se resistió con alevosía a modificar
sus usos internos y posiciones para dejar espacio legislativo al PE. de
todos modos, el Parlamento sacó fuerzas para construir una última línea
de defensa de sus prerrogativas en torno a la abertura de la negociación
de los aspectos presupuestarios de la PAC que el Consejo hasta julio de
2013 se negó en rotundo a aceptar (§3.3.3). Es de esperar no obstante
que en las próximas reformas se impongan reglas más estrictas sobre el
papel del Consejo Europeo en las negociaciones legislativas, teniendo en
cuenta que, según el Tratado, no tiene competencias sobre ellas.

sobre las próximas negociaciones, en 2016 y en 2020

siguiendo la pauta marcada por el PE, el MFP 2014/2020 se revisará en
2016, lo que, quizás, podría desembocar en una reforma intermedia de
la PAC (precedentes no faltan para ello: la revisión «a medio plazo» de
2003 o la revisión médica de 2009). Pero, dejando aparte las decisiones
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que se tomen dentro de 3 años sobre cómo y dónde gastar, la clave de
bóveda radica en cómo la uE podrá ingresar más, mediante la implanta-
ción de un nuevo sistema de recursos propios y medidas contra la evasión
fiscal (de los particulares y, sobre todo, de las matrices y filiales de las
grandes empresas). Con casi toda seguridad una mejora de los recursos
comunitarios en 2017 no se traducirá en un aumento del presupuesto
agrario. Pero sin duda contribuirá a reforzar la unión en su conjunto y a
consolidar nuevos espacios de actuación supranacional que, de soslayo,
pueden garantizar la continuidad de la (aún) principal política de gasto
de la unión.

En cualquier caso, tenemos ya cita para una nueva gran reforma de la
PAC al término del periodo financiero 2014/2020. La reforma de 2013
se inscribe en un (pausado) proceso de adaptación de la PAC a la era de
la globalización (Massot, 2013) y su próximo jalón se sitúa en 2020. será
la ocasión de (re)definir prioridades y mecanismos. Para ello el Comisario
de Agricultura de aquel entonces deberá evaluar los resultados globales
de la reforma de 2013 y confirmar (o no) la operatividad de los ejes abier-
tos con ella en las nuevas propuestas legislativas, a saber:

n 1) La primacía financiera otorgada a los pagos directos frente al des-
arrollo rural con el correlativo vaciamiento presupuestario de la oCM.
En este contexto en 2020 las Instituciones europeas deberán pronun-
ciarse sobre: a) la extensión de la cofinanciación a los pagos directos (y
la consecuente creación de un único pilar de apoyo agro-rural), un tema
que la reforma de 2013 pudo obviar a causa de la crisis; y b) el posible
papel de la «reserva de crisis» como fuente principal de financiación
de la futura política de mercados y los mecanismos de gestión individual
del riesgo (en el caso de reconocerle una capacidad de intervención
plurianual).

n 2) El devenir de la multifuncionalización de los pagos directos. En 2020
se podría extender o profundizar el sistema instaurado en 2013 (am-
pliando por ejemplo el apoyo a nuevos bienes públicos o convirtiendo
los pagos redistributivos en obligatorios). Alternativamente, se podría
optar por su simplificación (mediante la conversión del pago básico en
un flat rate a la Ha por grandes sistemas agronómicos europeos y/o la
paulatina eliminación de los pagos acoplados a la producción).
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n 3) El reforzamiento de la selectividad de los beneficiarios de los pagos
directos, con la consecuente revisión de las definiciones de «agricultor
activo» y de «pequeño agricultor».

n 4) La creciente flexibilidad en la gestión reconocida a las autoridades
nacionales. En relación a los dos ejes previamente citados, una actua-
ción clave será la de apreciar el modelo predominante de apoyo directo
en los 28 Estados (y/o sus híbridos) como base de partida para la fija-
ción de los nuevos criterios de multifuncionalización de los pagos así
como de la selectividad de los agricultores.

n 5) El desarrollo de las medidas orientadas a mejorar la vertebración in-
terprofesional, la contractualización sectorial y la regulación de la com-
petencia en agricultura, una vez conocidos sus resultados prácticos, en
especial en aquellos sectores donde se eliminaron los controles admi-
nistrativos en la oferta (lácteos, azúcar y viñedo).

n 6) El perfil de la «agricultura del conocimiento» en la uE y las modali-
dades de apoyo a la investigación y a la transferencia tecnológica en el
sector por parte del Presupuesto comunitario.

n 7) El grado de coordinación de la política de desarrollo rural respecto
a la política de cohesión y, en definitiva, el futuro del enfoque integrado
del FEAdER con el resto de Fondos Estructurales. 

Retengamos para terminar que en 2020 habrán de concretarse en la nueva
PAC los parámetros que se deriven de la conclusión de la Ronda de doha
de la oMC si, como hoy parece, llegan a buen puerto las iniciativas apun-
tadas en la Conferencia de bali de diciembre de 2013. E, igualmente, se
deberán tener en cuenta los cambios operados en la política agrícola nor-
teamericana (Agriculture Reform, Food and Jobs Act de 2014).
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REsuMEn

Factores institucionales en la reforma de la PAC 2020

El objetivo de este artículo es analizar los factores institucionales clave que intervienen en
la reforma de la PAC 2020, en el marco del sistema decisorio multinivel de la uE tras el
Tratado de Lisboa. se resaltan los principales vectores de las negociaciones del Marco Fi-
nanciero Plurianual (MFP) 2014/2020 que han afectado la última reforma de la PAC.

PALAbRAs CLAVE: Reforma de la PAC, ayudas, política de mercados agrarios, desarro-
llo rural 

CÓdIGos JEL: H61, H83, k40, Q18, R58.

suMMARy

Institutional factors in 2020 CAP reform process

The purpose of this paper is to analyse the key institutional factors leading the 2020 CAP
reform process inside the Eu multi-level policy-making system in force after the Lisbon
Treaty. It highlights the main drivers of the Multiannual Financial Framework (MFF)
2014/2020 negotiations affecting the last CAP reform.

kEyWoRds: CAP reform, aids, agricultural markets policy, rural development.
JEL CodEs: H61, H83, k40, Q18, R58.
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Evaluación de la sostenibilidad
de la agricultura de subsistencia

en san José de Cusmapa, nicaragua
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1. InTRoduCCIÓn

La agricultura familiar está representada por 2,5 mil millones de personas
(sumpsi, 2011) y produce más del 70% de los alimentos del planeta
(banco Mundial, 2008; Trueba y MacMillan, 2011). En nicaragua el
44,1% de la población vive en áreas rurales (1) (InIdE, 2006), la econo-
mía campesina y familiar representa cerca del 50% del valor bruto de la
producción agropecuaria (García Ruiz, 2011). La agricultura familiar,
tiene una gran incidencia sobre la conservación de los recursos naturales
y las tradiciones socioculturales (Clapp, 1998; Altieri y nicholls, 2000).

La sostenibilidad es un concepto multidimensional, que evalúa las rela-
ciones del sistema entre sus aspectos ambientales, sociales y económicos.
Aunque la idea de sostenibilidad en la agricultura se puede intuir en textos
de los antiguos griegos, romanos y chinos (Pretty, 2008), el concepto de
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sostenibilidad fue acuñado terminológicamente a mediados del s.XX y
definido como algo socialmente deseable, económicamente viable y am-
bientalmente prudente (sach, 1981). En esta época, el término surgió
para alertar sobre los daños en los bienes naturales en que se estaba in-
curriendo en nombre del crecimiento económico para dar solución a la
pobreza característica en los países subdesarrollados. Pero no fue hasta
1987, cuando fue incluido en el Informe de la Comisión Mundial sobre
Medio Ambiente y desarrollo (“Informe brundtland)”) (2). dicho in-
forme lo definió como: “which implies meeting the needs of the present
without compromising the ability of future generations to meet their own
needs” (World Commission on Environment and development, 1987
pp. 33). desde entonces el concepto de sostenibilidad se ha consolidado
internacionalmente a pesar de su ambigüedad (Lehman et al., 1993; Han-
sen, 1996; naredo, 1996). Ambigüedad, debida a que no existe un con-
cepto universal e intemporal de lo que representa la sostenibilidad, como
lo expresan González de Molina y Guzmán Casado (2006), por lo que
su objetivo cambia, por eso existen además números formas teóricas y
metodológicas para medir la sostenibilidad. Por tales razones, se distingue
entre sostenibilidad fuerte y sostenibilidad débil, enfoques que derivaron
de la actual economía ecológica y economía ambiental respectivamente
(Pearce y Atkinson, 1992; Turner, 1993, CEPAL, 2003, Redclift, 2005).
Por ello, el concepto sigue siendo objeto de estudio en diferentes dis-
ciplinas y trabajos actualmente vigentes (ostrom, 2009; Chapin et
al., 2010).

La sostenibilidad en la agricultura tiene  tres enfoques fundamentales: (i)
El enfoque que relaciona una agricultura sostenible con aquella capaz de
satisfacer la demanda de alimentos; (ii) el que apunta a una mejora en la
calidad del medio natural; y (iii) el que aboga por el mantenimiento del
medio rural como fuente de tradiciones, cultura y economía a pequeña
escala (smit y smithers, 1993). sin embargo, a la hora de intentar buscar
la forma de alimentar a una población mundial, cada día más numerosa,
optimizando los recursos naturales y manteniendo el acervo cultural vi-
gente, se desatan debates de índole ideológica y pragmática que se con-
tradicen entre sí, poniendo en entredicho la utilidad del concepto de
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agricultura sostenible (Gomiero, 2011). surgen corrientes como la inten-
sificación sostenible que busca, tanto el incremento de la producción en
el mismo área, como el aumento del capital natural y el flujo de servicios
ambientales aprovechando las tecnologías y el capital social (Pretty, 2008;
Godfray et al., 2010). La intensificación sostenible es criticada por alentar
un creciente productivismo sin plantearse modelos de consumo alimen-
tario, o una mejora en la redistribución de los alimentos a escala mundial
(Pffeifer, 2006; Patel, 2008). de la misma manera, se utiliza el término
agricultura sostenible como sinónimo de agroecología (Altieri, 1995;
Gliessman, 1998), concepto que enfatiza la parte sociocultural del paisaje
rural otorgándoles a las pequeñas agriculturas familiares un rol funda-
mental (Toledo, 1993; Altieri 1999).

Muchas comunidades campesinas practican agricultura de subsistencia,
que tiene como principales finalidades: i) el autoconsumo, ii) el uso de
pocos insumos y iii) el pequeño porcentaje de productos comercializados.
En ocasiones, la agricultura de subsistencia se utiliza como sinónimo de
agricultura familiar, aunque esta última tiene definiciones más generales
y varía en función de un país u otro (Morton, 2007), siendo muy diferen-
tes al carácter comercial que tiene en los países desarrollados (Moreno,
2012). según la FAo, la agricultura familiar está formada tanto por tra-
bajadores agrícolas por cuenta propia como por los empleadores, de hasta
cinco personas ocupadas; incluyendo el mismo productor, familiares no
remunerados, y trabajadores temporales o permanentes (García Ruiz,
2011). En nicaragua, el 49,3% de la población rural practica agricultura
familiar, siendo el 38,2% de subsistencia. En nicaragua, al igual que en
otras países en vías de desarrollo, son características propias de ambos
tipos de agricultura, el difícil acceso a la tierra y a la vivienda, aunque en
el país la superficie de suelo agrícola media por persona es de 5,65 ha y
el 90% de las viviendas son propias (García Ruiz, 2011).

Ha habido muchos avances en cuanto a formas y maneras de medir la
sostenibilidad de un sistema agrícola (smyth y dumanski, 1994; stockle
et al., 1994; Mitchell et al., 1995; Lewandowski et al., 1999; López-Ri-
daura et al. 2002; Astier et al., 2012). La evaluación puede estar orientada
a analizar un objetivo concreto o el funcionamiento del sistema en su to-
talidad haciendo hincapié en aspectos funcionales y en relaciones de re-
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ciprocidad (Holling, 2001). un marco sistémico busca la sostenibilidad
del sistema en su conjunto, no la de sus partes por separado, eso la hace
una herramienta más completa y flexible (Astier et al. 2008). Por ello han
de ser capaces de adecuarse a las necesidades locales del sistema, aten-
diendo a la diversidad ambiental y sociocultural, pero sin perder de vista
la perspectiva global que ayuda a planificar a distintas escalas.

El propósito de este estudio es evaluar la sostenibilidad de la agricultura
de subsistencia en  zonas de montaña en el subtrópico centro americano.
se pretende evaluar los indicadores relacionados con la agricultura de
subsistencia que derivan de unos puntos críticos identificados. Tras su
análisis, se establece una puntuación de los indicadores evaluados y se
comparan con un valor considerado el deseable para la región y el con-
texto de estudio. de esta manera se consigue conocer la situación actual
del sistema evaluado.

2. METodoLoGÍA

La zona de estudio se sitúa en el municipio de san José de Cusmapa,  de-
partamento de Madriz en nicaragua, que es representativa de la agricul-
tura de montaña centroamericana. Es una zona de montaña con una
altitud media de 1.290 msnm, con pendientes pronunciadas del 15% al
20%, la vocación principal del uso del suelo es forestal. El clima es sub-
tropical seco, se caracteriza por tener una marcada estación seca de seis
meses de duración y otra lluviosa, la precipitación media anual está entre
los 1.200 mm y 1.400 mm y la temperatura media anual es de 27 °C. Los
suelos son poco profundos (menos de 40 cm), lo que condiciona su uso
agrícola. El  uso actual del suelo es un 86% agropecuario, dejando un
12,5% para el uso forestal y el restante 0,5% es suelo urbanizado. La in-
adecuada actividad agrícola en zonas en pendiente origina problemas se-
veros de erosión y deslizamientos.

san José de Cusmapa cuenta con una densidad de población superior a
54 habitantes/km2. El 81% de la población ocupa de forma dispersa el
territorio y tan sólo el 19% está en la cabecera municipal (Pereira Vílchez
et al., 2012). Cada familia posee una media de 3,6 ha (Merino zazo,
2012). La producción agrícola existente es mayoritariamente para auto-
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consumo, lo que supone una alta vulnerabilidad de los rendimientos ante
la variabilidad meteorológica, la calidad de la semilla o por la disponibi-
lidad de otros insumos, como pasa en la mayoría de las agriculturas de
subsistencia (Morton, 2007).

2.1. Toma de datos

se seleccionaron 11 comunidades del municipio de san José de Cus-
mapa: El Apante, El Roble, Imírez, El Jobo, La Fuente, Los Llanitos, El
Mamey, El Mojón, El Rodeo, El Terrero y ángel 2. En estas comunida-
des se había aplicado la metodología de extensión agraria de las “Escuelas
de Campo para Agricultores” por parte de la organización nicaragüense:
Instituto de Formación Permanente (InsFoP).

El tipo de herramienta utilizado para obtener la información fue la en-
cuesta. se descartó el Censo nacional Agropecuario de 2011 ya que los
datos que se necesitaban por comunidad estaban agregados a nivel mu-
nicipal. de un universo muestral de 2.572 residentes en las 11 comuni-
dades, considerando un nivel de confianza del 99% y un error muestral
de 0,054, el tamaño de la muestra fue 80. Este fue el número de encuestas
semiestructuradas realizadas durante los meses de julio y agosto de 2010.
Para seleccionar los agricultores a entrevistar, se realizó un “Muestreo de
cuotas”. Es un tipo de muestreo no probabilístico que exige un conoci-
miento previo de la población para poder estratificar la muestra. Como
no hubo base de sondeo, se dejó al encuestador la selección de los com-
ponentes de la muestra, proponiendo las características (cuotas) que
deben reunir. Las cuotas fueron de tipo geográfico y en función de su
participación previa en proyectos de desarrollo con el InsFoP, denomi-
nándose al método en sí: “Método de rutas” (Rodríguez osuna, 1991). 

El cuestionario se basa en un diseño previo realizado en el municipio ni-
caragüense de la Concordia  (González de Miguel et al., 2009). La en-
cuesta contó con siete secciones y dos anexos. Las secciones son: (a)
información socio-demográfica, con  preguntas sobre género, edad, ca-
racterísticas del jefe del hogar, nivel de estudios y número de personas
en el hogar; (b) características de la vivienda, con preguntas referentes a
la propiedad de la vivienda y características del hogar; (c) características
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agrícolas, con cuestiones sobre las actividades productivas principales y
secundarias, tipo de cultivos y superficie dedicada por cultivo implemen-
tado por la familia, otras características de las propiedades del hogar y ac-
tivos agrícolas; (d) datos ambientales-ecológicos: se recogen características
de las prácticas agroforestales y de la pendiente de las parcelas cultivadas;
(e) participación en organizaciones comunales: se recopila información
sobre organizaciones, capacitaciones y programas en los que el encues-
tado ha participado y su opinión sobre los proyectos de capacitación agra-
ria recibidos; (f) opiniones y percepciones: el encuestado es preguntado
sobre los problemas para mejorar la producción y mejorar los ingresos
de su familia, así como su valoración sobre los cambios de su hogar en
los tres últimos años. se incluyen también  en esta sección preguntas sobre
el nivel de dificultad para encontrar mano de obra; (g) participación en el
mercado del crédito, contempla preguntas sobre las características de los
créditos recibidos en el último año. Los anejos de la encuesta recogen el
manejo de los cultivos y los ingresos y costes. El anejo manejo de cultivos
recoge los datos sobre las actividades realizadas en cada uno de los culti-
vos y los insumos utilizados. El anejo ingresos y costes solicita los datos
sobre el coste de las diferentes actividades e insumos utilizados y los in-
gresos derivados de las actividades realizadas. Las respuestas de la en-
cuesta son: de cadena, donde el encuestado escribe la respuesta numérica
o de cadena; categóricas, en las que el encuestado tiene que elegir una
opción; variables multiopción, donde el encuestado puede seleccionar
más de una respuesta y cuadros a rellenar con respuestas de cadena nu-
mérica o de cadena. El tiempo medio empleado en cada encuestado fue
de una hora y media, sin contar el  tiempo dedicado a la visita de las par-
celas cultivadas.

2.2. Método para la Evaluación de sostenibilidad 

El método seguido para evaluar la sostenibilidad es una aproximación del
Marco para la Evaluación de sistemas de Manejo de los recursos natura-
les incorporando Indicadores de sostenibilidad (MEsMIs), adaptándolo
a la particularidad de los sistemas agrarios objeto de estudio en la medida
de lo indicado por González de Molina y Guzmán Casado (2006). Este
marco presenta una estructura flexible para adaptarse a diferentes niveles
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de información, contexto y capacidades técnicas locales disponibles
(López-Ridaura et al., 2002). busca relacionar de manera integral tanto
las limitaciones como las oportunidades para la sostenibilidad de los sis-
temas de manejo que surgen de la intersección de procesos ambientales
con el ámbito social y económico. Aunque el MEsMIs recomienda un
planteamiento participativo, los agricultores fueron tan sólo entrevistados
y no se les pudo involucrar directamente en el proceso de elaboración
de puntos críticos ni de indicadores. según la tipología de participación
en la clasificación que hace Pretty et al. (1995) podríamos incluir este es-
tudio entre la “participación por incentivos materiales”, “la participación
en el suministro de información” y “la participación funcional”.

Además de las encuestas, se han tomado datos de trabajos previos reali-
zados en la zonas (nuñez osorio, 2008; Merino zazo, 2012; bárez Mar-
tín, 2012). se definieron siete atributos generales para la sostenibilidad:
Productividad, Equidad, Resiliencia, Estabilidad, Confiabilidad, Adapta-
bilidad y Autogestión (3) (Masera et al., 1999). Para concretar los atributos
generales que definen la metodología y tornarlos más operativos, se defi-
nen los criterios de diagnóstico a partir de las características del sistema a
evaluar. La Figura 1 muestra el diagrama relacional teórico del sistema
en estudio, recoge las relaciones entre los subsistemas agrícola, pecuario,
forestal y familiar y a su vez con el exterior, ya sea por medio de flujos
monetarios, de personas o de materiales. La productividad del subsistema
agrícola y pecuario va a ser determinante para la familia ya que su alimen-
tación depende casi exclusivamente de ellos. Existen casos de agricultores
que reciben ingresos monetarios provenientes del exterior, ya sea a través
de remesas, de trabajos temporales fuera de la comunidad o por subsidios
estatales. La diversidad y riqueza ecosistémica están relacionadas con el
logro de mejores estrategias de adaptación al entorno, tanto a cambios
bruscos como graduales, lo que asegura una mayor fortaleza del sistema
(Astier et al., 2011, Altieri, 1999). El poder de decisión o el margen de
maniobra que tienen estas familias, en cuanto a estrategias económicas
es muy bajo, ya que dependen de insumos externos y los nichos de mer-
cado de los granos básicos son muy limitados.
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Los criterios de diagnóstico parten de los atributos generales. Para el atri-
buto de productividad (habilidad de un agroecosistema para proveer
bienes y servicios), consideramos los rendimientos de los cultivos: zea
mays L. (maíz blanco), Phaseolus vulgaris L. (frijol), sorghum bicolor (L.)
Moench (maicillo), hortalizas y frutales. se calculó la rentabilidad de los
cultivos y la eficiencia en el uso de la energía.

de los atributos de resiliencia, confiabilidad y estabilidad se derivan los
criterios de conservación del suelo, vulnerabilidad alimentaria y diversidad,
que indican la riqueza de especies del entorno y las alternativas de diver-
sificación de ingresos por parte de los agricultores (Figura 2). Por resiliencia
se entiende la capacidad que tiene un sistema para absorber cualquier tipo
de perturbación y reorganizarse tras ese momento, conservando su misma
función, estructura e identidad (Holling, 1973). La confiabilidad es la pro-
babilidad de que un sistema desarrolle una cierta función, bajo unas con-
diciones fijas y durante un período determinado de forma exitosa. La
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Figura 1

dIAGRAMA dE FLuJo dE LA FAMILIA AGRICuLToRA IdEnTIFICAdo En LAs CoMunIdAdEs dE
sAn JosÉ dE CusMAPA (nICARAGuA)

*s: subsistema.

Fuente: Elaboración propia.



estabilidad es el mantenimiento de las características del sistema en un
nivel no decreciente a lo largo del tiempo (por ejemplo el mantenimiento
de la productividad, la diversidad o la población). Para evaluar la equidad
(habilidad del sistema para distribuir la productividad de una manera justa
e igualitaria [Masera et al., 1999]), se toma como criterio de diagnóstico el
poder en la toma de decisiones. La adaptabilidad contempla la capacidad
de encontrar nuevos niveles de equilibrio y continuar siendo productivo,
ante cambios a largo plazo en el ambiente.  El criterio de diagnóstico es la
capacidad de cambio. La autogestión (capacidad del sistema para regular
y controlar sus interacciones con el exterior), considera criterios relacio-
nados con la organización interna y el tejido social de la comunidad, así
como el fortalecimiento institucional y la autosuficiencia a la hora de tomar
decisiones. Los criterios de diagnóstico son las estructuras organizativas y
la capacidad para autogestionarse. Con los criterios de diagnóstico se rea-
lizó un análisis dAFo (debilidades - Amenazas - Fortalezas - oportuni-
dades) de las comunidades para obtener los puntos críticos del sistema.
de estos puntos cíticos, derivan los indicadores seleccionados (Figura 2).
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Figura 2

obTEnCIÓn dE Los IndICAdoREs dE sosTEnIbILIdAd

FAE: áreas de evaluación. A: Ambiental. E: Económica. s: social.

Fuente: Elaboración propia.



Los indicadores facilitan la medición y cuantificación de los criterios de
diagnóstico (Astier et al., 2012). 

Cada uno de los indicadores se elabora a partir de la información proce-
dente de las encuestas. El indicador de rendimiento se expresa según la
producción por unidad de superficie de los dos cultivos mayoritarios: el
maíz y el frijol. se calcula como la media entre el rendimiento del maíz y
del frijol teniendo en cuenta que se cultivan asociados. según el Informe
del 2007 del Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura
(IICA), el rendimiento medio del maíz blanco es 1.550 kg ha-1, y el del
frijol negro 1.000 kg ha-1. se tomó como valor deseable un productividad
media por hectárea de 1.000 kg ha-1 (Morton, 2007; Godfray, 2010).

La eficiencia energética se calculó como el cociente del consumo ener-
gético utilizado para la producción agraria y la cantidad de energía pro-
ducida por el sistema agrícola (Masera y López-Ridaura, 2000; Contreras
Ramos, 2006; González de Miguel et al., 2009). se trasforman las canti-
dades de insumos o productos en función de su contenido energético o
de su energía de fabricación siguiendo los valores asignados por Astier et
al. (2008), el valor deseable es 12. Los inputs considerados fueron herbi-
cidas, insecticidas, fungicidas, fertilizantes, semillas y herramientas. Los
outputs energéticos se obtuvieron multiplicando la producción de maíz y
frijol por su calor de combustión.

El indicador tasa beneficio/coste agrícola se calculó a partir del cociente
entre el ingreso bruto total obtenido de la producción agrícola y el coste
bruto. Los ingresos se calcularon a partir de la producción anual de grano
y forraje multiplicada por su valor en el mercado. Los costes incluyen
todos los insumos, incluyendo el coste de oportunidad por mano de obra,
semilla y resto de insumos. El valor deseable para este indicador es que
sea mayor o igual a 2,5, cómo se ha planteado para comunidades campe-
sinas en el sur de México (Arnés et al., 2013), para que las familias agri-
cultoras puedan hacer frente al coste de la vida en todos los ámbitos:
alimentación, vestido, transporte, salud o educación.

Para calcular el indicador de riesgo de erosión se utilizó un método indi-
recto que relaciona la pendiente del terreno con las pérdidas de suelo.
Al ser la pendiente uno de los principales factores en la estimación del
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riesgo de erosión laminar en suelos agrícolas según la Ecuación universal
de Pérdida de suelo Revisada. se aplicó una tabla de equivalencias entre
la pendiente del terreno estimado por los agricultores en la encuesta y las
pérdidas de suelo producidas (Tabla 1). 

Para calcular la agrobiodiversidad se tuvo en cuenta el número de especies
cultivadas y destinadas para consumo alimentario, incluyendo los cultivos
extensivos (considerados el maíz, el frijol y el sorgo), las hortalizas y los
árboles frutales. El valor deseable para este indicador se estableció en 15
especies.

Para el indicador acceso a innovaciones tecnológicas, se consideró el ac-
ceso al crédito y la adopción de las tecnologías transferidas como resultado
de las Escuelas de Campo (ECAs), en el que participaron todos los en-
cuestados. Las ECAs incluían capacitaciones sobre prácticas de conserva-
ción de suelos, introducción de cultivos de hortalizas y manejo integrado
de plagas. Agregando valor a prácticas, como la formación de barreras
vivas y muertas o la promoción de la no quema de residuos de los cultivos,
que son consideradas como innovaciones tecnológicas (Gerritsen et al.
2006).  El valor deseable de número de innovaciones aplicadas es cinco
considerando: Acceso a créditos, implementación de barreras vivas o
muertas, implementación de sistemas agroforestales, implantación de hor-
talizas, mejora de los sistemas de riego y manejo integrado de plagas.

y para el último indicador, grado de participación en organizaciones, se
identificaron ocho asociaciones, cooperativas y entes organizativos a los
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Tipo de terreno Pendiente (%) Riesgo de erosión (Mg ha-1 año-1)

Plano o casi plano 0-5 0

Inclinado 5-15 1

Muy inclinado >15 3

Fuente: Elaboración propia.

Tabla 1

EQuIVALEnCIA EnTRE TIPo dE TERREno su PEndIEnTE y EL RIEsGo dE ERosIÓn



que podían pertenecer los productores. Entre los que se incluían: dos co-
operativas agrícolas, dos cooperativas de crédito, un programa de capaci-
tación agrícola (Escuelas de Campo), la iglesia, una asociación de
productores agrícolas y pecuarios y una empresa privada. se considerará
que un grado aceptable de participación para este indicador sería formar
parte de tres organizaciones.

obtenidos lo valores para cada agricultor encuestado se procedió a la
normalización de los indicadores para expresarlos todos con la misma
escala. La normalización consistió en asignar cero al valor mínimo o peor
(en el caso del riesgo de erosión es el valor máximo) y cinco cuando el
indicador alcanza o supera el valor deseable (Tabla 2).

Los resultados se representaron en un diagrama multivariable o gráfico
en estrella, y se analizaron con  el software estadístico statGraphics© Cen-
turion XVI. se hizo un Análisis de Componentes Principales (ACP) sobre
los 64 casos completos y para los siete indicadores de sostenibilidad. El
ACP trata de transformar el conjunto de variables original en otro más
reducido de variables incorrelacionadas (Cuadras, 1981). 
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*A mayor riesgo de erosión peores resultados, por ello se invierten los valores en este indicador.

Fuente: Elaboración propia.

Tabla 2

IndICAdoREs, unIdAdEs y VALoREs dEsEAbLEs y MÍnIMos uTILIzAdos
En LA noRMALIzACIÓn

Indicador Unidades Deseable Mínimo

Rendimiento Kg ha-1 1000 0

Eficiencia energética Adimensional 12 0

Tasa Beneficio/Coste agrícola Adimensional 2,5 1

Riesgo de erosión del suelo* Mg ha-1 año-1 0,6 3

Agrobiodiversidad Número de cultivos 15 1

Acceso a innovaciones tecnológicas Número de tecnologías aplicadas 5 1,5

Participación en las organizaciones Número de participaciones 0,75 0



3. REsuLTAdos y dIsCusIÓn

El valor medio del rendimiento de los agricultores de san José de Cus-
pama (nicaragua) fue de 195 kg ha-1, un valor excesivamente bajo te-
niendo en cuenta que este cultivo forma parte de la base alimentaria. El
69% de los agricultores alcanzó valores inferiores a 200 kg ha-1. Mientras,
un 23% de los encuestados tenían rendimientos entre 200 kg ha-1 y 400
kg ha-1, y sólo el 4 % de los individuos superaron los 600 kg ha-1 de ren-
dimiento medio de maíz y frijol (Figura 4).

En el caso del la eficiencia energética, el coeficiente medio obtenido es
2,28. según Astier et al. (2008) un sistema debería aprovechar de 10 á 15
veces la energía que consume. Los encuestados que no superan los 2,4
puntos de eficiencia energética fueron el 68%, y tan solo el 8% obtiene
valores mayores o iguales a 7,2 (Figura 3). En general las cifras son bajas,
lo que está indicando una alta diferencia entre la energía aportada y la
energía obtenida del sistema, teniendo en cuenta, además, que no se in-
cluye en el indicador la energía aportada por la mano de obra.

Para la tasa beneficio/coste agrícola, el valor medio obtenido de 1,04 está
lejos del valor deseable. El 84% de los individuos obtienen una tasa de
beneficio/coste agrícola menor de uno (Figura 3). Para estos agricultores
la actividad agrícola supone un coste de oportunidad, dado que el bene-
ficio bruto fue inferior al coste bruto. Como el coste incluye la mano de
obra del agricultor, en esta situación, sería ventajoso que dedicase su tra-
bajo a otra actividad si tuviesen esa posibilidad, considerando que el valor
del jornal era de 2,5 euros. El 46% de los encuestados contestó que tenían
una fuente alternativa de ingresos, pero ésta no ha sido considerada en
este indicador. En otros estudios similares, de agricultura de subsistencia
y de secano realizados en México, se alcanzó un valor medio de 1,96 (As-
tier et al., 2000) y 1,4 (Arnés et al., 2013), en este último caso tampoco se
contabilizaron los ingresos alternativos a los agropecuarios. 

El indicador riesgo de erosión medio llega a 1,65 Mg ha-1 año-1, lo que
supone un serio problema para el futuro agrícola de la zona (Figura 4).
La vocación del suelo es forestal pero la presión demográfica hace que
se cultive en pendiente. Hay experiencias en terrenos de ladera cultivados
con maíz bajo labranza convencional con pendientes del 8%, donde se
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han registrado pérdidas de suelo de hasta 2 Mg ha-1 año-1 (Astier et al.,
2008). según estos autores, unas pérdidas de 0,6 Mg ha-1 año-1 suponen
un valor factible al cual pueden aspirar los terrenos con pendientes pro-
nunciadas siempre y cuando se implementen técnicas de conservación
de suelos. La representación del indicador de riesgo de erosión, posee
una distribución de frecuencias bimodal. Agrupándose los campesinos
entre aquellos que cultivan las zonas de valle o de meseta frente aquellos
que se ven obligados al cultivo en pendiente. El 18% de los individuos
registraron grados de erosión por debajo de 0,6 Mg ha-1 año-1, y el 35%
entre 0,6 y 1 Mg ha-1 año-1 (Figura 4). En ninguno de los casos se vieron
agrupaciones significativas que indicaran valores mejores para unas co-
munidades concretas. En el primer caso (18%), hay individuos de ocho
comunidades distintas, y en el segundo (35%) hay agricultores de todas
las comunidades pero ninguna con la totalidad de sus miembros. Estos
resultados vienen a confirmar que existen agricultores en todas las comu-
nidades que trabajan tierras en pendiente  y que existe una gran dispersión
en la propiedad de la tierra, la mayoría de los agricultores tiene parcelas
distribuidas por zonas más llanas y en zonas con más pendiente. 

El rango del indicador de agrobiodiversidad varía desde agricultores que
practican el  monocultivo hasta agricultores que gestionan 15 cultivos. El
valor medio de este indicador es 2,88 especies cultivadas por agricultor
destinadas a la alimentación. Entre las cuales maíz y frijol aparecen siem-
pre, ya que estos granos constituyen la base de la alimentación. Estos re-
sultados indican una baja diversidad de cultivos, mostrando una
agricultura tradicional poco diversificada. El 53% de los individuos culti-
van como máximo tres especies (Figura 4), lo que puede dar lugar a una
dieta desequilibrada si tenemos en cuenta que la mayoría de las familias
no cuentan con ingresos suficientes para comprar otros alimentos en mer-
cados locales.

El indicador de acceso a innovaciones tecnológicas presentó un valor
medio de 3,78. Casi el 90% de los individuos se agrupa entre los valores
dos y tres, en el acceso a innovaciones tecnológicas como créditos, capa-
citaciones o implementación de nuevas prácticas (Figura 4). En san José
de Cusmapa, el acceso a determinadas tecnologías y el control de las es-
trategias de manejo es limitado. Esto es así, ya que la pronunciada pen-
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diente de las parcelas dificulta el uso de maquinaria agrícola y la instala-
ción de sistemas de riego. Además los escasos ingresos restringen el ac-
ceso a las materias primas para la siguiente cosecha.

El indicador de participación en organizaciones, muestra cómo de cohe-
sionada está la sociedad, y la iniciativa que tienen los individuos de esas
comunidades en el trabajo cooperativo. El valor medio obtenido es de
uno, ya que la mayoría de los individuos pertenecen a una organización.
La distribución señala que el 50% de los individuos participan en una or-
ganización y el otro 50% participan en dos. 
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Fuente: Elaboración propia.

Figura 3

FRECuEnCIA dE AGRICuLToREs dIsTRIbuIdos PoR RAnGos PARA CAdA IndICAdoR
En sAn JosÉ dE CusMAPA (nICARAGuA)



La figura 4 recoge los valores normalizados de los siete indicadores dentro
del rango (desde el valor mínimo al deseable), de tal forma que se puede
comparar el desempeño de cada agricultor teniendo en cuenta que los va-
lores que se alejan del centro presentan mejoras en la sostenibilidad. La
figura recoge el agricultor con el peor resultado (valor individual menor),
que es el más alejado de la sostenibilidad, y el agricultor con el mejor re-
sultado (valor individual mayor), para el conjunto de indicadores. La figura
muestra las debilidades de la agricultura de subsistencia en una zona de
montaña en el trópico seco centroamericano. Hay dos indicadores que
para todos los individuos presentan valores muy alejados del objetivo pro-
puesto: agrobiodiversidad y rendimiento. Esto quiere decir que esta agri-
cultura de subsistencia está muy poco diversificada y que la producción
de alimentos, en esta situación de montaña y de trópico seco, es costosa,
seguramente debido a su dependencia meteorológica y al cultivo en pen-
diente, como la mayoría de los sistemas de secano (Conde et al., 2006).
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Fuente: Elaboración propia.

Figura 4

dIAGRAMA dE VALoREs dEsEAbLEs, MEdIos, MáXIMos y MÍnIMos PARA Los IndICAdoREs
dE sosTEnIbILIdAd En sAn JosÉ dE CusMAPA (nICARAGuA)



En al análisis de componentes principales se han incluido como variables
categóricas los siete indicadores normalizados. Hay cuatro componentes
que explicarían en conjunto el 72,4% de la varianza (Tabla 3).

Vemos que en la primera componente pesan positivamente los indicado-
res de rendimiento, eficiencia energética y riesgo de erosión, en menor
medida la tasa beneficio/coste agrícola y el acceso a innovaciones tecnoló-
gicas (Tabla 4). El análisis del primer componente principal (que explica
el 24% de la varianza) recoge, en contribuciones negativas, los indicadores
agrobiodiversidad y participación en las organizaciones. Aunque aportan
poco a la variación, estos dos indicadores están relacionados con la exten-
sión agraria que las organizaciones han realizado en la zona promoviendo
la diversificación de cultivos. Estas organizaciones tratan de diversificar la
producción, sobre todo con la introducción del cultivo de hortalizas y fru-
tales, que en términos de producción de biomasa total (en materia seca)
son menores, emplean más trabajo y tienen  el objetivo de aumentar los
ingresos por venta en los mercados locales. Por otro lado, el resto de in-
dicadores presentan una contribución positiva, estos indicadores estarían
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Componente Autovalor Porcentaje de la varianza Porcentaje de la varianza acumulada

1 1,68 24,0 24,0

2 1,24 17,8 41,8

3 1,08 15,4 57,2

4 1,06 15,2 72,4

5 0,89 12,7 85,1

6 0,57 8,1 93,2

7 0,48 6,9 100,00

Tabla 3

CoMPonEnTEs PRInCIPALEs, AuToVALoREs, PoRCEnTAJE dE LA VARIAnzA y VARIAnzA
ACuMuLAdA dE Los AGRICuLToREs dE sAn JosÉ dE CusMAPA (nICARAGuA)

Los números en negrita corresponden a los autovalores mayores que 1,0 que ha sido el criterio utilizado para la extracción de los
componentes principales, y al porcentaje de la varianza acumulada explicada por los cuatro componentes principales elegidos.

Fuente: Elaboración propia.



relacionados con la producción. Rendimiento y eficiencia energética
toman los mayores valores, ambos valores están asociados ya que un mayor
rendimiento incrementa el retorno energético del agricultor.

El primer componente establece que la agrobiodiversidad y el rendi-
miento (valores con mayores pesos) son opuestos, esto explicaría que
aquellos individuos que están especializados en pocos cultivos (maíz y fri-
jol), obtienen rendimientos mayores que aquellos que están más diversi-
ficados. Esto quiere decir que la diversificación tiene un gran coste de
oportunidad para el agricultor, ya que no puede atender adecuadamente
a todos los cultivos, produciéndose una disminución en su rendimiento,
también puede ser que en esos casos las mejores tierras se dedican a los
cultivos hortícolas en vez de a los granos básicos. La media de los rendi-
mientos de aquellos agricultores que cultivan menos de tres especies está
por encima de 300 kg ha-1, en comparación con los 118 kg ha-1 que ob-
tienen los que cultivan cuatro o más especies. La diversificación de culti-
vos supone distribuir los escasos recursos, incluida la mano de obra, entre
más cultivos lo que perjudica el desempeño de cada uno. Con estos ren-
dimientos, tomando en cuenta la unidad nutricional Estándar (snu por
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Tabla 4

MATRIz dE CoMPonEnTEs PRInCIPALEs PARA Los sIETE IndICAdoREs dE sosTEnIbILIdAd
dE Los AGRICuLToREs dE sAn JosÉ dE CusMAPA (nICARAGuA)

1 2 3 4

I1 Rendimiento 0,586 -0,210 0,072 0,136

I2 Eficiencia energética 0,467 -0,232 0,450 -0,273

I3 Tasa Beneficio/Coste agrícola 0,122 -0,219 -0,467 -0,627

I4 Riesgo de Erosión 0,302 0,639 0,255 0,130

I5 Agrobiodiversidad -0,458 -0,473 0,370 0,004

I6 Acceso a innovaciones tecnológicas 0,207 -0,406 0,254 0,439

I7 Participación en las organizaciones -0,281 0,239 0,554 -0,552

Componente
Indicador

Fuente: Elaboración propia.



sus siglas en inglés: standard nutritional unit) que considera que una per-
sona necesita una producción anual equivalente de 500 kg de cereal al
año (Connor et al., 1992), en san José de Cusmapa (nicaragua) cada agri-
cultor de subsistencia necesitaría cultivar al año 1,67 hectáreas de media
por cada persona de la unidad familiar para satisfacer sus necesidades de
alimento. si consideramos que esa unidad familiar la forman cinco miem-
bros y la superficie de cultivo media de cada familia es de 3,6 ha, el ren-
dimiento anual necesario de granos básicos debería ser de 700 kg ha-1.
La diferencia entre ese valor y el rendimiento medio confirmarían la pre-
valencia de la subnutrición en la zona de estudio y la presión sobre otras
fuentes de alimentos en las zonas no cultivadas.

La segunda componente explica el 17,8% de la variación y recoge en va-
lores positivos los riegos de erosión y la participación en organizaciones.
El riesgo de erosión se ha medido en este caso por la pendiente de las
parcelas cultivadas, por lo que nos indicaría que hay un interés mayor de
aquellos que cultivan en pendiente en participar en las organizaciones.
Esto es explicado porque gran parte de la actividad de extensión agrícola
de esas organizaciones va encaminada a la enseñanza de técnicas agrícolas
de conservación de suelos. El resto de indicadores están en el lado nega-
tivo del eje. Para este segundo componente los indicadores con mayor
peso y opuestos son: el riesgo de erosión y la diversidad de cultivos. Es
lógico pensar que en zonas de grandes pendientes el número de cultivos
sea menor, mientras que en terrenos llanos es más sencillo cultivar todo
tipo de especies. Esto se corrobora con los datos observados: aquellos
agricultores que cultivan como máximo tres especies tienen un riesgo de
erosión de 2,62 Mg ha-1 año-1 (cultivan en zonas de mayor pendiente) y
para los que cultivan cuatro o más especies apenas es de 1,26 Mg ha-1

año-1 de suelo (cultivan en los suelos más llanos). El cultivo en zonas llanas
también abre la posibilidad al acceso a más facilidades en la incorporación
de innovaciones tecnológicas como las semillas (diversidad de cultivos),
el riego o la mecanización. La pendiente del terreno es un problema para
el uso de maquinaria, requiere mayor acceso al capital para construir te-
rrazas y el acceso a tecnologías de conservación de suelos como son  las
barreras, vivas o muertas, para evitar la erosión. Tan sólo el 18% de los
entrevistados cultivan en terrenos donde el riesgo de erosión no supera
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los 0,6  Mg ha-1 año-1 y el 90% de éstos ha recibido formación en temas
relacionados con la conservación de los recursos naturales. sin embargo,
del 82%  entrevistados restantes sólo habían recibido algún tipo de capa-
citación el  45%.

El tercer componente separa el indicador tasa de beneficio/coste agrícola
al asignarle un valor negativo, del resto de indicadores. Los indicadores
participación en las organizaciones y eficiencia energética aportan mayor
peso. según esta componente, participar en las organizaciones y tener
una adecuada eficiencia energética reduce la tasa de beneficio/coste agrí-
cola. Esto puede ser explicado por el coste de oportunidad del tiempo
disponible para realizar un trabajo. según Pfister et al. (2005) la disponi-
bilidad de mano de obra es uno de los factores clave de los sistemas agrí-
colas de montaña en nicaragua. Moser y barrett (2003) cuestionan
también la adopción de tecnologías que utilizan bajos insumos externos
por parte de pequeños agricultores debido al incremento que supone en
las necesidades de mano de obra.

debido a que la tasa de beneficio/coste agrícola prima las explotaciones
que incorporan más trabajo individual del agricultor frente al uso de in-
sumos y que la participación en organizaciones también consume tiempo
o parte de la jornada laboral. sin embargo, la cuarta componente vuelve
a asociar a estos tres indicadores asignándoles la misma dirección, en este
caso con valores negativos, por lo que el coste de oportunidad de partici-
par en las organizaciones puede verse compensado en algunos casos au-
mentando la tasa beneficio/coste agrícola, esto es lógico puesto que la
intervención de las organizaciones en la zona de estudio tiene como ob-
jetivo la reducción de la pobreza. Las innovaciones técnicas suponen un
coste (acceso al crédito y mejoras agrícolas) y por tanto reducen la tasa
beneficio/coste agrícola.

La proyección de los agricultores en el espacio bidimensional del análisis
de componentes principales para el primer y segundo componente (Fi-
gura 5), muestra la dispersión de los agricultores entorno a los ejes de los
indicadores, sin la presencia de ningún valor atípico. El indicador rendi-
miento se correlacionó positivamente con la eficiencia energética. Tam-
bién se encontró una correlación positiva entre la tasa de beneficio/coste
agrícola y el acceso a innovaciones tecnológicas (Figura 5).
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4. ConCLusIonEs

La agricultura que realizan los campesinos en el trópico seco y de mon-
taña en san José de Cusmapa (nicaragua) no es capaz de proporcionar
todo el alimento que necesitan, lo que explicaría la prevalencia de la sub-
nutrición. Incluso los valores del indicador coste/beneficio agrícola ponen
de manifiesto la dificultad de la producción de alimentos en estas zonas
de montaña.  Esta agricultura está muy lejos de los objetivos de sosteni-
bilidad marcados. Entre los indicadores analizados cabe destacar los bajos
valores alcanzados en el indicador rendimiento y en la agrobiodiversidad.
Los puntos críticos de la agricultura familiar en zonas de montaña repre-
sentados en san José de Cusmapa (nicaragua) son los bajos rendimientos
y el escaso nivel de diversificación, primero debido al predominio de la
agricultura en pendiente o laderas y el segundo basado en el cultivo prin-
cipal de maíz y frijol.
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Figura 5

dIAGRAMA dE dIsPERsIÓn dE Los AGRICuLToREs dE sAn JosÉ dE CusMAPA (nICARAGuA)
En Los dos PRIMERos CoMPonEnTEs PRInCIPALEs

I1: Rendimiento; I2: Eficiencia energética; I3: Tasa beneficio/Coste agrícola; I4: Riesgo de Erosión  I5: Agrobiodiversidad; I6:
Acceso a innovaciones tecnológicas; I7: Participación en las organizaciones.

Fuente: Elaboración propia.



El análisis de componentes principales pone de manifiesto las correlacio-
nes entre los indicadores. Por lo que se plantea la posibilidad de reducir
el número de indicadores en los estudios de sostenibilidad en zonas
donde la disponibilidad de información es reducida, seleccionando aque-
llos indicadores más representativos entre los que tiene una misma co-
rrelación. El análisis de componentes principales muestra la relación
inversa entre diversidad y producción, relación que no se ve compensada
por una mejoría en la tasa de beneficio/coste agrícola, lo que puede ma-
nifestar las dificultades de comercialización de los productos hortícolas
en un contexto de pobreza o baja capacidad de compra. será necesario,
para estudios posteriores, completar este análisis de sostenibilidad entre
agricultores con la evolución que experimenten estos mismos indicadores
en el tiempo. de momento las medidas para mejorar la sostenibilidad de
los agricultores de montaña deben ir encaminadas en las técnicas agro-
nómicas para el cultivo en pendiente o ladera y la diversificación con cul-
tivos adaptados a las condiciones locales.
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REsuMEn

Evaluación de la sostenibilidad de la agricultura de subsistencia en san José de Cusmapa,
nicaragua

Evaluar la sostenibilidad de los sistemas agrícolas campesinos representa un reto a nivel glo-
bal ya que la agricultura familiar produce más del 70% de los alimentos del planeta. En ni-
caragua, el 49% de la población rural practica agricultura familiar, siendo el 38% de
subsistencia. La zona de estudio se situó en 11 comunidades del municipio de san José de
Cusmapa (departamento de Madriz, nicaragua) donde se realizaron 80 encuestas semies-
tructuradas. se analizaron los indicadores de: rendimiento, eficiencia energética, tasa bene-
ficio/coste agrícola, riesgo de erosión, agrobiodiversidad, acceso a innovaciones tecnológicas
y participación en las organizaciones. Esta agricultura campesina está muy lejos de los ob-
jetivos de sostenibilidad marcados y se manifiesta en carencias alimenticias y nutricionales.
Entre los indicadores analizados cabe destacar los bajos valores alcanzados en el indicador
rendimiento y en la agrobiodiversidad. Por ello, es necesario que las comunidades campe-
sinas fortalezcan su capacidad de adaptación con el fin de mejorar su nivel de vida y la salud
de su ecosistema.

PALAbRAs CLAVE: Alimentación, Campesinos, Cultivos, Indígenas, Indicadores.
CÓdIGos JEL: Q56.

suMMARy

sustainability assessment of subsistence agriculture in san José de Cusmapa, nicaragua

sustainability evaluation of peasant agricultural systems is becoming a global challenge due
to the fact that family farms produce over 70% of food supply. In rural areas of nicaragua
family farm involve about 49% population and the subsistence agriculture represents 38 per
cent. The study area was located in 11 communities in the municipality of san José de Cus-
mapa (county of Madriz, nicaragua) where 80 semi-structured interviews were conducted.
The sustainability indicators: crop yield, energy efficiency, agricultural benefit/cost ratio,
erosion risk, agrobiodiversity, technology availability and community participation were
analyzed. It shows an unsustainable handling of both natural resources and farming systems,
levels of extreme poverty manifested in food shortages and nutritional deficiencies. Among
the analyzed indicators, it should be noted the low values of crop yield and agrobiodiversity.
It will, therefore, be necessary to uplift the adaptation capacity of peasant communities, in
order to improve their standard of living and the ecosystem’s health.

kEy WoRds: Crop, food, indicators, peasant, indigenous.
JEL CodEs: Q56.
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LAnG, TIM; bARLInG, dAVId y CARAHER, MARTIn (2009). Food Policy. Integrating Health,
Environment and society. oxford university Press. oxford, Reino unido. 313 pgs.

Este texto, escrito por tres investigadores del Centre for Food Policy de la
City university London, constituye una valiosa introducción a las múltiples
e interconectadas dimensiones que subyacen bajo el concepto de política
alimentaria. El libro, de lectura ágil y accesible, realiza un recorrido por
diversas cuestiones, lo que le da una enorme amplitud temática, que tiene
como inevitable coste asociado la imposibilidad de realizar un tratamiento
profundo de cada una de ellas. Así, un experto en nutrición encontrará
pocas novedades en el capítulo sobre este tema, pero puede que sí muchas
más en otros (gobernanza, cadena alimentaria, medio ambiente), y vice-
versa para cada uno de esas otras cuestiones. Con todo, el libro es un mag-
nífico referente para responsables políticos, que encontrarán en él
reflexiones e interconexiones de las políticas alimentarias tradicionales no
siempre tenidas en cuenta en la intervención pública, tal como queda re-
flejado por el gran número de ejemplos concretos que ilustran los distintos
capítulos. uno de esos ejemplos, que aparece de forma reiterada, es el del
consumo de pescado: mientras los nutricionistas insisten en promoverlo
por los efectos sobre la salud del omega-3, los ecologistas alertan sobre la
sobreexplotación de los caladeros internacionales.

El trabajo se centra mucho más en la experiencia de los países industria-
lizados y en especial en la del Reino unido, en este último caso sobre la
base de un sinfín de informes y estudios realizados o promovidos por las
administraciones británicas o los numerosos think-tanks que trabajan
sobre estas cuestiones (lo que, además de mostrar el interés de estos temas
en dicho país, contrasta con la situación en España). Además, la atención
al Reino unido constituye un activo añadido, ya que permite pulsar las
tendencias y los cambios que se están operando en uno de los principales
destinos de nuestras exportaciones agroalimentarias; así, su mayor cono-
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cimiento se antoja estratégico de cara al futuro de algunos de nuestros sis-
temas de producción agraria (de hecho, aparece alguna mención a España
como origen de alimentos consumidos en dicho país).

La tesis central sobre la que se sustenta el libro se refleja de forma inequí-
voca en su título. Esto es, es necesario avanzar en una política alimentaria
que abandone enfoques parciales (más centrados en aspectos nutriciona-
les y de salud) e integre en el proceso político la consideración de las fuer-
tes interdependencias que existen entre esas tres esferas de la
alimentación: su papel en la salud de los seres humanos, la alimentación
como hecho social, y las implicaciones y limitaciones ambientales de las
distintas pautas de consumo alimentario. Los autores acuñan un término
que trata de sintetizar este enfoque integrado: salud pública ecológica (eco-
logic public health). El libro va intercalando una larga lista de ejemplos
de políticas alimentarias insuficientes o simplemente fallidas por haber
adoptado un planteamiento demasiado parcial, sin abarcar la complejidad
y multidimensionalidad de la cuestión alimentaria –en especial, en rela-
ción a sus aspectos sociales y culturales-.

del texto también se deriva una clara conclusión política, particularmente
expuesta en el capítulo sobre Conducta y Cultura. Los Estados han asu-
mido en sus políticas alimentarias la tesis simplista, tal como plantean los
postulados neoclásicos, de que el consumidor es plenamente libre en sus
decisiones de compra. Por lo tanto, continuaría este planteamiento, es
suficiente con que las políticas se centren en educar y convencer a los
consumidores para que estos, a través de la modificación de sus patrones
de consumo de alimentos, guíen los cambios de todo el sistema. sin em-
bargo, según los autores, este es un enfoque erróneo, como pone de ma-
nifiesto el interés (y la inversión) que las grandes corporaciones de la
distribución alimentaria dirigen a sus cada vez más potentes estudios de
marketing, lo que les permite ser ellas las que guíen los modelos de con-
sumo (sin que ello quiera decir que las conductas de los consumidores
están totalmente manipuladas, p. 227).

Así, muchas políticas alimentarias (el ejemplo de la lucha contra la obe-
sidad aparece de forma constante) fallan al centrarse casi en exclusiva en
tratar de educar a los consumidores, ya que además, las empresas han
mostrado una generalizada resistencia a adoptar un enfoque de salud pú-
blica ecológica. Como conclusión, el libro apuesta por políticas más
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‘duras’, que incluirían de forma más clara, por ejemplo, instrumentos de
política fiscal, habida cuenta de las limitaciones mostradas por los enfo-
ques basados en incentivos positivos (p. 216).

Curiosamente, las reticencias a explicitar los efectos sobre la salud de al-
gunos productos, contrasta con la mayor predisposición de las corpora-
ciones a mostrar de manera más clara algunos efectos ambientales de los
procesos productivos (p.e. la huella de carbono). Los autores concluyen
aquí que para estas grandes empresas ha terminado siendo más atractivo
el discurso de la ‘modernización ecológica’ (p. 217).

Tal como planteaba con anterioridad, la amplitud temática del texto im-
pide entrar en profundidad en las innumerables dimensiones y aspectos
que van apareciendo a lo largo de este recorrido por la política alimenta-
ria, tales como las políticas relativas a esquemas de calidad como deno-
minaciones de origen o producción ecológica (apenas una mención a esta
última en el capítulo sobre medio ambiente), o a la cuestión de la pobreza
y la seguridad alimentaria (de pasada en el capítulo sobre nutrición) y, en
especial, por los debates respecto al reto del incremento de la producción
agraria y las transformaciones tecnológicas necesarias para ello (la deno-
minada segunda revolución verde). sin embargo, lo que quizás se echa
más en falta es una cuestión latente en todo el libro, pero que no llega a
abordarse de forma explícita: los equilibrios y mecanismos del poder que
operan en el sistema alimentario y condicionan enormemente las políticas
públicas que los Estados adoptan para su regulación. Las grandes corpo-
raciones transnacionales del sistema (agro)alimentario no sólo han mos-
trado su capacidad para ‘orientar’ las decisiones de compra y los patrones
alimentarios de los consumidores, sino también de incidir de forma evi-
dente en las políticas que las diferentes instancias públicas (internacional,
comunitaria, nacionales) adoptan. La actividad de lobby desempeñada
por estas corporaciones y la influencia que tienen en el diseño de la po-
lítica alimentaria no recibe atención en el texto, dejándolo quizás huérfano
de un elemento que hubiese completado el, en todo caso rico e integral,
tratamiento que los autores hacen de la multidimensional ‘food policy’.

dIonIsIo oRTIz MIRAndA

departamento de Economía y Ciencias sociales
universitat Politècnica de València
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GARCÍA, J.M. y sInEIRo, F. (Coord.), 2011. Apoyo Público a la Agricultura Española 2003-
2010. Ed. Ministerio de Medio Ambiente y Medio Rural y Marino (MARM), Madrid.
237 páginas.

A lo largo de sus ocho capítulos este libro recoge las contribuciones rea-
lizadas por un grupo de profesores universitarios expertos en política agra-
ria al análisis de las subvenciones recibidas por la agricultura española en
dicho período.  El libro presenta tres bloques diferenciados: el primero,
que proporciona un enmarque analítico e histórico al tema de estudio,
se ocupa de repasar las continuadas reformas experimentadas por la Po-
lítica Agrícola Común (PAC), por sus transferencias presupuestarias y por
sus formas de apoyo al sector.  El segundo bloque, que abarca desde el
segundo al sexto capítulo, analiza las transferencias recibidas por la agri-
cultura española de parte de las tres administraciones involucradas (la eu-
ropea, la central y la autonómica), tanto en relación a políticas de precios
y mercados como a otros sistemas de apoyo. En el mismo se emplea la
clasificación y los indicadores desarrollados por la oCdE para comparar
las formas y niveles de ayuda en los diversos países/zonas que la compo-
nen, aspectos de relevancia para el análisis del grado de distorsión del co-
mercio internacional de productos agrarios.  Finalmente, el tercer y último
bloque que se desarrolla a lo largo de los dos últimos capítulos (Capítulos
7 y 8), analiza en clave interna europea las transferencias/ayudas a la agri-
cultura española desde la óptica de la eficiencia y de la equidad de sus re-
sultados (según producción, dimensión, territorio, etc.).

Tal y como se ha mencionado, el primer capítulo/bloque ofrece una pa-
norámica histórica de las sucesivas reformas de la Política Agrícola
Común (PAC) hasta el Chequeo Médico lanzado en 2008 y las tensiones
financiero-presupuestarias subyacentes que a menudo las han desenca-
denado. Este encuadre resulta imprescindible para entender la lógica de
los apoyos públicos a la agricultura en cada contexto histórico, y más en
especial en el período objeto de estudio, que, además, son los anteceden-
tes de arranque y enlace con la reforma de la PAC post-2013 en ciernes,
cuyas propuestas legislativas para el primer y segundo pilar son también
desgranadas en el contexto de una reflexión global sobre los retos veni-
deros.
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El segundo bloque arranca con un capítulo de carácter metodológico (cap.
2), que clasifica las medidas de ayuda para la obtención de los indicadores
empleados por la oCdE como la Estimación del Apoyo al Productor
(PsE, Producer support Estimate), que agrupa el apoyo al precio del mer-
cado y las transferencias presupuestarias directas a los productores; la Es-
timación de los servicios Generales a la Agricultura (GssE, General
services support Estimate), que recoge las medidas de desarrollo rural
que no comportan transferencias a los productores; y por último la Esti-
mación del Apoyo Total (TsE, Total support Estimate) que suma los
dos indicadores anteriores y las subvenciones al consumo.

una vez presentados dichos indicadores, el capítulo 3 compara el apoyo,
vía PAC, recibido por la agricultura española, y por el conjunto de la uE,
con la de otros países de la oCdE tales como Australia, Canadá, Corea,
EEuu, Islandia, Japón, México, noruega, nueva zelanda, suiza y Tur-
quía en 2003 y 2006.  En la misma tónica, el capítulo 4 estima el Apoyo
al Productor, a los servicios Generales y el Apoyo Total derivados de la
PAC (PsE-pac, GssE-pac y TsE-pac) abonadas a las 17 Comunidades
Autónomas de España.

Aunque la PAC es la pieza central de las políticas agrarias en España, el
marco legal europeo previsto al respecto permite al gobierno estatal y a
los autonómicos conceder ayudas con cargo a fondos propios, minimi-
zando aquellos pagos basados en la producción.  En base a ello, el capí-
tulo 5 clasifica y estima las transferencias nacionales -suma de las
transferencias estatales, de las autonómicas y de las de cofinanciación de
las medidas de desarrollo rural- según la metodología de la oCdE de-
nominándolas PsE-nacional, GssE-nacional y TsE-nacional. no obs-
tante, como sólo se conoce el montante global de las transferencias
estatales y no su reparto regional, éstas presentan el inconveniente de que
su distribución regional ha de ser estimada siguiendo algún criterio. El
principio elegido por los autores para su reparto ha sido el del promedio
simple de la aportación de cada región a la producción, a la superficie
agrícola útil y al empleo agrícola total.  Estas ayudas, menos orientados al
productor y más a la ayuda estructural, presentan un peso promedio del
11% de la transferencia total a la agricultura española y van ganando en
importancia.  Además, se prevé que seguirán ganando peso en el futuro
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a medida que se vaya reduciendo el presupuesto de la PAC y los Estados
Miembros aumenten su participación en ayudas cofinanciadas.

El capítulo 6 puede ser considerado de transición hacia el siguiente blo-
que ya que, desmarcándose de la metodología de la oCdE, analiza el
gasto público en agricultura a través de los presupuestos agrarios de las
CCAA una vez detraídas las transferencias corrientes y de capital finan-
ciadas por el FEoGA, por el IFoP y por el MAPA.  El análisis realizado
a nivel autonómico, se lleva a cabo por objetivos (1-defensa de rentas, 2-
desarrollo rural y vertebración del territorio, 3-Calidad, sanidad y segu-
ridad alimentaria, 4-Medio Ambiente, 5-Asociacionismo agrario y
6-servicios generales y otros), por destinatarios (1-Familias e instituciones
sin fines de lucro, 2-Empresas privadas, 3-Entidades públicas y 4-Entes y
empresas públicas) y por capítulos (Cap-IV: Transferencias corrientes,
Cap-VI: Inversiones reales y Cap-VII: Transferencias de capital).  Para
finalizar las autoras estudian una serie de indicadores/ratios tales como
el gasto agrario respecto al gasto total, el gasto agrario por uTA y el gasto
agrario en relación a la Producción Final Agraria (PFA) para cada auto-
nomía.

El último bloque presenta un especial interés para analizar el impacto de
las políticas y ayudas comunitarias aplicadas en España en los años estu-
diados desde la óptica de su eficiencia y de la equidad de su distribución
territorial.  Así el capítulo 7 aborda el análisis de la distribución territorial
de las ayudas directas del primer pilar y de las ligadas al desarrollo rural
del segundo pilar de la PAC a partir de microdatos anonimizados de los
años 2003 y 2008 cedidos por el FEGA y descendiendo su examen a la
escala provincial y municipal.  dicho estudio ha considerado la ayuda
total, la ayuda media por beneficiario, la ayuda por superficie agrícola útil
(sAu), la ayuda por ocupados a tiempo completo (uTA) y la ayuda res-
pecto al margen bruto total (MbT) de las unidades territoriales conside-
radas. Los resultados obtenidos se presentan agrupados por cuartiles,
desde el primero compuesto por aquellos territorios con menores impor-
tes de la variable considerada (≤25%), hasta el cuarto con los de mayores
importes (≥75%). 

Como broche final, el capítulo 8 analiza las subvenciones corrientes por
explotación, empleando datos de las “explotaciones agrarias profesiona-
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les” (cuyo umbral de tamaño mínimo en España es ≥ 4 udEs) que par-
ticipan en la Red de Información Contable Agraria (RICA) y cuyo nú-
mero asciende al 58% de las existentes en España.  Las subvenciones
corrientes percibidas por este universo restringido de explotaciones en el
año considerado (2008) son tratadas a través de cuatro indicadores: (a)
por explotación, (b) por hectárea de sAu, (c) por uTA y (d) como por-
centaje de la renta familiar, y cada una de ellas se presenta cruzada con la
orientación productiva (las 8 oTEs más especializadas), los grupos de ta-
maño de udE y las Comunidades Autónomas. El capítulo finaliza con
un análisis comparativo de los cuatro indicadores mencionados de las ex-
plotaciones españolas con las de Francia e Italia. En este caso el análisis
se lleva a cabo a nivel nacional, es decir sin considerar su distribución por
regiones.  Los cuatro indicadores arriba mencionados se cruzan con los
grupos de tamaño de udE para dos orientaciones productivas, los culti-
vos herbáceos y el bovino de leche separadamente.

La amplia gama de resultados que se desprenden a lo largo de los distintos
capítulos de este ambicioso trabajo, además de interesantes, heterogéneos
e incluso a veces contradictorios en apariencia, son tan ricos en matices
como la realidad agraria de las diferentes regiones españolas; por lo que
una interpretación apropiada de los mismos requiere un profundo cono-
cimiento de la realidad de nuestro agro.

Teniendo en cuenta las distintas aproximaciones y enfoques empleados
en el análisis de las ayudas públicas a la agricultura puede afirmarse que
este manual presenta una visión poliédrica sobre el tema, que lo convierte
en referente indispensable tanto para los analistas y los responsables de
la política agraria de nuestro país como para el conjunto de agentes invo-
lucrados en el sector, pudiendo convertirse en una palanca que ayude a
fortalecer el debate y la toma de decisiones relacionadas con un sector
estratégico como es la agricultura.

InMACuLAdA AsToRkIzA IkAzuRIAGA

departamento de Economía Aplicada V
universidad del País Vasco (uPV/EHu)
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JuLIán bRIz e IsAbEL dE FELIPE (coordinadores). Editorial Agrícola. Madrid (2011).
A propósito de “La Cadena de Valor Agroalimentaria: Análisis Internacional de Casos
Reales”.

unA AGITACIon ACAdEMICA

La primera vez que escuché la palabra “filière” fue en los años 60, cuando
el economista agrario Milhau (1954) la introdujo para designar la cone-
xión vertical existente entre los mercados agrícolas. Esta palabra francesa
tiene varias acepciones: la primera es la máquina de hacer hilo, la “hila-
dora”, pero tiene una segunda acepción económica: “la orden de entrega
de la mercancía a un tercero, por endoso, antes de que transcurra el plazo
convenido para su primera libranza”. La primera acepción informa de la
continuidad; la segunda de que estamos ante fenómenos comerciales en
los que se trasmiten productos tras un pacto mercantil.

En los años siguientes se fue ahondando en la significación de lo en Es-
paña se vino denominando como sistema agroalimentario. Los trabajos
de Goldberg (1957) en donde habla de “system” y de Malassis (1973)
van asentando que, frente a los conceptos previos de ramas de actividad
o de sectores, los sistemas permitían considerar en un continuum, activi-
dades económicas fuertemente interrelacionadas, que sin embargo podían
ser analizadas por separado para poner en relevancia las características
propias de ellas, tanto en los aspectos puramente técnicos (aprovisiona-
mientos), como organizativos (tipos de integración) o los concurrenciales
(concentración, oligopolios, monopolios).

En la década de los 80, tras la creciente liberalización de los mercados
internacionales, nace el concepto de Cadena de Valor Global, que hace
referencia a la creación de cadenas internacionalizadas en donde las dis-
tintas actividades se van localizando en los territorios que presentan ven-
tajas competitivas. son redes “gobernadas” por los compradores (muy
frecuentes, con marcas muy conocidas, en el textil o el mueble) o por los
productores (frecuentes en industrias, como la electrónica y el automóvil,
con fuertes inversiones en intangibles). Existe abundante literatura enfo-
cada, sobre todo, al análisis de la ética de este tipo de organizaciones, que
parecen consolidar el desfase norte/sur.  
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La Cadena de suministro puede definirse como la red formada por las
estructuras que están involucradas en los diferentes procesos y actividades
que producen bienes y servicios para los clientes finales” (Christopher,
1998).

La Cadena de Valor considera a todos los componentes de la cadena de
suministros buscando los sistemas de gestión coordinada que produzcan
el mayor beneficio para el conjunto, de una forma económicamente sos-
tenible. 

Este enfoque lleva a considerar la cadena de valor como una sola organi-
zación virtual que es la que debe competir eficazmente con las otras cade-
nas competidoras, lo que a su vez requiere la estrecha cooperación e
integración entre los eslabones que la forman en busca de sus competen-
cias propias. Este análisis obliga a considerar el valor para los clientes, cons-
tituido por precio, calidad, entrega, servicio y otros valores asociados.

Lazzarini et al. (2001) convinieron en que esas organizaciones virtuales,
tampoco estaban aisladas, sino que establecían relaciones con otros esla-
bones de cadenas afines, intercambiando conocimiento y servicios  y apor-
tando nuevo valor, creándose nuevas estructuras en malla (redes de
cadenas) que llamaron “netchain”.

Vemos que el enfoque final no está lejos del aportado por Porter (1990)
en los “clusters” cuando los define como “concentraciones de empresas
e instituciones interconectadas” en una actividad y en un territorio con-
creto. Contempla la cadena de valor primaria (insumos, maquinaria y pro-
ducción) con su extensión vertical (mercados, consumidores) y horizontal
(instituciones formativas, de investigación, de servicios complementa-
rios,…). Es, por tanto, otro análisis de “malla”, aunque circunscrito a un
territorio.

Vemos que esta corriente de análisis económico lleva muchas décadas
progresando y viene a confirmar que es necesario comprender la com-
plejidad de las interacciones económicas, para poder actuar sobre la rea-
lidad a fin de mejorar su funcionamiento. Los análisis elementales pueden
llevar a conclusiones erróneas, pues en los sistemas complejos el todo es
mucho mayor que sus partes.
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¿Por qué publicar, ahora, un libro recopilatorio de 33 artículos, estu-
diando aspectos teóricos de la cadena de valor o aplicando el análisis a
productos y a territorios concretos?  ¿Qué sentido puede tener que a ésta
publicación haya seguido la edición, en 2012 y 2013, de otros dos libros
(1), con el mismo formato, que recogen 44 nuevos artículos, con orienta-
ción similar? 

Por motivos de trabajo, a lo largo del pasado año y hasta el mes de junio
de este 2013 (2), tuve que analizar en profundidad la Reforma de la Po-
lítica Pesquera Común (PPC), aprobada en las instancias comunitarias
hace apenas unos días. nunca había entrado en un análisis detallado de
la PPC por lo que pude considerarla desde una perspectiva global y lo
primero que se destacó fue ¡la absoluta falta de consideración de la cadena
de valor del sector pesquero comunitario! Comprando la industria trans-
formadora el 55% de todas las capturas y suponiendo el 75 % del valor
final de la cadena de valor, en los centenares de páginas que recogía el
documento comunitario, dedicaba al sector industrial sólo una página y
media. 

¿Qué está pasando en la elaboración de las políticas agraria y pesquera
de la unión Europea? Que al tratarse de una Reforma sobre una Re-
forma, de otra reforma…de una política de hace décadas, su elaboración
se limita a retocar la anterior, sin plantearse una total revisión de lo ac-
tuado con el enfoque que los avances científicos permiten y exigen. Este
es el auténtico fin pretendido por los coordinadores cuando destinan su
trabajo a funcionarios, empresarios y estudiosos buscando que desarrollen
criterios de evaluación en busca de una mayor competitividad. Estamos
ante una agitación académica alertando que, para gestionar eficazmente
lo complejo, hay que someterlo al rigor del conocimiento, lo que, hoy
por hoy, no se está haciendo.

y su mensaje es procedente, pues anima a proseguir los pasos que se van
dando en nuestro país en el plano político, con la promulgación de la
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(1) Las redes de cadenas de valor alimentarias en el siglo XXI: Retos y oportunidades internacionales (2012) y
Metodología y funcionamiento  de la cadena alimentaria: un enfoque pluridisciplinar e internacional (2013).

(2) La Reforma de la Política Pesquera Común. Informe del Consejo Económico y social del Reino de España.
Madrid 2013.
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“Ley para mejorar el funcionamiento de la cadena alimentaria” y la trans-
formación del observatorio de  Precios de los Alimentos en el observa-
torio de la Cadena Alimentaria, como órgano de análisis y seguimiento
de la cadena de valor, a la vez que motiva para cambiar de forma pro-
funda la elaboración de las políticas económicas diseñadas para los sec-
tores agro/mar/alimentarios.

En cuanto al contenido del libro es difícil juzgarlo de forma global. Podría
ser un número monográfico, in extenso, de una revista científica especia-
lizada (como el International Journal on Food system dynamics o la
system dynamics Review), con artículos muy variados, tanto los de ca-
rácter científico, como los de aplicación de modelos o los que buscan
aproximaciones genéricas más divulgadoras. La calidad de algunos de
ellos, seguramente les hubiera impedido publicarse en una revista como
las citadas, pero son coherentes con el mensaje de los autores.

de entre todos ellos destaco el firmado por José Miguel Herrero (3), que
tras hacer una barrido por las acciones político-administrativas que, tanto
en Europa como en España, se están haciendo introduciendo la consi-
deración de la cadena en su conjunto, repasa el análisis de la formación
de los precios de un conjunto de relevantes alimentos que ha venido ha-
ciendo el observatorio del Precio de los Alimentos que él dirige. A des-
tacar lo acertado de las “principales conclusiones” que adjunta detrás de
cada análisis.

Por resaltar una aplicación concreta y eficaz, la recogida por los coordi-
nadores, con la colaboración de Itziar Asunción (4), con conclusiones
claras y contundentes.

destacable también el artículo del dr. d. José Acevedo et al. (5), que,
tras hacer un eficaz análisis, aporta un árbol de gestión de dificultades
(diagrama causa-efecto de la insatisfacción de la demanda) realmente
completo y modélico, aunque al leer el artículo uno no puede dejar de
recordar los escritos sobre el funcionamiento del mercado de aquel con-
temporáneo de Mozart llamado Adam smith. 
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(3) La transparencia en la formación de precios en la cadena de valor alimentaria de España. Págs. 97 a 132.
(4) Cadena de valor corta: caso de la cadena hortofrutícola de Aranjuez (Madrid). Págs. 401 a 426.
(5) Análisis de la cadena de valor hortofrutícola del Municipio de Marianao en La Habana. Págs. 427 a 448.



Libro interesante y variado que quiere constituirse en fulcro para provocar
un cambio de visión en la política económica y en la gestión diaria de los
negocios. ojalá lo consigan. su ingente trabajo se lo merece.

JoRGE JoRdAnA

dr. Ingeniero Agrónomo
Ldo. En Ciencias Económicas
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NOTICIAS DE LIBROS





AnTonIo GAsCÓn y MIRAMÓn. organización cooperativa de la venta de los aceites espa-
ñoles. Edición facsímil. Publicaciones de la universidad de Jaén. 2013

El 14 de septiembre de 1928, la Asociación nacional de olivareros de
España, en respuesta a una oferta hecha y reiterada por la Cámara Agrí-
cola de Jaén, encarga a d. Antonio Gascón y Miramón que elabore un
estudio sobre la posibilidad de organizar cooperativamente a los produc-
tores para la venta de sus aceites en los mercados interior y exterior con
la finalidad de crear una central de venta en común.

Antonio Gascón y Miramón era, además de Catedrático de la Escuela In-
dustrial de Madrid, Jefe del servicio de Publicaciones Agrícolas del por
entonces Ministerio de Fomento. En la biblioteca Central del Ministerio
de Agricultura, de donde precisamente procede el original de esta cuidada
edición facsimilar, pueden consultarse 31 obras relacionadas fundamen-
talmente con aspectos cooperativos del autor citado.

En esta edición se reproducen tres cuadernillos de la obra de Gascón: el
primero, publicado en 1928 parte de una premisa, que según el propio
Rector Magnífico de la universidad de Jaén, Manuel Parras Rosa, autor
del prólogo que contextualiza esta edición facsimilar y uno de los profe-
sionales que mejor conoce el sector oleícola, dice literalmente que esta
publicación tiene hoy día plena vigencia: “Los olivareros se han cuidado
únicamente de producir, desentendiéndose hasta ahora de los problemas
de la venta, y han dejado que los diferentes intermediarios se apoderen
por completo del dominio del negocio”. “se impone la necesidad de que
el productor se libere a tiempo y reconquiste, si no el pleno dominio del
negocio, la parte que legítimamente le corresponde, que es la mayor y
principal”. “Esto no podrán lograrlo jamás los productores aislados, ni

215
Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 236, 2013

Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 236, 2013 (215-217).



reunidos en pequeños grupos. no hay más salida que la cooperación a
gran escala y sólidamente organizada. Pretender otra cosa es soñar”.

Manuel Parras Rosa ha obtenido, entre otros, el XXIV Premio nacional
de Publicaciones Agrarias, Pesqueras y Alimentarias convocado por el
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, por su trabajo “La de-
manda de aceite de oliva virgen en el mercado español”, siendo editado
en 1996 por el citado Ministerio dentro de la serie Estudios. 

Por su parte, José Luis García –Lomas Hernández, Presidente de la Caja
Rural de Jaén comparte este planteamiento de vigencia y actualidad de la
obra, tanto en sus certeros análisis sobre la situación de la producción y
comercialización del aceite de oliva, como en la definición de los obstá-
culos que se encuentran los productores para la venta.

El segundo cuadernillo que conforma la obra es la colección de las nueve
“charlas” (formato utilizado en la divulgación de conocimientos agrícolas
a comienzos del siglo XX, a veces, acompañado de proyecciones cine-
matográficas), editado en 1929, cuenta con una advertencia preliminar
de Gascón para sacudir “el individualismo suicida”. El folleto está prolo-
gado por José de Viedma Jiménez, Ingeniero Jefe del servicio Agronó-
mico de Jaén y Vocal del Consejo directivo de la Asociación nacional
de olivareros de España. Todas las charlas giran en torno a la defensa y
bondades de la cooperación y la importancia de tener en cuenta los as-
pectos comerciales para el éxito del movimiento cooperativo.

El tercer cuadernillo de la obra recoge el artículo publicado en el “boletín
de Agricultura Técnica y Económica”, número 250, de 31 de octubre de
1929, en el que se publica la noticia de la constitución de la unión de
olivicultores de Jaén, de acuerdo con las indicaciones contenidas en el
estudio de Gascón y Miramón.

nos encontramos por tanto ante una edición facsimilar de plena actuali-
dad, editada con el mimo y cuidado característico de las publicaciones de
la universidad de Jaén, que ha acertado plenamente a reproducir con fi-
delidad el original cedido por la biblioteca del Ministerio de Agricultura,
conservando la pátina de la encuadernación y su contenido original.

Además, esta edición va a facilitar el conocimiento de una obra que resalta
la importancia de un sector estratégico en la economía nacional y confor-
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mador de la identidad cultural jiennense, como es el oleícola; poniendo
de esta forma de manifiesto “el compromiso con la sociedad” de la uni-
versidad de Jaén, lema de su 20 Aniversario. 

JuAn MAnuEL GARCÍA bARToLoMÉ

Jefe de área. división de Estudios y Publicaciones
Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente
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